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I 

El I o de febrero de 182U, en los Campos de Cepe-
da, Estanislao López y Francisco Ramírez derrotaron al Director 
del Estado General Rondeau. Los caudillos se dirigieron por nota 
al Cabildo, solicitando la disolución del Directorio y del Congreso. 

El 10 de febrero, Soler, comandante de las fuerzas 
de Buenos Aires, desconoció la autoridad de éstos, y solicitó la re-
nuncia del Director y la disolución del Congreso. 

Rondeau renunció a su cargo, al día siguiente. El 
Cabildo reasumió el gobierno de Buenos Aires, mientras los con-
gresales abandonaban la ciudad. 

El 11 de febrero de 1820, la provincia de Buenos 
Aires adquiere entidad como institución autónoma. 

El Cabildo de Buenos Aires convocó para la elec-
ción de representantes, con la finalidad de elegir Gobernador de la 
Provincia. El día 16 no logró concretar la elección de un titular, re-
solviéndose por fin el día 17, la designación como Gobernador in-
terino'de Dn. Manuel de Sarratea. 

La reunión con Tos caudillos del interior con la fi-
nalidad de concertar la paz, se realizó entre los días 21 y 23 de fe-
brero en las cercanías de la ciudad, firmándose el Pacto del Pilar. 
Primero de los pactos preexistentes a que alude el Preámbulo de la 
Constitución Nacional. 
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El primer antecedente en materia constitucional 
de la Provincia, lo encontramos en 1821, cuando la Sala de Repre-
sentantes se declaró Constituyente, sin lograr, sin embargo, dictar 
una Carta Orgánica. 

Tenemos un segundo antecedente, durante el go-
bierno del general Juan Ramón Balcarce, en 1833. El 19 de di-
ciembre de ese año, los diputados Justo García Valdéz, Mateo Vi-
dal y Diego Alcorta, elevaron a consideración de la Junta de Re-
presentantes un proyecto de Constitución para la provincia. 

La Comisión de negocios constitucionales, cum-
plió su cometido elevando su proyecto precedido de una conside-
ración sobre la naturaleza del trabajo emprendido, sus dificultades 
y una breve exposición del proyecto. 

Los doctores Vidal, Alcorta y García Valdéz, de-
bieron soportar un sinnúmero de dificultades internas y otras pro-
pias de la situación política de la épbca. No pueden "lisonjearse 
de presentar una obra original y propia de su invención ... porque 
en esta materia los maestros más clásicos de la política han exten-
dido hasta tal punto los conocimientos y analizado de tal suerte 
las ideas, que es difícil, sino imposible, poder crearse de algo nue-
vo". Y continúan: "La Comisión caminando por la senda que 
ellos han trazado y respetando los principios y métodos adopta-
dos por las repúblicas más libres y civilizadas, nuestras contempo-
ráneas, no han hecho más que acomodarlos a nuestras circunstan-
cias, haciendo de ellos aquellas aplicaciones que aconseja la expe-
riencia y que los sucesos han marcado" (1) 

Precisa con toda claridad, la inspiración federal en 
lo que se refiere a la organización política de la República Argen-
tina. Por ello, ".. . ha empezado su trabajo consignando la libertad 
e independencia de la provincia en todo lo relativo a su régimen in-
terior, sin otras restricciones que las que ellas quiere imponerse 
por especial delegación ..." (2) 

En la sección primera, legislaron lo relativo a la re-
ligión, ... siguiendo en esta parte la conducta de casi todos los esta-
dos católicos... e insertando -también- la libertad de cultos..." (3) 
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En la segunda sección establecen la "Ley de ciu-
dadanía de la provincia... con toda aquella liberalidad que recla-
man sus intereses y relaciones interiores y que está en consonan-
cia con las luces del siglo" (4) 

La forma de gobierno republicano representativo, 
la soberanía del pueblo y la tripartición de poderes se reconocen 
en la sección tercera. 

La parte principal -sostienen- "la obra maestra en 
una constitución" es la organización de los poderes. Por ello es in-
dispensable" ... designar con claridad sus atribuciones y fijar en i-
gual forma sus límites, para que, reconocidos por sus barreras na-
turales, se contengan dentro de ellos, sin perturbar el equilibrio 
que constituye la armonía de la máquina política (5). Este es el in-
tento de las secciones 4a, 5a, 6a, y 7a. 

Instituyen un Poder Legislativo bicameral, con a-
tribuciones específicas para cada Cámara. 

Conocedores de la naturaleza de las atribuciones 
del Poder Ejecutivo y "que todo gobierno se inclina al abuso del 
poder y hace esfuerzos para sobrepasar los límites de su autori-
dad... se ha cuidado fijar con claridad sus atribuciones..." (6) 

De igual modo su elección se realizará por las dos 
cámaras reunidas, fundando así "un legítimo tí tulo de confianza. 

La Comisión asignó al Poder Ejecutivo el veto, o el 
poder repulsivo en la sanción de las Leyes. Porque entiende que su 
capacitación, experiencia y conocimientos prácticos "de todo lo 
que puede dañar" hace útilísima esta intervención. 

Legisla el Poder Judicial, consignando su indepen-
dencia de todo otro poder en ejercicio de sus funciones. Establece 
las calidades y condiciones que deben tener sus miembros de la 
Corte o Tribunales Superiores, su continuidad mientras dure su 
buena conducta, la publicidad de sus votos definitivos, el modo de 
su elección y su responsabilidad. 

Concede una acción popular por los delitos más 
notables y que más afecten la administración de justicia. 

Lo referente a la observancia de las leyes, reforma 
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de la Constitución y su juramento, está previsto en la sección octa-
va. 

Contempla la carencia, por parte de la provincia, 
de "códigos legales que le sean privativos", por no haberlo permiti-
do las continuas oscilaciones y vicisitudes a que ha estado expues-
ta la república. 

".. . es indispensable valorar las que nos rigen hasta 
el presente ... en todo aquello que no hayan sido alterados por le-
yes patrias ni estén en oposición con esta carta, hasta que reciban 
de la legislatura las variaciones o reformas que estime convenien-
tes.. ." (7) 

Establece también un procedimiento y un plazo pa-
ra su reforma porque "... una ley constitucional por su propia na-
turaleza es de carácter más sólido y firme que las demás". 

Afirma que "los derechos individuales forman la 
más noble propiedad del hombre libre" e inmediatamente agrega 
permitiéndonos conocer la raíz filosófica de sus fuentes: "ellos 
son la garantía que tiene el hombre en la sociedad, y en su con-
fianza es que renunció parte de su libertad en beneficio de ésta" (8) 

Después de Caseros el equilibrio político de la Con-
federación cambia rápidamente. Urquiza se esfuerza por mantener 
la unidad de las Provincias. 

Los Protocolos de Palermo y el camino hacia el A-
cuerdo de San Nicolás, producen paulatinamente el alejamiento 
de Buenos Aires y su posterior enfrentamiento como consecuen-
cia de causas históricas y políticas profundas -que producen a 
su vez- que las provincias se organicen constitucionalmente en San-
ta Fe. 

La Provincia de Buenos Aires, no se había organiza-
do bajo un determinado sistema orgánico y los nuevos aconteci-
mientos políticos; su secesión de la Confederación, la impulsan a 
buscar su propio destino y a plantearse la cuestión de la convenien-
cia o necesidad de dictar una Ley Fundamental para la provincia. 

El diputado Antonio Pirán, presenta un proyecto 
de Constitución en la Junta de Representantes, en la sesión del 7 
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de junio. En su proyecto, establece ues puntos básicos: 
1) "La Junta de Representantes usando do la soberanía ordi-

naria y extraordinaria que reviste, integrará Una Comi-
sión la que deberá presentar antes del 30 de agosto un 
proyecto de Constitución, bajo la forma representativa, 
republicana." 

2) "Que este será un asunto preferencia! y no cenará sus se-
siones sin haber sancionado la Constitución". 

3) "Que la Provincia sólo se reunirá en Nación bajo Ja forma 
federal de acuerdo a los pactos celebrados" (9) 

Días después de producido el movimiento del 11 
de septiembre, el 21, el diputado Albarración plantea nuevamente 
la cuestión y propone que la Comisión de Asuntos Constituciona-
les se expida, actualizando así, el proyecto de Pirán. 

El 4 de octubre, el diputado Esteves Saguí, presen-
ta dos proyectos: el primero de ellos, se refiere a la ley Fundamen-
tal. Velez Sársfield se opone terminantemente, sosteniendo que 
"Un tiempo de revolución no es apto para formar Constituciones" 
(10) 

Con la incorporación de Nicolás Anchorena -el 20 
de noviembre- el tratamiento de la cuestión vuelve a adquirir im-
portancia. La moción es breve: consta de dos artículos que estable-
cen la organización de una Comisión de cinco diputados que debe-
rá presentar un proyecto de Constitución: 

a) Bajo la forma representativa - republicana y 
b) La legislatura no cerrará sin haberla sancionado. 

El 25 de Noviembre el diputado Santiago Albarra-
cín presenta otro proyecto de Constitución, que origina inmensos 
y prolongados debates. 

En mayo de 1853, la Provincia rechaza la Constitu-
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ción Nacional y la muerte del gobernador Pinto, agrega otro fac-
tor más a la crisis reinante. 

La Sala elige a Dn. Nicolás de Anchorena por tres 
veces consecutivas. El antiguo consejero de Rosas renuncia todas 
ellas y la Sala elige, por fin, a Pastor Obligado. Convoca también a 
elecciones para su renovación. 

Instalándose la nueva sala, el I o de octubre de 
1853, reeligen a Obligado como Gobernador, el día 12 de octu-
bre, quien actualiza al día siguiente la necesidad de dictar una 
Constitución. 

La Sala designa una comisión para su tratamiento, 
integrado por siete miembros: Valentín Alsina, Miguel Estevez Sa-
gú í, Nicolás Anchorena, Carlos Tejedor, Manuel Escalada, Eusta-
quio Torres y Mariano Acosta. 

Este órgano no podría entrar en receso sin sancio-
nar la Constitución; siendo por demás interesante los debates en 
torno a la conveniencia y necesidad de su sanción, destacándose 
en su negativa, Vélez Sarsfield y Mitre. 

En 1854, el proyecto tendrá estado público y pol-
la misma época, Manuel Valencia presentará otro proyecto de 
Constitución, compuesto de una introducción y ciento ochenta y 
ocho artículos. 

La publicación del proyecto de la Comisión, provo-
ca una intensa crítica del gobierno de Paraná, mientras la Sala de-
batía finalmente sus atribuciones Constituyentes, predominando 
la postura de Alsina, sobre la legitimidad y representatividad, que 
proviene desde la declaración de 1821. 

Definidos sus poderes, la Sala de Representantes 
debatirá intensamente el Proyecto, entre el 2 de Marzo y el 8 de a -
bril, siendo interesante destacar los referentes a la soberanía del 
Estado, a los límites de la provincia y a la ciudadanía. 

La Constitución del Estado de Buenos Aires se a-
probó el 11 de abril, por 47 de los 48 diputados de la Sala de Re-
presentantes que a su vez la refrendaron ese día. 

Y se promulgó por bando, el 18 de abril, siendo ju-
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rada el 23 de mayo en todo el territorio del Estado. 
El 21 de octubre de 1860, la provincia de Buenos 

Aires, juró la Constitución Nacional, debiendo adecuar su Consti-
tución a la de la Nación de 1853-1860, por lo cual debía reformar 
todas aquellas normas incompatibles con la misma. 

Esta reforma, institucionalmente imprescindible, 
se fue demorando por acontecimientos políticos de orden interno 
y externo, tales como los desacuerdos políticos que culminan en 
la batalla de Pavón, la guerra con el Paraguay, la organización de 
la fuerza política autonomista y la división del partido liberal. Se 
concreta, por fin, en la Convención Constituyente de 1870-1 873. 

Por ley del 23 de agosto de 1859 se interpretó el 
art. 160 de la Constitución que se refería al allanamiento del domi-
cilio (11) 

La necesidad de modificar el artículo 140, relativo 
al modo de reforma de la Constitución, se dispuso por Ley del 2 
de septiembre de 1876. La Asamblea General Legislativa se reunió 
el 29 de octubre de 1868, aprobando esta modificación y promul-
gándola el 30 del mismo mes: 

Reforma 

del artículo 140 de la Constitución. 

Buenos Aire?, Octubre 30 de 1868 

Al Poder Ejecutivo 

En cumplimiento del artículo 136 de la Constitución, tengo 
el honor de comunicar á V.E. á los efectos que corresponde, que 
la Asamblea General, en sesión ,(le ayer, ha sancionado la siguiente 
reforma del artículo 140: 

"Art. 140 - Esta Constitución podrá ser reformada, en todo 
ó en parte, por una convención ad hoc, convocada en virtud de u-
na Ley especial prévia declaratoria de la Asamblea General, que 
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designará si ha de ser en todo ó en parte." 

Dios guarde á V.E. 

ALEJO B. GONZALEZ. 

Cárlos A Ifredo D 'A m ico, 
Secretario del Senado 

Alberto Muñiz, 
Secretario de la C. de DD. 

Octubre 30 de .1868 . 

Acúsese recibo, publíquese e insértese en el Registro Ofi-
cial. (12 ) 

CASTRO 
Juan S. Fernández. 

El 23 de febrero de 1870, la Asamblea General de-
claró la necesidad de la reforma constitucional: 

Reforma de la Constitución. 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1870 . 

Al Poder Ejecutivo. 
Tengo el honor de transcribir á V.E. á los efectos del artícu-

lo 136 de la Constitución, la sanción que ha tenido lugar en la A-
samblea General, en sesión de hoy. 

"El Senado y Cámara de RR. etc. 

Art. I o Declárase que la Constitución de la Provincia debe 
someterse á la revisión de la Convención á que se refiere el artícu-
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lo 140 de la misma, á fin de que haga en ellas las 
gue convenientes: 

2 o Comuniqúese al Poder Ejecutivo." 

i'íl •• \t/>•> y'-1: : v, \ -v, 

W'W J . 

Dios guarde á V.E. , v ' / 

ANDRES SOMELLERA. 

Carlos A. D 1A mico, 
Secretario de la C. de Senadores. 

Alberto Muñiz, 
Secretario de C. de D D . 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1870 . 
Contéstese en los términos acordados; publíquese é insérte-

se en el Registro Oficial. 
CASTRO 

Antonio E. Malaver. 

La convocatoria a elecciones se realizó el 10 de 
marzo. (14) 

La Convención de 1870-1873, es sin duda la reali-
zación impostergable que exigía la unidad nacional y que la pro-
vincia de Buenos Aires realizará diez años después de la reforma 
de la Constitución Nacional de 1860. 

Es, posiblemente, la reunión de los hombres más 
destacados; su obra fue trascendente y abarcó todos los temas pro-
pios de la jerarquía normativa constitucional con un notable crite-
rio renovador. Trataron "la libertad de cultos, el voto directo, el 
sistema proporcional, la organización de la justicia, el servicio de 
fronteras, la descentralización municipal y la enseñanza en sus dis-
tintos ciclos" (15) 

El 3 de septiembre de 1878, mediante la ley corres-
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p o n d i e n t e , se p r o p u s o la mod i f i c ac ión del a r t í cu lo 2 0 0 de la Cons-
t i tuc ión , r e fe ren te a las e lecciones munic ipa les (16) Es ta enmien-
da se some t ió a un plebisci to el 3 0 de m a r z o de 1879. 

En el escrut in io l levado a cabo p o r la Asamblea Le-
gislativa, resu l tó ap robada la e n m i e n d a p ropues ta (25 de j u n i o de 
1879) . 

La necesidad de la r e fo rma de la Cons t i tuc ión pro-
vincial de i 873 , se declaró po r ley del 24 de agosto de 1881 y un 
año después , el 9 de agosto de 1882 se dispuso la e lección de con-
vencionales . 

Reforma de la Constitución de 1873 

El Senado y Cámara de Representantes del Estado de Buenos Ai-
res. etc. 

Artículo I o - Declárase la necesidad de reformar la Consti-
tución de la Provincia. 

Artículo 2 o - De acuerdo con el artículo 211 de la Consti-
tución, el Poder Ejecutivo mandará publicar esta ley durante tres 
meses consecutivos en todos los distritos de la provincia, y convo-
cará al pueblo para que en las próximas elecciones de senadores y 
diputados, voten en pro o en contra de la necesidad de la reforma. 

Artículo 3 o - En aquellas secciones electorales en que no 
deba tener lugar elección de diputados ni de senadores por no co-
rresponderles elegir en el próximo período, el Poder Ejecutivo con-
vocará al pueblo al sólo efecto de que manifieste su voto en pro o 
en contra de esta necesidad, debiendo formar las mesas escrutado-
ras de los distritos, los excutadores designados para la elección de 
senadores y diputados. 

Artículo 4 o - Comuniqúese al Poder Ejecutivo. (17) 
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Dado en la sala de sesiones de la Legislatura de la Provincia, 
a veintidós de agosto de mil ochocientos ochenta y uno. 

ADOLFO GONZALEZ CHAVES JUAN DARQUIER. 

Luís G. Pinto Juan M . Jordán. 

Buenos Aires, agosto 24 de 1881. 

Cúmplase, comuniqúese e insértese en el Registro Oficial. 

DARDO ROCHA. 
CARLOS A' D'AMICO 

El 2 de mayo de 1881, asumió la gobernación de 
Buenos Aires, el Dr. Dardo Rocha y como vicegobernador Adolfo 
González Chavez. 

La fórmula fue apoyada por las "tendencias auto-
nomistas de Avellaneda, Roca e Irigoyen" (18) 

El problema de la elección de una nueva ciudad pa-
ra capital de la Provincia fue resuelto por una Comisión designada 
al efecto, que aconsejó un lugar del municipio de la Ensenada, en 
las lomas de Tolosa. La Legislatura, ordenó su fundación para el 
19 de noviembre, fecha en que se colocó la piedra fundamental 
(19) 

Según Tanzi, la reinstalación de los poderes públi-
cos, posibilitó la reforma constitucional. El 26 de marzo de 1882, 
se realizó el plebiscito necesario, para decidir sobre la misma, vo-
tando la mayoría de los electores a favor de la reforma propuesta. 
Siendo así, se resuelve convocar a una Convención Constituyente 
"de acuerdo con lo que dispone el art. 211 de la Constitución"(20) 

La Ley de 15 de julio de 1884 resolvió una nueva 
elección de convencionales y que la Convención Constituyente 
funcionara en la ciudad de La Plata. 
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La Constitución fue sancionada el 21 de octubre 
de 1889 y se promulgó el día siguiente. (22) 

La conveniencia de una nueva reforma constitucio-
nal se planteó nuevamente, en 1901. (23) Su necesidad, se procla-
mó por ley el 21 de noviembre, convocándose el plebiscito corres-
pondiente por decreto del 24 de febrero de 1902. Siendo su resul-
tado favorable, el Poder Ejecutivo convocó formalmente a eleccio-
nes para el día 27 de julio (24) 

La Asamblea Legislativa que debía reunirse para 
practicar el escrutinio no lo hizo, con las consecuencias institucio-
nales previsibles. 

Por fin, dos anos después, un grupo de legisladores 
solicitan, al presidente de la Asamblea, la convoque para verificar 
y considerar el resultado de estas elecciones. 

El 14 de septiembre se reunió formalmente la A-
samblea Legislativa y declaró "caducada la convocatoria y nula la 
elección ..., por haber vencido con exceso el término que el artícu-
lo 217 que la Constitución fija para que la Convención pueda le-
galmente reunirse" (25) 

A su vez, consideró necesario la realización de una 
nueva convocatoria. Resolviendo el Poder Ejecutivo su celebra-
ción para el 14 de diciembre. 

La Asamblea Legislativa, realizó el escrutinio y pro-
clamó su resultado. El 19 de Noviembre, la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Provincia de Buenos Aires resolvió la demanda de in-
constitucionalidad interpuesta contra la resolución de la Asamblea 
Legislativa del 14 de septiembre y declaró: ..."sin valor ni efecto 
legal tanto la convocatoria de la Asamblea Legislativa hecha el 14 
de septiembre último para la reunión de una convención constitu-
yente, como el decreto del Poder Ejecutivo de fecha 17 del mismo 
mes, en que se convoca al pueblo de la provincia para elegir con-
vencionales" (26) 

El Poder Ejecutivo provincial cumplimentando lo 
resuelto por la Suprema Corte de Justicia, no comunicó su nom-
bramiento a los convencionales electos. 
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"En Septiembre de 1904 tuvo entrada en el Sena-
do de la Provincia un nuevo texto de Constitución. "En su mensa-
je del 21 de Mayo de 1928 el Gobernador Valentín Vergara propu-
so una tímida reforma que nunca se analizó" (27) 

La fórmula Federico Martínez de Hoz-Raúl Díaz, 
para los cargos de Gobernador y Vicegobernador de la provincia 
de Buenos Aires, surgió elecla en los comicios celebrados el 8 de 
noviembre de 1931. 

En medio de una difícil situación política, en 
1934, se declaró necesaria la reforma de la Constitución provincial 
(28) Fue promulgada el 29 de noviembre de 1934. La nueva Cons-
titución, mantenía la estructura orgánica establecida por las Cons-
tituciones de 1873 y 1889. 

Su trabajo, se limitó a modificar algunos términos 
del preámbulo, se debatió sobre los artículos referentes a la "liber-
tad de palabra y de imprenta, se precisaron las reglas sobre la con-
tratación de empréstitos" (29) 

También fue objeto de un pormenorizado análisis, 
el régimen electoral y el sistema proporcional. 

En 1949, por Decreto del Poder Ejecutivo de la 
Provincia, se convocó a la Honorable Legislatura "para el día 25 
de abril próximo, a los efectos determinados por la cláusula 5a de 
las "Disposiciones transitorias" de la Constitución Nacional (30) 

La reforma, concebida para adecuar la Constitu-
ción Provincial a la reciente Constitución de la Nación, mantuvo 
el sistema orgánico establecido en 1873, innovando en lo referen-
te a la metodología, más moderna y precisa. El preámbulo contie-
ne una profunda invocación. La Constitución introduce en la par-
te primera los derechos sociales. En lo referente a los poderes, am-
plió el mapdato del Gobernador y Vicegobernador y de los legis-
ladores de cuatro años a seis años (31.) 

Producidos los sucesos de septiembre de 1955. El 
Interventor Federal en la Provincia de Buenos Aires, por decreto 
del 16 de mayo de 1956, declaró vigente la Constitución de 
1934(32) 
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El 14 de febrero de 1964, por decreto 1173, el Go-
bernador de la Provincia de Buenos Aires Dr. Anselmo Marini "fa-
cultó a la Subsecretaría de Justicia del Ministerio de Gobierno a 
recopilar y ordenar los antecedentes vinculados con la reforma de 
la Constitución provincial" (33) 

JUAN CARLOS CORBETTA 

Noviembre de 1983.-
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Un acabado e importante estudio del prestigioso y 
distinguido historiador Dr. Enrique M. Barba. 

BOSCH, Beatr iz: " L a Polémica sobre el A c u e r d o de San Nicolás 
en la Confede rac ión Argen t ina" . En : Facu l t ad de 
H u m a n i d a d e s y Ciencias de la Educac ión . Depar-
t a m e n t o de Historia. T raba jos y Comun icac iones 
N ° 10. Edi tor ia l Coni . Buenos Aires. 1961. Págs. 
53 a 6 1 . 

"El fracaso de las tentativas de entendimiento di-
recto entre la Confederación Argentina y el Estado 
de Buenos Aires, iniciadas con la nota del Ministro 
del Interior, Santiago Derqui el 9 de Septiembre 
de 1857 , relativa al acatamiento de la Constitución 
Nacional, sellóse con la circular del 27 de marzo de 
1858, dirigida por el Vice Presidente de la Confede-
ración Salvador María del Carril a los gobernadores 
de las provincias. Una violenta réplica de Domingo 
F. Sarmiento engendra la polémica acerca del A-
cuerdo de San Nicolás"... Un estudio sumamente 
útil. 

BOSCH, Beatr iz: Urquiza y su t i empo . Eudeba . Buenos Aires. 
1980 (2a . ed. ) . 

Una obra completa que comprende todo el perío-
do de la Organización Nacional. Un excelente mar-
co histórico-polít ico. 

BUSANICHE, José Luis: Historia Argent ina . So la r /Hache t t e . Bue-
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V. Cap. XXIII: Años de guerra y de Secesión apro-
vechados por el extranjero. Esfuerzos de Urquíza 
por rescatar la paz y la unión. La Constitución 
Federal. Págs. 6 3 4 a 667 y Cap. XXIV: Págs. 668 a 
704 . Bibliografía en Págs. 667 y 703 a 704 . La his-
toria del período desde las consecuencias de Case-
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* V. Advertencia preliminar, P. 3. 

C A R C A N O , R a m ó n J . : " D e caseros al Once de S e p t i e m b r e " . Rol-
dan Edi tor . Buenos Aires. 1933. 

La obra clásica del período polít ico posterior a la 
caída de Rosas. Los antecedentes. 1852 . Al Acuer-
do de San Nicolás. La Secesión de Buenos Aires. 
En apéndice, la polémica de 1858 sobre el Acuer-
do de San Nicolás. 

C H A N E T O N , Abel : Historia de Velez Sársfield. Eudeba . Buenos 
Aires. 1969. * 

Cap. VIII: El Acuerdo de San Nicolás. Cap. IX: La 
Revolución de Septiembre. Cap. X: El Tratado de 
1853. Cap. XI: La Secesión. 
La obra clásica sobre la vida del autor del Código 
Civil y su t iempo. 

* Existe una edición anterior de 1938. 
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DE VEDIA Y MITRE, Mariano: Historia de la Unidad Nacional. 
Angel Estrada Editores. Buenos Aires, 1952. 

Cap. VIII: IV: El Acuerdo de San Nicolás:Pág. 
336 ; VI: Las sesiones de Junio: Pág. 344 . VIII: La 
Obra de la Constitución: Pág. 3 6 5 ; IX: La Sece-
sión: Pág. 372 . 
Un panorama del período 1852-1859 . 

DELLA CROCE, Federico M.: Leyes de Buenos Aires. Recopila-
ción concordada y anotada de las leyes vigentes en 
la Provincia de Buenos Aires. Edición de la Revista 
de Administración. La Plata, 1922. 3 Ts. 

En tomo I: Breve referencia sobre los antecedentes 
d" las Constituciones dictadas en la Provincia de 
Buenos Aires. 

DIGESTO CONSTITUCIONAL DE LA NACION ARGENTINA. 
Cámara de Diputados. División Archivos, Publica-
ciones y Museo. Buenos Aires. Imprenta del Con-
greso Nacional. 1941. 

Constitución de la Provincia de Buenos Aires de 
1934: Pág. 57 a 109. Texto reproducido del ejem-
plar remitido por el Ministerio de Gobierno. La Pla-
ta. Taller de Impresiones Oficiales. 1937 . 

GALLETI, Alfredo: Historia Constitucional Argentina. Editora 
Platense. La Plata. 1972. 2 Ts. 

T o m o II: Cap. V. Del Pronunciamiento a la consti-
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tución. 

VI : Los Protocolos de Palermo: Pág. 412 . 
VII : El Acuerdó de San Nicolás: Pág. 417 . 
VIII : Las Jornadas de Junio de 1852 en Buenos 

Aires. Pág. 4 2 3 . 
IX : La Constitución del Estado de Buenos Aires 

( 1 8 5 4 ) . 

Capítulo VII: Las Reformas Constitucionales. 

II : El Pacto de San José de Flores: Pág. 5 3 4 . 
III : La Convención provincial y las reformas de 

1860: Pág. 543 . 
IV : Los Debates de la Convención Provincial: 

Pág. 554 . 

Una importante y clara exposición del período his-
tórico-institucional de la Organización Nacional. 

G O N Z A L E Z C A L D E R O N , J u a n A. : I n t roducc ión al Derecho Pú-
blico Provincial . Buenos Aires. L a j o u a n e y Cía. 
1913. 

Convención Constituyente de la Provincia de Bue-
nos Aires de 1870. Propuesta del Dr. Vicente F. 
López: sobre el régimen parlamentario de gobier-
no. También se refiere al Poder Judicial y su orga-
nización en las Provincias. 

G O N Z A L E Z C A L D E R O N , J u a n A. : Historia de la Organizac ión 
Cons t i tuc iona l . J. La jouane y Cía . Edi tores . Bue-
nos Aires. 1930. 
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V. Cap. VII: La organización constitucional defini-
tiva. La Legislatura de Buenos Aires rechaza el A-
cuerdo de San Nicolás, consecuencias. 

GONZALEZ CALDERON, Juan A.: El General Urquiza y la Or-
ganización Nacional. Buenos Aires. Kraft. 1940. 

El trabajo abarca el período 1852-1860: 

Cap. II : El Acuerdo de San Nicolás: Pág. 39 a 
76 . 

Cap.III : El Acuerdo de San Nicolás ante las 
Legislaturas provinciales: (Debates en 
la Sala de Representantes) Págs. 77-
112. 

Cap. V - III: La contrarrevolución del Coronel La-
gos. Reúnese en Santa Fe el Congreso 
Constituyente. 

IV: Tratado de reconciliación del 9 de 
marzo de 1853. Págs. 182-228 . 

Cap. VI : El Congreso General Constituyente: 
Págs: 229-284 . 

Cap. VII : El Primer Gobierno Constitucional de 
la Nación. 

II : El Gobierno porteño rechaza la Cons-
titución: Pág. 2 9 3 . 

Cap. VIII : Disidencia Tenaz y Separación: Págs. 
345 a 398 . (La "República del Río de 
la Plata" preconizada por Mitre). 

Cap. IX : El Libertador realiza la Linión Nacio-
nal: 

I : Cepeda: Pág. 399 . 
II : El Pacto de Unión del once de no-

viembre de 1859 . Reincorporación de-
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finitiva de Buenos Aires: Pág. 4 1 4 . 
III: La reforma constitucional de 1860; 

rectificaciones necesarias: Pág. 4 2 4 . 
Una cita de Alberdi: "Las personas 
toman las ideas y los intereses de las 
localidades en que les toca gobernar, o 
son gobernadas más bien por ellos" 
Sugiere al publicista "el criterio funda-
mental y serio para valorar los sucesos 
históricos a que se refiere este libro, 
cuya finalidad principal es hacer recti-
f icaciones ya impostergables y necesa-
rias. Es preciso -escribe- poner en evi-
dencia las raíces profundas de la 
"cuestión de Buenos Aires", penosa y 
larga controversia de la hermana ma-
yor con las Provincias que formaron 
la Confederación Argentina..." 

L E G O N , F a u s t i n o : " D e r e c h o Po l í t i co Provincia l" . Buenos Aires. 
V. Abe ledo , Ed i to r . 1943. 

Un importante trabajo sobre un anteproyecto de 
Constitución para la Provincia de Mendoza. Es inte-
resante la lectura de la parte general (I). 

L E V E N E , R ica rdo : Historia del De recho Argen t ino . Edi tor ia l G . 
K r a f t . Buenos Aires. 1945 -1958 ( 1 2 Ts.) . 

Tomo V : Págs. 2 0 2 y ss.: Reglamento de la Pro-
vincia de Buenos Aires del 7 de junio 
de 1 8 2 0 . 

Tomo VIH : Pág. 4 6 8 : Comentarios sobre el proyec-
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to constitucional de Buenos Aires de 
1833 . 

Obra clásica sobre la historia del derecho argentino. 

LEVILL1ER, R o b e r t o : His tor ia Argent ina . P laneada y dirigida 
por ... Plaza y Janés . Buenos Aires. 1968. 

Tomo IV:Bosch Beatriz: "Presidencia de Urquiza, 
Vicepresidencia de Salvador María del Carril. Cap. 
40 Págs. 2 7 1 3 y ss. La historia de este período, 
tratada con toda solvencia. 

L O P E Z , Vicen te Fidel : Manua l de la His tor ia Argent ina . Ded icado 
a los p ro feso res y maes t ros q u e la enseñan . Buenos 
Aires. A.V. López , Edi to r . 1910. 

Asamblea de Gobernadores en San Nicolás de los 
Arroyos. Acuerdo de San Nicolás. La oposición 
provincial. Revolución del 11 de septiembre. Cepe-
da: 2 de noviembre de 1859 . El Pacto de San José 
de Flores del 11 de noviembre de 1859 . El historia-
dor clásico ofrece un rápido panorama, que sirve 
como marco histórico de la época. 

M A T I E N Z O , José Nicolás: El G o b i e r n o Represen t a t i vo Federa l en 
la Repúbl ica Argent ina . Buenos Aires. I m p r e n t a de 
Coni h e r m a n o s . 1910. 

Capítulo IV: Formación de la Constitución Argen-
tina: Caseros; San Nicolás de los Arroyos; Segrega-
ción de Buenos Aires. Convención general constitu-
yente de Santa Fe; La Constitución de 1853. Por 
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Por último la ley del 20 de mayo de 1859 que au-
torizaba al Presidente de la Nación a resolver la in-
tegridad del territorio nacional. Cepeda: 23 de oc-
tubre de 1859. Reforma de la Constitución. Jura 
de la Constitución por la Provincia de Buenos Ai-
res el 21 de octubre de 1860 . 
Una muy breve descripción del período histórico-
institucional de referencia. 

M A Y E R , Jorge M. : " A l b e r d i y su t i e m p o " . * 
Eudeba . Buenos Aires. 1963. 

Capítulos IX a XII : Págs. 399 a 764 . Todo el pe-
ríodo de la Organización Nacional estudiado alre-
dedor de la figura y el pensamiento de Alberdi, en 
esta profunda e importante obra del distinguido 
historiador Jorge M. Mayer. 

* Héctor J. Tanzi cita en su trabajo: "Constitu-
ciones de la Provincia de Buenos Aires": I. La 
Constitución del Estado de Buenos Aires de 
1 8 5 4 " en Cuadernos de San Isidro cit. en Biblio-
grafía (Pag. 18) una segunda edición de la obra 
de Jorge Mayer: "Alberdi y su t iempo". 2a ed. 
Biblioteca de la Academia de Derecho y Cien-
cias Sociales de Buenos Aires. 1973 . (2 Ts.). 

M I Q U E O F E R R E R O , Ernes to J. : " C o n s t i t u c i o n e s Provinciales 
Argen t inas" . C e n t r o de Invest igaciones y Acción 
Social. Buenos Aires. 1964. 

Constitución de la Provincia de Buenos Aires de 
1934 . Pág. 13 a 42 . 
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O R S I , René : El Poder Judicial de Buenos Aires según la Conven-
ción C o n s t i t u y e n t e de .1870-1873. En: S u p r e m a 
Cor te de Just icia de Buenos Aires. Cen tena r io 
1875-1975 . La Plata 1075. 

Un importante trabajo; único sobre el tema: Págs. 
30 a 66 . 

P E L L E G R I N I , Carlos: Discursos y Escr i tos con un pró logo de En-
r ique de Vedia. Recop i lados p o r D o m i n g o Muro . 
1881-1906 . Mar t ín Garc ía . Buenos Aires. 1910 . 

El 24 de mayo de 1892, Carlos Pellegirni, preside la 
colación de grados en la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales. En una parte de su discurso, re-
cuerda la Convención Constituyente de Buenos Ai-
res de 1870-1873: "Hace veinte años se reunió en 
esta ciudad una Convención. Erais muy niños y no 
la recordáis; os diré su historia, porque es un ejem-
plo y una lección. Una inspiración patriótica había 
impuesto silencio á todas las pasiones, tregua á la 
lucha; había borrado los antagonismos y convoca-
do a una célebre Convención a cuantos tenían un 
nombre en los anales del saber y de la inteligencia. 
Había allí, viejos patricios llenos de ciencia y de ex-
periencia, y jóvenes de brillante porvenir, orgullo 
de las aulas que recién abandonaban. 
Fue aquello un torneo del saber y de la elocuencia, 
y se trabajó para la primera provincia argentina 
una constitución modelo; sus autores creyeron sin-
ceramente haber establecido la piedra angular del 
monumento institucional de la República. 
Se vió más tarde no sin cierto asombro, que no se 
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había adelantado un paso en materia de prácticas 
políticas, y si algún cambio se había operado era 
tal vez un retroceso. Es que habían olvidado que, 
en cuestiones institucionales, vale más una costum-
bre mediana que cien constituciones buenas, y que 
la conducta de un pueblo obedece más a sus hábi-
tos y tradiciones que a sus leyes escritas ... No quie-
ro decir con esto que debemos renunciar a nuestro 
progreso legislativo e institucional.. ." (Pág. 67 ) . 

PEREIRA PINTO, Juan Carlos. DANIELIAN, Miguel. GREGO. 
Rubén E. : "Constitución de la Provincia de Buenos Aires". 

(1934). Supervisión, reseña histórica y comentario 
por ... Abeledo Perrot. Buenos Aires. 1982. 

(V. Reseña histórica: Págs. 139 a 151) . 

RAMOS, Juan P. : "El Derecho Público de las Provincias Argenti-
nas". . 
Buenos Aires. Facultad de Derecho y Ciencias So-
ciales, 1914-1916(3 Ts.). 

V. Tomo 1 : Provincia de Buenos Aires: Pág. 261 y 
ss. Proyecto de 1833. 
V. Tomo 2 : Provincia de Buenos Aires: 
Pág. 11:.Constitución de 1854 . 
Pág. 32: Reforma de 1868. 
Pág. 32: Constitución de 1873. 
Pág. 77: Constitución de 1889. 

RAVIGNANI, Emilio: Asambleas Constituyentes Argentinas. 
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Buenos Aires. Peuser. 1937. 

Tomo IV : Sesiones de la Sala de Representantes 
de la Provincia de Buenos Aires en que se trató el 
Acuerdo de San Nicolás: Junio a Septiembre de 
1852 (Págs. 2 5 9 a 4 0 2 ) . 
Actas de las Sesiones Públicas del Soberano Con-
greso General Constituyente de la Confederación 
Argentina (Págs. 4 0 3 a 6 8 1 ) . 
Tomo VI 2a parte : Acta de la Reunión de Gober-
nadores celebrada en San Nicolás de los Arroyos 
"a los e fectos de llegar a un acuerdo para echar las 
bases de la Constitución nacional" 29 de mayo de 
1852 . (Pág. 4 6 0 ) . 

R E B O L L O PAZ, L e ó n : His tor ia de la Organizac ión Nacional . 
T re in t a años en la vida de la Repúbl ica . 1850-1880. 
T o m o I. (De O c t u b r e 1850 a O c t u b r e 1852) Libre-
r ía Del Plata. Buenos Aires. 1951. 

Capítulo V : Actitud de las provincias interiores 
frente a la caída de Rosas.: Pág: 
125. Misión Irigoyen ( idem). 

Capítulo VI : Acuerdo de San Nicolás. Pág. 155 
Capítulo VII : El Acuerdo de San Nicolás en la Le-

gislatura de Buenos Aires. Sesiones 
de Junio. Pág. 181. 

Capítulo VIII : Sesiones de Junio (continuación) . 
Golpe de Estado. Pág. 2 2 1 . 

Capítulo IX : Después del Golpe de Estado. Pág. 
2 4 5 . 

Capítulo X : Revolución del 11 de Septiembre. 
P á g . 2 7 1 . 

CapítuloXI : Misión del General Paz. Pág. 2 9 7 . 
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Un elaborado trabajo histórico que estudia deteni-
damente el complejo marco pol ít ico institucional 
después de Caseros y el paulatino alejamiento de 
Buenos Aires del resto de la Confederación, hasta 
su secesión. 

R I V A R Ó L A , R o d o l f o : Mitre. Una década de su vida pol í t ica 
1852-1862 . Revista Argent ina de Ciencias Polí t i -
cas. Buenos Aires. 1921. 

Trayectoria política de Bartolomé Mitre en este pe-
ríodo. El Acuerdo de San Nicolás. Las históricas se-
siones de Junio. La Revolución del 11 de Septiem-
bre. Segregación de Buenos Aires. Actuación de Mi-
tre. El Estado de Buenos Aires: su Constitución. 
El gobierno de Alsina. Cepeda y el Pacto de Unión 
etc. Estudio imprescindible para conocer la deno-
minada "época de la Organización", inteligente-
mente escrito por Rodolfo Rivarola. 

R O S A , José Mar ía : Del Municipio Indiano a la Provincia Argent ina 
( 1 5 8 0 - 1 8 5 2 ) . Fo rmac ión Social y Pol í t ica de las 
Provincias Argent inas . Ins t i tu to d e Es tud ios Polí t i -
cos. Madr id . 1958. 

V. Pág. 134 a 166: estudio sobre la Historia Consti-
tucional de Buenos Aires. 

R O S A , José Mar ía : His tor ia Argent ina . Edi tor ia l Or ien te . Buenos 
Aires. 1974. Ts. 6 o y 7 o : 

Tomo VI. Parte I: Cap. 2: Acuerdo de San Nicolás 
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(Pág. 31) . 
Cap. 3: Revolución del 11 de septiembre (Pág.49) 
Cap. 4: Sitio de Buenos Aires (Pág. 78 a 100) . 
Parte II: Cap. 1: La Confederación y el Estado 
(Págs. 125 a 174) . 
Tomo VII. Parte III. Cap. 3. La.Provincia de Bue-
nos Aires entre 1868 y 1874. (Pág. 2 5 0 ) 

Período 1852 a 1874: la Confederación Argentina, 
la secesión del Estado de Buenos Aires. 1860-1862 . 
La Provincia de Buenos Aires: Gobiernó de Emilio i 
Castro, la Convención Constituyente de 1870-
1873 . La Constitución provincial. 

SALDIAS, A d o l f o : Un Siglo de Ins t i tuc iones . Buenos Aires en el 
Cen tena r io de la Revolución de Mayo.. 2 T o m o s . 
1810-1910 . La Plata. Taller de Impres iones Oficia-
les. 1910. 

Tomo II: 1 8 5 2 . El Asedio de Buenos Aires.>E1 Go-
bierno Constitucional 1 8 5 3 - 1 8 5 6 . El Estádo' de 
Buenos Aires. La Provincia y la Na.ción: 1862-
1870. Convención Constituyente de 1870: El'Go-
bierno en La Plata. 1881-1890 . La Reforma de la 
constitución 1882-1889.kPágs. 5 a 308 . 

S A L V A D O R E S , A n t o n i n o : " F u n d a c i ó n de la Ciudad de La Plata . 

Con una i n t r o d u c c i ó n sobre " L a Federa l izac ión de 
Buenos Aires y F u n d a c i ó n de La P l a t a " . 
Archivo His tór ico de la Provincia de Buenos Aires. 
La Plata . Tal leres de Impres iones Oficia les 1932. 

Año 1880 y la cuestión Capital, Federalización de 
Buenos Aires. La Provincia dé Buenos Aires en 
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1882 . Instalación de los Poderes Públicos. 

SANTA CRUZ, José M.; LABORDE, E. H.: et al: El Ministerio 
Público en la Provincia de Buenos Aires. Centena-
rio de su organización. La Plata. Imp. San Vicente 
de Paul. 1975. 

V. en especial el Capítulo I: Origen del Ministerio 
Público en España y su evolución en el Derecho 
Patrio y Provincial. 

SANUCCI, Lía E.: "En torno a la primera Constitución de Bue-
nos Aires. 1852-1854. En Trabajos y Comunicacio-
nes N° XX. Facultad de Humanidades y Ciencias 
de la Educación. Universidad Nacional de La Plata. 

Un importante estudio sobre los antecedentes, 
Proyectos y Debates de la Constitución del Estado 
de Buenos Aires de 1854 , con valioso material do-
cumental y bibliográfico. Págs. 295 a 3 1 6 . 

SANUCCI, Lía E.: Crónica de la Primera Convención Constituyen-
te Bonaerense 1870-1873. Facultad de Humanida-
des y Ciencias de la Educación. Departamento de 
Historia. Trabajos y Comunicaciones N° 12. Uni-
versidad Nacional de La Plata. Talleres Gráficos 
Olivieri y Dominguez, La Plata, 1964. 

Exposición de los distintos proyectos de reforma 
constitucional. La reforma del art. 140 en 1867 y 
1868 . Proyectos, las fuerzas polít icas, aprobación 
de la necesidad de la reforma constitucional. La 
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Convención Const i tuyente . Proyectos y propues 
tas; con un importante material documental . 

S A E N Z Q U E S A D A , Mar ía : La Repúbl ica dividida. 1852-1855 . E-
diciones La Bastilla. Buenos Aires. 1974. 

V. Capítulo Primero: Caseros, La Batalla Decisiva: 
Págs. 7 a 34 y Capítulo Séptimo: La provincia Se-
gregada: Págs. 163 a 196. Incluye una Cronología: 
1852-1855 y un aporte Bibliográfico, documental 
y periodístico. 

S I E R R A , Vicen te D. : Histor ia de la Argent ina . Edi tor ia l Cien t í f i -
ca Argent ina . 1980 . Buenos Aires. 10 Ts. 

T. X: Vida, Pasión y Muerte de la Confederación 
Argentina. 1852-1862 . 

Libro I: De San Nicolás a la Constitución de 1853 
(9 capítulos) . 

Libro II: La Confederación Argentina: 
Cap. 2 o : Buenos Aires, Secesionista, Dic-

ta su Constitución. Política de 
Acuerdos. (Págs. 225 a 2 5 6 ) . 

Cap. 4 o : Aumento de las Dif icultades en-
tre la Confederación Argentina y 
el Estado de Buenos Aires (Págs. 
289 a 320 ) . 

Una extensa e importante bibliografía completa el 
volumen de esta exhaustiva obra de Historia Argen-
tina del destacado historiador Dr. Vicente Sierra. 

S O M M A R I V A , Luis H. : " H i s t o r i a de las In te rvenc iones Federa les 
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en las Provincias" . El A teneo . Buenos Aires. 1929 
(2 Ts) . 

V. T. I: Caseros. El Acuerdo de San Nicolás. El Es-
tado de Buenos Aires y la Confederación Argenti-
na. El régimen de intervención según la Constitu-
ción de la Confederación. 1860. 
En T. II: la cuestión Capital. Resistencia de Buenos 
Aires. El Gobierno de Belgrano. La Capital definiti-
va. 1880. Fundación de La Plata. 
El marco histórico del período, desde la perspecti-
va institucional de esta importante obra clásica. 

SCOBIE, J a m e s R. : La Lucha po r la consol idación de la Naciona-
lidad Argent ina . 1852-1862 . Hache t t e . Buenos Ai-
res. 1964. 

Primera Parte: Un confl icto Definido: 
Cap. 1: Las consecuencias de Caseros. 
Cap. 2: El Acuerdo de San Nicolás y los Debates de 

Junio. 
Cap. 3: La Revolución de Septiembre.. . 
En especial, la segunda parte: Un país Dividido. 
Cap. 5: La armazón política de las provincias. 
Cap. 6: La armazón política de Buenos Aires. El Es-

tado. 
Cap. 7: Tensiones, tratados y confl ictos, etc. . . 
Un importante e imprescindible trabajo del histo-
riador James Scobie, con un excelente material do-
cumental y bibliográfico. 

SCOBIE, J a m e s R. : El s ignif icado de la Revolución del 11 de Sep-
t i e m b r e de 1852. En Traba jos y Comunicac iones , 
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N ° 10. Facu l tad de H u m a n i d a d e s y Ciencias de la 
Educac ión . D e p a r t a m e n t o de Historia . Universidad 
Nacional de La Plata. 1961. 

La situación de la Provincia de Buenos Aires des-
pués de Caseros. Las reuniones de Palermo, el A-
cuerdo de San Nicolás. Las Jornadas de Junio: "La 
pobre defensa del Acuerdo hecha por los ministros 
del Gobierno se desmoronó ante la oratoria de Mi-
tre y Velez Sarsfield basada con habilidad en los 
temores de Buenos Aires de un gobierno irrespon-
sable dominado por un caudillo de provincias..." 
(Pág. 151). Los sucesos del 11 de Septiembre: el 
movimiento militar y el mando civil. Adhesión a la 
revolución. La misión del General José María Paz 
al interior: su interrupción. Política de Buenos Ai-
res para con las Provincias del interior. El sitio del 
Cnel. Hilario Lagos. El poderío económico de Bue-
nos Aires. La mediación de los diplomáticos de Es-
tados Unidos, Gran Bretaña y Francia. Triunfo de 
Buenos Aires. 
Un excelente trabajo de investigación de James R. 
Scobie. 

T A N Z I , H é c t o r José : Disidencias en t r e B u e n o s Aires y la C o n f e d e -
rac ión en T i e m p o s del A c u e r d o de San Nicolás (U-
na in te rp re tac ión de la h is tor ia nacional ) . 
En revista Ju r íd i ca de San Isidro. N ° 9. 1975. 
Págs. 9 9 a 113. 

En part icular Págs. 107 in f ine a 113 . 

T A N Z I , H é c t o r José : La Cons t i tuc ión del E s t a d o de B u e n o s Aires 
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de 1854. En Revista Ju r íd i ca de San Isidro, N ° 7. 
1974. (Págs. 117 a 128). 

Un interesante estudio sobre el tema, con aportes 
documentales y bibliográficos. El autor nos advier-
te que lo incluirá en un trabajo posterior: "Consti-
tuciones de la Provincia de Buenos Aires.Introduc-
ción y Recopilación." 

T A N Z I , H é c t o r José : "Cons t i t uc iones de la provincia de Buenos 
Aires" . In t roducc ión y recopi lación po r : . . .En 
C u a d e r n o s de San Isidro. 1. Colegio de Abogados 
del D e p a r t a m e n t o Judicial San Isidro. Sep t i embre 
de 1974. 

Una muy importante exposición histórico institu-
cional de la Provincia de Buenos Aires: Introduc-
ción, la Constitución del Estado de Buenos Aires 
de 1854. Antecedentes y proceso institucional. 
Las convenciones Constituyentes de 1870 -1873 y 
1 8 8 2 - 1 8 8 9 , Pormenores y debates. La Constitu-
ción de 1934 y la Constitución de 1949. Tratado 
con claridad e importante bibliografía. Textos de 
cada una de las Constituciones. 

V A L L E , Ar i s tóbu lo de l : Nociones de Derecho Cons t i tuc iona l s /e. 
(Bibl ioteca Centra l del Poder Judicial Dr. Ju l io Mo-
reno H u e y o . La Plata. N ° 2 1 . 4 2 7 ) . 

V. Capítulo XIV: Pág. 530: ... Acuerdo de San Ni-
colás de los Arroyos. Organización del Gobierno 
Provincial de Buenos Aires... Discusión en la Legis-
latura. Discursos de Dalmacio Velez Sarsfield y del 
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Dr. Vicente Fidel López ... Revolución del 11 de 
Septiembre. Separación de Buenos Aires. El Con-
greso Constituyente de 1853. Convenio de paz en-
tre la Confederación y Buenos Aires: 1855. Cepe-
da. El Pacto del 11 de Noviembre. Convención Pro-
vincial Reformadora. Las Reformas. La Conven-
ción nacional "ad hoc". Una rápida y fluida expo-
sición de este período. 

V A R E L A , Luis V. : Historia Cons t i t uc iona l de la Repúbl ica Argen-
tina. La Plata. Tal ler de Impres iones Oficiales. 
1910. 4 Ts. 

T. III: Protocolos de Palermo: Acuerdo de San Ni-
colás, repercusión en Buenos Aires. Secesión. Cons-
titución del Estado de Buenos Aires. 1860: Con-
vención de Buenos Aires; Pacto entre Buenos Aires 
y la Confederación. Reforma de la Constitución. 
En Pág. 368 y ss. : Reglamento de la Provincia de 
Buenos Aires de 1820 .* 

* Original en el Archivo Histórico de la Nación: 
"Bandos" 1819 a 1821. 

V A R E L A , Luis V. : Plan de R e f o r m a s a la C o n s t i t u c i ó n de Buenos 
Aires. La Plata . Tal ler de Impres iones Oficiales. 
1907 (2 Ts.) . 

Exhaustivo estudio sobre un plan de Reformas a la 
Constitución de 1889 , realizado por Luis V . Vare-
la, ante la nulidad declarada por la Suprema Corte 
de Justicia de las elecciones de Convencionales el 18 
de Noviembre de 1904 y por expreso encargo del 
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gobernador de la Provincia Dn. Bernardo de Irigo-
yen. 
El plan del estudio propuesto, era el siguiente: 
a) los procedimientos que deban seguirse para la 

reunión de la futura Convención Constituyente, 
después del fallo de la Suprema Corte de Justi-
cia, que anuló las elecciones de Convencionales 
practicadas el 20 de Octubre l̂e 1904. 

b) El estudio de las reformas propuestas por los Go-
bernadores Udaondo, Irigoyen (B), y Ugarte. 

c) El estudio de las que le serán indicadas por el Mi-
nisterio de Gobierno, como propuestas de la ac-
tual administración. 

d )Las que, a juicio del doctor Varela, deban in-
cluirse entre las reformas convenientes. 

Z A V A L I A , C l o d o m i r o : "Lecc iones de Derecho Públ ico Provin-
cial" . Talleres Grá f i cos Argent inos . L. J. Rosso. 
Buenos Aires. 1937. 

Pág. 396: II: Análisis de las Instituciones de la Pro-
vincia de Buenos Aires: se refiere a los debates de 
la Convención Constituyente de 1870, a la discu-
sión sobre el ministerio parlamentario en nuestra 
historia: Solución. Referencia a la Constitución de 
1934 . Pág. 4 0 4 y ss.: Poder Judicial. Revista de las 
Constituciones vigentes, Buenos Aires: Pág. 491 y 
ss. Convención 1870-1873: Pág. 4 9 9 y ss. 

Cons ide ramos i m p o r t a n t e incluir una exce len te 
obra , sobre el m a r c o po l í t i co ex t e r io r : 

F E R N S , H. S. : Gran Bre taña y Argent ina en el Si-
glo X I X , So la r /Hache t t e . Buenos Aires 1966. Págs. 293 y ss.-
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Considero necesario destacar la importante obra 
del distinguido jurista Dr. Germán Bidart Campos, 
por su interesante visión histórica: 

BIDART CAMPOS, Germán: Historia Política y Constitucional 
Argentina. Ediar. Buenos Aires. 1976. 3 Ts. 

En el Tomo I. Capítulo VI: La Organización Cons-
titucional 1 8 5 2 - 1 8 6 0 : 

1 - Después de Caseros. 
2 - La secesión de Buenos Aires. 
3 - El Congreso Constituyente. 
4 - Hacia la incorporación de Buenos Aires. 
5 - La Convención Provincial y la enmienda de 

1860 (Págs. 2 6 1 - 2 7 5 ) y Notas: Pág. 2 7 8 . 

En el Tomo III: Capítulo XXV: Eficacia y legiti-
midad del poder a partir de 1810: en particular el 
tema 3: El poder "porteño" y el poder "federal" 
Pág. 156.-

FLORIA, Carlos Alberto y GARCIA BELSUNCE, César A.: His-
toria de los Argentinos. Editorial Kapeluz. Buenos 
Aires. 1971. 2 Ts. Tomo 2 o : págs. 68 a 74 y citas, 
(v. orientación bibliográfica general. Pág. 485). 

Un muy importante análisis histórico polít ico se-
gún la aplicación de nuevos métodos exposit ivos. 

PETERSON, Harold F.: La Argentina y los Estados Unidos 1810-
1960. Eudeba. Buenos Aires. 1970. 
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Eudeba. Buenos Aires. 1970. 

En particular la Tercera Parte: "La Argentina a 
merced de la política de poder" Pág. 115 y ss. 

Un estudio exhaustivo de las complejas relaciones 
entre la Argentina y los Estados Unidos. (V. Ref. 
Bibliográficas: Págs. 621 a 642) . 

ROMERO CARRANZA, et. al: Historia Polúica de la Argentina. 
Ediciones Pannedille. Buenos Aires. 1970-1975. 
3 Ts. 

Un interesante y claro estudio del período po-
lítico 1 8 5 2 - 1 8 6 2 en: Tomo 2 o Caps. XXVIII al 
XXXII inclusive: Págs. 947 a 1109 y ss. También 
las luchas polít icas en las provincias:' en T o m o 3 
Cap. II. Págs. 41 y ss. 

CUCCORESE, Horacio J. y PANETTIERI, José: ARGENTINA, 
Manual de Historia Económica y Social. I. Argenti-
na Criolla. Ediciones MACCHI. Buenos Aires. 1971. 
En especial el Cap. VIJI: En Tiempos de Organiza-
ción Nacional: Las Ideas y los Hechos Económicos: 
Pág. 391 y su bibliografía. 
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II 

Textos Constitucionales 





C O N S T I T U C I O N 

D E L 

E S T A D O D E B U E N O S A I R E S * 

1854 

* Constitución del Estado de Buenos Aires. Publicación Oficial -
Bs. As. Imprenta de "La Tribuna", calle Santa Rosa n° 95. 1854. 





La honorable Sala de Representantes, en uso de la sobera-
nía extraordinaria que inviste, ha sancionado con valor y fuerza 
de ley fundamental la siguiente Constitución para el Estado de 
Buenos Aires. 

SECCION I 

De la Soberanía, Territorio y Culto del Estado 

Art. I o — Buenos Aires es un Estado con el libre ejercicio 
de su soberanía interior y exterior, mientras no la delegue expre-
samente en un Gobierno Federal. 

Art. 2 o — Sin perjuicio de las cesiones que puedan hacerse 
en Congreso General, se declara: que su territorio se extiende Nor-
te-Sud, desde el Arroyo del Medio hasta la entrada de la cordillera 
en el mar, lindando por una línea al Oeste Sud-Oeste, y por el Oes-
te con las faldas de las cordilleras, y por el Nord-Este y Este con 
los ríos Paraná y Plata y con el Atlántico, comprendiendo la Isla 
de Martín García y las adyacentes a sus costas fluviales y maríti-
mas. 

Art. 3 o — Su religión es la Católica Apostólica Romana; 
el Estado costea su culto y todos sus habitantes están obligados a 
tributarle respeto, sean cuales fuesen sus opiniones religiosas. 

Art. 4 o — Es, sin embargo, inviolable en el territorio del 
Estado el derecho que todo hombre tiene oara dar culto a Dios To-
dopoderoso, según su conciencia. 

Art. 5 o — El uso de la libertad religiosa que se declara en 
el artículo anterior queda sujeto a lo que prescriben la moral, el 
orden público y las leyes existentes del país. 

SECCION II 

De la Ciudadanía 
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Art. 6 o — Son ciudadanos del Estado todos los nacidos.en 
él y los hijos de las demás provincias que componen la República, 
siendo mayores de 20 años. 

Art. 7 o — Tienen, sin embargo, el derecho de sufragio los 
menores de esta edad enrolados en la Guardia Nacional, y los ma-
yores de 18 años, casados. 

Art. 8 o — Son también ciudadanos losjiijos de padre o ma-
dre argentinos, nacidos en país extranjero, entrando al ejercicio de 
la ciudadanía desde el acto de pisar el territorio del Estado. 

Art. 9 o — Pueden optar a la ciudadanía: I o Los extranje-
ros que han combatido y combatieren en los ejércitos de mar y tie-
rra de la República; 2 o Los extranjeros casados con hijas del país 
que profesen alguna ciencia o que ejerzan arte o industria con esta-
blecimiento; 3 o Los que se ocupen del comercio u otro giro con 
capital conocido o que posean propiedades raíces y se hallen resi-
diendo en el Estado al tiempo de jurarse esta Constitución; 4 o Des-
pués de jurada, todo extranjero que posea alguna de las calidades 
que se acaban de mencionar, teniendo dos años de residencia no 
interrumpida en el Estado, y los que se hubiesen distinguido por 
servicios notables y méritos relevantes. 

Art. 10 — Los extranjeros mencionados en el artículo ante-
rior entran en goces y deberes de la ciudadanía activa por el acto 
de inscribirse en el registro cívico o de manifestar ante la autori-
dad que designe la ley su voluntad de aceptar la ciudadanía del Es-
tado. 

Art. 11 — Los mismos optarán al sufragio pasivo después 
de diez anos de haber entrado en los deberes y goces de la ciudada-
nía activa. Y los que hubiesen optado a él antes de esta Constitu-
ción continuarán en su goce. 

Art. 12 — Se suspenden los derechos de ciudadanía: 
I o — Por el estado de deudor fallido. 
2 o — Por el de deudor al tesoro público, que, le-

galmente ejecutado por el pago, no cubre la deuda. 
3 o — Por el de demencia. 
4 o - Por vago. 
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5 o — Por legalmente procesado en causa crimi-
nal de que pueda resultar pena corporal o infamante. 

6 o — Por no inscripción en la Guardia Nacional. 
Art. 13 — Los derechos de la ciudadanía se pierden: 

I o — Por naturalización en otro país. 
2 o — Por la aceptación de empleos o títulos de 

otro Gobierno, sin especial permiso de la Legislatura del Estado. 
3 o — Por quiebra fraudulenta declarada tal. 
4 o — Por sentencia que imponga pena infaman-

te, pudiendo en cualquiera de esos casos solicitarse y obtenerse re-
habilitación. 

SECCION III 

De la Forma de Gobierno 

Art. 14 — El Gobierno del Estado de Buenos Aires es po-
pular representativo. 

Art. 15 — La Soberanía reside originariamente en el pue-
blo, y su ejercicio se delega en los tres poderes: Legislativo, Ejecu-
tivo y Judicial. 

SECCION IV 

Del Poder Legislativo 

Art. 16 — El Poder Legislativo del Estado reside en una A-
samblea General que se compondrá de una Cámara de Represen-
tes y otra de Senadores. 

CAPITULO I 

De la Cámara de Representantes 
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Art. 17 — La Cámara de Representantes se compondrá de 
diputados elegidos directamente por el pueblo con arreglo a la ley 
de elecciones. 

Art. 18 — Las de diputados para la primera Legislatura 
tendrán lugar inmediatamente después de promulgada la Constitu-
ción: debiendo hacerse en lo sucesivo el último domingo de marzo. 

Art. 19 — Se elegirá un representante por cada seis mil al-
mas, o por una fracción que no baje de tres mil. 

Art. 20 — Los diputados para la primera Legislatura serán 
nombrados en la proporción siguiente: por la ciudad veinticuatro 
y por la campaña veintiséis. 

Art. 21 — Para la segunda Legislatura se realizará el censo 
general del Estado, debiendo regir lo dispuesto en el artículo ante-
rior si por algún accidente inesperado no se hubiese realizado. Di-
cho censo sólo podrá renovarse cada ocho años. 

Art. 22 — Las funciones de Representantes durarán dos a-
ños, pero la Cámara se renovará por mitad cada año. La suerte de-
cidirá luego que se reúnan, los que deben salir el primer año de la 
ciudad, y de cada sección de campaña. 

Art. 23 — Ninguno podrá ser Representante sin que tenga 
las calidades siguientes: ciudadanía natural en ejercicio, o legal ad-
quirida conforme al artículo 11; veinticinco años cumplidos, o an-
tes si fuere emancipado; un capital de diez mil pesos, al menos, o 
en su defecto, profesión, arte u oficio que le produzca una renta 
equivalente. 

Art. 24 — Es de la competencia exclusiva de la Cámara de 
Representantes: 

I o — La iniciativa en la creación de contribucio-
nes o impuestos. 

2 o — El derecho de acusar ante el Senado al Go-
bernador del Estado y sus ministros, a los miembros de ambas Cá-
maras, y a los del Superior Tribunal de Justicia, por delitos de trai-
ción, concusión, malversación de fondos públicos, violación de la 
Constitución u otros crímenes que merezcan pena infamante o de 
muerte 
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Art. 25 — En el acto de incorporarse los Representantes 
prestarán juramento de desempeñar fielmente el cargo, y obrar en 
todo de conformidad a lo que previene esta Constitución. 

CAPITULO II 

Del Senado 

Art. 26 — El Senado se compondrá de senadores elegidos 
directamente por el pueblo, con arreglo a la ley de elecciones. 

Art. 27 — Se elegirá un Senador por cada doce mil almas, o 
por una fracción que no baje de seis mil, y la elección tendrá lugar 
al mismo tiempo que la de los diputados. 

Art. 28 — Los senadores para la primera Legislatura serán 
nombrados en la proporción siguiente: por la ciudad doce, y uno 
por cada sección de campaña, exceptuando las de Bahía Blanca y 
Patagones, que sólo nombrarán uno, remitiendo estas últimas sus 
respectivos registros a la Capital, donde se hará el escrutinio. 

Art. 29 — Para la segunda Legislatura regirá lo dispuesto 
en el artículo 21. 

Art. 30 — Las funciones de Senador durarán tres años, re-
novándose por tercias partes cada año. La suerte decidirá, así que 
se reúnan, los que deben salir el primero y el segundo año, guar-
dándose en la campaña el orden siguiente: cuatro el primer año, 
cuatro el segundo y los cinco restantes el tercero. 

Art. 31 — Para ser nombrado Senador se necesita ciudada-
nía natural en ejercicio, o legal adquirida conforme al artículo 11; 
32 ^ños de edad y un capital de veinte mil pesos, o una renta equi-
valente, o una profesión científica capaz de producirla. 

Art. 32 — El que obtuviere una elección doble de Senador 
y Representante elegirá entre ambas. 

Art. 33 — Es atribución exclusiva del Senado juzgar en jui-
cio público a los acusados por la Cámara de Representantes; la 
concurrencia de dos terceras partes de sufragios, hará sentencia 
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contra el acusado, al solo efecto de separarlo del empleo, quedan-
do no obstante sujeto a acusación, juicio o castigo conforme a la 
ley. 

CAPITULO III 

Atribuciones comunes a ambas Cándaras 

Art. 34 — La Asamblea General se reunirá en la Capital y 
empezará sus sesiones inmediatamente después de promulgada es-
ta Constitución, y en lo sucesivo el I o de mayo. 

Art. 35 — Las sesiones durarán cinco meses, y sólo podrán 
prorrogarse por uno, con el consentiminto de las dos terceras par-
tes de sus miembros. 

Art. 36 — Cada Cámara calificará la elección de sus miem-
bros. 

Art. 37 — Las Cámaras se regirán por el reglamento que ca-
da una acuerde; y en Asamblea General por el del Senado. 

Art. 38 — Cada una nombrará su Presidente, Vicepresiden-
te y secretarios. 

Art.-39 — Fijará sus gastos respectivos, poniéndolo en no-
ticia del Ejecutivo para que se incluyan en el Presupuesto General 
del Estado. 

Art. 40 — Ninguna Cámara comenzará sus sesiones sin que 
se haya reunido más de la mitad del número total de sus miem-
bros; mas sin no se llenara éste, el día señalado por la Constitu-
ción, deberán reunirse los presentes aunque en número menor pa-
ra excitar o compeler a los no concurrentes, en el término y bajo 
los apremios que acordasen. 

Art. 41 — Las sesiones serán públicas, y sólo los negocios 
de Estado que exijan reservas se tratarán en secreto. 

Art. 42 - Las Cámaras se comunicarán por escrito entre sí 
y el Gobierno por medio de sus respectivos presidentes, con autori-
zación de un Secretario. 
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Art. 43 - Los Senadores y Representantes son inviolables 
por las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el desem-
peño de sus cargos. No hay autoridad que pueda procesarlos ni 
aun reconvenirlos en algún tiempo por ellos. 

Art. 44 - No podrán ser arrestados durante la asistencia a 
la Legislatura, excepto en el caso de ser sorprendidos infráganti en 
la ejecución de algún crimen que merezca pena de muerte, infamia 
u otra aflictiva, y entonces se dará cuenta inmediata a la Cámara 
respectiva, con la formación sumaria del hecho. 

Art. 45 — Ningún Senador o Representante podrá ser acu-
sado criminalmente por delitos que no sean los detallados en el ar-
tículo 24, ni aun por estos mismos, sino ante su respectiva Cámara. 
Si el voto de las dos terceras partes de ella, declara haber lugar a la 
formación de causa, quedará el acusado suspendido en sus funcio-
nes, y sujeto a la disposición del Tribunal competente. 

Ait. 46 — Puede asimismo cada Cámara corregir a cualquie-
ra de sus miembros con igual número de votos, por desorden de 
conducta en el ejercicio de sus funciones, o declarar cesantes por 
imposibilidad física o moral sobreviniente a su incorporación; pe-
ro bastará la mayoría de uno sobre la mitad de los presentes para 
decidir en las renuncias voluntarias. 

Art. 47 — Cada una de las Cámaras puede hacer venir a su 
sala a los ministros del Gobierno pava pedir los informes que esti-
me convenientes. 

Art. 48 — Cuando fuesen convocadas extraordinariamen-
te, sólo se ocuparán del asunto que hubiese motivado la convoca-
toria. 

CAPITULO IV 

Atribuciones de la Asamblea General 

Art. 49 — Compete a la Asamblea General: nombrar el Go-
bernador del Estado en las épocas de la ley. 
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Art. 50 - Fijar cada año los gastos generales del Estado 
con arreglo a los presupuestos de ellos y al plan que deberá presen-
tar el Gobierno. 

Art. 51 — Establecer los impuestos y contribuciones nece-
sarias para cubrir aquéllos, suprimir, modificar y aumentar los e-
xistentes. 

Art. 52 — Examinar, aprobar o reparar anualmente las 
cuentas de inversión de los caudales públicas que deberá presentar 
el Gobierno. 

Art. 53 — Crear y suprimir empleos públicos en el Estado, 
determinar sus atribuciones y responsabilidades, designar, aumen-
tar o disminuir sus dotaciones o retiros, acordar pensiones o re-
compensas y decretar honores públicos a los grandes servicios pres-
tados al Estado. 

Art. 54 — Establecer los Tribunales de Justicia de él, y re-
glar la forma de sus juicios. 

Art. 55 — Conceder indultos y acordar amnistías por deli-
tos cometidos en el Estado y con tendencia a él, cuando grandes 
motivos de interés público lo reclamen. 

Art. 56 — Aprobar o reprobar la erección y reglamento de 
toda clase de Bancos que se pretendiere establecer en el Estado. 

Art. 57 — Reglamentar en él la educación pública, acordar 
a los autores, inventores y primeros introductores de inventos úti-
les, cualquiera clase de privilegios por tiempo determinado. 

Art. 58 - Hacer todas las demás leyes u ordenanzas que re-
clame el bien del Estado y que digan relación a sólo él; modificar, 
interpretar y abrogar las existentes. 

Art. 59 - Fijar las divisiones territoriales convenientes a la 
mejor administración. 

Art. 60 — Fijar anualmente el ejército permanente de mar 
y tierra y legislar sobre la Guardia Nacional. 

Art. 61 — Interin se reúne un Congreso General, en que 
sea representado el Estado de Buenos Aires, la Asamblea General 
de éste conocerá en todas aquellas cosas en que debería intervenir 
el Congreso, y sin cuya autorización no podría expedirse el Ejecu-
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tivo General, toda vez que el Gobierno del Estado se? necesitado a 
intervenir en ellas. 

CAPITULO V 

De la Comisión Permanente 

Art. 62 — Antes de pqnerse en receso la Asamblea General, 
se nombrará por las'respectivas Cámaras a pluralidad de sufragios, 
una Comisión Permanente compuesta de tres senadores y cuatro 
representantes, con igual número de suplentes. Reunidos aquéllos, 
elegirán su Presidente y Vicepresidente. 

Art. 63 — Cuando por enfermedad, muerte o cualquier o-
tro impedimento hubiere que reemplazar alguno de los senadores, 
la Comisión sorteará entre los tres suplentes el que deba sustituir-
lo, lo mismo se procederá respecto de los cuatro representantes. 

Art. 64 — La Comisión permanente durará hasta que se 
vuelva a reunir la Asamblea General. 

Art. 65 — Sus atribuciones serán velar soore'la observancia 
de la Constitución y de las leyes, hacer al Gobierno las adverten-
cias y reclamos convenientes al efecto, bajo responsabilidad para 
ante la Asamblea General, y en caso qué éstos, repetidos por se-
gunda vez, sean infructuosos, según la importancia y gravedad del 
asunto, convocar la Asamblea General, y finalmente instruir en to-
do caso a ésta de las ocurrencias habidas durante su receso. 

Art. 66 — Lo dispuesto en el artículo anterior tendrá espe-
cialmente lugar, cuando el Gobierno resultare moroso, en ordenar 
se practiquen las elecciones. . 

'Art. 67 — Recibir las actas de elecciones que deberán remi-
tirle las mesas centrales y pasarlas a la respectiva Comisión. 

Art. 68 — Convocar en seguida a ambas Cámaras a sesiones 
preparatorias para examinar las actas de elecciones. 

Art. 69 — Usar de las facultades concedidas a las Cámaras 
en el artículo 47. 
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CAPITULO VI 

De la formación y sanción de las leyes 

Art. 70 — Todo proyecto de ley, excepto los contenidos 
en el artículo 24, pueden tener principio en cualquiera de las dos 
Cámaras por moción hecha por alguno de sus miembros o por pro-
posiciones del Poder Ejecutivo. 

Art. 71 — Aprobado un proyecto en la Cámara de su ori-
gen, se pasará inmediatamente a la otra, para que discutido en ella 
lo apruebe, altere o deseche. Si lo aprueba lo comunicará al Podei 
Ejecutivo. 

Art. 72 — Un proyecto desechado en la Cámara de su ori-
gen, no podrá considerarse en ella en el mismo período legislativo 
a propuesta de ningún miembro de la misma Cámara. 

Art. 73 — Si la Cámara a la que ha sido remitido el proyec-
to lo alterase, lo devolverá con las observaciones respectivas, y si 
la remitente se conformase con ellas, se lo avisará en contestación 
y lo pasará al Poder Ejecutivo. Pero si no conformándose, insistie-
se en sostener su proyecto tal como lo había remitido al principio, 
podrá, por medio de previo aviso a la remitente, solicitar la reu-
nión de ambas Cámaras, que se verificará en la del Senado o en la 
de Representantes, si el Senado la designase, y después de discuti-
do, el voto de las dos terceras partes hará resolución. El mismo or-
den se observará en caso de que un proyecto fuese desechado en 
su totalidad por una de las Cámaras a la que se haya remitido. 

Art. 74 — El proyecto desechado por la Asamblea Gene-
ral, no podrá ser reconsiderado en el mismo período legislativo. 

Art. 75 — Si el Poder Ejecutivo, recibido los proyectos los 
suscribe, o en el término de diez días contados desde que los reci-
bió no los devuelve objecionados, tendrán fuerza de ley. 

Art. 76 — Si encuentra reparos que oponerles, u observa-
ciones que hacer, los devolverá con ellas a la Cámara que se los re-
mitió, dentro de los diez días. 

Art. 77 — En este caso, reunidas ambas Cámaras según lo 
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dispone el artículo 73, se reconsiderará el proyecto con presencia 
de dichos reparos u observaciones, y se tendrá por última sanción 
el voto de las dos terceras partes de sus miembros presentes; la 
que comunicada al Poder Ejecutivo se hará promulgar sin más re-
paro. 

Art. 78 - Si la devolución sé hiciese por el Poder Ejecuti-
vo estando ya cerrada las Cámaras, se dirigirá a la Comisión Perma-
nente; y ésta podrá entonces, según el juicio que forme de la 
urgencia, gravedad o importancia de la materia, o convocar a la 
Asamblea General, o reservar el asunto hasta la próxima reunión 
ordinaria de ella. Pero si el Poder Ejecutivo al hacer la devolución 
reclamase la urgencia, la Comisión la convocará precisamente. 

Art. 79 — En la sanción de las leyes se usará de esta fórmu-
la: "El Senado y Cámara de Representantes del Estado de Buenos 
Aires, reunidos en Asamblea General, etc., han sancionado, etc.". 

Art. 80 — En toda reunión de Asamblea General, su Presi-
dencia será desempeñada por el Presidente del Senado, o el de la 
Cámara de Representantes, y en caso de impedimento de éstos, 
por los vicepresidentes respectivos. 

SECCION V 

CAPITULO I 

Del Poder Ejecutivo 

Art. 81 — El Poder Ejecutivo del Estado se desempeñará 
por una sola persona bajo la denominación de Gobernador del Es-
tado de Buenos Aires. 

Art. 82 — El Gobernador será elegido por la Asamblea Ge-
neral en la segunda reunión después de abiertas sus sesiones, por 
votación nominal, a pluralidad absoluta de sufragios. 

Art. 83 — Si de la votación no resultase pluralidad absolu-
ta, se repetirá aquélla, y si ni aun en este caso resultase, entonces 
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la votación se contraerá precisamente a los dos que hayan tenido 
mayor número de sufragios, y en caso de empate decidirá el Pre-
sidente. 

Art. 84 — El Gobernador que exista al tiempo de jurarse 
-está Constitución,, continuará en el cargo hasta el nombramiento 
del Gobernador Constitucional. 

Art. 85 — Para ser nombrado Gobernador se requiere te-
ner treinta y cinco años de edad, haber nacido en el Estado, y reu-
nir las demás calidades exigidas por esta Constitución para Sena-
dor. 

Art. 86 — Para optar al cargo de Gobernador se considera-
rá fcomo nacido en el Estado el hijo de padre oriundo de él que hu-
biese nacido en país extranjero, estando aquél desempeñando al-
gún Qargo' diplomático o consular por el Estado o por la Nación, 
pero no pbdrá ser nombrado sin contar con tres años de residencia 
continua en el Estado. 

Art. 87 — El Gobernador durará en el cargo por el término 
de tres años, y no podrá ser reelecto sino después de tres de haber 
cesado; está disposición se entiende respecto de los nombrados 
con arreglo á esta Constitución. 

Art. 88 — Antes de entrar al ejercicio del cargo, el Gober-
nador electo prestará ante el Presidente del Senado y a presencia 
de las Cámaras reunidas, el siguiente juramento: 

"Yo N. juro a Dios Nuestro Señor y a estos Santos Evange-
lios que desempeñaré debidamente el cargo de Gobernador del Es-
tado que se me confía: sostendré su libertad, integridad y dere-
chos; protegeré la Religión Católica, daré ejemplo de obediencia a 
las leyes, ejecutaré y haré ejecutar las que ha sancionado y en ade-
lante sancionaré la Legislatura del Estado, y observaré y haré 
observar fielmente la Constitución El Pres iden te de la Asamblea 
le d i rá : "Si así lo hiciéreis, Dios y la Patria os ayuden, y si no os lo 
demanden 

Art. 89 — En caso de enfermedad o ausencia del Goberna-
dor, o mientras se proceda a nueva elección por su muerte, renun-
cia o destitución, el Presidente del Senado ejercerá las funciones a-
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nexas al Poder Ejecutivo, quedando entre tanto suspenso de las de 
Senador. 

Art. 90 - El Gobernador es el jefe de la administración ge-
neral del Estado; provee a la seguridad interior y exterior de él. 

Art 91 - Publica y hace ejecutar las leyes y decretos de la 
Legislatura, facilitando la ejecución por reglamentos y disposicio-
nes especiales. 

Art. 92 — Puede pedir la convocación extraordinaria de la 
Asamblea General, cuando graves circunstancias o motivos especia-
les lo demanden. 

Art. 93 — A la apertura de la Legislatura la informará del 
estado político y administrativo y de las mejoras y reformas que 
considere dignas de su atención. 

Art. 94 — Expide las órdenés convenientes para las eleccio-
nes que correspondan de senadores y diputados, en la oportunidad 
debida, y no podrá por motivo alguno diferirla sin acuerdo de la 
Asamblea General. 

Art. 95 — El Gobernador del Senado puede poner objecio-
nes y hacer observaciones sobre los proyectos remitidos por las Cá-
maras en el tiempo prevenido en el capítulo precedente, y suspen-
der su promulgación hasta que las Cámaras resuelvan. 

Art. 96 — Puede igualmente proponer a las Cámaras pro-
yectos de ley o modificaciones a las anteriormente dictadas. 

Art. 97 — Es atribución del Gobernador del Estado, nom-
brar y despedir Ministro o ministros de su despacho general y ofi-
ciales de las secretarías. 

Art. 98 — Proveer los empleos civiles y militares conforme 
a la Constitución y a las leyes. Para el de coroneles y demás grados 
superiores necesita el acuerdo del Senado. 

Art. 99 - Variar con acuerdo de sus ministros o Ministro, 
los empleados de su dependencia; pero en caso de separarlos por 
delito, deberá pasar los antecedentes a los tribunales de justicia pa-
ra que se les juzgue con arreglo a las leyes. 

Art. 100 - Es el jefe superior de la fuerza militar del Esta-
do, y de él solamente depende su dirección; pero no podrá man-
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darla en persona sin previo permiso de la Asamblea General, acor-
dado al menos por las dos terceras partes de votos. 

Art. 101 — Ejerce el patronato respecto de las iglesias, bene-
ficios y personas eclesiásticas de su dependencia, con arreglo a las 
leyes: presenta el obispo a propuesta en terna del Senado. 

Art. 102— Despacha las cartas de ciudadanía del Estado, 
con arreglo a las calidades prescriptas en esta Constitución. 

Are. 103 — Cuida de la recaudación de las rentas y de su in-
versión conforme a las leyes. 

Art. 104— Es de su deber presentar anualmente a la Asam-
blea General el Presupuesto de gastos y el plan de recursos del año 
entrante, y pasar las cuentas de la inversión hecha en el anterior. 

Art. 105 — No puede expedir orden sin la firma de su Minis-
tro respectivo; y sin este requisito nadie está obligado a obedecer. 

Art. 106— No puede acordar a persona alguna goce de suel-
do o pensión, sino por alguno de los títulos que las leyes expresa-
mente designan. 

Art. 107— No podrá ausentarse de la Capital por más 'de 
treinta días, ni tampoco del territorio del Estado durante el tiem-
po de su mando, sino con previo consentimiento de la Asamblea 
General, por las dos terceras partes de votos. 

Art. 108— Podrá conmutar la pena capital, previo informe 
del Tribunal, mediando graves y poderosos motivos, salvo los deli-
tos exceptuados por las leyes. 

Art. 109— Nombra los agentes diplomáticos y consulares 
del Estado. 

Art. 110— En caso de conmoción interior o de invasión ex-
terior, puede declarar en estado de sitio el todo o parte del Esta-
do, sin que esto importe otorgar al Poder Ejecutivo más facultades 
que las de remover individuos de un punto a otro de él, y aun apre-
henderlos, dando cuenta dentro de 24 horas a la Asamblea Gene-
ral, o en su receso a la Comisión permanente. 

Art. 111 — Las disposiciones contenidas en los artículos 
100, 101, 109 y 110, estarán sujetas a las declaraciones o limita-
ciones que pueda hacer la Constitución General de la Nación. 
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Art. 112 — Recibirá por sus servicios la dotación establecida 
por la ley, que ni se aumentará ni disminuirá durante el tiempo de 
su mando. 

CAPITULO II 

De los ministros o secretarios del despacho general. 

Art. 113— El despacho de los negocios del Estado se de-
sempeñará por ministros secretarios, que no pasarán de tres, con 
sus respectivas oficinas. 

Art. 1 1 4 - Los ministros secretarios despacharán bajo las 
inmediatas órdenes del Gobernador: autorizarán las resoluciones 
de éste, sin cuyo requisito no tendrán efecto, ni'se les dará cum-
plimiento: pero podrán expedirse por sí solos en lo concerniente 
al régimen especial de sus respectivos departamentos. 

Art. 115 - Serán responsables con el Gobernador, de to-
das las órdenes que autoricen contra la Constitución y las leyes; 
sin que puedan quedar exentos de responsabilidad por haber reci-
bido mandato de autorizarlas. 

Art. 116 — Para ser Ministro se requiere: I o ser ciudadano 
en ejercicio ; 2 o tener 30 años de edad cumplidos. 

Art. 117— Es incompatible el cargo de Ministro con el de 
Representante o Senador. 

SECCION VI 

Del Poder Judicial 

Art. 1 1 8 - El Poder Judicial es independiente de todo otro 
en el ejercicio de sus funciones. 

Art. 119 — Será desempeñado en el Estado por los Tribuna-
les y Juzgados que la ley designe, y sus miembros durante el tiem-
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po que según ellas deban ejercer sus funciones no podrán ser remo-
vidos sin causa y sentencia legal, aunque quedarán suspendidos 
desde que sean enjuiciados. 

Art. 120— Para ser nombrado miembro del Tribunal Supe-
rior de Justicia, se requiere: estar en ejercicio de la ciudadanía, ser 
mayor de 30 años, con seis al menos de ejercicio en la facultad. 
Para serlo de los Juzgados inferiores bastará dos años de profesión 
y 25 de edad, con la misma calidad de ciudadano. 

Art. 121 — Los miembros del Tribunal serán nombrados por 
el Gobernador a propuesta en terna del Senado, y los de los Juzga-
dos inferiores a propuesta en terna del Tribunal Superior. 

Art. 122 — Gozarán la compensación que la ley designe. 
Art. 123 — Las atribuciones del Tribunal serán las que desig-

nen las leyes-vigentes y ulteriores. 
Art. 124— En el Tribunal Superior e inferiores, las senten-

cias definitivas como interlocutorias serán fundadas en el texto ex-
preso de la ley o en los principios y doctrinas de la materia. 

Art. 125— El Tribunal Superior tendrá la superintendencia 
en toda la Administración de Justicia. 

Art. 126 — Podrá informar al Cuerpo Legislativo de todo lo 
concerniente a la mejora de la Administración de Justicia. 

Art. 127—No podrá juzgarse por comisiones especiales. 
Art. 128— Cualquiera del pueblo tiene derecho para acusar 

a los depositarios del Poder Judicial, por los delitos de cohecho, 
prevaricato, procedimientos injustos contra la libertad de las perso-
nas, contra la propiedad y seguridad del domicilio. 

Art. 129— Las causas contenciosas de hacienda y las que 
nacen de contratos entre particulares y el Gobierno serán juzgadas 
por un Tribunal especial, cuyas formas y atribuciones las determi-
nará la ley de la materia. 

SECCION VII 

De la observancia de las leyes, Reforma 
de la Constitución y su juramento 
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Art. 130— Continuarán observándose las leyes, estatutos y 
reglamentos que hasta ahora rigen, en lo que no hayan sido altera-
dos por leyes o disposiciones patrias, ni digan contradicción con la 
presente Constitución, hasta que reciban de la Legislatura las varia-
ciones o reformas que estime convenientes. 

Art. 131 — Cuando el Poder Ejecutivo promueva la reforma 
de algún artículo de la Constitución, se reunirán ambas cámaras 
para tratar y discutir el asunto, y serán necesarias al menos las dos 
terceras partes de votos para sancionarse, que, el artículo o artícu-
los que se pretendan reformar deben ser reformados. Si no se obtu-
viese esta sanción, no se podrá volver a frotar el asunto hasta la si-
guiente Legislatura. 

Art. 132— En caso de sancionarse la necesidad de la refor-
ma, se procederá inmediatamente a verificarla con el mismo núme-
ro de sufragios designado en el artículo anterior. 

Art. 133— Si la proposición tuviese su origen en alguna de 
las cámaras, no será admitida sin que sea apoyada al menos por lá 
tercera parte de los miembros concurrentes a ella. 

Art. 134— No siendo apoyada de este modo, queda dese-
chada, y no podrá ser renovada en la Cámara de su origen por nin-
guno de sus miembros, hasta el siguiente período de la Legislatura. 

Art. 135 — Si fuese apoyada, se reunirán ambas cámaras pa-
ra tratar, procediéndose en todo de conformidad a lo prescripto 
en el artículo 131. 

Art. 136— En caso de sancionarse la necesidad de la refor-
ma, la resolución se comunicará al Poder Ejecutivo para que ex-
ponga su opinión fundada. 

Art. 137— Si él disiente, reconsiderada la materia por am-
bas cámaras reunidas, será necesaria la concurrrencia de tres.cuar-
tas partes al menos de votos, para sancionar la necesidad de la re-
forma. 

Art. 138 - En este caso, como en el de consentir el Poder E-
jecutivo en la reforma proyectada, se procederá inmediatamente a 
verificarla con el número de sufragios designado en el artículo 131. 

Art. 139 - Verificada la reforma pasará al Poder Ejecutivo 
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para su publicación;.en caso de volverla otra vez con reparos, tres 
cuartas partes de sufragios harán la última sanción. 

Art. 140— Esta Constitución o cualquiera otra del Estado 
no podrá ser reformada sino por su Asamblea General. 

Art. 141 — Sancionada la Constitución será solemnemente 
jurada en todo el territorio del Estado. 

Art. 142—Ninguno podrá ejercer empleo político, civil, 
militar o eclesiástico, sin prestar juraménto de observar esta 
Constitución y sostenerla. 

Art. 143— Todo el que atentare o prestare medios para a-
tentar contra la presente Constitución, después de publicada, será 
juzgado y castigado como reo de lesa patria. 

Art. 144— Sólo la Asamblea General podrá resolver las du-
das que ocurran sobre la inteligencia de alguno de los artículos de 
esta Constitución. 

SECCION VIII 

Declaraciones Generales 

Art. 145 — Todos los habitantes del Estado tienen un dere-
cho a ser protegidos en el goce de su vida, reputación, libertad, se-
guridad y propiedad. Nadie puede ser privado de ellas sino con 
arreglo a las leyes. 

Art. 1 4 6 - Todos los habitantes del Estado son iguales ante 
la ley; y ésta, bien sea penal, preceptiva, permisiva o tuitiva, debe 
ser una misma para todos. 

Art. 1 4 7 - Todos pueden publicar por la prensa sus pensa-
mientos y opiniones con sujeción a la ley de la materia. 

Art. 148— Toda orden de pesquisa, arresto de una o más 
personas sospechosas, o embargo de sus propiedades, deberá espe-
cificar las personas u objetos de pesquisa o embargo. De lo contra-
rio no será exequible. 

Art. 149 — Quedan asegurados a todos los. habitantes del Es-
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tado, los derechos de reunión pacífica y de petición individual o 
colectiva a todas sus autoridades. La forma de estos actos será re-
glada por la ley de la materia. 

Art. 150— Se reserva al Cuerpo Legislativo el derecho de 
imponer penas y multas. Exeptúanse algunas moderadas, que, has-
ta que se dé el Codigo Penal, serán determinadas por el Poder Eje-
cutivo y Superior Tribunal de Justicia. 

Art. 151 — In fraganti todo delincuente puede ser arrestado 
por cualquier persona y conducido a presencia del Juez. 

Art. 152 — Fuera del caso del artículo anterior, ninguno po-
drá ser detenido sin que preceda al menos una indagación sumaria 
que produzca semiplena prueba o indicios de un hecho que merez-
ca pena corporal, ni podrá ser constituido en prisión sin que prece-
da orden de Juez. 

Art. 153 — Se exceptúa el caso en que la seguridad o el or-
den público exijan el arresto de uno o más individuos sin poderse 
observar los predichos requisitos; mas este arresto no podrá pasar 
de 48 horas sin ponerse al aprehendido a disposición del Tribunal 
o Juez competente, el cual procederá a tomarle su declaración a la 
mayor brevedad posible. 

Art. 154 — Todo aprehendido deberá ser notificado dentro 
de tercero día de la causa de su prisión. 

Art. 155— Se exceptúa de prisión, fuera de los casos en 
que por el delito merezca pena corporal, el que diere fianza bastan-
te de responder por los daños y perjuicios que contra él se recla-
men. 

Art. 156 — Ninguna ley tendrá fuerza retroactiva. 
Art. 157— Todo habitante del Estado tiene el derecho de 

salir de él cuando le convenga, llevando consigo sus bienes, con tal 
que guarde los reglamentos de Policia y salvo el derecho de terce-
ro. 

Art. 158— La correspondencia epistolar es inviolable. El 
que la viole se hace reo contra la seguridad personal. La ley deter-
minará en qué casos y con qué justificaciones puede procederse a 
ocuparla. 
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Ait. 159— Se ratifican las leyes de libertad de vientre? y las 
que prohiben el tráfico de esclavos, la confiscación de bienes, el 
tormento, las penas crueles, infamia trascendental, los mayorazgos 
y vinculaciones. 

Art. 160— La casa de un ciudadano es un asilo inviolable, y 
sólo podrá entrarse a ella en virtud de orden escrita de Juez o auto-
ridad competente. 

Art. 161 — Ningún habitante del Estado puede ser penado 
por delito, sin que preceda juicio y sentencia legal. 

Art. 162— Tampoco podrá ser obligado a hacer lo que no 
manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe. 

Art. 163 — Las acciones privadas de los hombres que de nin-
gún modo ofenden el orden público, ni perjudican a un tercero, es-
tán sólo reservadas a Dios, y exentas de la autoridad de los magis-
trados. 

Art. 164— La libertad de trabajo, industria y comercio es 
un derecho de todo habitante del Estado, siempre que no ofenda 
o perjudique la moral pública. 

Art. 165 — A ningún preso se le obligará a prestar juramen-
to al hacer su declaración indagatoria o confesión. 

Art. 166— Jamás podrá en el Estado el Poder Ejecutivo ser 
invest ido con Facultades Extraordinarias. 

Art. 167 — Las cárceles son hechas para seguridades y no pa-
ra mortificación de los presos. Todo rigor que no sea necesario ha-
ce responsable a las autoridades que lo ejerzan. 

Art. 168 — Toda propiedad es inviolable, salvo el caso de ex-
propiación por motivos de utilidad pública, en la forma y bajo los 
requisitos que establecerá la ley de la materia, 

Art. 1 6 9 - La educación, al menos la primaria, se costeará 
por el tesoro del Estado. 

Art. 170— El régimen municipal será establecido en todo el 
Estado. La forma de elección de los municipales, las atribuciones 
y deberes de estos cuerpos como lo relativo a sus rentas y arbi-
trios, serán fijados en la ley de la materia. 

Art. 171 - El Estado de Buenos Aires no se reunirá al Con-
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greso General, sino bajo la base de la forma federal, y con la reser-
va de revisar y aceptar libremente la Constitución General que se 
diere. 

Art. 172— La presente Constitución será firmada en sesión, 
por el Presidente, Vicepresidente, y demás miembros de la Sala, y 
autorizada por sus dos secretarios. 

Artículos Adicionales 

Art. 173— El Poder Ejecutivo queda encargado de promul-
gar la presente Constitución y de designar el día en que deba ser 
jurada. 

Art. 174— Convocará a elecciones para Senadores y Repre-
sentantes, con arreglo a lo establecido en el artículo 18 de la pre-
sente Constitución; y las actas de ellas ser remitirán, como hasta 
aquí, al Presidente de la Sala, quien las pasará a la Comisión de Pe-
ticiones a los fines consiguientes. 

Art. 175—La presente Legislatura continuará hasta que 
sean aprobadas por ella las actas de dichas elecciones. 

Art. 176— Firmada la Constitución, se declarará en receso; 
y durante él, sólo se reunirá si algún suceso grave o necesidad ur-
gente lo exigiere, y para examinar las mencionadas actas. 

Art. 177 — Aprobadas que sean éstas, se comunicarán al Po-
der Ejecutivo a fin de que proceda a invitar a los electos, para que 
se reúnan en sesión preparatoria; y la presente Legislatura se decla-
rará disuelta. 

Art. 178— La Asamblea Constitucional se instalará solem-
nemente el 24 de mayo. 

Buenos Aires, abril 11 de 1854. 

Felipe Llavallol, Domingo Olivera, Francisco de las 
Carreras, Francisco. Chas, José María Paz, Mariano 
Saavedra, Manuel José de Guerrico, Tomás S. Ancho• 
rena, Vicente Ortega, Domingo Marín, Manuel Eguia, 
Norberto de la Riestra, Plácido Obligado, José Matías 
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Zapiola, José Valentín Cardoso, Gervacio Espinosa, 
Fernando Alfaro, Andrés Somellera, Marcelo Gamba, 
Juan José Montesdeoca, Valentín Alsina, José María 
Piran, Mariano Marín, Bartolomé Mitre, /osé Barros 
Pazos, Miguel Valencia, Carlos Tejedor, Domingo So-
sa, Vicente Cazón, Francisco Balbín, Manuel P. 
Rojas, Ramón Solveira, Víctor Martínez, Manuel Ma-
ría Escalada, Miguel F. Azcuénaga, Eustaquio J. To-
rres, Mariano Bellinghurst, Mariano Acosta, /osé Mtf-
n'tf Bustillos, Francisco Javier Muñiz, Nicolás Ancho-
rena, Manuel R. García, Ibáñez de Luca, / o s é Ai. 
Maldonado, Pedro J. Martínez, Daniel M. Cazón, Lo-
renzo Torres. 

MANUEL PEREZ DEL CERRO 
Secretario 

ADOLFO ALSINA, 
Secretario 
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Nos los representantes de la provincia de Buenos Aires, reu-
nidos en Convención por su voluntad y elección, con el objeto de 
constituir el mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la 
justicia, consolidar la paz interna, proveer a la seguridad común, 
promover el bienestar general y asegurar los beneficios de la 
libertad para el pueblo y para los demás hombres que quieran 
habitar su suelo, invocando a Dios, fuente de toda razón y justicia, 
ordenamos, decretamos y establecemos esta Constitución. 

SECCION PRIMERA 

Declaraciones, Derechos y Garantías 

Art. I o — La Provincia de Buenos Aires, como parte inte-
grante de la República Argentina, constituida bajo la forma repre-
sentativa republicana federal, tiene el libre ejercicio de todos los 
poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan si-
do delegados al Gobierno de la Nación. 

Art. 2 o — Todo poder público, emana del pueblo; y así és-
te puede alterar ó reformar la presente Constitución siempre que 
el bien común lo exija y en la forma que por ella se establece. 

Art. 3 o — Los límites territoriales de la Provincia son los 
que jpor derecho le corresponden con arreglo á lo que la Constitu-
ción Nacional establece, y sin peijuicio de las cesiones ó tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autorizados por la Legislatu-
ra. 

Art. 4 o — El estado civil de las personas será uniformemen-
te llevado en toda la Provincia por las autoridades civiles, sin dis-
tinción de creencias religiosas, en la forma que lo establezca la ley. 

Art. 5 o - Es inviolable en el territorio de la Provincia el 
derecho que todo hombre tiene para rendir culto á Dios Todo-Po-
deroso, libre y públicamente según los dictados de su conciencia. 

Art. 6 o — El uso de la libertad religiosa reconocida en el ar-
tículo anterior, queda sujeto á lo que prescriben la moral y el ór-

83 



den público. 
Art. 7 o - El Gobierno de la Provincia coopera á sostener el 

culto Católico Apostólico Romano, con arreglo á las prescripcio-
nes de la Constitución Nacional. 

Art. 8 o — Todos los habitantes de la Provincia son por su 
naturaleza libres é independientes, y tienen derecho perfecto de 
defender y de ser protejidos en su vida, libertad, reputación, segu-
ridad y propiedad. Nadie puede ser privado de todos estos goces, 
sino por via de penalidad con arreglo á ley anterior al hecho del 
proceso, y previa sentencia legal de juez competente. 

Art. 9 o — Los habitantes de la Provincia son iguales ante la 
ley, y ésta debe ser una misma para todos y tener una acción y 
fuerza uniformes. 

Art. 10 — La libertad de la palabra escrita ó hablada, es un 
derecho asegurado á los habitantes de la Provincia. Todos pueden 
publicar por la prensa sus pensamientos y opiniones, siendo res-
ponsables de su abuso ante el Jurado que conocerá del hecho y del 
derecho, con arreglo á la ley de la materia, sin que en ningún caso 
la legislación pueda dictar medidas preventivas para el uso de esta 
libertad ni restringirla ó limitarla en manera alguna. 

En los juicios á que diere lugar el ejercicio de la libertad de 
la palabra y de la prensa, el Jurado admitirá la prueba como des-
cargo, siempre que se trate de la conducta oficial de los empleados 
ó de la capacidad política de personas públicas. 

Art. 11 — Toda orden de pesquisa, arresto de una ó mas 
personas ó embargo de propiedades, deberá especificar las personas 
ú objetos de pesquisa ó embargo, describiendo particularmente el 
lugar que debe ser registrado y no se espedirá mandato de esta cla-
se sino por hecho punible apoyado en juramento ó afirmación, sin 
cuyos requisitos , la orden ó mandato no será exequible. 

Art. 12 — Queda asegurado á todos los habitantes de la 
Provincia, el derecho de reunión pacífica para tratar asuntos públi-
cos ó privados, con tal que no turben el orden público, así como 
el de petición individual ó colectiva, ante todas y cada una de sus 
autoridades, sea para solicitar gracia ó justicia, instruir á sus repre-
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sentantes, ó para pedir la reparación de agravios. En ningún caso 
una reunión de personas podrá atribuirse la representación ni los 
derechos del pueblo, ni peticionar en su nombre, y los que lo hi-
cieren cometen delito de sedición. 

Art. 13 — Nadie podrá ser detenido sin que preceda al mé-
nos una indagación sumaria que produzca semi-plena prueba ó in-
dicio vehemente de un hecho que merezca pena corporal, ni podrá 
ser constituido en prisión sin que preceda orden escrita de juez, 
salvo el caso infraganti en que todo delincuente puede ser arresta-
do por cualquier persona y conducido inmediatamente á presencia 
de su juez. 

Art. 14 - Se asegura para siempre á todos el juicio por ju-
rados con arreglo á las prescripciones de esta Constitución. 

Art. 15 — No podrá juzgarse por Comisiones, ni Tribunales 
especiales cualquiera que sea la denominación que se les dé. 

Art. 16 — Todo aprehendido será notificado dentro de 
veinticuatro horas de la causa de su prisión. 

Art. 17 - Toda persona detenida podrá pedir por sí ó por 
medio de otra que se le haga comparecer ante el juez mas inme-
diato, y espedido que sea el auto por autoridad competente, 
no podrá ser detenida contra su voluntad si, pasadas las veinticua-
tro horas, no se le hubiese notificado por juez igualmente compe-
tente la causa de su detención. 

«Todo Juez, aunque lo sea en un Tribunal colegiado, á quien 
se hiciere esta petición ó se reclamase la garantía del artículo ante-
rior, deberá proceder en el término de veinticuatro horas contadas 
desde su presentación con cargo auténtico bajo multa de mil pesos 
fuertes. 

Art. 18 - Será eximida de prisión toda persona que diere 
fianza suficiente para responder de los daños y peijuicios, fuera de 
los casos en que por el delito merezca pena corporal aflictiva, cuya 
duración esceda de dos años. 

Art. 19 — No se dictarán leyes que importen sentencia; que 
empeoren la condicion de los acusados por hechos anteriores, pri-
ven de derechos adquiridos ó alteren las obligaciones de los contra-
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tos. 
Art. 20 — Todo habitante de la Provincia tiene el derecho 

de entrar y salir del país, de ir y venir llevando consigo sus bienes, 
salvo el derecho de tercero. 

Art. 21 — La correspondencia epistolar es inviolable. El 
que la viole se hace reo de delito punible por la ley, la cual deter-
minará en que casos y con qué justificaciones podrá procederse á 
ocuparla por mandato del juez. 

Art. 22 — El domicilio de una persona no podrá ser alla-
nado sino por orden escrita de juez ó de las autoridades municipa-
les encargadas de vigilar la ejecución de los reglamentos de salu-
bridad pública. 

Art. 23 — Ningún habitante de la Provincia estará obliga-
do á hacer lo que la ley no manda,'ni privado de hacer lo que ella 
no prohibe. 

Art. 24 — Las acciones privadas de los hombres que de nin-
gún modo ofendan el orden público, ni peijudiquen á un tercero, 
están reservadas á Dios, y exentas de la autoridad de los magistra-
dos. 

Art. 25 — La libertad de trabajo, industria y comercio, es 
un derecho asegurado á todo habitante de la Provincia, siempre 
que no ofenda ó perjudique á la moral ó á la salubridad públicas, 
ni sea contrario á las leyes del país ó á los derechos de tercero. 

Art. 26 — A ningún acusado se le obligará á prestar jura-
mento ni á servir de testigo contra sí mismo en materia criminal, 
ni será encausado dos veces por un mismo delito. 

Art. 27 — Las cárceles son hechas para seguridad y no para 
mortificación de los detenidos. Las penitenciarias serán reglamen-
tadas de manera que constituyan centros de trabajo y moraliza-
ción. Todo rigor innecesario hace responsables á las autoridades 
que lo ejerzan. 

Art. 28 — La propiedad es inviolable, y ningún habitante 
de la Provincia puede ser privado de ella, sino en virtud de senten-
cia fundada en ley. La espropiacion por causa de utilidad pública, 
debe ser calificada por ley y privadamente indemnizada. 

Art. 29 — Se ratifican para siempre las leyes de libertad 
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de vientres, y las que prohiben el tráfico de esclavos, la confisca-
ción de bienes, el tormento, la penas crueles, infamia trascenden-
tal, mayorazgos y vinculaciones de toda especie, debiendo ser ena-
jenable toda propiedad. 

Art. 30 — Ninguna persona será encarcelada por deudas en 
causa civil, salvo los casos de fraude ó culpa especificados por ley. 

Art. 31 — Los estranjeros gozarán en el territorio de la Pro-
vincia, de todos los derechos civiles del ciudadano y los municipa-
les que esta Constitución les acuerda. 

Art. 32 — La libertad de enseñar y aprender no podrá ser 
coartada por medidas preventivas. 

Art. 33 — Las universidades y facultades científicas erigi-
das legalmente espedirán los títulos y grados de su competencia, 
sin mas condicion que la de exijir exámenes suficientes en el 
tiempo en que el candidato lo solicite, quedando á la Legislatura la 
facultad de determinar lo concerniente al ejercicio de las profe-
siones liberales. 

Art. 34 — La Legislatura no podrá dictar ley alguna que 
autorice directa ó indirectamente la suspensión de pagos en 
metálico por ninguna asociación ó establecimiento de Banco, sea 
público ó privado, ni la circulación de sus billetes como moneda 
corriente, ni autorizar nuevas emisiones de papel moneda. Tampo-
co podrá autorizar ninguna clase de lotería en la Provincia, ni la 
venta pública de billetes de loterías establecidas fuera de ella. 

Art. t35 — Los Poderes Públicos no podrán delegar las fa-
cultades que les han sido conferidas por esta Constitución, ni atri-
buir al Poder Ejecutivo otras que las que espresamente le están a-
cordadas por ella. 

Art. 36 — No podrá dictarse ley que tenga por objeto acor-
dar remuneración á ninguno de los miembros del Poder Ejecutivo 
ni de las Cámaras miéntras lo sean, por servicios hechos ó que se 
les encargue en el ejercicio de sus funciones ó por comisiones espe-
ciales ó estraordinarias. 

Art. 37 — No podrá autorizarse ningún empréstito sobre el 
crédito, general de la Provincia, ni emisión de fondos públicos, si-
no por iniciativa de la Cámara de Diputados, y la ley que lo autori-
ce deberá ser sancionada por dos tercios de votos de cada Cámara. 
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Art. 38 — Toda ley que sancione empréstito deberá especi-
ficar los recursos especiales con que deba hacerse el servicio de la 
deuda y su amortización. 

Art. 39 — No podrá aplicarse el numerario que se obtenga 
por empréstito, sino á los objetos determinados que se deben es-
pecificar en la ley que lo autorice, bajo responsabilidad de la auto-
ridad que lo invierta ó destine á otros objetos. 

Art. 40 — La Legislatura no podrá disponer de suma alguna 
del capital del Banco de la Provincia hasta tanto no haya sido redi-
mida la deuda del papel moneda á cuyo pago está aquél especial-
mente afectado. 

Art. 41 — Ningún impuesto establecido ó aumentado para 
sufragar á la construcción de obras especiales, podrá ser aplicado 
interina ó definitivamente á objetos distintos de los determinados 
en la ley de su creación; ni durará por más tiempo que el que se 
emplee en redimir la deuda que se contraiga. 

Art. 42 — Los empleados públicos, á cuya elección ó nom-
bramiento no provea esta Constitución, serán nombrados ó eleji-
dos según lo disponga la ley. 

Art. 43 — No podrá acumularse dos ó mas empleos á suel-
do en una misma persona, aunque sea el uno provincial y el otro 
nacional. En cuanto á los empleos gratuitos, los de profesorado y 
comisiones eventuales, la ley determinará los que sean incompati-
bles. 

Art. 44 — Las fuerzas con que la Provincia deba contribuir 
al servicio ordinario de las fronteras, miéntras la Nación no provea 
á él por sí sola, no se compondrán de Guardias Nacionales sino de 
soldados alistados á espensas del tesoro provincial. 

Art. 45 — Las declaraciones, derechos y garantías enume-
rados en esta Constitución, no serán interpretados como negación 
o mengua de otros derechos y garantías no enumerados ó virtual-
mente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la sobe-
ranía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal. 

Art. 46 - Toda ley, decreto ú orden contrarios á los ar-
tículos precedentes ó que impongan al ejercicio de las libertades y 
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derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los 
mismos artículos permiten, ó priven á los ciudadanos de las garan-
tías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplica-
dos por los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda 
orden que viole ó menoscabe estos derechos, libertades y garantías 
tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los perjuicios 
que tal violacion ó menoscabo les cause, contra el empleado ó fun-
cionario que la haya autorizado ó ejecutado. 

SECCION SEGUNDA 

Régimen Electoral 

CAPITULO I 

Disposiciones Generales 

Art. 47 - La representación política tiene por base la po-
blación, y con arreglo á ella se ejercerá el derecho electoral. 

Art. 48 — La atribución del sufragio popular es un derecho 
inherente á la calidad de ciudadano argentino, y un deber que de-
sempeñará con arreglo á las prescripciones de esta Constitución, y 
á la ley de la materia. 

Art. 49 — La proporcionalidad de la representación, será la 
regla en todas las elecciones populares, á fin de dar á cada opinion 
un número de representantes proporcional al número de sus adhe-
rentes, según el sistema que para la aplicación de este principio de-
termine la ley. 

CAPITULO II 

Bases del Sistema Electoral 

Art. 50 — El territorio poblado de la Provincia se dividirá 
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en tantos distritos electorales, cuantos sean los Juzgados de Paz, á 
los efectos de la inscripción, organización é instalación de las me-
sas receptoras, y recepción de los votos. 

Art. 51 — Para toda elección popular deberá servir de base 
el registro electoral de cada distrito, que se hará por inscripción di-
recta á domicilio, por comisiones empadronadoras nombradas á la 
suerte por las Municipalidades respectivas, y donde no hubiese és-
tas, por los Jueces de Paz, debiendo renovarse cada dos años. 

Art. 52 — Las mesas receptoras de votos en cada distrito, 
serán también formadas á la suerte por las Municipalidades, ó por 
los Jueces de Paz, en su caso. 

Art. 53 — Los cargos de empadronadores y miembros de 
las mesas receptoras, serán obligatorios á todo ciudadano, bajo 
multa que establecerá la ley á beneficio de la Municipalidad res-
pectiva. 

Art. 54 — Ningún ciudadano podrá votar sino en el dis-
trito electoral de su residencia y estando inscrito en el Registro. 

Art. 55 — La ley de elecciones deberá ser uniforme para to-
da la Provincia. 

Art. 56 — Toda elección deberá terminarse en un solo dia 
sin que las autoridades puedan suspenderla por ningún motivo. 

Art. 57 - Se votará personalmente y por boletas en que 
consten los nombres de los candidatos. 

Art. 58 — Ningún ciudadano inscrito, que no haya sido 
movilizado, podrá ser citado, ni retenido para el servicio militar 
ordinario, desde quince dias ántes por lo ménos, de las elecciones 
generales, hasta ocho dias despues de éstas. 

Art. 59 — No podrá votar la tropa de línea, ni ningún in-
dividuo que forme parte de la policía de seguridad. 

Art. 60 — Las mesas receptoras de votos tendrán á su car-
go el orden inmediato del Colegio Electoral, durante el ejercicio de 
sus funciones, y para conservarlo ó restablecerlo podrán requerir el 
auxilio de la fuerza pública. 
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SECCION TERCERA 

Poder Legislativo 

CAPITULO I 

De la Asamblea Legislativa 

Art. 61 — El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido 
por una Asamblea dividida en dos Cámaras, una de Diputados y o-
tra de Senadores, elegidos directamente por electores calificados, 
con arreglo á las prescripciones de esta Constitución y á la ley de 
elecciones. 

CAPITULO II 

De la Cámara de Diputados 

Art. 62 - Esta Cámara será compuesta de ciudadanos eleji-
dos en rason de uno por cada diez mil habitantes, ó de una frac-
ción que no baje de cinco mil. 

Guando el número de Diputados alcance á cien, la Legislatu-
ra determinará, despues de cada censo decenal, la razón del núme-
ro de habitantes que ha de representar cada Diputado, para que no 
esceda nunca de aquel número. 

Art. 63 — El cargo de Diputado durará dos años, pero la 
Cámara se renovará por mitad cada año. 

Art. 64 — Para ser Diputado se requieren las calidades si-
guientes: 

Io — Ciudadanía natural en ejercicio, ó legal des-
pues de cinco años de obtenida. 

2 o - Veintidós años de edad. 
Art. 65 — Es incompatible el cargo de Diputado con el de 

empleado a sueldo de la Provincia ó de la Nación. Esceptúanse los 
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empleos de profesorado y las comisiones eventuales. 
Todo ciudadano que siendo Diputado aceptase cualquier 

empleo rentado de la Nación ó de la Provincia, cesará por este he-
cho de ser miembro de la Cámara. 

Art. 66 — Es de competencia esclusiva de la Cámara de Di-
putados: 

I o — La iniciativa en la creación de contribucio-
nes é impuestos generales de la Provincia. 

2 o — Acusar ante el Senado al Gobernador de la 
Provincia y sus ministros, al Vice-Gobernador y á los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia, por delitos en el desempeño de sus 
funciones, ó falta de cumplimiento á los deberes de su cargo. 

Para usar de esta atribución deberá preceder una sanción de 
la Cámara por dos tercios de votos de sus miembros presentes que 
declaren que hay lugar á la formación de causa. Cualquier habitan-
te de la Provincia tiene acción para denunciar ante la Cámara de 
Diputados el delito ó falta, á efecto de que se promueva la acusa-
ción. La ley determinará el procedimiento de estos juicios. 

Art. 67 — Cuando se deduzca acusación por delitos comu-
nes entre los funcionarios acusables por la Cámara de Diputados, 
no podrá procederse contra sus personas, sin que se solicite por el 
Tribunal competente, se allane la inmunidad del acusado, á cuyo 
efecto se remitirán los antecedentes á aquella Cámara, y no podrá 
allanarse dicha inmunidad, sino con dos tercios de votos. 

Art. 68 — Presta su acuerdo al Poder Ejecutivo para el 
nombramiento de los miembros del Consejo General de Educa-
ción. 

CAPITULO III 

Del Senado 

Art. 69 — Esta Cámara se compondrá de ciudadanos eleji-
dos en razón de uno por cada veinte mil habitantes, ó de una frac-
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cion que no baje de diez mil. 
Cuando el número de Senadores alcance á cincuenta, la Le-

gislatura determinará despues de cada censo decenal la razón del 
número de habitantes que ha de representar cada Senador para que 
no esceda, nunca de aquel número. 

Art. 70 — Son requisitos para ser Senador: 
I o — Ciudadanía natural en ejercicio, ó legal 

despues de cinco anos de obtenida. 
2 o - Tener treinta años de edad. 

Art. 71 — Son también aplicables al cargo de Senador, las 
incompatibilidades establecidas en el artículo sesenta y cinco para 
ser Diputado, en los términos allí prescritos. 

Art. 72 — El cargo de Senador durará tres años, pero la Cá-
mara se renovará por terceras partes cada año. 

Art. 73 — Es atribución esclusiva del Senado, juzgar enjui-
cio público á los acusados por la Cámara de Diputados, constitu-
yéndose al efecto en Tribunal y prestando sus miembros juramen-
to ó afirmación para estos casos. 

Cuando el acusado fuese el Gobernador ó Vice-Gobernador 
de la Provincia, deberá presidir el Senado el presidente de la Supre-
ma Corte de Justicia, pero no tendrá voto. 

Art. 74 — El fallo del Senado en estos casos no tendrá mas 
efecto que destituir al acusado y aun declararlo incapaz de ocupar 
ningún puesto de honor ó á sueldo de la Provincia. 

Ningún acusado podrá ser declarado culpable 
sin una mayoría de dos tercios de votos de los miembros presen-
tes. 

Deberá votarse en estos casos nominalmente y 
registrarse en el Diario de Sesiones el voto de cada Senador. 

Art. 75 — El que fuese condenado en esta forma, queda, 
sin embargo, sujeto á acusación y juicio ante los Tribunales ordina-
rios. 

Art. 76 — Presta su acuerdo á los nombramientos que de-
be hacer el Poder Ejecutivo con este requisito y le presenta una 
terna alternativa para el nombramiento de Tesorero y Contador 
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de la Provincia. 

CAPITULO IV 

Disposiciones comunes á ambas Cámaras 

Art. 77 - Con arreglo á lo dispuesto en los artículos sesen-
ta y dos y sesenta y nueve, y el resultado del Censo Nacional le-
vantado en el mes de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
nueve, la Legislatura fijará el número de Representantes y Senado-
res que compondrán la Asamblea Legislativa, hasta que se haga una 
nueva asignación. 

Art. 78 — Las elecciones para Diputados y Senadores, ten-
drán lugar el último Domingo de Marzo de cada año. 

Art. 79 — Las Cámaras abrirán sus sesiones ordinarias el 
primero de Mayo de cada año, y la cerrarán el treinta y uno de 
Agosto. Funcionarán en la Capital de la Provincia, pero podrán ha-
cerlo por causas graves en otro punto, precediendo una disposi-
ción de ambas Cámaras que lo acuerde. 

Las sesiones podrán prorrogarse hasta sesenta 
dias, previa una sanción que lo disponga. 

Art. 80 —Pueden también ser convocadas estraordinaria-
mente por el Poder Ejecutivo ó en virtud de petición escrita, firma-
da por una cuarta parte de los miembros de cada Cámara, y en es-
tos casos solo se ocuparán del asunto ó asuntos que motiven la 
convocatoria. 

Art. 81 - Cada Cámara es juez esclusivo de las elecciones 
de sus miembros y de la validez de sus títulos. 

Art. 82 — Para funcionar necesitan mayoría absoluta, pero 
en número menor podrán reunirse al solo efecto de acordar las me-
didas que estimen convenientes para compeler á los inasistentes. 

Art. 83 — Ninguna de las Cámaras podrá suspender sus se-
siones mas de tres dias, sin acuerdo de la otra. 

Art. 84 — Ningún Diputado ó Senador podrá aceptar car-
gos, títulos, condecoraciones, presentes ni pensiones de ningún go-
bierno ó Nación estranjera. 
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Art. 85 — Ningún miembro del Poder Legislativo durante 
su mandato, ni aun renunciando su cargo, podrá ser nombrado pa-
ra desempeñar empleo alguno rentado, creado, ó cuyos emolumen-
tos se hayan aumentado en el período legal de la Legislatura en 
que funciona. 

Art. 86 — Cada Cámara podrá nombrar Comisiones de su 
seno, para examinar el estado del Tesoro, y para el mejor desempe-
ño de las atribuciones que le conciernen, y podrá pedir á los Jefes 
de Departamentos de la Administración y por su conducto á sus 
subalternos, los informes que crea convenientes. 

Art. 87 — Podrá también espresar la opinion de su mayo-
ría por medio de resoluciones ó declaraciones sin fuerza de ley, so-
bre cualquier asunto que afecte los intereses generales de la Provin-
cia ó de la Nación. 

Art. 88 — Cada Cámara podrá hacer venir á su sala á los 
Ministros del Poder Ejecutivo, para pedirles los informes que esti-
me convenientes. 

Art. 89 — Cada Cámara se rejirá por un reglamento espe-
cial, y nombrará su Presidente y Vice á escepcion del Presidente 
del Senado, que lo será el Vice-Gobernador, pero no tendrá voto 
sino en caso de empate. 

Art. 90 - Formará también su presupuesto, acordando el 
número de empleados que necesiten, su dotacion y la forma en 
que deben proveerse. 

* Art. 91 — Las sesiones de ambas Cámaras serán públicas, y 
solo podrán ser secretas por acuerdo de la mayoría. 

Art. 92 — Los miembros de ambas Cámaras son inviolables 
por las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el desem-
peño de su cargo. 

No hay autoridad alguna que pueda procesarlos, 
ni reconvenirlos en ningún tiempo por tales causas. 

Art. 93 — Gozarán de completa inmunidad en su persona 
desde el día de su elecion* hasta que cese su mandato, y no 
podrán ser arrestados por ninguna autoridad sino en caso de ser 

*Art. 93: elecion (Sic.) 
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sorprendidos infraganti en Ja ejecución de algún delito grave, dán-
dose inmediatamente cuenta á la Cámara respectiva con la infor-
mación sumaria del hecho, para que resuelva lo que corresponda 
según el caso sobre la inmunidad personal. 

Art. 94 — Cuando se deduzca acusación por acción priva-
da, ante la justicia ordinaria, contra cualquier Senador ó Diputado, 
examinando el mérito del sumario en juicio público, podrá cada 
Cámara, con dos tercios de votos, suspender en sus funciones al a -
cusado, y ponerle á disposición del juez competente para su juzga-
miento. 

Art. 95 - Cada Cámara podrá corregir á cualquiera de sus 
miembros por desorden de conducta en el ejercicio de sus funcio-
nes, por dos tercios de votos, y en caso de reincidencia podrá es-
pulsarlo por el mismo número de* votos. 

Por inasistencia notable podrá también decla-
rarlo cesante en la misma forma. 

Art. 96 — Al aceptar el cargo, los Diputados y Senadores 
prestarán juramento por Dios y por la Patria de desempeñarlo fiel-
mente. 

Art. 97 — Los Senadores y Diputados gozarán de una re-
muneración determinada por la Legislatura. 

CAPITULO V 

Atribuciones del Poder Legislativo 

Art. 98 — Corresponde al Poder Legislativo: 
I o — Establecer los impuestos y contribuciones 

necesarias para los gastos de servicio público, debiendo estas car-
gas ser uniformes en toda la Provincia. 

2 o — Fijar anualmente el presupuesto de gastos 
y el cálculo de recursos. La ley del presupuesto será la base á que 
debe sujetarse todo gasto en la administración general de la Provin-
cia, y el Tesorero y Contadores no podrán autorizar ni ejecutar 
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ningún pago que no esté incluido en ellas ó en leyes especiales. 
3 o — Aprobar, reparar ó desechar anualmente 

las cuentas de inversión que le remitirá el Poder Ejecutivo en todo 
el mes de Mayo, abrazando el movimiento administrativo hasta el 
treinta y uno de Diciembre próximo anterior. 

4 o — Crear y suprimir empleos para la mejor ad-
ministración de la Provincia, determinando sus atribuciones, res-
ponsabilidades y dotacion. 

5 o — Fijar las divisiones territoriales para la me-
jor administración. 

6 o — Conceder indultos y acordar amnistías 
por delitos de sedición en la Provincia. 

7 o — Autorizar la reunión ó movilización de la 
milicia ó de parte de ella en los casos en que la seguridad pública 
de la Provincia lo exija sin perjuicio de las atribuciones del Gobier-
no general. 

8 o — Conceder privilegios por un tiempo limita-
do á los autores ó inventores, perfeccionadores y primeros intro-
ductores de nuevas industrias para esplotarse solo en la Provincia, 
sin perjuicio de las atribuciones del Gobierno general. 

9 o — Legislar sobre las tierras Públicas de la 
Provincia, debiendo dictarse una ley general sobre la materia. 

10 — Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades de todos los Recaudadores de 
rentas y Tesoreros de la Provincia y sus municipios. 

11 — Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios pú-
blicos. 

12 - Aprobar ó desechar los tratados que el Po-
der Ejecutivo celebrase con otras provincias. 

13 — Admitir ó desechar las renuncias que hi-
ciesen de su cargo el Gobernador ó Vice-Gobernador, y declarar el 
caso de procederse á nueva elección por la renuncia ó impedimen-
to de ambos. 

14 — Organizar la Contaduría general en el pri-
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mer período constitucional, de manera que pueda controlar efi-
cazmente las operaciones administrativas en la percepción é inver-
sión de los caudales públicos. 

Organizar en el mismo período una 
Oficina de Contabilidad dependiente de la Legislatura para el 
exámen anual de las cuentas de la Administración, cuyos funcio-
narios principales serán nombrados por la Asamblea General. 

15 — Finalmente, dictar todas aquellas leyes 
necesarias para el mejor desempeño de las anteriores atribuciones, 
y para todo asunto de Ínteres público y general de la Provincia, cu-
ya naturaleza y objeto no corresponda privativamente á los Pode-
res Nacionales. 

Art. 99 — Solo podrá discernir honores, y acordar jubila-
ciones, pensiones civiles y recompensas pecuniarias por servicios 
distinguidos prestados al pais. 

CAPITULO VI 

Procedimiento para la formacion de las leyes 

Art. 100— Toda ley puede tener principio en cualquiera de 
las dos Cámaras escepto aquellas cuya iniciativa se confiere á la 
Cámara de Diputados privativamente. 

Art. 101 — Se propondrán en forma de proyecto, por cual-
quiera de los miembros de cada Cámara y también por el Poder E-
jecutivo. 

Art. 1 0 2 - Aprobado un proyecto por la Cámara de su ori-
gen, pasará para su revisión á la otra, y si ésta también lo aproba-
se, se comunicará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 

Art. 103— Si la Cámara revisora modifica el proyecto que 
se le ha remitido, volverá á la iniciadora, y si ésta aprueba las 
modificaciones, pasará al Poder Ejecutivo. 

Si las modificaciones fuesen rechazadas, volverá por segun-
da vez el proyecto á la Cámara revisora, y si ella no tuviese dos ter-
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cios para insistir, prevalecerá la sanción de la iniciadora; pero si 
concurriesen dos tercios de votos para sostener las modificaciones, 
el proyecto pasará de nuevo á la Cámara de su origen, la que nece-
tará igualmente el voto de las dos terceras partes de sus miembros 
presentes, para que su sanción se comunique al Poder Ejecutivo. 

Si la Cámara revisora insistiese en sus modifica-
ciones por unanimidad, volverá el proyecto á la iniciadora. Si ésta 
lo rechaza también por unanimidad, se considerará desechado el 
proyecto, y en caso contrario, quedará sancionado con las modifi-
caciones. 

Art. 1 0 4 - Ningún proyecto de ley rechazado totalmente 
por una de las Cámaras podrá repetirse en las sesiones de aquel 
año. 

Art. 105 - El Poder Ejecutivo deberá promulgar los proyec-
tos de ley sancionados, en los diez días de haberle sido remitidos 
por la Legislatura, pero podrá devolverlos con observaciones du-
rante dicho plazo, y si una vez transcurrido no ha hecho la promul-
gación ni los ha devuelto con sus objeciones, serán ley de la Provin-
cia, debiendo promulgarse en el dia por el Poder Ejecutivo. 

Art. 106 - Si antes del vencimiento de los diez dias hubiese 
tenido lugar la clausura de las Cámaras, el Poder Ejecutivo deberá 
dentro de dicho término remitir el proyecto vetado á la Secretaría 
de la Cámara de su origen, sin cuyo requisito no tendrá efecto el 
veto. 

Art. 107 - Devuelto un proyecto por el Poder Ejecutivo se-
rá reconsiderado primero en la Cámara de su origen, pasando luego 
á la revisora, y si ambas insisten en su sanción por el voto de los 
dos tercios de sus miembros presentes, el proyecto será ley, y el 
Ejecutivo se hallará obligado á promulgarlo. En caso contrario no 
podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 

Art. 1 0 8 - Si un proyecto de ley observado volviese á ser 
sancionado en uno de los dos períodos legislativos subsiguientes, 
el Poder Ejecutivo no podrá observarlo de nuevo, estando obliga-
do á promulgarlo como ley. 

Art. 1 0 9 - En la sanción de las leyes se usará la siguiente 
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fórmula: 
El senado y Cámara de Diputados de la Provincia de 

Buenos Aires, sancionan con fuerza de Ley, etc. 

CAPITULO VII 

De la Asamblea General 

Art. 110— Ambas Cámaras solo se reunirán para el desem-
peño de las funciones siguientes: 

1 I o — Apertura y clausura de las sesiones. 
2 o — Para recibir el juramento de ley al Gober-

nador y Vice-Gobernador de la Provincia. 
3° — Para tomar en consideración las renuncias 

de los mismos funcionarios. 
4 o — Para verificar la elección de Senadores al 

Congreso Nacional. 
Art. 111 — Todos los nombramientos que se defieren á la A-

samblea General deberán hacerse á mayoría absoluta de los miem-
bros presentes. 

Art. 112— Si hecho el escrutinio no resultase candidato 
con mayoría absoluta, deberá repetirse la votacion, contrayéndose 
á los dos candidatos que hubiesen obtenido mas votos en la ante-
rior y en caso de empate decidirá el Presidente. 

Art. 113 — De las escusaciones que se presenten de nombra-
mientos hechos por la Asamblea, conocerá ella misma, procedien-
do según fuese su resultado. 

Art. 114— Las reuniones de la Asamblea General serán pre-
sididas por el Vice-Gobernador, en su defecto por el Vice-Presiden-
te del Senado, y á falta de éste, por el Presidente de la Cámara de 
Diputados. 

Art. 115 — No podrá funcionar la Asamblea sin la mayoría 
absoluta de los miembros de cada Cámara. 
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SECCION CUARTA 

Poder Ejecutivo 

CAPITULO I 

De su naturaleza y duración 

Art. 116 — El Poder Ejecutivo de la Provincia será desempe-
ñado por un ciudadano con el título de Gobernador de la Provin-
cia de Buenos Aires. 

Art. 117— Al mismo tiempo y por el mismo período que 
se elija Gobernador, será elejido un Vice-Gobernador. 

Art. 118 — Para ser elejido Gobernador ó Vice-Gobernador 
se requiere: 

I o — Haber nacido en territorio argentino, ó 
ser hijo de ciudadano nativo, si hubiese nacido en país extranjero; 

2° — Tener treinta años de edad: 
3 o — Cinco años de domicilio en la Provincia 

con ejercicio de ciudadanía no interrumpida. 
Art. 1 1 9 - El Gobernador y Vice-Gobernador durarán tres 

años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en ellas en el mis-
mo dia< en que espire el período legal, sin que evento alguno pue-
da motivar su prorrogacion por un dia mas, ni tampoco que se les 
complete mas tarde. 

Art. 120— El Gobernador y Vice-Gobernador no podrán 
ser reelijidos en el período siguiente á su elección. 

Tampoco podrá el Gobernador ser nombrado Vi-
ce-Gobernador, ni el Vice-Gobernador podrá ser nombrado Gober-
nador. 

Art. 121 — Si ocurriese muerte, destitución, renuncia, enfer-
medad, suspensión ó ausencia, las funciones del Gobernador serán 
desempeñadas por el Vice-Gobernador por todo el resto del pe-
ríodo legal, en los tres primeros casos, ó hasta que haya cesado la 
inhabilidad accidental en los tres últimos. 
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Ait. 1 2 2 - En caso de muerte, destitución, renuncia ó inha-
bilidad del Vice-Gobernador, las funciones del Poder Ejecutivo se-
rán desempeñadas por el Vice-Presidente del Senado, tan solo 
miéntras se procede á nueva elección para completar el período le-
gal, no pudiendo esta elección recaer en dicho funcionario. 

No se procederá á nueva elección cuando el 
tiempo que falte para completar el período gubernativo no esceda 
de un año. 

Art. 123 - En los mismos casos en que el Vice-Gobernador 
reemplaza al Gobernador, el Vice-Presidente del Senado reempla-
za al Vice-Gobernador. 

Art. 124 — La Legislatura dictará una ley que detemine el 
funcionario que deberá desempeñar el cargo provisoriamente, para 
los casos en que el Gobernador, Vice-Gobernador y Vice-Presiden-
te del Senado no pudiesen desempeñar las funciones del Poder E-
jecutivo. 

Art. 125— El Gobernador y Vice-Gobernador, en ejercicio 
de sus funciones, residirán en la capital de la Provincia, y no po-
drán ausentarse de ella por mas de treinta dias sin permiso de la 
Legislatura, y en ningún caso del territorio de la Provincia sin este 
requisito. 

Art. 126— En el receso de las Cámaras solo podrán ausen-
tarse por un motivo urgente de Ínteres público, y por el tiempo 
indispensable, y dando cuenta á aquéllas oportunamente. 

Art. 1 2 7 - Al tomar posesion del cargo de Gobernador y 
Vice-Gobernador prestarán juramento ante el Presidente de la A-
samblea Legislativa en los términos siguientes: 

"Juro por Dios y por la Patria, y sobre estos San-
tos Evangelios, observar y hacer observar la Constitución de la Pro-
vincia, desempeñando con lealtad y honradez el cargo de Goberna-
dor (ó Vice-Gobernador). si así no lo hiciere, Dios y la Patria me 
lo demanden 

Art. 128—El Gobernador y Vice-Gobernador gozan del 
sueldo que la ley determine, no pudiendo ser alterado en el perío-
do de sus nombramientos. Durante éste no podrán ejercer otro em-
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pleo ni recibir otro emolumento de la Nación ó de la Provincia. 

CAPITULO II 

De la forma y del tiempo en que ha de hacerse la elección 
de Gobernador y Vice-Gobernador 

Art. 1 2 9 - La elección de Gobernador se practicará del mo-
do siguiente: 

Seis meses ántes de terminar el período guberna-
tivo, el Poder Ejecutivo, dando treinta dias de término, convocará 
para esta elección al pueblo de la Provincia. 

Una ley especial dividirá el territorio sobre la ba-
se de la poblacion, en secciones electorales, distribuyendo entre e-
llas el número de electores, que será igual á la totalidad de Senado-
res y Diputados de la Provincia. La elección será directa y á plurali-
dad de votos. 

Cada Sección Electoral remitirá dos actas de la e-
leccion con los registros y las protestas, si las hubiere, una al Presi-
dente del Senado y otra al Gobernador de la Provincia. 

Treinta dias despues de la elección, reunidas poi 
lo ménos las dos terceras partes de las actas electorales, tomando 
por base 4a totalidad de Secciones, se hará el escrutinio de votos 
por la Asamblea Legislativa. 

Esta, por conducto del Poder Ejecutivo, hará sa-
ber su nombramiento á los que hubiesen resultado con mayoría, a-
compañando una acta autorizada de la sesión. 

Art. 130— Si no hubiese sido posible obtener las dos terce-
ras partes de actas por no haber concurrido á la elección algunas 
secciones, el Presidente de la Asamblea lo comunicará inmediata-
mente al Poder Ejecutivo para que éste, dando el tiempo necesa-
rio, convoque nuevamente á elección á las secciones que no lo hu-
biesen verificado. 

Art. 131 - Quince días despues de las comunicaciones del 
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nombramiento á los ciudadanos que hubiesen obtenido mayoría, 
se reunirán éstos en sesión preparatoria en la sala de sesiones de la 
Asamblea Legislativa, para resolver, como juez único, sobre la vali-
dez de las elecciones respectivas, á cuyo efecto el Presidente de la 
Asamblea Legislativa remitirá las actas originales con los registros 
y las protestas que se hubiesen acompañado. 

La Asamblea se espedirá dentro de diez días 
contados desde su primera reunión, en el examen de las actas. 

Art. 132— Si del juicio pronunciado en el exámen de actas 
resultare que no habia dos terceras partes de electores legalmente 
nombrados, se procederá según lo prescrito en el artículo ciento 
treinta, decretándose nuevas elecciones donde hubiesen sido anula-
das. 

Art. 133— Ocho dias despues de terminado definitivamen-
te el exámen de las actas, se reunirá la Convención electoral en la 
capital de la Provincia y en el local designado, necesitando para 
funcionar dos terceras partes de los electores convocados, cuyos 
diplomas hayan sido aprobados; nombrará de su seno un Presiden-
te y dos Secretarios y procederá cada Convencional á nombrar 
Gobernador y Vice-Gobernador, por cédulas firmadas, expresando 
en una la persona por quien vota para Gobernador, y en otra para 
Vice-Gobernador. 

El Presidente de la Asamblea electoral nombrará 
cuatro de sus miembros, para que reunidos á los dos Secretarios, 
practiquen el escrutinio comunicando el resultado al Presidente, 
quien anunciará á la Asamblea el número de votos que hayan ob-
tenido tales candidatos, y el nombre de los electores que hubiesen 
votado por ellos. 

Los que hayan obtenido mayoría absoluta de su-
fragios con relación al número de electores presentes, serán inme-
diatamente proclamados por el Presidente de la Convención, Go-
bernador y Vice-Gobernador de la Provincia. 

Art. 134— Si por dividirse la votacion, no hubiese mayoría 
absoluta en favor de un candidato, se repetirá la votacion entre los 
que hubiesen obtenido la primera y segunda mayoría. 
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En los casos de empate, se repetirá la votacion y 
si resultare nuevo empate, decidirá el Presidente de la Convención. 

Art. 135— La Convención terminará en una sola sesión el 
nombramiento de Gobernador y Vice-Gobernador y lo hará saber 
al Gobernador cesante y al Presidente de la Asamblea Legislativa, 
acompañando copia autorizada de la acta de la sesión á fin de que 
sea comunicada á los electos. 

Art. 136— Los que hayan resultado electos para Goberna-
dor y Vice-Gobernador, deberán comunicar á la Convención elec-
toral su aceptación en los diez días siguientes á aquel en que les 
fué comunicado su nombramiento. 

La Convención electoral conocerá en las excusa-
ciones que presenten los nombrados ántes de tomar posesion del 
cargo, y en caso de aceptarlas, procederá inmediatamente á hacer 
una nueva elección. 

Una vez en posesion, corresponde á la Asamblea 
Legislativa conocer de las renuncias del Gobernador y Vice-Gober-
nador. 

Art. 137— Declarado el caso de proceder á nueva elección, 
el ciudadano en ejercicio del Poder Ejecutivo convocará al pueblo 
de la Provincia con arreglo á lo establecido en la Constitución, pa-
ra la nueva elección del Colegio electoral, que debe verificar el 
nombramiento de Gobernador y Vice-Gobernador para todo el 
resto de) período legal. 

Art. 138— Para ser elector, se exigen los mismos requisitos 
que para ser Diputado. 

No podrán ser electores, los Diputados ó Sena-
dores, tanto de la Nación como de la Provincia. 

Art. 1 3 9 - El elector que no asistiese sin causa justificada, 
puesta oportunamente en conocimiento de la Convención, á de-
sempeñar su mandato en el dia fijado, incurrirá en la multa de o-
chocientos pesos fuertes ó cuatro meses de prisión. 

El Presidente de la Convención hará saber al Po-
der Ejecutivo, quiénes sean los que se encuentren en este caso, á 
fin de que se haga efectiva la pena. 
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Art. 140— La Convención resolverá sobre la renuncia de sus 
miembros por simple mayoría. Podrá reunirse en minoría para 
compeler á los inasistentes que no se hubieren presentado á terce-
ra citación, y hasta declararlos cesantes, y para que se ordene una 
nueva elección si no quedaren íntegras las dos terceras partes re-
queridas en el artículo ciento treinta y tres. 

Art. 141 — Los electores gozan de las mismas inmunidades 
que los miembros de la Legislatura desde el dia de su elección has-
ta el de su cese. 

CAPITULO III 

Atribuciones del Poder Ejecutivo 

Art. 142— El Gobernador es el Jefe de la Adminsitracion 
de la Provincia y tiene las siguientes atribuciones: 

la. — Promulgar y hacer ejecutar las leyes de ia 
Provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposicio-
nes especiales que no alteren su espíritu. 

2a. — Participar de la formación de las leyes 
con arreglo á la Constitución, tendiendo el derecho de iniciarlas 
por proyectos presentados á las Cámaras, y de tomar parte en su 
discusión por medio de los Ministros. 

3a. — El Gobernador podrá conmutar las penas 
impuestas por delitos sujetos á la jurisdicción provincial, previo in-
forme motivado del Tribunal Superior correspondiente, sobre la o-
portunidad y conveniencia de la conmutación, y con arreglo á la 
ley reglamentaria que deteminará los casos y la forma en que pue-
da solicitarse, debiendo ponerse en conocimiento de la Asamblea 
Legislativa las razones que hayan motivado en cada caso la conmu-
tación de la pena. 

El Gobernador no podrá ejercer esta atribución 
cuando se trate de delitos en que el Senado conoce como Juez, y 
de aquellos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de 
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sus funciones. 
4 o — Ejercerá los derechos de patronato como 

vice-patrono hasta que el Congreso Nacional, en uso de la atribu-
ción décimanona que le confiere la Constitución de la República, 
dicte la ley de la materia. 

5 o — A la apertura de la Legislatura, la informa-
rá del estado general de la Administración. 

6 o — Espide las órdenes convenientes para las e-
lecciones que correspondan de Senadores y Diputados, en la opor-
tunidad debida, y no podrá por ningún motivo diferirlas sin acuer-
do de la Cámara respectiva. 

7 o — Convoca á sesiones estraordinarias á la Le-
gislatura ó á cualquiera de las Cámaras, cuando lo exije un grande 
Ínteres público, salvo el derecho del cuerpo convocado para apre-
ciar y decidir despues de reunido sobre los fundamentos de la con-
vocacion. 

8 o — Hace recaudar las rentas de la Provincia y 
decreta su inversión con arreglo á las leyes, debiendo hacer publi-
car mensualmente el estado de la Tesorería. 

9 o — Celebra y firma tratados parciales con o-
tras provincias para fines de la Administración de Justicia, de inte-
reses económicos y trabajos de utilidad común con aprobación de 
la Legislatura y dando conocimiento al Congreso Nacional. 

10 — Es el Comandante en Jefe de las fuerzas 
militares de la Provincia con escepcion de aquellas que hayan sido 
movilizadas para objetos nacionales. 

11 — Moviliza la milicia provincial en caso de 
conmocion interior que ponga en peligro la seguridad de la Provin-
cia, con autorización de la Legislatura y por sí solo durante el rece-
so, dando cuenta en las próximas sesiones, sin peijuicio de hacerlo 
inmediatamente á la autoridad nacional. 

12 - Decreta también la movilización de las mi-
licias, en los casos previstos por el inciso vigésimo cuarto, artículo 
sesenta y siete de la Constitución Nacional. 

13 — Espide despachos á los oficiales que nom-
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bre para organizar la milicia de la Provincia y para poner en ejerci-
cio las facultades acordadas en los dos incisos que preceden. En 
cuanto á los Jefes, espide también despachos hasta Teniente Coro-
nel. Para dar el de Coronel, se requiere el acuerdo del Senado. 

14 — Durante el receso de las Cámaras puede 
llenar las vacantes de los empleos que requieran el acuerdo, de la 
Cámara de Diputados ó del Senado ó ternas de éste, por medio de 
nombramientos en comision que cesarán treinta dias despues de a -
biertas las sesiones ordinarias. 

15 — Es agente inmediato y directo del Gobier-
no Nacional para hacer cumplir en la Provincia la Constitución y 
las leyes de la Nación. 

16 - Da cuenta á las Cámaras Legislativas con 
arreglo á lo establecido en el inciso tercero del artículo noventa y 
ocho, del estado de la hacienda y de la inversión dada á los fondos 
votados en el año precedente, remitiendo en el mes de Mayo los 
presupuestos de la Administración y las leyes de recursos. 

17 - No podrá acordar goce de sueldo ó pen-
sión, sino por alguno de los títulos que las leyes expresamente de-
terminan. 

18 - Nombra con acuerdo del Senado: 
I o — Los Ministros de su despacho, sin 

que para su exhoneracion sea necesario dicho acuerdo. 
2 o — Los Directorios administradores de 

los Bancos y Ferrocarriles, y las comisiones encargadas de la cons-
trucción y administración de las obras públicas de la Provincia. 

3 o — El Presidente del Departamento To-
pográfico y el Jefe de la Oficina de Tierras Públicas. 

Estos funcionarios durarán tres años en el 
ejercicio de sus empleos pudiendo ser reelectos. 

Art. 1 4 3 - No puede expedir orden ni decreto sin la firma 
del Ministro respectivo. 

Podrá, no obstante, expedirlos en caso de acefa-
lía de Ministros y miéntras se provea á su nombramiento, autori-
zando los Oficiales Mayores de los Ministerios, por un decreto es-
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pecial. Los Oficiales Mayores en estos casos quedan sujetos á las 
responsabilidades de los Ministros. 

Estando las Cámaras reunidas, la propuesta de 
Ministros al Senado se hará dentro de los quince dias despues de o-
currida la vacante; y en el receso, dentro del mismo término, con-
vocándose extraordinariamente dicha Cámara. 

CAPITULO IV 

De los Ministros Secretarios del despacho general 

Art. 144— El despacho de los negocios administrativos de 
la Provincia estará á cargo de dos ó mas Ministros Secretarios, y 
una ley especial deslindará los ramos y las funciones adscritas al 
despacho de cada uno de los Ministerios. 

Art. 145 — Para ser nombrado Ministro, se requieren las mis-
mas condiciones que esta Constitución determina para ser elegido 
Diputado. 

Art. 146— Los Ministros Secretarios despacharán de acuer-
do con el Gobernador, y refrendarán con su firma las resoluciones 
de éste, sin cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará cumpli-
miento. 

Podrán, no obstante, expedirse por sí solos en 
todo lo referente al régimen económico de sus respectivos Depar-
tamentos y dictar resoluciones de trámite. 

Art. 147 - Serán responsables de todas las órdenes y resolu-
ciones que autoricen, sin que puedan pretender eximirse de res-
ponsabilidad por haber procedido en virtud de orden del Goberna-
dor. 

Art. 148— En los treinta dias posteriores á la apertura del 
período legislativo, los Ministros presentarán á la Asamblea la Me-
moria detallada del estado de la administración, correspondiente 
á cada uno de los Ministerios, indicando en ellas las reformas que 
mas aconsejen la experiencia y el estudio. 
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Art. 149 — Los Ministros pueden concurrir á las sesiones de 
la Cámara y tomar parte en las discusiones, pero no tendrán voto. 

Art. 150— Gozarán por sus servicios de un sueldo estableci-
do por la ley, que no podrá ser aumentado ni disminuido en favor 
ó en perjuicio de los que se hallan en ejercicio. 

CAPITULO V 

Responsabilidad del Gobernador y de los Ministros 

Art. 151 — El Gobernador y los Ministros son responsables 
y pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en 
la sección del "Poder Legislativo" por las causas que determina el 
inciso segundo del artículo sesenta y seis de esta Constitución y 
por abuso de su posicion oficial para realizar especulaciones de co-
mercio. 

CAPITULO VI 

Del Contador y Tesorero de la Provincia 

Art. 152— El Contador y Tesorero serán nombrados en la 
forma prescrita en el artículo setenta y seis y durarán tres años, 
pudiendo ser reelectos. 

Art. 153—El Contador no podrá autorizar pago alguno 
que no sea arreglado á la ley general del presupuesto ó á leyes espe-
ciales. 

Art. 1 5 4 - El Tesorero no podrá ejecutar pagos que no ha-
yan sido previamente autorizados por el Contador. 

SECCION QUINTA 
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Poder Judicial 

CAPITULO I 

Art. 155 — El Poder Judicial será desempeñado por una Su-
prema Corte de Justicia, Cámaras de apelación y demás Tribuna-
les, Jueces y Jurados que esta Constitución establece y autoriza, 
consultando la descentralización posible en su jurisdicción territo-
rial, y en la de su competencia por la materia ó naturaleza de las 
causas que dan origen al procedimiento. 

Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia 

Art. 156— La Suprema Corte de Justicia tiene las siguien-
tes atribuciones: 

I o — Ejerce la jurisdicción originaria y de apela-
ción, para conocer y resolver acerca de la constitucionalidad ó in-
constitucionalidad de leyes, decretos ó reglamentos que estatuyan 
sobre materia regida por esta Constitución, y se controvierta por 
parte interesada. 

2 o — Conoce y resuelve originaria y exclusiva-
mente, en las causas de competencia entre los Poderes Públicos de 
la Provincia, y en las que se susciten entre los Tribunales de Justi-
cia con motivo de su jurisdicción respectiva. 

3 o — Decide las causas contencioso-administra-
tivas, en única instancia, y enjuicio pleno, previa denegación de la 
autoridad administrativa competente, al reconocimiento de los de-
rechos que se jestionen por parte interesada. La ley determinará el 
plazo dentro del cual podrá deducirse la acción ante la Corte y los 
demás procedimientos de este juicio. 

4 o — Conoce de los recursos de fuerza. 
5 o — Conoce en consulta ó en grado de apela-

ción de las causas en que se imponga la pena capital, al solo efecto 
de decidir, si la ley en que se funda la sentencia es ó nó aplicable 
al caso, siendo necesario unanimidad para declarar aplicable la ley. 
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6 o — Conoce y resuelve en grado de apelación 
de la aplicabilidad de la ley, en que los Tribunales de Justicia, en 
última instancia, fundan su sentencia á la cuestión que por ella de-
ciden con las restricciones que las leyes de procedimientos esta-
blezcan á esta clase de recursos. 

Art. 157 — La Presidencia de la Suprema Corte se turnará a -
nualmente entre sus miembros, principiando por el de mayor edad. 

Art. 1 5 8 - La Suprema Corte hará su reglamento y podrá 
establecer las medidas disciplinarias que considere convenientes á 
la mejor administración de justicia. 

Art. 159— Debe pasar anualmente á la Legislatura una Me-
moria ó Informe sobre el estado en que se halle dicha administra-
ción, á cuyo efecto puede pedir á los demás Tribunales de la Pro-
vincia los datos que crea convenientes; y proponer en forma de 
proyecto las reformas de procedimiento y organización que sean 
compatibles con lo estatuido en esta Constitución y tiendan á me-
jorarla. 

Administración de Justicia en materia Civil y Comercial 

Art. 160— La Legislatura establecerá Cániaras de apelación 
y Tribunales ó Jueces de primera Instancia en lo Civil y Comer-
cial, permanetnes en la Ciudad de Buenos Aires, determinando los 
límites de su jurisdicción territorial y las materias de su competen-
cia en su fuero respectivo. En la Campaña los establecerá perma-
nentes ó viajeros, organizando los distritos judiciales que conside-
re convenientes. 

Art. 161 — La prueba de los hechos controvertidos en las 
causas civiles y comerciales se deferirá á petición de cualquiera de 
las partes á un Jury que se denominará de prueba, y será presidi-
do por un Juez letrado. El Jury dará su veredicto declarando los 
hechos que han sido probados y los que no lo han sido. 

Art. 162—Contra el veredicto del Jury se concederá el 
recurso de apelación para ante la Cámara de apelaciones respecti-
va, que se limitará á conocer y resolver sobre la legalidad ó ilega-
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lidad de sus procedimientos y de la prueba que ha estimado dicho 
Jury, al declarar probados ó no probados los hechos controverti-
dos ó alguno de ellos. 

Art. 1 6 3 - Declarado ilegal ó nulo el procedimiento por la 
Cámara de apelaciones, la prueba se deferirá á otro Jury. 

Art. 164 — No reclamado el veredicto del Jury, ó resuelto el 
recurso que contra él se hubiese interpuesto en razón de la legali-
dad ó ilegalidad de la prueba, el Juez ó Tribunal ante quien se ha 
iniciado la causa dictará sentencia aplicando el derecho á los he-
chos probados, y á los aceptados por las partes como verdaderos, 
de la manera que espresa esta Constitución, y determine la ley de 
procedimientos. Contra su sentencia se otorgarán los recursos que 
la dicha ley de procedimientos establezca para ante la competente 
Cámara de apelaciones. 

Art. 165— La ley reglamentará el modo cómo se ha de 
constituir el Jurado de prueba, el procedimiento que ante él debe 
observarse y las atribuciones del Juez que lo preside. 

Art. 166— La Legislatura queda autorizada para limitar el 
procedimiento de la prueba por Jurados, si en la práctica no diese 
resultados favorables, previos informes é indagaciones de la Su-
prema Corte de Justicia. 

Art. 167— La prueba de los hechos controvertidos en las 
causas civiles y comerciales, para cuya apreciación se requieran co-
nocimientos en alguna ciencia, arte ó industria, será deferida á un 
Jury de peritos. 

Art. 168 — La Legislatura creará una jurisdicción especial de 
tierras para todos los negocios y causas que requieran conocimien-
tos de agrimensura y organizará el Tribunal que debe conocer de 
ellos, con sujeción al principio de la separación del hecho del dere-
cho. 

Art. 169— Miéntras la Legislatura no dicta la ley reglamen-
taria del Jurado de prueba, y despues de dictada, cuando ninguna 
de las partes lo solicite, la prueba será producida ante el Juez ó Tri-
bunal que conozca de la causa, en audiencia pública, y apreciada por 
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el mismo al pronunciar sentencia. 
Art. 170— En las causas en que la prueba no se defiera al 

Jurado, los Tribunales colegiados, que conozcan de ellas, origina-
riamente ó en virtud de recurso, establecerán primero las cuestio-
nes de hecho y en seguida las de derecho, sometida á su decisión, 
y votarán separadamente cada una de ellas en el mismo orden. 

Art. 171 — El voto en cada una de las cuestiones de hecho 
ó de derecho, será fundado, y la votacion principiará por el miem-
bro del Tribunal que resulte de la insaculación que al efecto debe 
practicarse. 

Art. 172— Los procedimientos ante los Tribunales son pú-
blicos; sus acuerdos y sentencias se redactarán en los libros que de-
ben llevar y custodiar, y en los autos de las causas en que cono-
cea, y publicarse en sus salas respectivas de audiencia, á ménos que 
á juicio del Tribunal ante quien penden, la publicidad sea peligrosa 
para las buenas costumbres, en cuyo caso debe declararlo así por 
medio de un auto. 

Art. 173— Queda establecida ante todos los Tribunales de 
la Provincia la libre defensa y la libre representación. 

Administración de Justicia en lo criminal 

Art. 174— Toda causa por hecho calificado de crimen por 
la ley, será juzgada con la intervención de dos Jurys; uno que de-
clare si hay lugar ó nó á acusación, otro que decida si el acusado es 
ó nó culpable del hecho que se le imputa. 

Art. 175 — La ley organizará los Tribunales que deban apli-
car el derecho en materia criminal, el modo y forma cómo deben 
constituirse los Jurys, y el procedimiento que deba observarse. 

Art. 176— Las sentencias que pronuncien los Jueces y Tri-
bunales letrados en lo civil, comercial ó criminal, serán fundadas 
en el texto expreso de la ley, y á falta de éste, en los principios ju-
rídicos de la legislación vigente en la materia respectiva, y en de-
fecto de éstos, en los principios generales del derecho, teniendo 
en consideración las circunstancias del caso. 
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Art. 177— La Legislatura puede modificar las bases estable-
cidas en el artículo ciento setenta y cuatro, para el enjuiciamiento 
por dos Jurys, en las causas criminales por mayoría de votos, si en 
la práctica ofreciese graves inconvenientes; y limitarlo por dos ter-
ceras partes de votos, si diese resultados desfavorables, y previo in-
forme motivado de la Suprema Corte de Justicia. 

Justicia de Paz 

Art. 178 — La Legislatura establecerá Juzgados de Paz en to-
da la Provincia, teniendo en consideración la estension territorial 
de cada distrito y su poblacion. 

Art. 179— La elección de Jueces de Paz recaerá en ciudada-
nos mayores de veinticinco años, contribuyentes, con residencia de 
dos años por lo ménos en el distrito en que deben desempeñar sus 
funciones y que sepan leer y escribir. 

Art. 180— Serán electos directamente por electores califi-
cados y lo son, los ciudadanos mayores de veintidós años, con resi-
dencia de uno por lo ménos en el distrito en que se verifica la 
elección. 

Art. 181 — La ley determinará la forma y tiempo en que de-
be hacerse la elección de Jueces de Paz, y la duración de sus fun-
ciones. 

Art. 182— Los Jueces de Paz son funcionarios esclusiva-
mente judiciales, y agentes de los Tribunales de Justicia, y su com-
petencia general y especial será determinada por la ley. 

Art. 183— Los Jueces de Paz conocerán y resolverán las 
causas de su competencia en procedimiento verbal y actuado, y de 
los recursos que se concederán contra sus resoluciones, conocerán 
los Tribunales de vecindario que organizará la ley de la materia de 
modo que dichas causas queden terminadas en el mismo distrito. 

CAPITULO II 
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Elección, duración y responsabilidad de los miembros del 
Poder Judicial 

Art. 184— Los Jueces letrados serán elejidos por el Poder 
Ejecutivo con acuerno del Senado. 

Art. 185— Los Jueces letrados conservarán sus empleos 
miéntras dure su buena conducta. 

Art. 186 — Para ser Juez de la Suprema Corte de Justicia se 
requiere: ciudadanía en ejercicio, título ó diploma que acredite su-
ficiencia en la ciencia del derecho, reconocido por autoridad com-
petente en la forma que determine la ley, treinta años de edad y 
ménos de setenta y seis á lo ménos de ejercicio en la profesion de 
abogado ó en el desempeño de alguna magistratura ó empleo judi-
cial. Para serlo de las Cámaras de apelación bastarán cuatro años. 

Art. 187— Para ser elejido Juez de primera Instancia, se re-
quiere el título ó diploma que exije el artículo precedente, ciuda-
danía en ejercicio y veinticinco años de edad. 

Art. 188 — Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia pres-
tarán juramento ante su Presidente de desempañar fielmente el 
cargo. El Presidente prestará el mismo juramento ante la Suprema 
Corte, y los demás Jueces ante quien determine la misma Suprema 
Corte. 

Art. 189— Los Jueces de la Suprema Corte, Cámaras de a -
pelacion y de primera Instancia, no pueden ser suspendidos en el 
ejercicio de sus cargos sino en el caso de acusación, y con sujeción 
á lo que se dispone en esta Constitución. 

Art. 190— Los Jueces de las Cámaras de apelación y de pri-
mera Instancia pueden ser acusados por cualquiera del pueblo, por 
delitos ó faltas cometidas en el desempeño de sus funciones ante 
un Jury calificado, compuesto de siete Diputados y cinco Senado-
res profesores de derecho, y cuando no los haya se integrará con 
letrados que tengan las condiciones necesarias para ser electos Se-
nadores. 

Art. 191 — El Juez acusado quedará suspendido en el ejer-
cicio de su cargo, desde el dia en que el Jury admita la acusación. 
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Art. 192— El Jury dará su veredicto, declarando al Juez a -
cusado culpable ó no culpable del hecho ó hechos que se le impu-
ten. 

Art. 193— Pronunciando el veredicto de culpabilidad, la 
causa se remitirá al Juez ordinario competente para que aplique la 
ley penal. 

Art. 194— La ley determinará los delitos y faltas de los Jue-
ces acusables ante el Jury, y reglamentará el procedimiento que 
ante él debe observarse. 

Art. 195 — Los Jueces acusados de delitos ágenos á sus fun-
ciones serán juzgados en la misma forma que los demás habitantes 
de la Provincia, quedando suspendidos desde el dia en que se haga 
lugar á la acusación. 

Art. 1 9 6 - La ley determinará el modo y forma cómo de-
ben ser nombrados los demás funcionarios que intervienen en los 
juicios, la duración en sus funciones, la organización del Jury que 
debe conocer y resolver en las acusaciones que contra ellos se esta-
blezcan por delitos ó faltas cometidas en el ejercicio de sus respec-
tivos cargos, y el procedimiento que ante el dicho Jury debe guar-
darse. 

CAPITULO III 

Tribunales Militares 

Art. 197 — Se establecerán Tribunales Militares bajo los mis-
mos principios que los nacionales, para conocer en las causas que 
se formen por delitos ó faltas que cometan: 

I o — Los guardias nacionales movilizados por 
la Nación ántes de haber sido entregados á ésta. 

2 o — Los guardias nacionales empleados en ser-
vicio de la Provincia. 

3 o — Las personas que formen parte de las fuer-
zas de mar y tierra que levante la Provincia, en los casos estableci-

117 



dos por la Constitución Nacional, ántes de estar bajo la jurisdic-
ción del Gobierno de la Nación. 

Art. 198— La Legislatura determinará los delitos ó faltas 
de que deben conocer estos Tribunales, y las penas que deben apli-
carse, sujetándose á lo que determinan las leyes nacionales, y pu-
diendo únicamente establecer lo que creyese conveniente sobre 
los puntos no legislados por la Nación, y en tanto que ésta no lo 
hiciera. 

SECCION SEXTA 

Del régimen municipal 

Art. 199 — El terrritorio de la Provincia se dividirá en distri-
tos para su administración interior que estará al cargo de Municipa-
lidades, cuyos miembros durarán dos años en sus funciones, reno-
vándose en la forma establecida para los Diputados, y serán nom-
brados pública y directamente, el último domingo de Noviembre. 

Art. 200— La ciudad de Buenos Aires formará un distrito, 
con sujeción á las bases siguientes: 

1 a. — Cada una de las catorce parroquias en que 
actualmente está dividida y de las que en adelante se crearen, eleji-
rá un Consejo para su propio gobierno de barrio. 

2a. — Un Consejo Central, compuesto por dele-
gados de los Consejos parroquiales, tendrá á su cargo los asuntos 
generales del municipio. 

La ley orgánica deslindará las atribuciones, res-
ponsabilidades y poderes de los Consejos Parroquiales y del Conse-
jo Central, confiriendo á los cuerpos parroquiales las facultades y 
atribuciones necesarias para que ellos tengan existencia propia y 
puedan atender eficazmente á todos los interese y servicios locales. 

Art. 201— La Legislatura determinará las condiciones, la 
estension y distribución del Régimen Municipal en los demás dis-
tritos de la Provincia, ajustándose, en cuanto sea posible, á los 
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principios consignados en el artículo anterior, y á las bases que se 
establecerán mas adelante. 

la. - Toda Municipalidad se constituirá en un 
Departamento ejecutivo y otro deliberativo. 

2a. — El número de sus miembros se fijará en re-
lación á la poblacion de los distritos. 

3a. - Serán electores los que lo sean de Diputa-
dos, estando inscriptos en el Registro Cívico del Municipio y ade-
mas los estranjeros mayores de veintidós años domiciliados en él, 
que paguen impuesto directo, sepan leer y se inscriban en un regis-
tro especial que estará a cargo de la Municipalidad. 

4a. — Serán elejibles todos los ciudadanos mayo-
res de treinta años vecinos del distrito, con seis meses de domicilio 
anterior á la elección, que sepan leer y escribir, y si son estranjeros, 
que, ademas de estas condiciones, paguen contribución directa, ó 
en su defecto tengan un capital de cien mil pesos, ó ejerzan una 
profesion liberal. 

5a. — Las funciones Municipales serán carga pú-
blica, de las que nadie podrá escusarse sino por escepcion fundada 
en la ley de la materia. 

Art. 202 — Son atribuciones inherentes al Régimen Munici-
pal las siguientes: 

la. — Juzgar de la validez ó nulidad de las e-
lecciones de sus miembros y convocar á los electores del distri-
to para llenar las vacantes de aquéllos. 

2a. — Juzgar igualmente de la validez ó nulidad 
de las elecciones de Jueces de Paz y convocar á los electores del 
distrito para dichas elecciones en los períodos legales. 

3a. — Nombrar los funcionarios municipales. 
4a. — Tener á su cargo la policía de seguridad, 

ornato y salubridad, los establecimientos de beneficencia, los asi-
los de inmigrantes que sostenga el Estado, las cárceles y la viabili-
dad. 

5a. — Hacer, en cuanto no se opongan las leyes 
nacionales, el enrolamiento ; resolver sobre las escepciones y entre-
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gar los contingentes á los funcionarios del Poder Ejecutivo. 
6a. — Votar anualmente su presupuesto y los re-

cursos para costearlos. Administrar los bienes raíces municipales, 
con facultad de enajenar tanto éstos como separadamente los di-
versos ramos de las rentas del año corriente; examinar y resolver 
sobre las cuentas del año vencido. 

7a. — Dictar ordenanzas y reglamentos dentro 
de estas atribuciones. 

8a. — Recaudar, distribuir y oblar en la Tesore-
ría del Estado, las contribuciones que la Legislatura imponga al 
distrito para las necesidades generales, sin perjuicio de que el Po-
der Ejecutivo nombre funcionarios especiales para este objeto, si lo 
cree mas conveniente. 

Art. 203 — Las atribuciones espresadas tienen las siguientes 
limitaciones: 

la. — Dar publicidad por la prensa á todos sus 
actos, reseñándolos en una memoria anual, en la que se hará cons-
tar detalladamente la percepción é inversión de sus rentas. 

2a. — La convocatoria de los electores para to-
da elección municipal deberá hacerse con quince dias de anticipa-
ción por lo ménos y publicarse suficientemente. 

3a. — Todo aumento de impuesto necesita ser 
sancionado á mayoría absoluta de votos por el cuerpo deliberan-
te, aumentado para ese acto, con un número igual al que lo com-
ponga, de los contribuyentes mayores en el Municipio. 

4a. — No se podrá contraer empréstito fuera del 
Estado, ni enajenar, ni gravar los edificios municipales, sin autori-
zación previa de la Legislatura. Los empréstitos se votarán con la 
misma garantía establecida para el aumento de impuestos. 

5a. — Siempre que se haga uso del crédito será 
para obras señaladas de mejoramiento, ó para casos eventuales, y 
se votará una suma anual para el servicio de la deuda. 

6a. — Las enajenaciones solo podrán hacerse en 
remate público, anunciado con un mes de anticipación. 

7a. — Siempre que hubiere de construirse una o-
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bra municipal de cualquier género que fuere, con tal que hubieren 
de invertirse fondos del común, la Municipalidad nombrará una 
comision de propietarios del distrito ó de la ciudad, para que la de-
sempeñe y dirija, bajo cuenta y razón de todos los gastos y empleo 
de fondos que se consagraren á ella. 

8a. — Las obras públicas deberán sacarse siem-
pre á licitación. 

9a. — La aprobación de las cuentas no podrá ha-
cerse por los que la rindan. 

Art. 204 — Los Municipios, los Cuerpos municipales, los 
miembros de éstos y los funcionarios nombrados por ellos están 
sujetos á las responsabilidades siguientes: 

la. — Los Cuerpos Municipales responden ante 
los Tribunales ordinarios de sus omisiones y de sus transgresiones á 
la Constitución y á las leyes; la ley de la materia señalará la sanción 
penal de esta transgresión. 

2a. — Los miembros de los Cuerpos Municipales 
y los demás funcionarios municipales responden personalmente, 
no solo de cualquier acto definido y penado por la ley sino tam-
bién de los daños y perjuicios que provengan de la falta de cumpli-
miento á sus deberes. 

3a. — Los miembros de los Cuerpos Municipa-
les están sujetos á destitución por mala conducta ó despilfarro no-
torio de los fondos municipales, sin perjuicio de las responsabilida-
des civiles ó criminales en que incurran por estas causas. 

4a. — La solicitud de destitución deberá ser he-
cha por diez vecinos del municipio, mayores de veintidós años y 
presentada ante el Juez del Crimen de primera Instancia del De-
partamento á que perteneciese el acusado. 

5a. — Recibida la solicitud por el referido Juez 
del Crimen, se trasladará al Municipio del acusado dentro de ocho 
dias, si no tuviese en él el asiento del Juzgado, convocará un jurado 
doble en número al de ese Cabildo, que dentro de ocho dias falla-
rá la causa al solo efecto de destituir al acusado ó declarar que no 
hay lugar á la destitución. Este fallo será inapelable. 
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6a. — La ley de la materia determinará la elec-
ción, procedimiento y calidad de los jurados. 

SECCION SEPTIMA 

Educación Pública 

Educación é Instrucción Pública 

Art. 205 — La Legislatura dictará las leyes necesarias para 
establecer y organizar un sistema de Educación Común; y organi-
zará asimismo la instrucción secundaria y superior, y sostendrá las 
Universidades, Colegios é Institutos destinados á dispensarlas. 

Educación Común 

Art. 206 — Las leyes que organicen y reglamenten la educa-
ción deberán sujetarse á las reglas siguientes: 

la. — La educación común es gratuita y obliga-
toria en las condiciones y bajo las penas que la ley establezca. 

2a. — La dirección facultativa y la administra-
ción general de las Escuelas Comunes serán confiadas á un Consejo 
General de Educación y á un Director General de Escuelas, cuyas 
respectivas atribuciones serán determinadas por la ley. 

3a. — El Director General de Escuelas será nom-
brado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado; será miem-
bro nato del Consejo General de Educación y durará en sus funcio-
nes cuatro años pudiendo ser reelecto. 

4a. — El Consejo General de Educación se com-
pondrá por lo ménos de ocho personas mas, nombradas por el Po-
der Ejecutivo con acuerdo de la Cámara de Representantes. Se re-
novará anualmente por partes, y los miembros cesantes podrán ser 
reelectos. 

5a. — La Administración local y el gobierno in-
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mediato de las escuelas comunes estarán a cargo de Consejos elec-
tivos de vecinos en cada parroquia de la Capital y en cada Muni-
cipio del resto de la Provincia. 

6a. — Se establecerán contribuciones y rentas 
propias de la Educación común que le aseguren en todo tiempo, 
recursos suficientes para su sosten, difusión y mejoramiento, que 
regirán miéntras la Legislatura no las modifique. La contribución 
escolar de cada distrito será destinada á sufragar los gastos de la e-
ducacion común en el mismo y su inversión corresponderá á los 
Consejos escolares. 

7a. — Habrá, ademas un fondo permanente de 
escuelas, depositado á premio en el Banco de la Provincia, ó en 
fondos públicos de la misma, el cual será inviolable, sin que pueda 
disponerse mas que de sus rentas para subvenir equitativa y con-
currentemente con los vecindarios, á la adquisición de terrenos y 
construcción de edificios de escuelas. La administración del fondo 
permanente corresponderá al Consejo General de Educación, de-
biendo proceder en su aplicación con arreglo á la ley. 

Instrucción Secundaria y Superior 

Art. 207 — Las leyes orgánicas y reglamentarias de la ins-
trucción secundaria y superior se ajustarán á las reglas siguientes: 

1 a. — La instrucción secundaria y superior esta-
rán á cargo de la Universidad existente y de las que se fundaren en 
adelante en virtud de leyes sancionadas por la Legislatura. 

2a. — La enseñanza será accesible para todos los 
habitantes de la Provincia, y gratuita con las limitaciones que la ley 
establezca. 

3a. — Las Universidades se compondrán de un 
Consejo Superior presidido por el Rector y de las diversas Faculta-
des establecidas en aquéllas por las leyes de su creación. 

4a. — El Consejo Universitario será formado por 
los decanos y delegados de las diversas Facultades; y éstas serán in-
tegradas por miembros ad-honorem, cuyas condiciones y nombra-
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miento determinará la ley. 
5a. — Corresponderá al Consejo Universitario: 

dictar los reglamentos que exijan el orden y disciplina de los esta-
blecimientos de su dependencia; la aprobación de los presupuestos 
anuales que deben ser sometidos á la sanción legislativa; la jurisdic-
ción superior policial y disciplinaria que las leyes y reglamentos le 
acuerden, y la decisión en última instancia de todas las cuestiones 
contenciosas decididas en primera instancia por una de las Facul-
tades; promover el perfeccionamento de la enseñanza; proponer la 
creación de nuevas facultades y cátedras; reglamentar la espedicion 
de matriculas y diplomas, y fijar los derechos que puedan cobrarse 
por ellas. 

6a. — Corresponderá á las Facultades: la elec-
ción de su decano y secretario; el nombramiento de profesores ti-
tulares ó interinos; la dirección de la enseñanza, formación de los 
programas y la recepción de exámenes y pruebas, en sus respecti-
vos ramos científicos; fijar las condiciones de admisibilidad de los 
alumnos; administrar los fondos que les correspondan rindiendo 
cuenta al Consejo; proponer á éste los presupuestos anuales, y toda 
medida conducente á la mejora de los estudios ó régimen interno 
de las Facultades. 

SECCION OCTAVA 

De la Reforma de la Constitución 

Art. 208 — Esta Constitución podrá ser enmendada en parte 
ó reformada en el todo: en el primer caso, por sanción legislativa, 
sometida al voto del pueblo, y en el segundo, por medio de una 
Convención constituyente popularmente votada y elejida. 

Art. 209 — Podrá proponerse enmiendas parciales en cual-
quiera de las dos Cámaras, sea por mocion firmada por diez Dipu-
tados ó por cinco Senadores, sea por iniciativa del Poder Ejecutivo 
pero solo serán tomadas en consideración cuando tres quintos de 
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votos de cada una de las Cámaras declare la necesidad de la en-
mienda. Si no se obtuviese esta sanción no se podrá volver á tratar 
el asunto hasta la siguiente Legislatura. 

Art. 210— En el caso de declararse la necesidad de la en-
mienda, se procederá a discutirla; y si ella fuese aceptada por dos 
tercios de cada Cámara votando nominalmente los miembros de e-
llas por si y por no, la enmienda así aceptada será sometida al pue-
blo en la próxima elección de Senadores y Diputados, previa pu-
blicación de dicha enmienda en los distritos electorales por el es-
pacio de tres meses; y si en tal ocasion los electores aceptasen di-
cha enmienda votando por mayoría en pro de ella, entrará á for-
mar parte de esta Constitución, y en caso contrario quedará sin e-
fecto. 

La Legislatura no tendrá facultad para proponer 
enmienda ó enmiendas á mas de un artículo de esta Constitución 
en la misma sesión. 

Art. 211 — En la misma forma prescrita en el artículo dos-
cientos diez para proceder á las enmiendas, podrá declararse la ne-
cesidad de la reforma de parte ó del todo de esta Constitución, y 
si dos tercios de cada una de las Cámaras la sancionase, se somete-
rá a los electores para que en la próxima elección de Senadores y 
Diputados voten en pro ó en contra de una Convención Constitu-
yente; y si la mayoría votase afirmativamente, la Asamblea Legisla-
tiva en la siguiente sesión convocará una Convención que ¡se com-
pondrá de tantos miembros cuantos sean los que compongan las 
Cámaras Legislativas; los cuales serán elejidos del mismo modo 
por los mismos electores y en los mismos distritos que los Senado-
res y Diputados. 

Esta Convención se reunirá tres meses despues 
de hecha la convocatoria, con el objeto de revisar, alterar ó enmen-
dar esta Constitución; y lo que ella resuelva por mayoría será pro-
mulgado como la espresion de la voluntad del pueblo. 

SECCION NOVENA 
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Disposiciones Transitorias 

Art. 212— Los funcionarios existentes al promulgarse esta 
Constitución, seguirán en el desempeño de sus cargos hasta que és-
tos sean provistos según el mecanismo que en ella se establece. 

Art. 213— Promulgada que sea esta Constitución, la Legis-
latura existente procederá á la brevedad posible á dictar la ley ge-
neral de elecciones con arreglo á lo que en ella se ordena. Promul-
gada la ley electoral, el Poder Ejecutivo convocará al pueblo de la 
Provincia, con la anticipación conveniente, para las elecciones ge-
nerales del último Domingo de Marzo de mil ochocientos setenta 
y cuatro, en las que deberán observarse todas las prescripciones de 
esta Constitución; y para renovar la Legislatura bajo las bases que 
ella sanciona, cada Cámara, ántes de la terminación del corriente 
año, remitirá al Poder Ejecutivo.la nómina de los que deben cesar 
por las incompatibilidades que les afecten. Los miembros que que-
den, si en la nueva ley electoral se dividen ó modifican las seccio-
nes que hoy representan, deberán optar por la sección que deseen 
continuar representando en la nueva división, y se ordenará la e-
leccion de todos los miembros restantes, para la integración de ca-
da Cámara. 

Art. 214— Si la Legislatura actual no dictase la ley de elec-
ciones ántes de espirar el presente año, queda autorizado el Poder 
Ejecutivo para ordenar con la anticipación necesaria, que ellas se 
practiquen en el dia que fija esta Constitución, dividiendo al efec-
to toda la Provincia en secciones electorales, bajo la base del Cen-
so de 1869, debiendo cada sección abrazar la poblacion que co-
rresponde á seis Diputados y tres Senadores. La elección se orde-
nará bajo la base del voto acumulativo en cada sección. Para hacer 
uso de esta autorización el Poder Ejecutivo solicitará de cada Cá-
mara la nómina de los que deben cesar por incompatibilidad y la 
opcion que hagan los miembros que queden en la Legislatura, res-
pecto á la sección que han de continuar representando en la nueva 
distribución seccional. Esto solo regirá hasta que la nueva Legisla-
tura dicte la ley de la materia. 
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Art. 215 — La intervención de cada una de las Cámaras Le-
gislativas, para prestar su acuerdo á los nombramientos á que se re-
fiere esta Constitución, empezará a hacerse efectiva desde que que-
de instalada la Legislatura de 1874. 

Art. 216— La Legislatura actual dictará la ley orgánica de 
los Tribunales de Justicia y la reglamentaria de su procedimiento, 
de conformidad á los principios consignados en esta Constitución. 

Art. 217— Si la Legislatura actual no dictase las leyes indi-
cadas hasta el primero del mes de Marzo del año de mil ochocien-
tos setenta y cuatro, el Poder Ejecutivo, instalada que sea la Legis-
latura en el mes de Mayo de dicho año, nombrará todos los Jue-
ces que deben componer los Tribunales de Justicia con sujeción á 
las siguientes disposiciones. 

la. — La Suprema Corte de Justicia se establece-
rá en la Capital de la Provincia con cinco Jueces y un Secretario 
que deberá ser letrado y nombrado en la misma forma que los 
miembros de la Corte. 

2a. — Instalada que sea, observará el procedi-
miento vigente en el conocimiento de los negocios de su compe-
tencia, en cuanto no se oponga á lo ordenado en esta Constitu-
ción. 

Art. 2 1 8 - En las causas contencioso-administrativas, la ac-
ción debe deducirse ante la Suprema Corte en el perentorio térmi-
no de un mes contado desde la fecha en que la autoridad adminis-
trativa hifco saber su resolución á la parte interesada. 

Art. 219— El recurso de apelación por inaplicabilidad de la 
ley en que los Tribunales de Justicia en última instancia fundan su 
sentencia, solo será admisible cuando ésta sea revocatoria. 

Art. 220— Las funciones de que no se hace mención espe-
cial en esta Constitución y que hoy son desempeñadas por el Tri-
bunal de Justicia en sala plena, lo serán por la Corte Suprema una 
vez instalada y miéntras no se dicten las leyes orgánicas y de proce-
dimiento. 

Art. 221 — Se establecerá en la capital de la Provincia dos 
Cámaras de apelación en lo civil, y una para lo criminal y comer-
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Art. 221 — Se establecerá en la capital de la Provincia dos 
Cámaras de apelación en lo civil, y una para lo criminal y comer-
cial, las que conocerán en grado de apelación de las resoluciones 
ó sentencias de los Jueces de Primera Instancia del Departamento 
de la Capital en las causas de su fuero respectivo. 

Art. 222 — En la campaña se establecerá tres Cámaras de a-
pelacion con jurisdicción civil, mercantil y criminal, en los depar-
tamentos del Sud, del Centro y del Norte, con residencia en las 
ciudades cabezas de estos departamentos, las que conocerán en 
grado de apelación de las resoluciones ó sentencias de los Jueces 
de primera instancia de su respectivo Departamento. 

Art. 223 — Cada Cámara de apelación se compondrá de tres 
Jueces y tendrá un Secretario letrado nombrado en la misma for-
ma que ellos. 

Art. 2 2 4 - El Poder Ejecutivo nombrará en la forma dis-
puesta en el artículo ciento ochenta y cuatro de esta Constitu-
ción, cuatro Jueces de primera Instancia en lo civil, tres en lo cri-
minal y dos en lo comercial, con residencia en la ciudad capital y 
cuya jurisdicción se estenderá al Departamento de la Capital, con 
los partidos que actualmente lo forman; y en la campaña nombra-
rá un Juez con jurisdicción civil y comercial y otro con jurisdic-
ción criminal para cada Departamento. 

Art. 225 — Las Cámaras de apelación y Jueces de prime-
ra Instancia, seguirán conociendo de todas las causas sujetas á su 
jurisdicción con arreglo á las leyes vijentes, y observarán el mismo 
procedimiento actual, en cuanto no se oponga á esta Constitución 
y miéntras no se den las leyes orgánicas y reglamentarias y se es-
tablezca la jurisdicción de tierras. 

Art. 226 — Instalada la Legislatura del año de mil ochocien-
tos setenta y cuatro, dictará dichas leyes orgánicas y reglamenta-
rias en el período ordinario de sus sesiones; si no lo efectuase en 
dicho tiempo, la Suprema Corte de Justicia propondrá á la san-
ción de la Legislatura de mil ochocientos setenta y cinco, á la aper-
tura de sus sesiones los proyectos comprensivos de dichas leyes. 

Art. 227 — La Legislatura actual dictará la ley orgánica de 
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la Justicia de Paz; y si no pudiese organizarse lo conveniente para 
la elección directa de los Jueces de Paz en el resto del presente 
año, el Poder Ejecutivo seguirá haciendo los nombramientos de 
estos funcionarios para el año entrante de 1874, y la justicia 
correccional seguirá asi mismo como está organizada hasta que se 
dicte aquella ley. 

Art. 228 - La organización municipal seguirá bajo las bases 
vijentes hasta que la Legislatura dicte la ley orgánica con arreglo á 
lo que se ordena en esta Constitución. 

Art. 229 - El primer período gubernativo bajo el mecanis-
mo de elección y nombramiento que se establece en esta Constitu-
ción, empezará á rejir el primero de Mayo de mil ochocientos se-
tenta y cinco, y a efecto se dictarán las disposiciones convenientes 
para hacer efectivo oportunamente el nombramiento del Colegio 
Electoral. 

Art. 230 - Esta Constitución será jurada solemnemente el 
dia ocho de Diciembre del presente año en toda la Provincia, que-
dando autorizado el Poder Ejecutivo para tomar las disposiciones 
convenientes al efecto, y si por algún accidente no pudiese verifi-
carse en el mencionado dia, el Poder Ejecutivo fijará un nuevo dia 
á la brevedad posible. 

Art. 231 — Promúlguese, comuniqúese y cúmplase en todo 
el territorio de la Provincia. 

Sala de Sesiones de la Convención Constituyente de Buenos 
Aires, á veintinueve de Noviembre de mil ochocientos setenta y 
tres. 

Manuel Quintana, Víctor Martínez, Andrés Sometie-
ra, José M. Jurado, Félix Bernalf Delfín B. Huergo, 
José M. Morales, José M. Moreno, Ramón B. Muñiz, 
Adolfo Alsinat Cárlos Encina, Ezequiel A. Pereyra, 
Pedro Goyena, José S. Vázquez, Manuel Obarrio, J. 
M. Estrada, Juan José Montes de Oca, (h)t Manuel H. 
Langenheim, Antonio E. Malaver, Adolfo A. Insiarte, 
Alejo B. González, Francisco Alcobendas, Juan José 
Romero, Mariano Marinf José Tomas Guido, M. Vi-
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llegas, Pedro Quiroya, Luis Saenz Peña, Adolfo Raw-
son, Dardo Rocha, Lw/'s F. Varela, Julio Nuñez, Fe/z-
cza/70 Cafaraville, Ezequiel N. Paz. N. Quirno Costa, 
Juan Crisol, S/xto Villegas, Bernardo de Irigoyen, 
Juan María Gutierrez, Rufino de Elizalde, Vicente F, 
López, /osé Antonio Ocantos, Santiago Alcorta, X. 
de/ Diego R. Arana, Secretario. 
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Nos, los Representantes de la Provincia de Buenos Aires, 
reunidos en Convención por su voluntad y elección, con el objeto 
de constituir el mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la 
justicia, consolidar la paz interna, proveer a la seguridad común, 
promover el bienestar general y asegurar los beneficios de la liber-
tad para el pueblo y para los demás hombres que quieran habitar 
su suelo, invocando a Dios, fuente de toda razón y justicia, ordena-
mos, decretamos y establecemos esta Constitución. 

SECCION PRIMERA 

Declaraciones, Derechos y Garantías 

Art. I o — La Provincia de Buenos Aires como parte inte-
grante de la República Argentina, constituida bajo la forma repre-
sentativa republicana federal, tiene el libre ejercicio de todos los 
poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan 
sido delegados al Gobierno de la Nación. 

Art. 2 o - Todo Poder Público emana del pueblo; y así és-
te puede alterar o reformar la presente Constitución, siempre que 
el bien común lo exija y en la forma que por ella se establece. 

Art. 3 o — Los límites territoriales de la Provincia, son los 
que por derecho le corresponden con arreglo a lo que la Constitu-
ción Nacional establece y sin peijuicio de las cesiones o tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autorizados por la Legislatu-
ra, por ley sancionada por dos tercios de votos del número total 
de los miembros de cada Cámara. 

Art. 4 o — La Capital de la provincia de Buenos Aires es la 
ciudad de La Plata. 

Art. 5 o — El estado civil de las personas, será uniforme-
mente llevado en toda la Provincia por las autoridades civiles, sin 
distinción de creencias religiosas, en la forma que lo establezca la 
ley. 

Art. 6 o — Es inviolable en el territorio de la Provincia el 
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derecho que todo hombre tiene para rendir culto a Dios Todopo-
deroso libre y públicamente, según los dictados de su concien-
cia. 

Art. 7 o — El uso de la libertad religiosa, reconocida en el 
artículo anterior, queda sujeto a lo que prescriben la moral y el 
orden público. 

Art. 8 o - El Gobierno de la Provincia coopera a sostener 
el culto católico apostólico romano, con arreglo a las prescripcio-
nes de la Constitución Nacional. 

Art. 9 o — Todos los habitantes de la Provincia son por su 
naturaleza libres e independientes y tienen derecho perfecto de de-
fender y de ser protegidos en su vida, libertad, reputación, seguri-
dad y propiedad. Nadie puede ser privado de estos goces, sino por 
vía de penalidad con arreglo a ley anterior al hecho del proceso y 
previa sentencia legal del juez competente. 

Art. 10 — Los habitantes de la Provincia son iguales ante 
la ley y ésta debe ser una misma para todos y tener una acción y 
fuerza uniformes. 

Art. 11 — La libertad de la palabra escrita o hablada, es un 
derecho asegurado a los habitantes de la Provincia. Todos pueden 
publicar por la prensa sus pensamientos y opiniones, siendo res-
ponsables de su abuso ante el jurado que conocerá del hecho y del 
derecho con arreglo a la ley de la materia, sin que en ningún caso 
la legislación pueda dictar medidas preventivas para el uso de esta 
libertad, ni restringirla o limitarla en manera alguna. En los juicios 
a que diere lugar el ejercicio de la libertad de la palabra y de la 
prensa, el jurado admitirá la prueba como descargo, siempre que 
se trate de la conducta oficial de los empleados o de la capacidad 
política de personas públicas. 

Art. 12 - Queda asegurado a todos los habitantes de la 
Provincia el derecho de reunión pacífica para tratar asuntos públi-
cos o privados, con tal que no turben el orden público, así como 
el de petición individual o colectiva, ante todas y cada una de sus au-
toridades, sea para solicitar gracia o justicia, instruir a sus represen-
tantes, o para pedir la reparación de agravios. En ningún caso una 
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reunión de personas podrá atribuirse la representación ni los dere-
chos del pueblo, ni peticionar en su nombre, y los que lo hicieren 
cometen delito de sedición. 

Art. 13 — Nadie podrá ser detenido sin que preceda inda-
gación sumaria que produzca semiplena prueba o indicio vehemen-
te de un hecho que merezca pena corporal, salvo el caso "in fra-
ganti" en que todo delincuente puede ser detenido por cualquiera 
persona y conducido inmediatamente a presencia de su juez; ni po-
drá ser constituido en prisión sin orden escrita de juez competen-
te. 

Art. 14 — Toda orden de pesquisa, detención de una o más 
personas o embargo de propiedades, deberá especificar las perso-
nas u objetos de pesquisa o embargo, describiendo particularmente 
el lugar que debe ser registrado, y no se expedirá mandato de esta 
clase, sino por hecho punible apoyado en juramento o afirmación, 
sin cuyos requisitos la orden o mandato no será exequible. 

Art. 15 — La Legislatura dictará oportunamente la ley que 
organice el juicio por jurados en materia criminal. En tanto que és-
te no se establezca, la jurisdicción criminal será ejercida por los tri-
bunales que crea esta Constitución. 

Art. 16 — No podrá juzgarse por comisiones ni tribunales 
especiales cualquiera que sea la denominación que se les dé. 

Art. 17 — Todo aprehendido será notificado de la causa de 
su detención, dentro de las veinticuatro horas. 

Art. 18 — Toda persona detenida podrá pedir, por sí o por 
medio dfe otra, que se le haga comparecer ante el juez más inme-
diato y expedido que sea el auto por autoridad competente, no po-
drá ser detenida contra su voluntad, si pasadas las veinticuatro ho-
ras no se le hubiese notificado por juez igualmente competente, la 
causa de su detención. Todo juez, aunque lo sea en un Tribunal 
Colegiado, a quien se hiciere esta petición o se reclamase la garan-
tía del artículo anterior, deberá proceder en el término de veinti-
cuatro horas, contadas desde su presentación con cargo auténti-
co, bajo multa de mil pesos nacionales. Proveída la petición, el 
funcionario que retuviese al detenido o dejase de cumplir dentro 
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del término señalado por el juez el requerimiento de éste, incurrirá 
en la multa de quinientos pesos nacionales, sin perjuicio de hacerse 
efectivo el auto. 

Art. 19 — Será excarcelada o eximida de prisión toda per-
sona que diere fianza suficiente para responder de los daños y per-
juicios, fuera de los casos en que por el delito merezca pena corpo-
ral aflictiva cuya duración exceda de dos años. Esta disposición no 
será aplicable a los excarcelados que cometan un nuevo delito du-
rante el proceso, ni tampoco a los reincidentes. 

Art. 20 — No se dictarán leyes que importen sentencia, que 
empeoren la condición de los acusados por hechos anteriores, pri-
ven de derechos adquiridos o alteren las obligaciones de los contra-
tos. 

Art. 21 — Todo habitante de la Provincia, tiene el derecho 
de entrar y salir del país, de ir y venir llevando consigo sus bienes, 
salvo el derecho de tercero. 

Art. 22 — La correspondencia epistolar es inviolable. 
Art. 23 — El domicilio de una persona no podrá ser allana-

do, sino por orden escrita de juez o de las autoridades municipa-
les encargadas de vigilar la ejecución de los reglamentos de salubri-
dad pública y a este solo objeto. 

Art. 24 — Ningún habitante de la Provincia estará obligado 
a hacer lo que la ley no manda, ni será privado de hacer lo que ella 
no prohibe. 

Art. 25 — Las acciones privadas de los hombres, que de 
ningún modo ofendan al orden público ni perjudiquen a un terce-
ro, están reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magis-
trados. 

Art. 26 — La libertad de trabajo, industria y comercio, es 
un derecho asegurado a todo habitante de la Provincia, siempre 
que no ofenda o perjudique a la moral o a la salubridad pública, 
ni sea contrario a las leyes del país o a los derechos de tercero. 

Art. 27 — A ningún acusado se le obligará a prestar jura-
mento, ni a declarar contra sí mismo en materia criminal, ni será 
encausado dos veces por un mismo delito. 
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Art. 28 — Las prisiones son hechas para seguridad y no pa-
ra mortificación de los detenidos. Las penitenciarías serán regla-
mentadas de manera que constituyan centros de trabajo y mora-
lización. Todo rigor innecesario, hace responsable a las autorida-
des que lo ejerzan. 

Art. 29 — La propiedad es inviolable y ningún habitante de 
la Provincia puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia 
fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, de-
be ser calificada por ley y previamente indemnizada. 

Art. 30 — Se ratifican para siempre las leyes de libertad de 
vientres, y las que prohiben el tráfico de esclavos, la confiscación 
de bienes , el tormento, las penas crueles, infamia trascendental, 
mayorazgos y vinculaciones de toda especie, debiendo ser enaje-
nable toda propiedad. 

Art. 31 — Ninguna persona será encarcelada por deudas en 
causa civil, salvo los casos de fraude o culpa especificados por ley. 

Art. 32 — Los extranjeros gozarán en el territorio de la 
Provincia de todos los derechos civiles del ciudadano y de los de-
más que esta Constitución les acuerda. 

Art. 33 — La libertad de enseñar y aprender no podrá ser 
coartada por medidas preventivas. 

'Art . 34 — Las universidades y facultades científicas, erigi-
das legalmente, expedirán los títulos y grados de su competencia, 
sin más condición que la de exigir exámenes suficientes en el tiem-
po en que el candidato lo solicite, de acuerdo con los reglamentos 
de las facultades respectivas, quedando a la Legislatura la facultad 
de determinar lo concerniente al ejercicio de las profesiones libe-
rales. 

Art. 35 — La Legislatura no podrá dictar ley alguna que au-
torice la suspensión de pagos en metálico de los billetes del Banco 
de la Provincia, sino por sanción de dos tercios de votos. En nin-
gún caso podrá dictar ley que autorice la emisión de papel mone-
da. 

Art. 36 - Quedan prohibidas la extracción y venta de lote-
rías y los establecimientos públicos de juegos de azar. 

137 



Art. 37 — Los poderes públicos no podrán delegar las fa-
cultades que les han sido conferidas por esta Constitución, ni atri-
buir al Poder Ejecutivo otras que las que expresamente le están a -
cordadas por ella. 

Art. 38 — No podrá acordarse remuneración a niguno de 
los miembros de los poderes públicos y ministros secretarios, mien-
tras lo sean, por servicios hechos o que se les encargaren en el ejer-
cicio de sus funciones, o por comisiones especiales o extraordina-
rias. 

Art. 39 — No podrá autorizarse empréstito alguno sobre el 
crédito general de la Provincia, ni emisión de fondos públicos, si-
no por ley sancionada por dos tercios de votos de los miembros 
presentes de cada Cámara. 

Art. 40 — Toda ley que sancione empréstito, deberá especi-
ficar los recursos especiales con que deba hacerse el servicio de la 
deuda y su amortización. 

Art. 41 — No podrán aplicarse los recursos que se obten-
gan por empréstito sino a los objetos determinados, que debe es-
pecificar la ley que lo autorice, bajo responsabilidad de la autori-
dad que los invierta o destine a otros objetos. 

Art. 42 — La Legislatura no podrá disponer de suma algu-
na del capital del Banco de la Provincia. En cuanto a las utilidades 
de que no dispusiere la Legislatura, serán acumuladas a su capital 
anualmente por el directorio. 

Art. 43 — Ningún impuesto establecido o aumentado para 
sufragar la construcción de obras especiales, podrá ser aplicado in-
terina o definitivamente a objetos distintos de los determinados 
en la ley de su creación, ni durará por más tiempo que el que se 
emplee en redimir la deuda que se contraiga. 

Art. 44 — Los empleados públicos a cuya elección o nom-
bramiento no provea esta Constitución, serán nombrados o elegi-
dos según lo disponga la ley. 

Art. 45 — No podrá acumularse dos o más empleos a suel-
do en una misma persona, aunque sea el uno provincial y el otro 
nacional, con excepción de los del magisterio en ejercicio. En 
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cuanto a los empleos gratuitos y comisiones eventuales, la ley de-
terminará los que sean incompatibles. 

Art. 46 - Todo funcionario y empleado de la Provincia 
cuya residencia no esté regida por esta Constitución, deberá tener 
su domicilio real en el partido donde ejerza sus funciones. 

La ley determinará las penas que deban aplicar-
se a los infractores y los casos en que pueda acordarse licencias 
temporales. 

Art. 47 - Las declaraciones, derechos y garantías enumera-
dos en esta Constitución, no serán interpretados como negación o 
mengua de otros derechos y garantías no enumerados o virtual-
mente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la sobe-
ranía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal. 

Art. 48 - Toda ley, decreto u orden contrarios a los ar-
tículos precedentes o que impongan al ejercicio de las libertades y 
derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los 
mismos artículos permiten, o priven a los ciudadanos de las garan-
tías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplica-
dos por los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda 
orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garan-
tías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los per-
juicios que tal violación o menoscabo les cause, contra el emplea-
do o funcionario que la haya autorizado o ejecutado. 

SECCION SEGUNDA 

Regimen Electoral 

CAPITULO I 

Disposiciones generales 

Art. 49 — La representación política tiene por base la po-
blación y con arreglo a ella se ejercerá el derecho electoral. 
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Art. 50 — La atribución del sufragio popular es un dere-
cho inherente a la calidad de ciudadano argentino y un deber que 
desempeñará con arreglo a las prescripciones de esta Constitución 
y a la ley de la materia. 

Art. 51 — La proporcionalidad de la representación será la 
regla en todas las elecciones populares, a fin de dar a cada opinión 
un número de representantes proporcional al número de sus adlie-
rentes, según el sistema que para la aplicación de este principio de-
termine la ley. 

Art. 52 — El territorio poblado.de la Provincia se dividirá 
en tantos distritos electorales cuantos sean los municipios, a los e-
fectos de la inscripción, organización e instalación de las mesas re-
ceptoras y recepción de los votos. 

La Legislatura determinará el número de comi-
cios en que pueda subdividirse el distrito electoral, cuando las ne-
cesidades de la población lo requieran. 

En ningún caso la Legislatura podrá formar sec-
ciones electorales en que corresponda elegir a cada una de ellas un 
número menor de tres senadores y seis diputados. 

Art. 53 — Para toda elección popular deberá servir de base 
el registro electoral de cada distrito que se hará cada cuatro años, 
por inscripción directa a domicilio, por comisiones empadronado-
ras nombradas a la suerte por las municipalidades respectivas, y 
donde no hubiese éstas por los jueces de Paz. 

Este registro se reabrirá en la respectiva Munici-
palidad o Juzgado de Paz en su caso, cada año durante el mes de 
setiembre, al efecto de que puedan inscribirse los ciudadanos que 
se encontrasen en las condiciones requeridas. 

Art. 54 — Las mesas receptoras de votos en cada distrito, 
serán también formadas a la suerte por las municipalidades, o por 
los jueces de Paz en su caso. 

Art. 55 — Los cargos de empadronadores y miembros de 
las mesas receptoras serán obligatorios a todo ciudadano, bajo mul-
ta que establecerá la ley a beneficio de la municipalidad respecti-
va. 
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Art. 56 — Ningún ciudadano podrá votar sino en el distri-
to electoral de su residencia y estando inscripto en el registro. 

Art. 57 — La Ley de elecciones deberá ser uniforme para 
toda la Provincia. 

Art. 58 — Toda elección deberá terminarse en un solo día, 
sin que las autoridades puedan suspenderla por ningún motivo. 

Art. 59 — Se votará personalmente y por boletas en que 
consten los nombres de los candidatos. 

Art. 60 — Ningún ciudadano inscripto que no haya sido 
movilizado, podrá ser citado ni retenido para el servicio militar or-
dinario desde quince días antes (por lo menos) de las elecciones, 
hasta ocho días después de estas. 

Art. 61 — No podrá votar la tropa de línea, ni ningún indi-
viduo que forme parte de la policía de seguridad. 

Art. 62 — Las mesas receptoras de votos tendrán a su car-
go el orden inmediato del Colegio Electoral, durante eí ejercicio 
de sus funciones, y para conservarlo o restablecerlo podrán reque-
rir el auxilio de la fuerza pública. 

SECCION TERCERA 

Poder Legislativo 

CAPITULO I 

De la Legislatura 

Art. 63 — El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido 
por dos cámaras, una de diputados y otra de senadores, elegidos di-
rectamente por ciudadanos argentinos, con arreglo a las prescrip-
ciones de esta Constitución y a la ley de la materia. 

CAPITULO II 

141 



De la Cámara de Diputados 

Art. 64 — Esta Cámara será compuesta de ciudadanos ele-
gidos en razón de uno por cada diez mil habitantes, o de una frac-
ción que no baje de cinco mil. 

Cuando el número de diputados alcance a cien, 
la Legislatura determinará, despues de cada censo decenal, la pro-
porción del número de habitantes que ha de representar cada Di-
putado, para que no exceda nunca de aquel número. 

Art. 65 — El cargo de Diputado durará tres años, pero la 
Cámara se renovará por terceras partes cada año. 

Art. 66 — Para ser Diputado, se requieren las cualidades si-
guientes: 

la. — Ciudadanía natural en ejercicio, o legal 
después de cinco años de obtenida, y residencia inmediata de un 
año para los que no sean hijos de la Provincia. 

2a. — Veintidós años de edad. 
Art. 67 — Es incompatible el cargo de Diputado, con el de 

empleado a sueldo de la Provincia o de la Nación y de miembro de 
los directorios de los establecimientos públicos de la Provincia. Ex-
ceptúanse los del magisterio en ejercicio y las comisiones eventua-
les. 

Todo ciudadano que siendo Diputado, aceptase 
cualquier empleo de los expresados en el inciso anterior, cesará 
por ese hecho de ser miembro de la Cámara. 

Art. 68 — Es de competencia exclusiva de la Cámara de Di-
putados: 

I o — Prestar su Acuerdo al Poder Ejecutivo para 
el nombramiento de los miembros del Consejo General de Educa-
ción. 

2 o — Acusar ante el Senado al Gobernador de la 
Provincia y sus ministros, al Vicegobernador y a los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia, por delitos en el desempeño de sus 
funciones o falta de cumplimiento a los deberes de su cargo. 

Para usar de esta atribución deberá preceder una 
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sanción de la Cámara por dos tercios de votos de sus miembros 
presentes, que declaren que hay lugar a formación de causa. Cual-
quier habitante de la Provincia tiene acción para denunciar ante la 
Cámara de Diputados el delito o falta, a efecto de que se promue-
va la acusación. La ley determinará el procedimiento de estos jui-
cios. 

Art. 69 - Cuando se deduzca acusación por delitos comu-
nes contra los funcionarios acusables por la Cámara de Diputados, 
no podrá procederse contra sus personas sin que se solicite por el 
Tribunal competente se allane la inmunidad del acusado, a cuyo e-
fecto se remitirán los antecedentes a aquella Cámara y no podrá a-
llanarse dicha inmunidad sino por dos tercios de votos. 

CAPITULO III 

Del Senado 

Art. 70 — Esta Cámara se compondrá de ciudadanos elegi-
dos en razón de uno por cada veinte mil habitantes, o de una frac-
ción que no baje de diez mil. 

Cuando el número de senadores alcance a cin-
cuenta, la Legislatura determinará, después de cada censo decenal, 
la proporción del número de habitantes que ha de representar ca-
da Senador para que no exceda nunca de aquel número. 

Art. 71 - Son requisitos para ser Senador; 
I o — Ciudadanía natural en ejercicio, o legal, 

después de cinco años de obtenida y residencia inmediata de un 
año para los que no sean hijos de la Provincia. 

2 o — Tener treinta años de edad. 
Art. 72 — Son también aplicables al cargo de Senador las 

incompatibilidades establecidas en el artículo 67 para los dipu-
tados, en los términos allí prescriptos. 

Art. 73 - El cargo de Senador durará cuatro años, pero la 
Cámara se renovará por mitad cada dos años. 
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Art. 74 — Es atribución exclusiva del Senado juzgar enjui -
cio público a los acusados por la Cámara de Diputados, constitu-
yéndose al efecto en tribunal y prestando sus miembros juramento 
o afirmación para estos casos. 

Cuando el acusado fuese el Gobernador o Vice-
gobernador de la Provincia, deberá presidir el Senado el Presiden-
te de la Suprema Corte de Justicia, pero no tendrá voto. 

Art. 75 - El fallo del Senado en estos casos no tendrá más 
efecto que destituir al acusado y aun declararlo incapaz de ocupar 
ningún puesto de honor o a sueldo de la Provincia. 

Ningún acusado podrá ser declarado culpable, 
sin una mayoría de dos tercios de votos de los miembros presentes. 

Deberá votarse en estos casos nominalmente y 
registrarse en el Diario de Sesiones el voto de cada Senador. 

Art. 76 — El que fuese condenado en esta forma, queda sin 
embargo sujeto a acusación y juicio ante los tribunales ordinarios. 

Art. 77 — Presta su Acuerdo a los nombramientos que de-
be hacer el Poder Ejecutivo con este requisito y le presenta una 
terna alternativa para el nombramiento de Tesorero y Subtesore-
ro, Contador y Subcontador de la Provincia. 

CAPITULO IV 

Disposiciones comunes a ambas cámaras 

Art. 78 — Las elecciones para diputados y senadores ten-
drán lugar el último domingo de marzo. 

Art. 79 — Las cámaras abrirán sus sesiones ordinarias el Io 

de mayo de cada año y las cerrarán el treinta y uno de agosto. 
Funcionarán en la Capital de la Provincia, pero podrán hacerlo por 
causas graves en otro punto, precediendo una disposición de ambas 
cámaras que lo acuerde. 

Las sesiones podrán prorrogarse hasta sesenta 
días, previa una sanción que lo disponga. 
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Art. 80 — Los senadores y diputados residirán en la Provin-
cia mientras dure el ejercicio de sus funciones. 

Art. 81 — Las cámaras podrán ser convocadas por el Poder 
Ejecutivo a sesiones extraordinarias, siempre que un asunto de in-
terés público y urgente así lo exija, o cuando por las mismas razo-
nes, lo solicite una cuarta parte de los miembros de cada Cámara y 
en estos casos, sólo se ocuparán del asunto o asuntos que motiven 
la convocatoria. 

Antes de entrar las cámaras a ocuparse del asun-
to que motiva la convocatoria, deberán declarar previamente que 
ha llegado el caso de urgencia y de interés público a que se refiere 
la primera parte de este artículo. 

Art. 82 — Cada Cámara es juez exclusivo de las elecciones 
de sus miembros y de la validez de sus títulos. 

Art. 83 — Para funcionar necesitan mayoría absoluta del 
total de sus miembros, pero en número menor, podrán reunirse 
al solo efecto de acordar las medidas que estimen convenientes pa-
ra compeler a los inasistentes. 

Art. 84 — Ninguna de las cámaras podrá suspender sus se-
siones más de tres días sin acuerdo de la otra. 

Art. 85 — Ningún miembro del Poder Legislativo durante 
su mandato, ni aun renunciando su cargo podrá ser nombrado para 
desempeñar empleo alguno rentado que haya sido creado, o cuyos 
emolumentos se hayan aumentado durante el período legal de la 
Legislatura en que funciona, ni ser parte en contrato alguno que 
resulte de una ley sancionada durante su período. 

Art. 86 — Cada Cámara podrá nombrar comisiones de su 
seno, para examinar el estado del tesoro y para el mejor desempe-
ño de las atribuciones que le conciernen, y podrá pedir a los jefes 
de departamentos de la Administración, y por su conducto a sus 
subalternos, los informes que crea convenientes. 

Art. 87 - Podrán también expresar la opinión de su mayo-
ría por medio de resoluciones o declaraciones sin fuerza de ley, so-
bre cualquier asunto político o administrativo que afecte los inte-
reses generales de la Provincia o de la Nación. 
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Art. 88 — Cada Cámara podrá hacer venir a sus sala a los 
ministros del Poder Ejecutivo, para pedirles los informes que esti-
me conveniente. 

Art. 89 — Cada Cámara se regirá por un reglamento espe-
cial y nombrará su Presidente y vices, a excepción del Presidente 
del Senado, que lo será el Vicegobernador, pero no tendrá voto 
sino en caso de empate. 

Art. 90 — La Legislatura sancionará su presupuesto acor-
dando el número de empleados que necesite, su dotación y la for-
ma en que deben proveerse. Esta ley no podrá ser vetada por el Po-
der Ejecutivo. 

Art. 91 — Las sesiones de ambas cámaras serán públicas y 
sólo podrán ser secretas por acuerdo de la mayoría. 

Art. 92 — Los miembros de ambas cámaras son inviolables 
por las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el desem-
peño de su cargo. 

No hay autoridad alguna que pueda procesarlos 
ni reconvenirlos en ningún tiempo por tales causas. 

Art. 93 — Los senadores y diputados gozarán de completa 
inmunidad en su persona desde el día de su elección hasta el día en 
que cese su mandato, y no podrán ser detenidos por ninguna auto-
ridad sino en caso de ser sorprendidos in fraganti en la ejecución 
de algún crimen, dándose inmediatamente cuenta a la Cámara res-
pectiva, con la información sumaria del hecho, para que resuelva 
lo que corresponda según el caso, sobre la inmunidad personal. 

Art. 94 — Cuando se deduzca acusación ante la justicia or-
dinaria contra cualquier Senador o Diputado, examinado el mérito 
del sumario, podrá la Cámara respectiva, con dos tercios de votos, 
suspender en sus funciones al acusado, dejándolo a disposición del 
juez competente para su juzgamiento. 

Art. 95 — Cada Cámara podrá corregir a cualquiera de sus 
miembros, por desorden de conducta en el ejercicio de sus funcio-
nes, por dos tercios de votos, y en caso de reincidencia podrá ex-
pulsarlo por el mismo número de votos. 

Por inasistencia notable, podrá también declarar-
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lo cesante en la misma forma. 
Art. 96 — Cada Cámara tendrá jurisdicción para corregir 

los actos que atenten contra su autoridad, dignidad e independen-
cia y contra las inmunidades de siis miembros. La ley definirá los 
casos y las penas para la aplicación de este artículo. 

Art. 97 — Al aceptar el cargo los diputados y senadores, ju-
rarán por Dios y por la Patria desempeñarlo fielmente. 

Art. 98 — Los senadores y diputados gozarán de una remu-
neración determinada por la Legislatura. 

CAPITULO V 

Atribuciones del Poder Legislativo 

Art. 99 — Corresponde al Poder Legislativo: 
Io — Establecer los impuestos y contribuciones 

necesarias para los gastos de servicio público, debiendo estas cargas 
ser uniformes en toda la Provincia. 

2 o —Fijar anualmente el Presupuesto de Gastos 
y el Cálculo de Recursos. La ley de Presupuesto será la base a que 
debe sujetarse todo gasto en la Administración General de la Pro-
vincia. 

3 o —Crear y suprimir empleos para la mejor ad-
ministración de la Provincia, determinando sus atribuciones, res-
ponsabilidades y dotación. 

4 o —Fijar las divisiones territoriales para la me-
jor administración. 

5 o —Conceder indultos y acordar amnistías por 
delitos de sedición en la Provincia. 

6 o — Autorizar la reunión o movilización de la 
milicia o de parte de ella en los casos en que la seguridad pública 
de la Provincia lo exija, sin perjuicio de las atribuciones del Go-
bierno General. 

7 o —Conceder privilegios por un tiempo limi-
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tado a los autores o inventores, perfeccionadores y primeros inro-
ductores de nuevas industrias para explotarse sólo en la Provincia, 
sin perjuicio de las atribuciones del Gobierno General. 

8 o —Dictar leyes estableciendo los medios de ha-
cer efectivas las responsabilidades de todos los recaudadores de 
rentas y tesoreros de la Provincia y sus municipios. 

9 o — Dictar leyes estableciendo los medios de ha-
cer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públi-' 
eos, 

10 — Aprobar o desechar los tratados que el Po-
der Ejecutivo celebrase con otras provincias. 

11 —Admitir o desechar las renuncias que hicie-
ren de su cargo el Gobernador o Vicegobernador, y declarar el ca-
so de procederse a nueva elección por la renuncia o impedimen-
to de ambos. 

12 — La Legislatura creará en el próximo pe-
ríodo legislativo a la promulgación de esta Constitución, un Tribu-
nal de Cuentas con poder para aprobar o desaprobar la percepción 
e inversión de caudales públicos hecha por todos los funcionarios 
y administradores de la Provincia. Este Tribunal será compuesto de 
un Presidente letrado y de cuatro vocales contadores nombrados 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado, y serán inamovi-
bles. Las acciones a que dieran lugar los fallos de este tribunal se-
rán deducidas por el Fiscal de Estado ante quien corresponda. 

Los miembros de este Tribunal son enjui-
ciables en la misma forma y en los mismos casos que los jueces 
de las Cámaras de Apelación. 

13 —Discernir honores y recompensas pecunia-
rias por una sola vez y con dos tercios de votos de los miembros 
del número total de cada Cámara, por servicios distinguidos pres-
tados a la Provincia. 

14—Dictar en el período inmediato a la san-
ción de esta Constitución la Ley Orgánica del Montepío Civil, 
creando un fondo especial administrado por el Poder Público, 
para atender con sus rentas las jubilaciones y pensiones a que 
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sean acreedores los empleados de la Provincia o deudos en su caso. 
La ley determinará los casos y condiciones para gozar de los bene-
ficios de esta institución. 

15 — La Legislatura dictará en el próximo perí-
odo una ley general de sueldos y no podrá aumentar o disminuir la 
compensación de los empleos, sino por medio de la reforma de la 
misma. 

16 — Dictará todas aquellas leyes necesarias para 
el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para todo a-
sunto de interés público y general de la Provincia, cuya naturaleza 
y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales. 

CAPITULO VI 

Procedimiento para la formación de las leyes 

Art. 1 0 0 - Toda ley puede tener principio en cualquiera de 
las cámaras y se propondrá en forma de proyecto por cualquiera 
de los miembros de cada Cámara y también por el Poder Ejecutivo. 

Art. 101 — Aprobado un proyecto por la Cámara de su ori-
gen, pasará para su revisión a la otra, y si ésta también lo aprobase, 
se comunicará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 

Art. 102— Si la Cámara revisora modifica el proyecto que 
se le ha remitido, volverá a la iniciadora, y si ésta aprueba las modi-
ficaciones, pasará al Poder Ejecutivo. 

Si las modificaciones fuesen rechazadas, volverá 
por segunda vez el proyecto a la Cámara revisora, y si ella no tu-
viese dos tercios para insistir, prevalecerá la sanción de la iniciado-
ra. Pero si concurriesen dos tercios de votos para sostener las mo-
dificaciones, el proyecto pasará de nuevo a la Cámara de su origen 
la que necesitará igualmente el voto de las dos terceras partes de 
sus miembros presentes, para que su sanción se comunique al Po-
der Ejecutivo. 

Si la Cámara revisora insiste en sus modificacio-
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nes por unanimidad, volverá el proyecto a la iniciadora. Si ésta las 
rechaza también por unanimidad, se considerará desechado el pro-
yecto y en caso contrario quedará sancionado con las modificiacio-
nes. 

Art. 103— Ningún proyecto de ley rechazado totalmente 
por una de las cámaras, podrá repetirse en las sesiones de aquel 
ano. 

Un proyecto sancionado por una de las cámaras 
y no tratado por la otra en ese ano o en el siguiente, se considerará 
rechazado. 

No podrá discutirse en particular un proyecto 
en el mismo día en que se hubiese sancionado en general, salvo el 
caso de leyes tendientes a contener invasiones o insurrecciones. 

Art. 104— El Poder Ejecutivo deberá promulgar los proyec-
tos de ley sancionados dentro de diez días de haberle sido remiti-
dos por la Legislatura, pero podrá devolverlos con observaciones 
durante dicho plazo, y si una vez transcurrido no ha hecho la pro-
mulgación, ni los ha devuelto con sus objeciones, serán ley de la 
Provincia y deberán promulgarse y publicarse en el día inmediato 
por el Poder Ejecutivo, o en su defecto se publicarán por el Presi-
dente de la Cámara que hubiese prestado la sanción definitiva. 

En cuanto a la Ley General de Presupuesto, que 
fuese observada por el Poder Ejecutivo, sólo será reconsiderada en 
la parte objetada, quedando en vigencia lo demás de ella. 

Art. 105 — Si antes del vencimiento de los diez días hubiese 
tenido lugar la clausura de las cámaras, el Poder Ejecutivo deberá 
dentro de dicho término remitir el proyecto vetado a la Secretaría 
de la Cámara de su origen, sin cuyo requisito no tendrá efecto el 
veto. 

Art. 106— Devuelto un proyecto por el Poder Ejecutivo se-
rá reconsiderado primero en la Cámara de su origen, pasando lue-
go a la revisora y si ambas insisten en su sanción por el voto de los 
dos tercios de sus miembros presentes, el proyecto será ley y el E-
jecutivo se hallará obligado a promulgarlo. En caso contrario no 
podrá repetirse en las sesiones de aquel ano. 
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Art. 107— Si un proyecto de ley observado volviere a ser 
sancionado en uno de los dos períodos legislativos subsiguientes, el 
Poder Ejecutivo no podrá observarlo de nuevo, estando obligado a 
promulgarlo como ley. 

Art. 1 0 8 - En la sanción de las leyes se usará la siguiente 
fórmula : 

"El Senado y Cámara de Diputados de la provin-
cia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de ley etc.". 

Art. 109 — Ambas cámaras sólo se reunirán para el desem-
peño de las funciones siguientes: 

I o — Apertura y clausura de las sesiones. 
2 o — Para recibir el juramento de ley al Gober-

nador y Vicegobernador de la Provincia. 
3 o — Para tomar en consideración las renuncias 

de los mismos funcionarios. 
4 o — Para verificar la elección de senadores al 

Congreso Nacional. 
5 o — Para practicar el escrutinio de la elección 

de electores para Gobernador y Vicegobernador de la Provincia. 
6 o — Para practicar el escrutinio del plebiscito 

sobre reforma de la Constitución, y según su resultado, convocar 
la Convención Constituyente, haciendo también el escrutinio de la 
elección de convencionales. 

7 o — Para considerar la renuncia de los senado-
res y diputados electos al Congreso Nacional. 

Ar¿. 110— Todos los nombramientos que se defieren a la a-
samblea general, deberán hacerse a mayoría absoluta de los miem-
bros presentes. 

Art. 111 — Si hecho el escrutinio no resultare candidato 
con mayoría absoluta, deberá repetirse la votación contrayéndose 
a los dos candidatos que hubiesen obtenido más votos en la anter-
rior, y en caso de empate decidirá el Presidente. 

Art. 112 — De las excusaciones que se presenten de nombra-
mientos hechos por la asamblea, conocerá ella misma procediendo 
según fuese su resultado. 
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Art. 113 — Las reuniones de la asamblea general serán presi-
didas por el Vicegobernador, en su defecto por el Vicepresidente 
del Senado y a falta de éste por el Presidente de la Cámara de Di-
putados. 

Art. 1 1 4 - No podrá funcionar la asamblea sin la mayoría 
absoluta de los miembros de cada Cámara. 

SECCION CUARTA 

Poder Ejecutivo 

CAPITULO I 

De su naturaleza y duración. 

Art. 115 — El Poder Ejecutivo de la Provincia será desempe-
ñado por un ciudadano con el título de Gobernador de la provin-
cia de Buenos Aires. 

Art. 116— Al mismo tiempo y por el mismo período que 
se elija Gobernador, será elegido un Vicegobernador. 

Art. 117— Para ser elegido Gobernador o Vicegobernador, 
se requiere: 

I o — Haber nacido en territorio argentino o ser 
hyo de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero; 

2 o — Tener treinta años de edad: 
3 o — Cinco años de domicilio en la Provincia 

con ejercicio de ciudadanía no interrumpida si no hubiese nacido 
en ella. 

Art. 118 — El Gobernador y el Vicegobernador durarán cua-
tro años en el ejercicio de sus funciones y cesarán en ellas en el 
mismo día en que expire el período legal, sin que evento alguno 
pueda motivar su prorrogación por un día más, ni tampoco que se 
les complete más tarde. 

Art. 119 — El Gobernador y el Vicegobernador no podrán 
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ser reelegidos en el período siguiente a su elección. 
Tampoco podrá el Gobernador ser nombrado 

Vicegobernador, ni el Vicegobernador podrá ser nombrado Gober-
nador. 

Art. 120 - Si ocurriese muerte, destitución, renuncia, enfer-
medad, suspensión o ausencia, las funciones del Gobernador serán 
desempeñadas por el Vicegobernador por todo el resto del perío-
do legal en los tres primeros casos, o hasta que haya cesado la inha-
bilidad accidental en los tres últimos. 

Art. 121 - En caso de muerte, destitución, renuncia o inha-
bilidad del Vicegobernador, las funciones del Poder Ejecutivo se-
rán desempeñadas por el Vicepresidente del Senado, tan sólo 
mientras se proceda a nueva elección para completar el período le-
gal, no pudiendo esta elección recaer en dicho funcionario. 

No se procederá a nueva elección cuando el 
tiempo que falte para completar el período gubernativo no exceda 
de un año. 

Art. 1 2 2 - En los mismos casos en que el Vicegobernador 
reemplaza al Gobernador, el Vicepresidente del Senado reemplaza 
al Vicegobernador. 

Art. 123 - La Legislatura dictará una ley que determine el 
funcionario que deberá desempeñar el cargo provisoriamente para 
los casos en que el Gobernador, Vicegobernador y Vicepresidente 
del Senado no pudiesen desempeñar las funciones del Poder Ejecu-
tivo. 

Art. 124 - El Gobernador y el Vicegobernador, en ejercicio 
de sus funciones, residirán en la Capital de la Provincia y no po-
drán ausentarse de ella por más de treinta días sin permiso de la 
Legislatura, y en ningún caso del territorio de la Provincia sin este 
requisito. 

Art. 125 - En el receso de las cámaras sólo podrán ausentar-
se por un motivo urgente de interés público y por el tiempo indis-
pensable, dando cuenta a aquéllas oportunamente. 

Art. 126— Al tomar posesión del cargo, el Gobernador y el 
Vicegobernador prestarán juramento ante el Presidente de la A-
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samblea legislativa en los términos siguientes: 
"Juro por Dios y por la Patria y sobre estos santos evange-

lios, observar y hacer observar la Constitución de la Provincia, de-
sempeñando con lealtad y honradez el cargo de Gobernador (o Vi-
cegobernador). Si así no lo hiciere, Dios y la Patria me lo deman-
den". 

Art. 1 2 7 - El Gobernador y el Vicegobernador gozan del 
sueldo que la ley determine, no pudiendo ser alterado en el perí-
odo de sus nombramientos. Durante éste no podrán ejercer otro 
empleo, ni recibir otro emolumento de la Nación o de la Provincia. 

CAPITULO II 

Elección de Gobernador 

Art. 128 — La elección de Gobernador y Vicegobernador se 
practicará del modo siguiente: 

Seis meses antes de terminar el período guberna-
tivo, el Poder Ejecutivo, dando treinta días de término, convocará 
para esta elección al pueblo de la Provincia. 

La elección de los electores de Gobernador y Vi-
cegobernador será directa y de acuerdo con el principio estableci-
do en el artículo cincuenta y uno, correspondiendo a cada sección 
elegir tantos electores como diputados y senadores. 

Cada distrito electoral remitirá dos actas de la e-
lección con los registros y las protestas, si las hubiere, una al Presi-
dente del Senado y otra al Gobernador de la Provincia. 

Treinta días después de la elección, reunidas por 
lo menos las dos terceras partes de las actas electorales, tomando 
por base la totalidad de distritos, se hará el escrutinio de votos por 
la asamblea legislativa. 

Esta por el conducto del Poder Ejecutivo hará 
saber su nombramiento a los que hubiesen resultado electos, acom-
pañando un acta autorizada de la sesión. 
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Art. 129— Si no hubiese sido posible obtener las dos terce-
ras partes de las actas por no haber concurrido a la elección algu-
nos distritos, el Presidente de la asamblea lo comunicará inmedia-
tamente al Poder Ejecutivo, para que éste, dando el tiempo nece-
sario, convoque nuevamente a elección a los distritos que no lo hu-
biesen verificado. 

Art. 130— Quince días después de las comunicaciones del 
nombramiento a los ciudadanos que hubiesen sido electos, se reu-
nirán éstos en sesión preparatoria en la sala de sesiones de la asam-
blea legislativa, para resolver como juez único sobre la validez de 
las elecciones respectivas, a cuyo efecto el Presidente de la Asam-
blea Legislativa remitirá las actas originales con los registros y las 
protestas que se hubiesen acompañado. 

La asamblea se expedirá dentro de diez días con-
tados desde su primera reunión en el examen de las actas. 

Art. 131 — Si del juicio pronunciado en el examen de las ac-
tas resultare que no había dos terceras partes de electores legal-
mente nombrados, se procederá según lo prescripto en el artículo 
ciento veintinueve decretándose nuevas elecciones donde hubiesen 
sido anuladas. 

Art. 132 — Ocho días después de terminado definitivamente 
el examen de las actas, se reunirá la convención electoral en la Ca-
pital de la Provincia y en el local designado, necesitando para fun-
cionar dos terceras partes de los electores convocados cuyos diplo-
mas • ha^an sido aprobados: nombrará de su seno un Presidente y 
dos secretarios y procederá cada elector a nombrar Gobernador y 
Vicegobernador, por cédulas firmadas, expresando en una la per-
sona por quien vota para Gobernador y en otra para Vicegober-
nador. 

El Presidente de la asamblea electoral nombrará 
cuatro de sus miembros para que reunidos a los dos secretarios, 
practiquen el escrutinio comunicando el resultado al Presidente, 
quien anunciará a la asamblea el número de votos que hayan obte-
nido tales candidatos y el nombre de los electores que hubiesen vo-
tado por ellos. 
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Los que hayan obtenido mayoría absoluta de su-
fragios con relación al número de electores presentes, serán inme-
diatamente proclamados por el Presidente de la convención, Go-
bernador y Vicegobernador de la Provincia. 

Art. 133— Si por dividirse la votación no hubiese mayoría 
absoluta en favor de un candidato, se repetirá la votación entre los 
que hubiesen obtenido la primera y segunda mayoría. 

En los casos de empate se repetirá la votación, y 
si resultare nuevo empate, decidirá el Presidente de la convención. 

Art. 134— La convención terminará en una sola sesión el 
nombramiento de Gobernador y Vicegobernador, y lo hará saber 
al Gobernador cesante, y al Presidente de la asamblea legislativa, 
acompañando copia autorizada del acta de la sesión, a fin de que 
sea comunicada a los electos. 

Art. 135— Los que hayan resultado electos para Goberna-
dor y Vicegobernador, deberán comunicar a la convención electo-
ral su aceptación, en los diez días siguientes a aquel en que les fue 
comunicado su nombramiento. 

La convención electoral conocerá en las excu-
saciones que presenten los nombrados antes de tomar posesión 
del cargo, y en caso de aceptarlas procederá inmediatamente a 
hacer una nueva elección. 

Una vez en posesión, corresponde a la asamblea 
legislativa conocer de las renuncias del Gobernador y Vicegoberna-
dor. 

Art. 136— Declarado el caso de proceder a nueva elección, 
el ciudadano en ejercicio del Poder Ejecutivo, convocará al pueblo 
de la Provincia, con arreglo a lo establecido en la Constitución, pa-
ra la nueva elección del Colegio Electoral, que debe verificar el 
nombramiento de Gobernador y Vicegobernador para todo el res-
to del período legal. 

Art. 137— Para ser elector se exigen los mismos requisitos 
que para ser Diputado. 

No podrán ser electores los diputados o sena-
dores, tanto de la Nación como de la Provincia. 
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Art. 138— El elector que no asistiese sin causa justificada, 
puesta oportunamente en conocimiento de la convención, a de-
sempeñar su mandato en el día fijado, incurrirá en la multa de o-
chocientos pesos nacionales, o cuatro meses de prisión. 

El Presidente de la convención hará saber al Po-
der Ejecutivo quienes sean los que se encuentren en este caso, a 
fin de que se haga efectiva la pena. 

Art. 139— La convención resolverá sobre la renuncia de sus 
miembros por simple mayoría. Podrá reunirse en minoría para 
compeler a los inasistentes que no se hubieren presentado a terce-
ra citación, y hasta declararlos cesantes, y para que se ordene una 
nueva elección, si no quedaren íntegras las dos terceras partes re-
queridas en el artículo ciento treinta y dos. 

Art. 140— Los electores gozan de las mismas inmunidades 
que los miembros de la Legislatura, desde el día de su elección has-
ta el de su cese. 

CAPITULO III 

Atribuciones del Poder Ejecutivo 

Art. 141 — El Gobernador es el Jefe de la Administración 
de la Provincia, y tiene las siguientes atribuciones: 

la. — Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la 
Provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposicio-
nes especiales que no alteren su espíritu. 

2a. — Concurrir a la formación de las leyes, con 
arreglo a la Constitución, teniendo el derecho de iniciarlas por pro-
yectos presentados a las cámaras, y de tomar parte en su discusión 
por medio de los ministros. 

3a. — El Gobernador podrá conmutar las penas 
impuestas por delitos sujetos a la jurisdicción provincial, previo in-
forme motivado de la Suprema Corte, sobre la oportunidad y con-
veniencia de la conmutación, y con arreglo a la ley reglamentaria 
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que determinará los casos y la forma en que pueda solicitarse, de-
biendo ponerse en conocimiento de la asamblea legislativa las razo-
nes que haya motivado en cada caso la conmutación de la pena. 

El Gobernador no podrá ejercer esta atribución 
cuando se trate de delitos en que el Senado conoce como juez, y 
de aquellos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de 
sus funciones. 

4a. - Ejercerá los derechos de patronato como 
vicepatrono, hasta que el Congreso Nacional, en uso de la atribu-
ción décimanona que le confiere la Constitución de la República, 
dicte la ley de la materia. 

5a. — A la apertura de la Legislatura, la informa-
rá del estado general de la Administración. 

6a. - Expide las órdenes convenientes para las 
elecciones que correspondan de senadores y diputados en la opor-
tunidad debida, y no podrá por ningún motivo diferirlas, sin acuer-
do de la Cámara respectiva. 

7a. — Convoca a sesiones extraordinarias a la Le-
gislatura o a cualquiera de las cámaras, cuando lo exija un grande 
interés público, salvo el derecho del Cuerpo convocado para apre-
ciar y decidir después de reunido, sobre los fundamentos de la con-
vocatoria. 

8a. — Hace recaudar las rentas de la Provincia y 
decreta su inversión, con arreglo a las leyes, debiendo hacer publi-
car mensualmente el estado de la tesorería. 

9a. - Celebra y firma tratados parciales con o-
tras provincias para fines de la administración de Justicia, de inte-
reses económicos y trabajos de utilidad común, con aprobación de 
la Legislatura y dando conocimiento al Congreso Nacional. 

10 — Es el Comandante en Jefe de las Fuerzas 
Militares de la Provincia con excepción de aquellas que hayan sido 
movilizadas para objetos nacionales. 

11 — Moviliza la milicia provincial en caso de 
conmoción interior que ponga en peligro la seguridad de la Provin-
cia, con autorización de la Legislatura, y por sí solo durante el re-
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ceso, dando cuenta en las próximas sesiones, sin perjuicio de hacer-
lo inmediatamente, a la autoridad nacional. 

12 — Decreta también la movilización de las mi-
licias, en los casos previstos por el inciso vigésimo cuarto, artículo 
sesenta y siete de la Constitución Nacional. 

13 — Expide despachos a los oficiales que nom-
bre para organizar la milicia de la Provincia y para poner en ejerci-
cio las facultades acordadas en los dos incisos que preceden. En 
cuanto a los jefes, expide también despachos hasta Teniente Coro-
nel. Para dar el de Coronel se requiere el acuerdo del Senado. 

14 — Es agente inmediato y directo del gobier-
no nacional para hacer cumplir en la Provincia la Constitución y 
las leyes de la Nación. 

15 — Da cuenta a las cámaras legislativas, con a-
rreglo a lo establecido en el inciso tercero del artículo noventa y 
nueve, del estado de la hacienda y de la inversión dada a los fon-
dos votados en el año precedente, remitiendo en el mes de mayo 
los presupuestos de la Administración y las leyes de recursos. 

16 — No podrá acordar goce de sueldo o pen-
sión sino por alguno de los títulos que las leyes expresamente de-
terminan. 

17 — Nombra con acuerdo del Senado: 
I o — Los ministros de su despacho, sin que pa-

ra su exoneración sea necesario dicho acuerdo. 
2 o — Los directorres administradores de los es-

tablecimientos públicos y las comisiones encargadas de la construc-
ción y administración de obras públicas de la Provincia. 

3 o — El Presidente del Departamento de Inge-
nieros y el Jefe de la Oficina de Tierras Públicas. 

4 o — El Fiscal de Estado. 
5 o — El Director General de Escuelas. 
6 o — Los miembros del Tribunal de Cuentas. 
Y, con acuerdo de la Cámara de Diputados, los 

miembros del Consejo General de Educación. 
La ley determinará en los casos no previstos por 
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Art. 142— No puede expedir órdenes y decretos, sin la fir-
ma del Ministro respectivo. 

Podrá, no obstante, expedirlo en caso de acefa-
lía de ministros y mientras se provea a su nombramiento, autori-
zando a los oficiales mayores de los ministerios por un decreto es-
pecial. Los oficiales mayores en estos casos, quedan sujetos a las 
responsabilidades de los ministros. 

Art. 143— Estando las cámaras reunidas, la propuesta de 
funcionarios que requieren para su nombramiento el acuerdo del 
Senado o de la Cámara de Diputados, se hará dentro de los quince 
días de ocurrida la vacante, no pudiendo el Poder Ejercutivo insis-
tir sobre un candidato rechazado por el Senado o la Cámara de Di-
putados, en su caso, durante ese año. En el receso, la propuesta se 
hará dentro del mismo término, convocándose extraordinariamen-
te, al efecto, a la Cámara respectiva. 

Con excepción de los ministros, ninguno de los 
funcionarios para cuyo nombramiento se requiere el acuerdo o 
propuesta por terna de alguna de las cámaras, podrá ser removido 
sin el mismo requisito. 

CAPITULO IV 

De los ministros secretarios del Despacho General 

Art. 144— El despacho de los negocios administrativos de 
la Provincia estará a cargo de dos o más ministros secretarios, y u-
na ley especial deslindará los ramos y las funciones adscriptas al 
despacho de cada uno de los ministerios. 

Art. 145 — Para ser nombrado Ministro se requieren las mis-
mas condiciones que esta Constitución determina para ser elegido 
Diputado. 

Art. 146— Los ministros secretarios despacharán de acuer-
do con el Gobernador y refrendarán con su firma las resoluciones 
de éste, sin cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará cumpli-
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miento. 
Podrán, no obstante, expedirse por sí solos en 

todo lo referente al régimen económico de sus respectivos departa-
mentos y dictar resoluciones de trámite. 

Art. 147 — Serán responsables de todas las órdenes y resolu-
ciones que autoricen, sin que puedan pretender eximirse de res-
ponsabilidad por haber procedido en virtud de orden de) Goberna-
dor. 

Art. 148 — En los treinta días posteriores a la apertura del 
período legislativo, los ministros presentarán a la asamblea la me-
moria detallada del estado de la administración correspondiente a 
cada uno de los ministerios, indicando en ella las reformas que 
más aconsejen la experiencia y el estudio. 

Art. 149 — Los ministros pueden concurrir a las sesiones de 
las cámaras y tomar parte en las discusiones, pero no tendrán voto. 

Art. 150— Gozarán por sus servicios de un sueldo estableci-
do por la ley, que no podrá ser aumentado ni disminuido en favor 
o en perjuicio de los que se hallen en ejercicio. 

CAPITULO V 

Responsabilidad del Gobernador y de los misnistros 

Art. 151 — El Gobernador y los ministros son responsables 
y pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en 
la sección del "Poder Legislativo", por las causas que determina el 
inciso segundo del artículo setenta y ocho de esta Constitución y 
por abuso de su posición oficial para realizar especulaciones de co-
mercio. 

CAPITULO VI 

Del Fiscal de Estado, Contador y Tesorero de la Provincia 
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Art. 152— Habrá un Fiscal de Estado encargado de defen-
der el patrimonio del Fisco, que será parte legítima en los juicios 
contencioso-administrativos y en todos aquellos en que se contro-
viertan intereses del Estado. 

La ley determinará los casos y la forma en que 
ha de ejercer sus funciones. 

Para desempeñar este puesto se requieren las 
mismas condiciones exigidas para los miembros de las cámaras de 
apelación y no podrá ser removido sino por las mismas causas y en 
las mismas condiciones de aquéllos. Su nombramiento correspon-
de al Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. 

Art. 153— El Contador y Subcontador, el Tesorero y Sub-
tesorero serán nombrados en la forma prescripta en el artículo se-
tenta y siete y durarán cuatro años, pudiendo ser reelectos. 

Art. 154— El Contador y Subcontador, no podrán autori-
zar pago alguno que no sea arreglado a la Ley General del Presu-
puesto o a leyes epeciales o en los casos del artículo ciento cin-
cuenta y nueve. 

Art. 155 — El Tesorero no podrá ejecutar pagos que no ha-
yan sido previamente autorizados por el Contador. 

SECCION QUINTA 

Poder Judicial 

CAPITULO I 

Art. 1 5 6 - El Poder Judicial será desempeñado por una Su-
prema Corte de Justicia, Cámaras de Apelación, y demás tribuna-
les, jueces y jurados que esta Constitución establece y autoriza, 
consultando la descentralización posible en su jurisdicción territo-
rial y en la de su competencia por la materia o naturaleza de las 
causas que dan origen al procedimiento. 
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CAPITULO II 

Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia 

Art. 1 5 7 - La Suprema Corte de Justicia tiene las siguien-
tes atribuciones: 

I o — Ejerce la jurisdicción originaria y de apela-
ción para conocer y resolver acerca de la constitucionalidad o in-
constitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos 
que estatuyen sobre materia regida por esta Constitución y se con-
trovierta por parte interesada. 

2 o — Conoce y resuelve originaria y exclusiva-
mente en las causas de competencia entre los poderes públicos de 
la Provincia y en las que se susciten entre los Tribunales de Justi-
cia con motivo de su jurisdicción respectiva. 

3 o - Decide las causas contencioso-administra-
tivas en única instancia y en juicio pleno, previa denegación o re-
tardación de la autoridad administrativa competente al reconoci-
miento de los derechos que se gestionan por parte interesada. La 
Ley determinará el plazo dentro del cual podrá deducirse la ac-
ción ante la Corte y los demás procedimientos de este juicio. 

4 o — Conoce de los recursos de fuerza. 
5 o — Conoce en consulta o en grado de apela-

ción, en tribunal pleno, de las causas en que se imponga la pena 
capital, al solo efecto de decidir si la ley en que se funda la senten-
cia es o no aplicable al caso. 

6 o — Conoce y resuelve en grado de apelación, 
de la aplicabilidad de la ley en que los Tribunales de Justicia en úl-
tima instapcia fundan su sentencia a la cuestión que por ella deci-
den, con las restricciones que las leyes de procedimientos establez-
can a esta clase de recursos. 

7 o — Conoce privativamente de los casos de 
reducción de pena autorizados por el Código Penal. 

8 o — Ejerce la jurisdicción exclusiva en el régi-
men interno de las cárceles de detenidos. 
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Art. 158 — La Presidencia de la Suprema Corte se turnará a-
nualmente entre sus miembros, principiando por el de mayor edad. 

Art. 159— En las causas contencioso-administrativas, la Su-
prema Corte tendrá facultad de mandar cumplir directamente sus 
sentencias por las oficinas o empleados respectivos, si la autoridad 
administrativa no lo hiciese dentro de los sesenta días de notifica-
da la sentencia. Los empleados a que alude este artículo serán res-
ponsables por la falta de cumplimiento de las disposiciones de la 
Suprema Corte. 

Art. 1 6 0 - La Suprema Corte hará su reglamento y podrá 
establecer las medidas disciplinarias que considere conveniente a 
la mejor administración de justicia. 

Art. 161 — Debe pasar anualmente a la Legislatura una me-
moria o informe sobre el estado en que se halla dicha administra-
ción, a cuyo efecto puede pedir a los demás Tribunales de la Pro-
vincia los datos que crea convenientes y proponer en forma de pro-
yecto las reformas de procedimiento y organización que sean com-
patibles con lo estatuido en esta Constitución y tiendan a mejo-
rarla. 

CAPITULO III 

Administración de Justicia en materia civil y comercial 

Art. 1 6 2 - La Legislatura establecerá Cámaras de Apelación 
y Tribunales o jueces de primera instancia en lo Civil y Comercial, 
permanentes en la ciudad de La Plata, determinando los límites de 
su jurisdicción territorial y las materias de su competencia en su 
fuero respectivo. En el resto de la Provincia los establecerá perma-
nentes o viajeros, organizando los distritos judiciales que conside-
re convenientes. 

Art. 163— La prueba de los hechos controvertidos en las 
causas civiles y comerciales se deferirá, a petición de cualquiera de 
las partes, a un jury que se denominará de prueba y será presidido 
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por un juez letrado. El jury dará su veredicto declarando los he-
chos que han sido probados y los que no lo han sido. 

Art. 164— Contra el veredicto del jury se concederá el re-
curso de apelación para ante la Cámara de Apelación respectiva, 
que se limitará a reconocer y resolver sobre la legalidad o ilegalidad 
de sus procedimientos y de la prueba que ha estimado dicho jury 
al declarar probados o no probados los hechos controvertidos o 
alguno de ellos. 

Art. 165 — Declarado ilegal o nulo el procedimiento por la 
Cámara de Apelación, la prueba se deferirá a otro jury. 

Art. 1 6 6 - No reclamado el veredicto del jury, o resuelto el 
recurso que contra él se hubiese interpuesto en razón de la legali-
dad o ilegalidad de la prueba, el juez o tribunal ante quien se ha 
iniciado la causa dictará sentencia aplicando el derecho a los he-
chos probados y a los aceptados por las partes como verdaderos, 
de la manera que expresa esta Constitución y determine la Ley de 
Procedimientos. Contra su sentencia se otorgarán los recursos que 
dicha Ley de Procedimientos establezca para ante la competente 
Cámara de Apelación. 

Art. 167— La ley reglamentará el modo cómo se ha de 
constituir el jurado de prueba, el procedimiento que ante él debe 
observarse y las atribuciones del juez que lo preside. 

Art. 168— La Legislatura queda autorizada para limitar el 
procedimiento de la prueba por jurados si en la práctica no diese 
resultados favorables, previo informe e indagaciones de la Supre-
ma Corte de Justicia. 

Art. 169— La prueba de los hechos controvertidos en las 
causas civiles y comerciales para cuya apreciación se requieran co-
nocimientos en alguna ciencia, arte o industria, será deferida a un 
jury dé peritos. 

Art. 170— La Legislatura creará una jurisdicción especial 
de tierras para todos los negocios y causas que requieran conoci-
mientos especiales de agrimensura y organizará el tribunal que 
debe conocer de ellos con sujeción al principio de la separación 
del hecho del derecho. 

165 



Art. 171 — Mientras la Legislatura no dicte la ley reglamen-
taria del jurado de prueba y después de dictada, cuando ninguna 
de las partes lo solicite, la prueba será producida ante el juez o tri-
bunal que conozca de la causa, en audiencia pública y apreciada 
por el mismo al pronunciar sentencia. 

Art. 172— En las causas en que la prueba no se defiera al 
jurado,' los tribunales colegiados que conozcan de ellas originaria-
mente o en virtud de recursos, establecerán primero las cuestiones 
de hecho y en seguida las de derecho sometidas a su decisión, y 
votarán separadamente cada una de ellas en el mismo orden. 

Art. 173— El voto en cada una de las cuestiones de hecho 
o de derecho será fundado y la votación principiará por el miem-
bro del tribunal que resulte de la insaculación que al efecto debe 
practicarse. 

Art. 174— Los procedimientos ante los tribunales son pú-
blicos; sus acuerdos y sentencias se redactarán en los libros que de-
ben llevar y custodiar y en los autos de las causas en que conocen 
y publicarse en sus salas respectivas de audienci'a, a menos que a 
juicio del tribunal ante quien penden, la publicidad sea peligrosa 
para las buenas costumbres, en cuyo caso debe declararlo así por 
medio de un auto. 

Art. 175 — Queda establecida ante todos los tribunales de la 
Provincia la libre defensa en causa civil propia y la libre representa-
ción con las restricciones que establezca la ley de la materia. 

CAPITULO IV 

Administración de Justicia en lo criminal 

Art. 176— Toda causa por hecho calificado de crimen por 
la ley, será juzgada con la intervención de dos jurys: uno que de-
clare si hay lugar o no a acusación; otro que decida si el acusado 
es o no culpable del hecho que se le imputa. 

Art. 1 7 7 - La ley organizará los tribunales que deban apli-
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car el derecho en materia criminal, el modo y forma cómo deben 
constituirse los jurys y el procedimiento'que deba observarse. 

Art. 178 — Las sentencias que pronuncien los jueces y tribu-
nales letrados en lo civil, comercial, criminal y correccional, serán 
fundadas en el texto expreso de la ley, y a falta de éste en los prin-
cipios jurídicos de la legislación vigente en la materia respectiva, y 
en defecto de éstos, en los principios generales del derecho tenien-
do en consideración las circunstancias del caso. 

Art. 179 — La Legislatura puede modificar las bases estable-
cidas en el artículo ciento setenta y cuatro para el enjuiciamiento 
por dos jurys en las causas criminales, por mayoría de votos, si en 
la práctica ofreciese graves inconvenientes; y limitarlo por dos ter-
ceras partes de votos si diese resultados desfavorables, y previo in-
forme motivado de la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 180— Mientras no se establezca el juicio por jurados, 
la Legislatura podrá dictar la ley de procedimientos en materia cri-
minal y correccional. 

CAPITULO V 

Justicia de paz 

Art. 181 — La Legislatura establecerá juzgados de paz en 
toda la Provincia, teniendo en consideración la extensión territo-
rial de cada distrito y su población. 

Art. 182— La elección de jueces de paz recaerá en ciudada-
nos mayores de veinticinco años, contribuyentes, con residencia 
de dos años por lo menos en el distrito en que deben desempeñar 
sus funciones y que sepan leer y escribir. 

Art. 183— Serán nombrados por el Poder Ejecutivo a pro-
puesta en terna por las municipalidades. 

Art. 184— La ley determinará la forma y tiempo en que de-
be hacerse el nombramiento de jueces de paz y suplentes y la dura-
ción de sus funciones. 
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Art. 185 — Los jueces de paz son funcionarios exclusiva-
mente judiciales y agentes de los Tribunales de Justicia, y su com-
petencia general y especial será determinada por la ley. 

Art. 186 — Los jueces de paz conocerán y resolverán las cau-
sas de su competencia en procedimiento verbal y actuado, y de los 
recursos que se concederán contra sus resoluciones conocerán los 
tribunales de vecindario que organizará la ley de la materia de mo-
do que dichas causas queden terminadas en el mismo distrito. 

CAPITULO VI 

Elección, duración y responsabilidad de los miembros del 
Poder Judicial 

Art. 187 — Los jueces letrados y el procurador de la Supre-
ma Corte serán nombrados per el Poder Ejecutivo con acuerdo del 
Senado. 

Art. 188 — l o s jueces letrados y el Procurador de la Supre-
ma Corte conservarán sus empleos mientras dure su buena conduc-
ta. 

Art. 189— Para ser juez de la Suprema Corte de Justicia y 
procurador de ella, se requiere: 

Haber nacido en territorio argentino o ser hijo 
de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero, t í tulo o 
diploma que acredite suficiencia en la ciencia del derecho recono-
cido por autoridad competente en la forma que determine la ley, 
treinta años de edad y menos de setenta, y diez a lo menos de ejer-
cicio en la profesión de abogado o en el desempeño de alguna ma-
gistratura. Para serlo de las Cámaras de Apelación bastarán seis a-
ños. 

Art. 190— Para ser juez de primera instancia se requiere: 
tres años de práctica en la profesión de abogado, ciudadanía en 
ejercicio y veinticinco años de edad. 

Art. 191 - Los Jueces de la Suprema Corte de Justicia pres-
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tarán juramento ante su presidente de desempeñar fielmente el car-
go. El presidente lo prestará ante la Suprema Corte, y los demás 
jueces ante quien determine el mismo tribunal. 

Art. 192— Los jueces de la Suprema Corte , Cámaras de A-
pelación y de primera instancia, no pueden ser suspendidos en el e-
jercicio de sus cargos sino en el caso de acusación y con sujeción a 
lo que se dispone en esta Constitución. 

Art. 193— Los jueces de las Cámaras de Apelación y de 
primera instancia pueden ser acusados por cualquiera del pueblo, 
por delitos o faltas cometidas en el desempeño de sus funciones, 
ante un jury calificado, compuesto de siete diputados y cinco sena-
dores profesores de derecho, y cuando no los haya, se integrará 
con letrados que tengan las condiciones necesarias para ser electos 
senadores. 

Art. 194— El juez acusado quedará suspendido en el ejer-
cicio de su cargo desde el día que el jury admita la acusación. 

Art. 195 — El jury dará su veredicto con arreglo a derecho, 
declarando al juez acusado culpable o no culpable del hecho o he-
chos que se le imputen. 

Art. 196— Pronunciado el veredicto de culpabilidad, la cau-
sa se remitirá al juez ordinario competente para que aplique la ley 
penal. 

Art. 197 — La ley determinará los delitos y faltas de los jue-
gos acusables ante el jury y reglamentará el procedimiento que an-
te él debe observarse. 

Art. 198— Los jueces acusados de delitos ajenos a sus fun-
ciones serán juzgados en la misma forma que los demás habitantes 
de la Provincia, quedando supendidos desde el día en que se haga 
lugar a la acusación. 

Art. 199— La ley determinará el modo y forma cómo de-
ben ser nombrados los demás funcionarios que intervienen en los 
juicios, la duración de sus funciones, la organización del jury que 
debe conocer y resolver en las acusaciones que contra ellos se es-
tablezcan por delitos o faltas cometidos en el ejercicio de sus res-
pectivos cargos y el procedimiento que debe observar el jury. 
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CAPITULO VII 

Tribunales militares 

Art. 200— Se establecerán tribunales militares bajo los mis-
mos principios que los nacionales, para conocer en las causas que 
se formen por delitos o faltas que cometan: 

I o — Los guardias nacionales movilizados por 
la Nación antes de haber sido entregados a ésta.; 

2 o — Los guardias nacionales empleados en ser-
vicio de la Provincia; 

3 o — Las personas que formen parte de las fuer-
zas de mar y tierra que levante la Provincia en los casos estableci-
dos por la Constitución Nacional, antes de estar bajo la jurisdic-
ción del Gobierno de la Nación. 

Art. 201— La Legislatura determinará los delitos o faltas 
de que deben conocer estos tribunales y las penas que deben apli-
carse, sujetándose a lo que determinan las leyes nacionales y pu-
diendo únicamente establecer lo que creyese conveniente sobre 
los puntos no legislados por la Nación y en tanto que ésta no lo hi-
ciere. 

SECCION SEXTA 

Del Régimen municipal 

Art. 202 — La administración de los intereses y servicios lo-
cales en la Capital y cada uno de los partidos que formen la Provin-
cia, estará a cargo de una municipalidad, cuyos miembros durarán 
dos años en sus funciones renovándose por mitad anualmente, y 
serán nombrados pública y directamente el último domingo de no-
viembre. 

Art. 203 — Cada municipalidad se constituirá en un Depar-
tamento Deliberativo y otro Ejecutivo. 
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Art. 204 — La Legislatura deslindará las atribuciones y res-
ponsabilidades de cada Departamento, confiriéndoles las faculta-
des necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos 
los intereses y servicios locales, con sujeción a las siguientes bases: 

la. — El número de miembros del Departamen-
to Deliberativo se fijará con relación a la población de cada distri-
to. 

2a. — La Capital y cada uno de los partidos de 
la Provincia, formará un distrito municipal; y cada centro de po-
blación o Sección de Justicia de Paz formará una Sección Electo-
ral, con derecho a elegir el número de municipales que proporcio-
nalmente le corresponda con arreglo a su población. 

3a. — Serán electores los que lo sean de diputa-
dos, estando inscriptos en el registro cívico del municipio, y ade-
más los extranjeros mayores de edad domiciliados en él desde un 
año por lo menos, que paguen un impuesto territorial que no baje 
de cien pesos nacionales o patente que no baje de doscientos, que 
sepan leer y escribir y se inscriban en un registro especial que esta-
rá a cargo de la municipalidad. 

4a. — Serán elegibles todos los ciudadanos ma-
yores de veinticinco años, que sepan leer y escribir, vecinos del dis-
trito, con un año de domicilio anterior a la elección y que paguen 
impuestos; y si son extranjeros, tengan además cinco años de resi-
dencia y las condiciones para ser electores. 

5a. — La elección se verificará en la misma for-
ma que lo sean las de diputados y senadores. 

6a. — Las funciones municipales serán carga pú-
blica, de la que nadie podrá excusarse sino por excepción fundada 
en la ley de la materia. 

7a. — Para ser intendente se requiere ciudada-
nía en ejercicio y en ningún caso podrá constituirse el Concejo Mu-
nicipal con más de una tercera parte de extranjeros. 

Art. 205 — Son atribuciones inherentes al régimen munici-
pal, las siguientes: 

la. — Juzgar de la validez o nulidad de las elec-
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ciones de sus miembros, y convocar a los electores del distrito pa-
ra llenar las vacantes de aquéllos. 

2a. — Proponer al Poder Ejecutivo, en la época 
que corresponda, las ternas para nombramientos de jueces de Paz 
y suplentes. 

3a. — Nombrar los funcionarios municipales. 
4a. — Tener a su cargo el ornato y salubridad, 

los establecimientos de beneficencia que no estén a cargo de socie-
dades particulares, asilos de inmigrantes que sostenga la Provincia, 
las cárceles locales de detenidos y la viabilidad pública. 

5a. — Votar anualmente su presupuesto y los 
recursos para costearlo; administrar los bienes raíces municipales, 
con facultad de enajenar tanto éstos, como los diversos ramos de 
las rentas del año corriente; examinar y resolver sobre las cuentas 
del año vencido, remitiéndolas en seguida al Tribunal de Cuentas. 

6a. — Dictar ordenanzas y reglamentos dentro 
de estas atribuciones. 

7a. — Recaudar, distribuir y oblar en la Tesore-
ría del Estado, las contribuciones que la Legislatura'imponga al 
distrito para las necesidades generales, sin perjuicio de que el Po-
der Ejecutivo nombre funcionarios especiales para este objeto, si 
lo cree más conveniente. 

Art. 206— Las atribuciones expresadas tienen las siguientes 
limitaciones: 

la. — Dar publicidad por la prensa a todos sus 
actos, reseñándolos en una memoria anual, en la que se hará cons-
tar detalladamente la percepción e inversión de sus rentas. 

2a. — La convocatoria de los electores para to-
da elección municipal, deberá hacerse con quince días de anticipa-
ción, por lo menos, y publicarse suficientemente. 

3a. — Todo aumento de impuesto necesita ser 
sancionado a mayoría absoluta de votos por el Cuerpo Deliberan-
te, aumentado para ese acto con un número igual al que lo com-
ponga, de los contribuyentes mayores en el municipio, compután-
dose a este fin los impuestos municipales y fiscales. 
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4a. — No se podrá contraer empréstitos fuera de 
la Provincia, ni enajenar ni gravar los edificios municipales, sin au-
torización previa de la Legislatura. Los empréstitos se votarán con 
la misma garantía establecida para el aumento de impuestos. 

5a. — Siempre que se haga uso del crédito, será 
para obras señaladas de mejoramiento o para casos eventuales, y 
se votará una suma anual para el servicio de la deuda, no pudiendo 
aplicarse los fondos a otro objeto que el indicado. 

6a. — Las enajenaciones sólo podrán hacerse en 
remate público, anunciado con un mes de anticipación. 

7a. — Siempre que hubiere de construirse una o-
bra municipal, de cualquier género que fuere, en la que hubieren 
de invertirse fondos del común, la municipalidad nombrará una co-
misión de propietarios electores del distrito, para que la desempe-
ñe o dirija, dando cuenta y razón de todos los gastos y empleos de 
fondos que se consagren a ella. 

8a. — Las obras públicas cuyo importe exceda 
de mil pesos nacionales, deberán sacarse siempre a licitación. 

Art. 207 — Los municipios, los cuerpos municipales, los 
miembros de éstos y los funcionarios nombrados por ellos, están 
sujetos a las responsabilidades siguientes: 

la. — Los cuerpos municipales responden ante 
los tribunales ordinarios de sus omisiones y de sus transgresiones a 
la Constitución y a las leyes; la ley de la materia señalará la sanción 
penal de esta transgresión. 

2a. — Los miembros de los cuerpos municipales 
y los demás funcionarios municipales responden personalmente, 
no sólo de cualquier acto definido y penado por la ley, sino tam-
bién 'de los daños y perjuicios que provengan de la falta de cum-
plimiento a sus deberes. 

3a. — Los miembros de los cuerpos municipa-
les están sujetos a destitución por mala conducta o despilfarro de 
los fondos municipales, sin peijuicio de las responsabilidades civi-
les o criminales en que incurran por estas causas. 

4a. - La solicitud de destitución deberá ser he-
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cha por diez vecinos contribuyentes del municipio, mayores de 
veintidós años, y presentada ante el Juez del Crimen de primera 
instancia del Departamento a que perteneciere el acusado. 

5a. — Recibida la solicitud por el referido Juez 
del Crimen, se trasladará al municipio del acusado dentro de ocho 
días, si no tuviese en él el asiento del juzgado; convocará un jurado 
doble en número al de esa municipalidad, que dentro de ocho días 
fallará la causa, al solo efecto de destituir al acusado o declarar que 
no hay lugar a la destitución. Este fallo será inapelable. 

6a. — La ley de la materia determinará la elec-
ción, procedimiento y calidad de los jurados. 

Art. 208 — En aquellos distritos cuya población no alcance 
a dos mil habitantes, el gobierno municipal estará a cargo de una 
comisión de vecinos nombrados por elección popular, con las atri-
buciones que la léy determinará. 

Art. 209 — Todos los actos y contratos emanados de auto-
ridades municipales que no estén constituidas en la forma que 
prescribe esta Constitución, serán de ningún valor. 

Art. 210— Los conflictos internos de las municipalidades, 
los de éstas con otras municipalidades o autoridades de la Provin-
cia, serán dirimidos en el Departamento Judicial de la Capital, por 
la Suprema Corte de Justicia, y en los otros departamentos por las 
respectivas Cámaras de Apelación. 

Art. 211 — En caso de acefalía de una municipalidad, el 
Poder Ejecutivo convocará inmediatamente a elecciones para cons-
tituirla. 

SECCION SEPTIMA 

Educación e Instrucción Pública 

CAPITULO I 

Art. 212— La Legislatura dictará las leyes necesarias para 
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establecer y organizar un sistema de educación común y organizará 
asimismo la instrucción secundaria y superior, y sostendrá las uni-
versidades, colegios e institutos destinados a dispensarlas. 

CAPITULO II 

Educación Común 

Art. 213— Las leyes que organicen y reglamenten la educa-
ción deberán sujetarse a las reglas siguientes: 

la. — La educación común es gratuita y obliga-
toria, en las condiciones y bajo las penas que la ley establezca. 

2a. — La dirección facultativa y la administra-
ción general de las escuelas comunes serán confiadas a un Consejo 
General de Educación y a un Director General de Escuelas, cuyas 
respectivas atribuciones serán determinadas por la ley. 

3a. — El Director General de Escuelas será nom-
brado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado y durará en 
sus funciones cuatro años, pudiendo ser reelecto. 

4a. — El Consejo General de Educación se com-
pondrá por lo menos de ocho personas más, nombradas por el Po-
der Ejecutivo con acuerdo de la Cámara de Diputados. Se renova-
rá anualmente por partes y los miembros cesantes podrán ser ree-
lectos. 

5a. — La administración local y el gobierno in-
mediato de las escuelas en cuanto no afecte la parte técnica, es-
tarán a cargo de consejos electivos de vecinos de cada municipio 
de la Provincia. 

Las condiciones que deben reunir los e-
lectores serán las mismas que para elegir municipales, y las con-
diciones de elegibilidad y formación de los consejos serán las mis-
mas de las municipalidades. 

6a. — Se establecerán contribuciones y rentas 
propias de la educación común que le aseguren en todo tiempc 
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recursos, suficientes para su sostén, difusión y mejoramiento, que 
regirán mientras la Legislatura no las modifique. La contribución 
escolar de cada distrito será destinada a sufragar los gastos de la e-
ducación común en el mismo preferentemente y su inversión co-
rresponderá a los consejos escolares. 

7a. — Habrá, además, un fondo permanente de 
escuelas, depositado a premio en el Banco de la Provincia o en fon-
dos públicos de la misma, el cual será inviolable, sin que pueda dis-
ponerse más que de su renta para subvenir equitativa y concurren-
temente con los vecindarios, a la adquisición de terrenos y cons-
trucción de edificios de escuelas. La administración del fondo per-
manente corresponderá al Consejo General de Educación, debien-
do proceder en su aplicación con arreglo a la ley. 

8a. — Cuando la contribución escolar de un dis-
trito no sea bastante para sufragar los gastos de educación del mis-
mo, el tesoro público llenará el déficit que resulte. 

CAPITULO III 

Instrucción secundaria y superior 

Art. 214— Las leyes orgánicas y reglamentarias de la ins-
trucción secundaria y superior, se ajustarán a las reglas siguientes: 

la. — La instrucción secundaria y superior, esta-
rán a cargo de las universidades que se fundaren en adelante. 

2a. — La enseñanza será accesible para todos los 
habitantes de la Provincia y gratuita con las limitaciones que la ley 
establezca. 

3a. — Las universidades se compondrán de un 
Consejo Superior presidido por el Rector y de las diversas faculta-
des establecidas en aquéllas por las leyes de su creación. 

4a. — El Consejo Universitario será formado por 
los decanos y delegados de las diversas facultades; y éstas serán in-
tegradas por miembros ad honorem, cuyas condiciones y nombra-
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miento determinará la ley. 
5a. — Corresponderá al Consejo Universitario: 

dictar los reglamentos que exijan el orden y disciplina de los esta-
blecimientos de su dependencia; la aprobación de los presupuestos 
anuales que deben ser sometidos a la sanción legislativa; la jurisdic-
ción superior policial y disciplina que las leyes y reglamentos le a-
cuerden, y la decisión en última instancia de todas Jas cuestiones 
contenciosas decididas en primera instancia por una de las facul-
tades; promover el perfeccionamiento de la enseñanza; proponer 
la creación de nuevas facultades y cátedras; reglamentar la expedi-
ción de matrículas y diplomas y fijar los derechos que puedan co-
brarse por ellos. 

6a. — Corresponderá a las facultades: la elección 
de su decano y secretario; el nombramiento de profesores titulares 
o interinos; la dirección de la enseñanza, formación de los progra-
mas y la recepción de exámenes y pruebas en sus respectivos ramos 
científicos; fijar las condiciones de admisibilidad de los alumnos; 
administrar los fondos que les corresponden, rindiendo cuenta al 
Consejo; proponer a éste los presupuestos anuales, y toda medida 
conducente a la mejora de los estudios o régimen interno de las fa-
cultades. 

SECCION OCTAVA 

De la Reforma de la Constitución 

Art. 215 — Esta Constitución podrá ser reformada por me-
dio de una Convención Constituyente elegida popularmente. 

Art. 216— Podrá proponerse la reforma en cualesquiera de 
las dos cámaras, sea por moción firmada por diez diputados o por 
cinco senadores, sea por iniciativa del Poder Ejecutivo; pero sólo 
serán tomadas en consideración cuando tres quintos de votos de 
cada una de las cámaras declare la necesidad de la enmienda. Si 
no se obtuviese esta sanción, no podrá volverse a tratar el asunto 
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hasta la siguiente Legislatura. 
Art. 217 — Declarada la necesidad de la reforma de la Cons-

titución, se someterá a los electores para que en la próxima elec-
ción de senadores y diputados, voten en pro o en contra de la con-
vocatoria de una Convención Constituyente; y si la mayoría vota-
se afirmativamente, la asamblea legislativa convocará una Conven-
ción que se compondrá de tantos miembros cuantos sean los que 
compongan las cámaras legislativas, los cuales serán elegidos del 
mismo modo, por los mismos electores y en los mismos distritos 
que los senadores y diputados. 

Esta Convención se reunirá tres meses después 
de hecha la convocatoria, con el objeto de revisar, alterar o enmen-
dar esta Constitución; y lo que ella resuelva por mayoría, será pro-
mulgado como la expresión de la voluntad del pueblo, necesitan-
do para funcionar la mayoría absoluta de la totalidad de sus miem-
bros. 

SECCION NOVENA 

Disposiciones Transitorias 

Art. 218— Después del 31 de diciembre de 1890, serán nu-
los los actos y procedimientos de los empleados y funcionarios cu-
yos nombramientos y atribuciones no se ajustasen a las prescrip-
ciones de esta Constitución. 

Art. 2 1 9 - Queda facultado el Poder Ejecutivo para nom-
brar en comisión hasta el 31 de mayo de 1890, los funcionarios cu-
yo mandato terminara antes de esa fecha y cuyos nombramientos 
requiriesen acuerdo legislativo. 

Art. 220 - Para la elección de diputados que tendrá lugar el 
último domingo de marzo de 1891, la Cámara practicará el sorteo 
que sea necesario a fin de que principie a regir la forma de renova-
ción que establece esta Constitución. 

Igual sorteo y a los mismos efectos, practicará la 
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Cámara de Senadores para las elecciones que deben tener lugar en 
marzo de 1892. 

Art. 221 - Desde el I o de enero de 1891, los abusos de la li-
bertad de imprenta sólo podrán ser enjuiciables con arreglo a la 
ley que reglamente las prescripciones pertinentes de esta Constitu-
ción. 

Art. 222 — Mientras no se dicte la ley que rija el procedi-
miento en los juicios contencioso-administrativos, el recurso ante 
la Suprema Corte deberá interponerse dentro del perentorio térmi-
no de treinta días, contados desde la fecha en que la autoridad 
administrativa hizo saber su resolución a la parte interesada. En 
cuanto al recurso de retardación, podrá deducirse depués de seis 
meses de la fecha en que el asunto se encuentre en estado de reso-
lución. 

Art. 223 — Esta Constitución será jurada solemnemente el 
día I o de noviembre del año corriente en toda la Provincia, que-
dando autorizado el Poder Ejecutivo para adoptar las disposicio-
nes convenientes al efecto. 

Art. 224 — Promulgúese, comuniqúese y cúmplase en todo 
el territorio de la Provincia. 

Sala de sesiones de la Convención Constituyente de la Pro-
vincia de Buenos Aires, a 21 de octubre de mil ochocientos ochen-
ta y nueve. 

Aditardo Heredia, Manuel B. Gonnet, Beluario Arana, 
Daniel Arana, Eduardo Arana, Felipe Aristegui, Ju-
lián Barraquero, Claudio Benites, Luis Boer, José Ma-
ría Calderón, Benjamín Canard, José A. Capdevila, 
Emilio Carranza, Benjamín Castellanos, Juan Carlos 
Córdoba, Valentín Curutchet, Marcelino Davel, Car-
los Davis, Carlos Dimet, Eulogio Enciso, Arturo Gam-
boa, Benjamín C. González, Rafael Hernández, Jacob 
Larrain, Manuel H. Langenheim, Alberto Lartigau, 
Cecilio López, Tomás Márquez, Martin A. Martínez, 
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Cándido Mendoza, Adolfo Miranda Naón, Adolfo 
Moutier, Hilario Martínez Castro, Liborio B. Mustera, 
Santiago R. Pilotto, Miguel Plaza Montero, Manuel 
Rocha, Angel M. Rodríguez, Pedro A. Romero, ^iw-

Sarmiento, Francisco Seguí, Francisco 
Serantes, Alberto Ugalde, Torcuato B. Zuviría, /osé 
Ai. Zapiola, Carlos Maldonado, Angel G. Carranza 
Mármol, Juan Ortiz de Rosas. 

MANUEL J. RUBIO 
Secretario 
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Nos, los representantes de la provincia de Buenos Aires, 

reunidos por su voluntad y elección, con el objeto de constituir el 

mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la justicia, consoli-

dar la paz interna, proveer la seguridad común, promover el bie-

nestar general y asegurar los beneficios de la libertad para el pue-

blo y para los demás hombres que quieran habitar su suelo, invo-

cando a Dios, fuente de toda razón y justicia, ordenamos, decreta-

mos y establecemos esta Constitución. 

SECCION PRIMERA 

Declaraciones, Derechos y Garantías 

Art. I o - La provincia de Buenos Aires, como parte inte-
grante de la República Argentina, constituida bajo la forma repre-
sentativa republicana federal, tiene el libre ejercicio de todos los 
poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan si-
do delegados al Gobierno de la Nación. 

Art. 2 o — Todo poder público emana del pueblo; y así és-
te puede alterar o reformar la presente Constitución, siempre que 
el bien común lo exija y en la forma que por ella se establece. 

Art. 3 o — Los límites territoriales de la Provincia son los 
que por derecho le corresponden, con arreglo a lo que la Constitu-
ción Nacional establece y sin peijuicio de las cesiones o tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autorizados por la Legislatu-
ra, por ley sancionada por dos tercios de votos del número total de 
los miembros de cada Cámara. 

Art. 4 o — La capital de la provincia de Buenos Aires es la 
ciudad de La Plata. Las Cámaras Legislativas, el Poder Ejecutivo y 
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la Suprema Corte de Justicia, funcionarán permanentemente en es-
ta ciudad, salvo los casos en que, por causas extraordinarias, la ley 
dispusiese transitoriamente otra cosa. 

Art. 5 o — Se llevará un registro del estado civil de las per-
nas, con carácter uniforme y sin distinción de nacionalidades o 
creencias religiosas y en la forma que lo establezca la ley. 

Art. 6 o — Es inviolable en el territorio de la Provincia el 
derecho que todo hombre tiene para rendir culto a Dios Todopo-
deroso, libre y públicamente, según los dictados de su conciencia. 

Art. 7 o — El uso de la libertad religiosa, reconocido en el 
artículo anterior, queda sujeto a lo que prescriben la moral y el 
orden público. 

Art. 8 o — El Gobierno de la Provincia coopera a sostener 
el culto Católico Apostólico Romano, con arreglo a las prescrip-
ciones de la Constitución Nacional. 

Art. 9 o — Todos los habitantes de la Provincia son, por su 
naturaleza, libres e independientes y tienen derecho perfecto de 
defender y de ser protegidos en su vida, libertad, reputación, segu-
ridad y propiedad. Nadie puede ser privado de estos goces sino 
por vía de penalidad, con arreglo a la ley anterior al hecho del pro-
seso y previa sentencia legal del juez competente. 

Art. 10 — Los habitantes de la Provincia son iguales ante 
la ley, y ésta debe ser una misma para todos y tener una acción y 
fuerza uniformes. 

Art. 11 — La libertad de expresar pensamientos y opinio-
nes por cualquier medio, es un derecho asegurado a los habitantes 
de la Provincia. 

La Legislatura no dictará medidas preventivas, ni leyes o re-
glamentos que coarten, restrinjan o limiten el uso de la libertad de 
prensa. 

Solamente podrán calificarse de abusos de la libertad de 
prensa los hechos constitutivos de delitos comunes. La determina-
ción de sus penas incumbirá a la Legislatura y su juzgamiento a los 
jueces y tribunales ordinarios. Mientras no se dicte la ley corres-
pondiente, se aplicarán las sanciones determinadas por el Código 

184 



Penal de lá Nación. 
Los delitos cometidos por medio de la prensa nunca se repu-

tarán flagrantes. No se podrá secuestrar las imprentas y sus acceso-
rios como instrumentos del delito durante los procesos. Se admiti-
rá siempre la prueba como descargo, cuando se trate de la conduc-
ta oficial de los funcionarios o empleados públicos, 

Art. 12 — Queda asegurado a todos los habitantes de la 
Provincia el derecho de reunión pacífica para tratar asuntos públi-
cos o privados, con tal que no turben el orden público, así como 
el de petición individual o colectiva, ante todas y cada una de sus 
autoridades, sea para solicitar gracia o justicia, instruir a sus repre-
sentantes o para pedir la reparación de agravios. En ningún caso 
una reunión de personas podrá atribuirse la representación ni los 
derechos del pueblo, ni peticionar en su nombre, y los que lo hi-
cieren cometen delito de sedición. 

Art. 13 — Nadie podrá ser detenido sin que preceda inda-
gación sumaria que produzca semiplena prueba o indicio vehemen-
te de un hecho que merezca pena corporal, salvo en caso flagrante, 
en que todo delincuente puede ser detenido por cualquiera perso-
na y conducido inmediatamente a presencia de su juez; ni podrá 
ser constituido en prisión sin orden escrita de juez competente. 

Art. 14 — Toda orden de pesquisa, detención de una o 
más personas o embargo de propiedades, deberá especificar las per-
sonas u objetos de pesquisa o embargo, describiendo particular-
mente el lugar que debe ser registrado, y no se expedirá mandato 
de esta clase sino por hecho punible apoyado en juramento o afir-
mación, sin cuyos requisitos la orden o mandato no será exequible. 

Art. 15 — No podrá juzgarse por comisiones ni tribunales 
especiales, cualquiera que sea la denominación que se les dé. 

Art. 16 — Todo aprehendido será notificado de la causa de 
su detención dentro de las veinticuatro horas. 

Art. 17 — Toda persona detenida podrá pedir, por sí o por 
medio de otra, que se le haga comparecer ante el juez más inmedia-
to; y expedido que sea el auto por autoridad competente, no po-
drá ser detenida contra su voluntad, si pasadas las veinticuatro 
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horas no se le hubiese notificado por juez, igualmente competen-
te, la causa de su detención. Todo juez, aunque lo sea en un tribu-
nal colegiado, a quien se hiciere esta petición o se reclamase la ga-
rantía del artículo anterior, deberá proceder en el término de vein-
ticuatro horas, contadas desde su presentación con cargo auténti-
co, bajo multa de mil pesos nacionales. Proveída la petición, el 
funcionario que retuviese al detenido o dejase de cumplir dentro 
del término señalado por el juez el requerimiento de éste, incurri-
rá en la multa de quinientos pesos nacionales, sin perjuicio de ha-
cerse efectivo el auto. 

Art. 18 - Podrá ser excarcelada o eximida de prisión, la 
persona que diere caución o fianza suficiente. 

La ley determinará las condiciones y efectos de la fianza, a -
tendiendo a la naturaleza del delito, su gravedad, peligrosidad del 
agente y demás circunstancias, y la forma y oportunidad de acor-
dar la libertad provisional. 

Art. 19 — Todo habitante de la Provincia tiene el dere-
cho de entrar y salir del país, de ir y venir, llevando consigo sus 
bienes, salvo el derecho de tercero. 

Art. 20 — La correspondencia epistolar es inviolable. 
Art. 21 — El domicilio de una persona no podrá ser alla-

nado sino por orden escrita de juez o de las autoridades munici-
pales encargadas de vigilar la ejecución de los reglamentos de salu-
bridad pública y a este solo objeto. 

Art. 22 — Ningún habitante de la Provincia estará obligado 
a hacer lo que la ley no manda, ni será privado de hacer lo que e-
11a no prohibe. 

Art. 23 — Las acciones privadas de los hombres, que de 
ningún modo ofendan al orden público ni peijudiquen a un terce-
ro, están reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magis-
trados. 

Art. 24 - La libertad de trabajo, industria y comercio, es 
un derecho asegurado a todo habitante de la Provincia, siempre 
que no ofenda o perjudique a la moral o a la salubridad pública, ni 
sea contrario a las leyes del país o a los derechos de terceros. 
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Art. 25 — A ningún acusado se le obligará a prestar jura-
mento, ni a declarar contra sí mismo en materia criminal, ni será 
encausado dos veces por un mismo delito. 

Art. 26 - Las prisiones son hechas para seguridad y no pa-
ra mortificación de los detenidos. Las penitenciarías serán regla-
mentadas de manera que constituyan centros de trabajo y morali-
zación. Todo rigor innecesario hace responsables a las autoridades 
que lo ejerzan. 

Art. 27 - La propiedad es inviolable, y ningún habitante 
de la Provincia puede ser privado de ella, sino en virtud de senten-
cia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, 
debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. 

Art. 28 - Se ratifican para siempre las leyes de libertad de 
vientres y las que prohiben el tráfico de esclavos, la confiscación 
de bienes, el tormento, las penas crueles, infamia trascendental, 
mayorazgos y vinculaciones de toda especie, debiendo ser enajena-
ble toda propiedad. 

Art. 29 — Ninguna persona será encarcelada por deudas en 
causa civil, salvo los casos de fraude o culpa especificados por ley. 

Art. 30 — Los extranjeros gozarán en el territorio de la 
Provincia de todos los derechos civiles del ciudadano y de los de-
más que esta Constitución les acuerda. 

Art. 31 — La libertad de enseñar y aprender no podrá ser 
coartada por medidas preventivas. 

Art. 32 - Las universidades y facultades científicas erigi-
das legalmente, expedirán los títulos y grados de su competencia, 
sin más condición que la de exigir exámenes suficientes en el tiem-
po en que el candidato lo solicite, de acuerdo con los reglamentos 
de ljis facultades respectivas, quedando a la Legislatura la facultad 
de determinar lo concerniente al ejercicio de las profesiones libera-
les. 

Art. 33 - Los poderes públicos no podrán delegar las fa-
cultades que les han sido conferidas por esta Constitución, ni atri-
buir al Poder Ejecutivo otras que las que expresamente le están a-
cordadas por ella. 
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Art. 34 — No podrá acordarse remuneración extraordina-
ria a ninguno de los miembros de los poderes públicos y ministros 
secretarios, por servicios hechos o que se les encargaren en el 
ejercicio de sus funciones, o por comisiones especiales o extraor-
dinarias. 

Art. 35 — No podrá autorizarse empréstito alguno sobre 
el crédito general de la Provincia, ni emisión de fondos públicos, si-
no por ley sancionada por dos tercios de votos de los miembros 
presentes de cada Cámara. 

Art. 36 — Toda ley que sancione empréstito deberá especi-
ficar los recursos especiales con que deba hacerse el servicio de la 
deuda y su amortización. 

Art. 37 — No podrán aplicarse los recursos que se obten-
gan por empréstito, sino a los objetos determinados, que debe es-
pecificar la ley que lo autorice, bajo responsabilidad de la autori-
dad que los invierta o destine a otros objetos. 

Art. 38 — La Legislatura no podrá disponer de suma algu-
na del capital del Banco de la Provincia. 

Art. 39 — Ningún impuesto establecido o aumentado para 
sufragar la construcción de obras especiales, podrá ser aplicado in-
terina o definitivamente a objetos distintos de los determinados 
en la ley de su creación, ni durará por más tiempo que el que se 
emplee en redimir la deuda que se contraiga. 

Art. 40 — Los empleados públicos a cuya elección o nom-
bramiento no provea esta Constitución, serán nombrados por el 
Poder Ejecutivo. 

Art. 41 — No podrá acumularse dos o más empleos a suel-
do en una misma persona, aunque sea el uno provincial y el otro 
nacional, con excepción de los del magisterio en ejercicio. En 
cuanto a los empleos gratuitos y comisiones eventuales, la ley de-
terminará los que sean incompatibles. 

Ait. 42 — Todo funcionario y empleado de la Provincia, 
cuya residencia no esté regida por esta Constitución, deberá tener 
su domicilio real en el partido donde ejerza sus funciones. 

La ley determinará las penas que deban aplicarse a los in-
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fractores y los casos en que pueda acordarse licencias temporales. 
Art. 43 — Las declaraciones, derechos y garantías enume-

rados en esta Constitución, no serán interpretados como negación 
o mengua de otros derechos y garantías no enumerados o virtual-
mente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la sobe-
ranía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal. 

Art. 44 — Toda ley, decreto u orden contrarios a los ar-
tículos precedentes o que impongan al ejercicio de las libertades y 
derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los 
mismos artículos permiten, o priven a los ciudadanos de las garan-
tías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplica-
dos por los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda 
orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garan-
tías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los per-
juicios que tal violación o menoscabo les cause* contra el emplea-
do o funcionario que la haya autorizado o ejecutado. 

SECCION SEGUNDA 

Régimen Electoral 

CAPITULO UNICO 

Disposiciones generales 

Art. 45 — La representación política tiene por base la po-
blación y con arreglo a ella se ejercerá el derecho electoral. 

Art. 46 — La atribución del sufragio popular es un dere-
cho inherente a la calidad de ciudadano argentino y un deber que 
desempeñará con arreglo a las prescripciones de esta Constitución 
y a la ley de la materia. La Legislatura podrá acordar sufragio a la 
mujer argentina, por dos tercios de votos del total de los miem-
bros de cada Cámara. 

Art. 47 — La proporcionalidad de la representación será la 
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regla en todas las elecciones populares para integrar cuerpos cole-
giados, a fin de dar a cada opinión un número de representantes 
proporcional al número de sus adherentes, según el sistema que pa-
ra la aplicación de este principio determine la ley. 

A los efectos de mantener la regla establecida en este artícu-
lo, la Legislatura determinará la forma y oportunidad del reempla-
zo por suplentes, de legisladores, municipales y consejeros escola-
res, en los casos de vacante. Con el mismo objeto, no se convocará 
a elecciones por menos de tres vacantes. 

Ait. 48 — La Legislatura dictará la ley electoral; ésta será 
uniforme para toda la Provincia y se sujetará a las disposiciones 
precedentes y a las que se expresan a continuación: 

la. — Cada uno de los partidos en que se divida 
la Provincia, constituirá un distrito electoral; los distritos electora-
les serán agrupados en secciones electorales. No se formará ningu-
na sección electoral a la que le corresponda elegir menos de tres 
senadores y seis diputados. La capital de la Provincia formará una 
sección electoral. 

2a. — Se votará personalmente y por boletas en 
que consten los nombres de los candidatos. 

3a. — Los ciudadanos votarán en el distrito elec-
toral de su residencia. 

4a. — Los ciudadadanos estarán obligados a de-
sempeñar las funciones electorales que les encomienden las autori-
dades creadas por esta Constitución y la ley electoral; se determi-
narán sanciones para los infractores. 

Art. 49 — Habrá una Junta Electoral permanente, integra-
da por los presidentes de la Suprema Corte de Justicia, del Tribu-
nal de Cuentas y de tres Cámaras de Apelación del Departamento 
de la Capital, que funcionará en el local de la Legislatura, bajo la 
presidencia del primero. En caso de impedimento serán reemplaza-
dos por sus substitutos legales. 

Art. 50 — Corresponderá a la Junta Electoral: 
1 o — Formar y depurar el registro de electores. 
2o — Designar y remorver los ciudadanos encar-

gados de recibir los sufragios. 
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3 o — Realizar los escrutinios, sin perjuicio de lo 
que disponga la Legislatura en el caso de resolver la simultaneidad 
de las elecciones nacionales y provinciales. 

4 o — Juzgar de la validez de las elecciones. 
5 o - Diplomar a los legisladores, municipales y 

consejeros escolares, quienes con esa credencial, quedarán habilita-
dos para ejercer sus respectivos mandatos. 

Estas atribuciones y las demás que le acuerde la Legislatura, 
serán ejercidas con sujeción al procedimiento que determine la ley. 

Art. 51 — A los efectos del escrutinio, los miembros del 
Ministerio Público y los secretarios de la Suprema Corte de Justi-
cia y de las Cámaras de Apelación, serán auxiliares de la Junta E-
lectoral. 

Art. 52 — Toda elección deberá terminarse en un solo día, 
sin que las autoridades puedan suspenderla por ningún motivo. 

Art. 53 — No podrán votar los soldados del Ejército y Ar-
mada de la Nación, hasta sargento inclusive; ni los agentes de poli-
cía terrestre, fluvial o marítima, bomberos y guardias de cárceles, 
hasta pasados dos meses después de haber cesado en su empleo. 

Art. 54 — Los ciudadanos encargados de recibir los sufra-
gios, tendrán a su cargo el orden inmediato en el comicio durante 
el ejercicio de sus funciones y para conservarlo o restablecerlo, po-
drán requerir el auxilio de la fuerza pública. 

SECCION TERCERA 

Poder Legislativo 

CAPITULO I 

De la Legislatura 

Art. 55 — El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido 
por dos Cámaras, una de diputados y otra de senadores, elegidos 
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directamente por ciudadanos aigenliiius, con anegio a las prescrip-
ciones de esta Constitución y a la ley de la materia. 

CAPITULO II 

De la Cámara de Diputados 

Art. 56 — Esta Cámara se compondrá de ochenta y cuatro 
diputados. La Legislatura, por dos tercios de votos del total de los 
miembros de cada Cámara, podrá elevar esta cantidad hasta cien 
como máximo. Se determinará con arreglo a cada censo nacional 
o provincial, debidamente aprobado, el número de habitantes que 
ha de representar cada diputado. 

Art. 57 — El cargo de diputado durará cuatro años, pero la 
Cámara se renovará por mitad cada dos años. 

Art. 58 — Para ser diputado se requieren las cualidades si-
guientes: 

la. — Ciudadanía natural en ejercicio, o legal 
después de cinco años de obtenida, y residencia inmediata de un 
año para los que no sean hijos de la Provincia. 

2a. — Ventidós años de edad. 
Art. 59 — Es incompatible el cargo de diputado con el de 

empleado a sueldo de la Provincia o de la Nación, y de miembro 
de los directorios de los establecimientos públicos de la Provincia. 
Exceptúanse los del magisterio en ejercicio y las comisiones even-
tuales. 

Todo ciudadano que siendo diputado aceptase 
cualquier empleo de los expresados en el primer párrafo de este ar-
tículo, cesará por ese hecho de ser miembro de la Cámara. 

Art. 60 — Es de competencia exclusiva de la Cámara de Di-
putados: 

I o — Prestar su acuerdo al Poder Ejecutivo para 
el nombramiento de los miembros del Consejo General de Educa-
ción. 
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2 o — Acusar ante el Senado al Gobernador de la 
Provincia y sus ministros, al Vicegobernador, a los miembros de 
la Suprema Corte de Justicia, al Procurador General de la misma, 
y al Fiscal de Estado por delitos en el desempeño de sus funciones 
o falta de cumplimiento a los deberes de su cargo. 

Para usar de esta atribución, deberá preceder una sanción 
de la Cámara por dos tercios de votos de sus miembros presentes, 
que declare que hay lugar a formación de causa. 

Cualquier habitante de la Provincia tiene acción para denun-
ciar ante la Cámara de Diputados el delito o falta, a efecto de que 
se promueva la acusación. La ley determinará el procedimiento de 
estos juicios. 

Art. 61 — Cuando se deduzca acusación por delitos comu-
nes contra los funcionarios acusables por la Cámara de Diputados, 
no podrá procederse contra sus personas, sin que previamente el 
tribunal competente solicite el juicio político y la Legislatura haga 
lugar a la acusación y al allanamiento de la inmunidad del acusado. 

CAPITULO III 

Del Senado 

Art. 62 — Esta Cámara se compondrá de cuarenta y dos 
senadores. La Legislatura, por dos tercios de votos del total de los 
miembros de cada Cámara, podrá elevar esta cantidad hasta cin-
cuenta, como máximo, estableciendo el número de habitantes que 
ha de representar cada áenador, de acuerdo con lo prescripto en el 
artículo 56. 

Art. 63 — Son requisitos para ser senador: 
I o — Ciudadanía natural en ejercicio, o legal des-

pués de cinco años de obtenida y residencia inmediata de un año 
para los que no sean hijos de la Provincia. 

2 o — Tener treinta años de edad. 
Art. 64 — Son también aplicables al cargo de senador las 
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incompatibilidades establecidas en el artículo 59 para los diputa-
dos, en los términos allí prescriptos. 

Art. 65 — El cargo de senador durará cuatro años, pero la 
Cámara se renovará por mitad cada dos años. 

Art. 66 — Es atribución exclusiva del Senado juzgar enjui -
cio público a los acusados por la Cámara de Diputados, constitu-
yéndose al efecto en tribunal y prestando sus miembros juramen-
to o afirmación para estos casos. 

Cuando el acusado fuese el Gobernador o el Vi-
cegobernador de la Provincia, deberá presidir el Senado el Presi-
dente de la Suprema Corte de Justicia, pero no tendrá voto. 

Art. 67 — El fallo del Senado en estos casos no tendrá 
más efectos que destituir al acusado y aún declararlo incapaz de o-
cupar ningún puesto de honor o a sueldo de la Provincia. 

Ningún acusado podrá ser declarado culpable, 
sin una mayoría de dos tercios de votos de los miembros presen-
tes. Deberá votarse en estos casos nominalmente y registrarse en el 
"Diario de Sesiones" el voto de cada senador. 

Art. 68 — El que fuese condenado en esta forma queda, 
sin embargo, sujeto a acusación y juicio ante los tribunales ordina-
rios. 

Art. 69 — Presta su acuerdo a los nombramientos que de-
be hacer el Poder Ejecutivo con este requisito y le presenta una 
terna alternativa para el nombramiento de Tesorero y Subtesore-
ro, Contador y Subcontador de la Provincia. 

CAPITULO IV 

Disposiciones comunes a ambas cámaras 

Art. 70 — Las elecciones para diputados y senadores ten-
drán lugar cada dos años, en la fecha que la ley establezca. 

Art. 71 — Las Cámaras abrirán automáticamente sus sesio-
nes ordinarias, el primer día hábil del mes de mayo de cada año y 
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las cerrarán el 31 de agosto. Funcionarán en la capital de la Provin-
cia, pero podrán hacerlo por causas graves en otro punto, prece-
diendo una disposición de ambas Cámaras que Jo acuerde. 

Las sesiones podrán prorrogarse hasta sesenta 
días, previa una sanción de ambas Cámaras que así lo disponga. 

Art. 72 — Los senadores y diputados residirán en la Pro-
vincia mientras dure el ejercicio de sus funciones. 

Art. 73 — Las Cámaras podrán ser convocadas por el Po-
der Ejecutivo a sesiones extraordinarias, siempre que un asunto de 
interés público y urgente lo exija o convocarse por sí mismas cuan-
do, por la misma razón, lo soliciten doce senadores y veinticuatro 
diputados. En estos casos, sólo se ocuparán del asunto o asuntos 
de la convocatoria, empezando por declarar si ha llegado el caso 
de urgencia e interés público para hacer lugar al requerimiento. 

Art. 74 — Para funcionar necesitan mayoría absoluta del 
total de sus miembros, pero en número menor podrán reunirse al 
solo efecto de acordar las medidas que estimen convenientes para 
compeler a los inasistentes. 

Art. 75 — Ninguna de las Cámaras podrá suspender sus se-
siones más de tres días sin acuerdo de la otra. 

Art. 76 — Ningún miembro del Poder Legislativo, durante 
su mandato, ni aun renunciando su cargo, podrá ser nombrado pa-
ra desempeñar empleo alguno rentado que haya sido creado o cu-
yos emolumentos se hayan aumentado durante el período legal de 
la Legislatura en que haya actuado, ni ser parte en contrato algu-
no que resulte de una ley sancionada durante su período. 

Art. 77 — Cada Cámara podrá nombrar comisiones de su 
seno para examinar el estado del tesoro y para el mejor desempe-
ño de las atribuciones que le conciernan, y podrá pedir a los jefes 
de departamentos de la Administración y por su conducto a sus 
subalternos, los informes que crea convenientes. 

Art. 78 — Podrán también expresar la opinión de su mayo-
ría por medio de resoluciones o declaraciones sin fuerza de ley, so-
bre cualquier asunto político o administrativo que afecte los inte-
reses generales de la Provincia o de la Nación. 
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Art. 79 — Cada Cámara podrá hacer venir a su sala a los mi-
nistros del Poder Ejecutivo, para pedirles los informes que estime 
convenientes. 

Art. 80 — Cada Cámara se regirá por un reglamento espe-
cial y nombrará su Presidente y Vicepresidentes a excepción del 
Presidente del Senado, que lo será el Vicegobernador, quien no 
tendrá voto sino en caso de empate. 

Los funcionarios y empleados de ambas Cáma-
ras, serán designados en la forma que determinen sus respectivos 
reglamentos. 

Art. 81 — La Legislatura sancionará su presupuesto, acor-
dando el número de empleados que necesite, su dotación y la for-
ma en que deben proveerse. Esta ley no podrá ser vetada por el Po-
der Ejecutivo. 

Art. 82 — Las sesiones de ambas Cámaras serán públicas, y 
sólo podrán ser secretas por acuerdo de la mayoría. 

Art. 83 — Los miembros de ambas Cámaras son inviolables 
por las opiniones que manifiesten y votos que emitan en el desem-
peño de su cargo. 

No hay autoridad alguna que pueda procesarlos 
ni reconvenirlos en ningún tiempo por tales causas. 

Art. 84 — Los senadores y diputados gozarán de completa 
inmunidad en su persona desde el día de su elección hasta el día 
en que cese su mandato, y no podrán ser detenidos por ninguna 
autoridad sino en caso de ser sorprendidos en la ejecución flagran-
te de algún crimen, dándose inmediatamente cuenta a la Cámara 
respectiva, con la información sumaria del hecho, para que resuel-
va lo que corresponda, según el caso, sobre la inmunidad personal. 

Art. 85 — Cuando se deduzca acusación ante la justicia 
contra cualquier senador o diputado, examinado el mérito del su-
mario, de la acusación o información traída, podrá la Cámara res-
pectiva, con dos tercios de votos, suspender en sus funciones al a-
cusado, dejándolo a disposición del juez competente para su juz-
gamiento. 

Art. 86 - Cada Cámara podrá corregir a cualquiera de sus 
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miembros por desorden de conducta en el ejercicio de sus funcio-
nes, por dos tercios de votos; y en caso de reincidencia, podrá ex-
pulsarlo por el mismo número de votos. 

Por inasistencia notable podrá también declarar-
lo cesante en la misma forma. 

Art. 87 — Cada Cámara tendrá jurisdicción para corregir 
los actos que atenten contra su autoridad, dignidad e independen-
cia y contra las inmunidades de sus miembros. La ley definirá los 
casos y las penas para la aplicación de este artículo. 

Art. 88 — Al aceptar el cargo los diputados y senadores, ju-
rarán por Dios y por la Patria, o por la Patria, desempeñarlo fiel-
mente. 

Art. 89 — Los senadores y diputados gozarán de una remu-
neración determinada por la Legislatura. 

CAPITULO V 

Atribuciones del Poder Legislativo 

Art. 90 — Corresponde al Poder Legislativo: 
I o — Establecer los impuestos y contribuciones 

necesarios para los gastos de servicio público, debiendo estas car-
gas ser uniformes en toda la Provincia. 

2 o — Fijar anualmente el cálculo de recursos y 
el presupuesto de gastos. Con relación a nuevos gastos dentro de la 
ley de presupuesto, la iniciativa corresponderá exclusivamente al 
Poder Ejecutivo; perd la Legislatura podrá disminuir o suprimir los 
que íe fuesen propuestos. 

La ley de presupuesto será la base a que de-
be sujetarse todo gasto en la administración general de la Provincia. 

Si el Poder Ejecutivo no remitiera los pro-
yectos de presupuesto y leyes de recursos para el ejercicio siguien-
te antes del 31 de agosto, la Legislatura podrá iniciar su estudio y 
sancionarlos, tomando por base las leyes vigentes. 
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Vencido el ejercicio administrativo sin que 
la Legislatura hubiese sancionado una nueva ley de gastos y recur-
sos, se tendrán por prorrogadas las que hasta ese momento se en-
contraban en vigor. 

3 o — Crear y suprimir empleos para la mejor ad-
ministración de la Provincia, determinando sus atribuciones, res-
ponsabilidades y dotación, con la limitación a que se refiere el pri-
mer párrafo del inciso anterior. 

4 o — Fijar las divisiones territoriales para la me-
jor administración. 

5 o — Conceder indultos y acordar amnistías por 
delitos de sedición en la Provincia. 

6 o — Conceder privilegios por un tiempo limita-
do a los autores o inventores, perfeccionadores y primeros intro-
ductores de nuevas industrias para explotarse sólo en la Provincia, 
sin perjuicio de las atribuciones del gobierno general. 

7 o — Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades de todos los recaudadores de 
rentas y tesoreros de la Provincia y sus municipios. 

8 o — Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios pú-
blicos. 

9 o — Aprobar o desechar los tratados que el Po-
der Ejecutivo celebrase con otras provincias. 

10 — Discernir honores y recompensas pecunia-
rias por una sola vez, y con dos tercios de votos del número total 
de los miembros de cada Cámara, por servicios distinguidos presta-
dos a la Provincia. 

11 — Dictar la Ley Orgánica del Montepío Civil. 
12 — Organizar la carrera administrativa con las 

siguientes bases: acceso por idoneidad; escalafón; estabilidad; uni-
formidad de sueldos en cada categoría e incompatibilidades. 

13 - Dictar todas aquellas leyes necesarias para 
el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para todo a -
sunto de interés público y general de la Provincia, cuya naturaleza 
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y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales. 

CAPITULO VI 

Procedimiento para la formación de las leyes 

Art. 91 — Toda ley puede tener principio en cualquiera de 
las Cámaras y se propondrá en forma de proyecto por cualquiera 
de los miembros de cada Cámara y también por el Poder Ejecutivo. 
Toda ley especial que autorice gastos, necesitará para su aproba-
ción, el voto de los dos tercios de los miembros presentes de cada 
Cámara. 

Art. 92 — Aprobado un proyecto por la Cámara de su ori-
gen, pasará para su revisión a la otra y si ésta también lo aprobase, 
se comunicará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 

Art. 93 — Si la Cámara revisora modifica el proyecto que 
se le ha remitido, volverá a la iniciadora y si ésta aprueba las modi-
ficaciones, pasará al Poder Ejecutivo. 

Si las modificaciones fuesen rechazadas, volverá 
por segunda vez el proyecto a la Cámara revisora y si ella no tuvie-
se dos tercios para insistir, prevalecerá la sanción de la iniciadora. 

Pero si concurriesen dos tercios de votos para 
sostener las modificaciones, el proyecto pasará de nuevo a la Cá-
mara de su origen, la que necesitará igualmente el voto de las dos 
terceras partes de sus miembros presentes, para que su sanción se 
comunique al Poder Ejecutivo. 

Art. 94 — Ningún proyecto de ley rechazado totalmente 
por úna de las Cámaras, podrá repetirse en las sesiones de aquel 
año. 

Un proyecto sancionado por una de las Cámaras 
y no votado por la otra en ese año o en el siguiente, se considerará 
rechazado. 

Art. 95 — El Poder Ejecutivo deberá promulgar los proyec-
tos de ley sancionados dentro de diez días de haberle sido remiti-
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dos por la Legislatura; pero podrá devolverlos con observaciones 
durante dicho plazo, y si una vez transcurrido no ha hecho la pro-
mulgación, ni los ha devuelto con sus objeciones, serán ley de la 
Provincia y deberán promulgarse y publicarse en el día inmediato 
por el Poder Ejecutivo, o en su defecto, se publicarán por el Presi-
dente de la Cámara que hubiese prestado la sanción definitiva. 

En cuanto a la ley general de presupuesto, que 
fuese observada por el Poder Ejecutivo, sólo será reconsiderada en 
la parte objetada, quedando en vigencia lo demás de ella. 

Art. 96 — Si antes del vencimiento de los diez días, hubie-
se tenido lugar la clausura de las Cámaras, el Poder Ejecutivo debe-
rá, dentro de dicho término, remitir el proyecto vetado a la secre-
taría de la Cámara de su origen, sin cuyo requisito no tendrá efec-
to el veto. 

Art. 97 — Devuelto un proyecto por el Poder Ejecutivo, 
será reconsiderado primero en la Cámara de su origen, pasando lue-
go a la reviso ra; y si ambas insisten en su sanción por el voto de los 
dos tercios de sus miembros presentes, el proyecto será ley y el Po-
der Ejecutivo se hallará obligado a promulgarlo. En caso contra-
rio, no podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 

. Art. 98 — Si un proyecto de ley observado volviere a ser 
sancionado en uno de los dos períodos legislativos subsiguien-
tes, el Poder Ejecutivo no podrá observarlo de nuevo, estando obli-
gado a promulgarlo como ley. 

Art. 99 — En la sanción de las leyes se usará la siguiente 
fórmula: 

"El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Bue-
nos Aires, sancionan con fuerza de ley, etcétera". 

CAPITULO VII 

De la Asamblea Legislativa 

Art. 100 - Ambas Cámaras sólo se reunirán para el desem-
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peño de las funciones siguientes: 
la. — Apertura y clausura de las sesiones. 
2a. — Para recibir el juramento de ley al Gober-

nador y Vicegobernador de la Provincia. 
3a. — Para tomar en consideración y admitir o 

desechar las renuncias que hicieren de su cargo los mismos funcio-
narios. 

4a. — Para verificar la elección de senadores al 
Congreso Nacional. 

5a. — Para tomar conocimiento del resultado 
del escrutinio de la elección de Gobernador y Vicegobernador y 
proclamar a los electos. 

6a. — Para tomar conocimiento del resultado 
del escrutinio del plebiscito sobre reforma de la Constitución, y se-
gún su resultado, convocar la Convención Constituyente. 

7a. — Para considerar la renuncia de los senado-
res electos al Congreso de la Nación, antes de que el Senado tome 
conocimiento de su elección. 

Art. 101 — Todos los nombramientos que se defieren a la 
Asamblea General deberán hacerse a mayoría absoluta de los 
miembros presentes. 

Art. 102— Si hecho el escrutinio no resultare candidato 
con mayoría absoluta, deberá repetirse la votación, contrayéndose 
a los dos candidatos que hubiesen obtenido más votos en la ante-
rior; y en caso de empate, decidirá el presidente. 

Art. 103 — De las excusaciones que se presenten de nombra-
mientos hechos por la Asamblea, conocerá ella misma, procedien-
do según fuese su resultado. 

Art. 104— Las reuniones de la Asamblea General serán pre-
sididas por el Vicegobernador, en su defecto, por el Vicepresiden-
te del Senado, y a falta de éste, por el Presidente de la Cámara de 
Diputados. 

Art. 105— No podrá funcionar la Asamblea sin la mayoría 
abosoluta de los miembros de cada Cámara. 
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SECCION CUARTA 

Poder Ejecutivo 

CAPITULO I 

De su naturaleza y duración 

Art. 106— El Poder Ejecutivo de la Provincia será desempe-
ñado por un ciudadano, con el t í tulo de Gobernador de la provin-
cia de Buenos Aires. 

Art. 107— Al mismo tiempo y por el mismo período que 
se elija Gobernador, será elegido un Vicegobernador. 

Art. 108— Para ser elegido Gobernador o Vicegobernador, 
se requiere: 

I o — Haber nacido en territorio argentino o ser 
hijo de ciudadano nativo, si hubiese nacido en país extranjero. 

2 o — Tener treinta años de edad. 
3 o — Cinco años de domicilio en la Provincia con 

ejercicio de ciudadanía no interrumpida, si no hubiese nacido en 
ella. 

Art. 109 — El Gobernador y el Vicegobernador durarán cua-
tro años en el ejercicio de sus funciones, y cesarán en ellas en el 
mismo día en que expire el período legal, sin que evento alguno 
pueda motivar su prorrogación por un día más, ni tampoco que se 
les complete más tarde. 

Art. 110— El Gobernador y el Vicegobernador no podrán 
ser reelegidos en el período siguiente a su elección. 

Tampoco podrá el Gobernador ser nombrado Vi-
cegobernador, ni el Vicegobernador podrá ser nombrado Goberna-
dor. 

A r t . l l l — En caso de muerte, destitución, renuncia, en-
fermedad, suspensión o ausencia del Gobernador, las funciones 
del Poder Ejecutivo serán desempeñadas por el Vicegobernador, 
por todo el resto del período legal, en los tres primeros casos, o 
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hasta que haya cesado la inhabilidad temporaria, en los tres últi-
mos. 

Art. 1 1 2 - Si la inhabilidad temporaria afectase simultánea-
mente al Gobernador y al Vicegobernador, el Vicepresidente 
primero del Senado se hará cargo del Poder Ejecutivo, hasta que a -
quélla cese en uno de ellos. Dicho funcionario también se hará car-
go del Poder Ejecutivo, cuando en el momento de producirse la en-
fermedad, suspensión o ausencia del Gobernador, no exista Vice-
gobernador, o cuando al producirse la muerte, destitución o renun-
cia del Gobernador, el Vicegobernador estuviera afectado de inha-
bilidad temporaria, o cuando la inhabilidad temporaria, afectase al 
Vicegobernador en ejercicio definitivo de las funciones de Gober-
nador. 

Art. 113— En caso de muerte, destitución o renuncia del 
Gobernador, cuando no exista Vicegobernador, o del Vicegoberna-
dor que hubiese asumido definitivamente las funciones de Gober-
nador, el Poder Ejecutivo será desempeñado por el Vicepresidente 
primero del Senado, pero dentro de los treinta días de producida 
la vacante se reunirá la Asamblea Legislativa y designará de su se-
no un Gobernador interino, quien se hará cargo inmediatamente 
del Poder Ejecutivo. 

En la primera elección de renovación de la Legis-
latura, que tenga lugar posteriormente, se procederá a elegir un 
nuevo Gobernador y un nuevo Vicegobernador, por un período 
de cuatro años, que se iniciará el primer día hábil del mes de ma-
yo del año de su elección. 

El Gobernador interino no podrá ser elegido Go-
bernador ni Vicegobernador. 

Art. 114— Si la acefalía se produjese por muerte, destitu-
ción o' renuncia del Gobernador interino, se procederá como ha si-
do previsto en el artículo anterior. 

Art. 115 — En los mismos casos en que el Vicegobernador 
reemplaza al Gobernador, el Vicepresidente del Senado reempla-
za al Vicegobernador. 

Art. 116— La Legislatura dictará una ley que determine el 
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funcionario que deberá desempeñar el cargo provisoriamente para 
los casos en que el Gobernador, Vicegobernador y Vicepresidente 
del Senado no pudiesen desempeñar las funciones del Poder Ejecu-
tivo. 

Art. 117 — El Gobernador y el Vicegobernador, en ejercicio 
de sus funciones, residirán en la capital de la Provincia y no po-
drán ausentarse de ella por más de treinta días sin permiso de la 
Legislatura, y en ningún caso del territorio de la Provincia sin este 
requisito. 

Art. 118 — En el receso de las Cámaras sólo podrán ausen-
tarse por un motivo urgente de interés público y por el tiempo in-
dispensable, dando cuenta a aquéllas oportunamente. 

Art. 119 — Al tomar posesión del cargo, el Gobernador y el 
Vicegobernador prestarán juramento ante el Presidente de la A-
samblea Legislativa en los términos siguientes: 

"Juro por Dios y por la Patria y sobre estos Santos Evange-
lios, observar y hacer observar la Constitución de la Provincia, de-
sempeñando con lealtad y honradez el cargo de Gobernador (o Vi-
cegobernador). Si así no lo hiciere, Dios y la Patria me lo deman-
den". 

Art. 120— El Gobernador y el Vicegobernador gozan del 
sueldo que la ley determine, no pudiendo ser alterado en el perío-
do de sus nombramientos. Durante éste no podrán ejercer otro em-
pleo ni recibir otro emolumento de la Nación o de la Provincia. 

CAPITULO II 

Elección de Gobernador y Vicegobernador 

Art. 121 - La elección de Gobernador y Vicegobernador se-
rá hecha directamente por el pueblo, por simple mayoría de vo-
tos; cada elector votará el nombre de un ciudadano para Goberna-
dor y el de otro ciudadano para Vicegobernador. 

Art. 1 2 2 - La elección tendrá lugar conjuntamente con la 
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de senadores y diputados del año que corresponda. 
Art. 123— La Junta Electoral practicará el escrutinio y re-

mitirá constancia del mismo al Gobernador de la Provincia y al 
Presidente de la Asamblea Legislativa. 

Art. 124— Una vez que el Presidente de la Asamblea Legis-
lativa haya recibido comunicación del escrutinio, convocará a la 
Asamblea con tres días de anticipación, a fin de que este Cuerpo 
tome conocimiento del resultado y proclame y diplome a los ciu-
dadanos que hayan sido elegidos Gobernador y Vicegobernador. 

En caso de empate, la Asamblea resolverá por 
mayoría absoluta de votos cuál de los ciudadanos que hayan empa-
tado debe desempeñar el cargo. Esta sesión de Asamblea no podrá 
levantarse hasta no haber terminado su cometido. 

Art. 125 — El presidente de la Asamblea Legislativa comuni-
cará el resultado de la sesión a que se refiere el artículo anterior, a 
los ciudadanos electos y al Gobernador de la Provincia. 

Art. 126— Los ciudadanos que resulten electos Goberna-
dor y Vicegobernador, deberán comunicar al Presidente de la A-
samblea Legislativa y al Gobernador de la Provincia, la aceptación 
del cargo dentro de los cinco días siguientes a aquel en que les fue 
comunicado su nombramiento. 

Art. 127 — Aceptado que sea el cargo de Gobernador y Vi-
cegobernador por los ciudadanos que hayan resultado electos, el 
Presidente de la Asamblea Legislativa fijará y les comunicará la ho-
ra en que habrán de presentarse a prestar juramento el primer día 
hábil del mes de mayo del año de su elección. Igual comunicación 
se hará al Gobernador de la Provincia. 

Art. 128— El Gobernador interino cesará en sus funciones 
el primer día hábil del mes de mayo del año en que corresponda 
renovar la Legislatura. 

Art. 1 2 9 - Corresponde a la Asamblea Legislativa conocer 
en las renuncias del Gobernador y Vicegobernador electos. 

Art. 1 3 0 - Aceptadas que sean las renuncias del Goberna-
dor y Vicegobernador electos, se reunirá la Asamblea Legislativa y 
designará Gobernador interino en las condiciones y por el tiempo 
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establecido en el artículo 113. Pero si sólo hubiese sido aceptada 
la renuncia del Gobernador electo o del Vicegobernador electo, a-
quel de los dos que no hubiese renunciado o cuya renuncia no hu-
biese sido aceptada, prestará juramento y se hará cargo del Poder 
Ejecutivo, sin que se proceda a realizar una nueva elección, 

Ait. 131 — Una vez aceptado el cargo el Gobernador y Vice-
gobernador electos gozarán de las mismas inmunidades personales 
de los senadores y diputados. 

CAPITULO III 

Atribuciones del Poder Ejecutivo 

Art. 132— El Gobernador es el jefe de la Administración 
de la Provincia, y tiene las siguientes atribuciones: 

la. — Nombrar y remover los ministros secreta-
rios del despacho. 

2a. — Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la 
Provincia, facilitando su ejecución por reglamentos y disposicio-
nes especiales que no alteren su espíritu. 

3a. — Concurrir a la formación de las leyes, con 
arreglo a la Constitución, teniendo el derecho de iniciarlas por pro-
yectos presentados a las Cámaras, y de tomar parte en su discu-
sión por medio de los ministros. 

4a. - El Gobernador podrá conmutar las penas 
impuestas por delitos sujetos a la jurisdicción provincial, previo in-
forme motivado de la Suprema Corte de Justicia, sobre la oportu-
nidad y conveniencia de la conmutación y con arreglo a la ley re-
glamentaria que determinará los casos y la forma en que pueda so-
licitarse, debiendo ponerse en conocimiento de la Asamblea Legis-
lativa, las razones que hayan motivado en cada caso la conmuta-
ción de la pena. 

El Gobernador no podrá ejercer esta atribución 
cuando se trate de delitos en que el Senado conoce como juez, y 
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de aquellos cometidos por funcionarios públicos en el ejercicio de 
sus funciones. 

5a. — Ejercerá los derechos del patronato como 
vicepatrono, hasta que el Congreso Nacional, en uso de la atribu-
ción que le confiere el artículo 67, inciso 19, de la Constitución 
de la República, dicte la ley de la materia. 

6a. — A la apertura de la Legislatura la informa-
rá del estado general de la administración. 

7a. — Convocar al pueblo de la Provincia a todas 
las elecciones en la oportunidad debida, sin que por ningún moti-
vo pueda diferirlas. 

8a. — Convocar a sesiones extraordinarias a la 
Legislatura o a cualquiera de las Cámaras, cuando lo exija un gran-
de interés público, salvo el derecho del cuerpo convocado para 
apreciar y decidir después de reunido, sobre los fundamentos de la 
convocatoria. 

9a. - Hacer recaudar las rentas de la Provincia y 
decretar su inversión con arreglo a las leyes, debiendo hacer publi-
car mensualmente el estado de la Tesorería. 

10 — Celebrar y firmar tratados parciales con o-
tras provincias para fines de la administración de justicia, de intere-
ses económicos y trabajos de utilidad común, con aprobación de 
la Legislatura y dando conocimiento al Congreso Nacional. 

11 — Es el comandante en jefe de las fuerzas mi-
litares de la Provincia, con excepción de aquellas que hayan sido 
movilizadas para objetos nacionales. 

12 — Movilizar la milicia provincial en caso de 
conmoción interior que ponga en peligro la seguridad de la Provin-
cia, con autorización de la Legislatura, y por sí solo durante el re-
ceso, dando cuenta en las próximas sesiones, sin perjuicio de hacer-
lo inmediatamente a la autoridad nacional. 

13 - Decretar también la movilización,de las mi-
licias, en los casos previstos por el inciso vigésimo cuarto, artículo 
sesenta y siete de la Constitución Nacional. 

14 — Expedir despachos a los oficiales que nom-
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bre para organizar la milicia de la Provincia y para poner en ejerci-
cio las facultades acordadas en los dos incisos que preceden. En 
cuanto a los jefes, expide también despachos hasta teniente coro-
nel. Para dar el de coronel se requiere el acuerdo del Senado. 

15 — Es agente inmediato y directo del Gobier-
no Nacional para hacer cumplir en la Provincia la Constitución y 
las leyes de la Nación. 

• 16 — Da cuenta a las Cámaras Legislativas del 
estado de la hacienda y de la inversión de los fondos votados para 
el ejercicio precedente y remite antes del 31 de agosto, los proyec-
tos de presupuesto de la administración y las leyes de recursos. 

17 — No podrá acordar goce de sueldo o pen-
sión sino por alguno de los tí tulos que las leyes expresamente de-
terminan. 

18 — Nombra, con acuerdo del Senado: 
I o — El Fiscal de Estado; 
2 o — El Director General de Escuelas; 
3 o — El Presidente y los vocales del Tribu-

nal de Cuentas; 
4 o — El Presidente y los directores del 

Banco de la Provincia que le corresponda designar. 
Y con acuerdo de la Cámara de Diputa-

dos, los miembros del Consejo General de Educación. 
La ley determinará en los casos no previs-

tos por esta Constitución, la duración de estos funcionarios, de-
biendo empezar el I o de junio sus respectivos períodos. 

Art. 133 - No puede expedir órdenes y decretos sin la fir-
ma del ministro respectivo. 

Podrá, no obstante, expedirlos en caso de acefalía de minis-
tros y mientras se provea a su nombramiento, autorizando a los o-
ficiales mayores de los ministerios por un decreto especial. Los ofi-
ciales mayores en estos casos, quedan sujetos a las responsabilida-
des de los ministros. 

Art. 134— Estando las Cámaras reunidas, la propuesta de 
funcionarios que requieren para su nombramiento el acuerdo del 
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Senado o de la Cámara de Diputados, se hará dentro de los quince 
días de ocurrida la vacante, no pudiendo el Poder Ejecutivo insis-
tir sobre un candidato rechazado por el Senado o la Cámara de Di-
putados en su caso, durante ese año. En el receso, la propuesta se 
hará dentro del mismo término, convocándose extraordinariamen-
te, al efecto, a la Cámara respectiva. 

Ninguno de los funcionarios para cuyo nombra-
miento se requiere el acuerdo o propuesta por terna de alguna de 
las Cámaras, podrá ser removido sin el mismo requisito. Excep-
túanse los funcionarios para cuya remoción esta Constitución esta-
blece un procedimiento especial. 

CAPITULO IV 

De los ministros secretarios del despacho general 

Art. 135 — El despacho de los negocios administrativos de 
la Provincia estará a cargo de dos o más ministros secretarios, y 
una ley especial deslindará los ramos y las funciones adscriptas al 
despacho de cada uno de los ministerios. 

Art. 136 — Para ser nombrado ministro se requieren las mis-
mas condiciones que esta Constitución determina para ser elegido 
diputado. 

Art. 137— Los ministros secretarios despacharán de acuer-
do con el Gobernador y refrendarán con su firma las resoluciones 
de éste, sin cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará cumpli-
miento. 

Podrán, no obstante, expedirse por sí solos en todo lo refe-
rente al régimen económico de sus respectivos departamentos y 
dictar resoluciones de trámite. 

Art. 138 — Serán responsables de todas las órdenes y resolu-
ciones que autoricen, sin que puedan pretender eximirse de res-
ponsabilidad por haber procedido en virtud de orden del Goberna-
dor. 
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Art. 139— En los treinta días posteriores a la apertura del 
período legislativo, los ministros presentarán a la Asamblea la me-
moria detallada del estado de la Administración correspondiente a 
cada uno de los ministerios, indicando en ellas las reformas que 
más aconsejen la experiencia y el estudio. 

Art. 140— Los ministros pueden concurrir a las sesiones de 
las Cámaras y tomar parte en las discusiones, pero no tendrán vo-
to. 

Art 141 — Gozarán por sus servicios de un sueldo estableci-
do por la ley, que no podrá ser aumentado ni disminuido en favor 
o en perjuicio de los que se hallen en ejercicio. 

CAPITULO V 

Responsabilidad del Gobernador y de los ministros 

Art. 142— El Gobernador y los ministros son responsables 
y pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en 
la sección del "Poder Legislativo1", por las causas que determina el 
inciso 2 o del artículo 60 de esta Constitución y por abuso de su 
posición oficial para realizar especulaciones de comercio. 

CAPITULO VI 

Del Fiscal de Estado, Contador y Tesorero de la Provincia 

Art. 143— Habrá un Fiscal de Estado inamovible, encarga-
do de defender el patrimonio del Fisco, que será parte legítima en 
los juicios contencioso-administrativos y en todos aquellos en que 
se controviertan intereses del Estado. 

La ley determinará los casos y la forma en que 
ha de ejercer sus funciones. 

Para desempeñar este puesto se requieren las 
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mismas condiciones exigidas para los miembros de la Suprema Cor-
te de Justicia. 

Art. 1 4 4 - El Contador y Subcontador, el Tesorero y Sub-
tesorero serán nombrados en la forma prescripta en el artículo 69 
y durarán cuatro años, pudiendo ser reelectos. 

Art. 145 - El Contador y Subcontador no podrán autorizar 
pago alguno que no sea arreglado a la ley general de presupuesto, 
o a las leyes especiales, o en los casos del artículo 151. 

Art. 146— El Tesorero no podrá ejecutar pagos que no ha-
yan sido previamente autorizados por el Contador. 

CAPITULO VII 

Del Tribunal de Cuentas 

Art. 147— La Legislatura dictará la ley orgánica del Tribu-
nal de Cuentas. Este se compondrá de un presidente abogado y 
cuatro vocales contadores públicos, todos inamovibles, nombra-
dos por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. Podrán ser en-
juiciados y removidos en la misma forma y en los mismos casos 
que los jueces de las Cámaras de Apelación. 

Dicho tribunal tendrá las siguientes atribucio-
nes : 

la. — Examinar las cuentas de percepción e in-
versión de las rentas públicas, tanto provinciales como municipa-
les, aprobarlas o desaprobarlas y en este último caso, indicar el 
funcionario o funcionarios responsables, como también el monto 
y la causa de los alcances respectivos. 

2a. — Inspeccionar las oficinas provinciales o 
municipales que administren fondos públicos y tomar las medidas 
necesarias para prevenir cualquier irregularidad en la forma y con 
arreglo al procedimiento que determine la ley. 

Las acciones para la ejecución de las reso-
luciones del Tribunal corresponderán al Fiscal de Estado. 
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SECCION QUINTA 

Poder Judicial 

CAPITULO I 

Art. 148— El Poder Judicial será desempeñado po ruña Su-
prema Corte de Justicia, Cámaras de Apelación, jueces y demás tri-
bunales que la ley establezca. 

CAPITULO II 

Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia 

Art. 149— La Suprema Corte de Justicia tiene las siguien-
tes atribuciones: 

la. — Ejerce la jurisdicción originaria y de apela-
ción para conocer y resolver acerca de la constitucionalidad o in-
constitucionalidad de leyes, decretos, ordenanzas o reglamentos 
que estatuyan sobre materia regida por esta Constitución y se con-
trovierta por parte interesada. 

2a. — Conoce y resuelve originaria y exclusiva-
mente en las causas de competencia entre los poderes públicos de 
la Provincia y en las que se susciten entre los tribunales de justicia 
con motivo de su jurisdicción respectiva. 

3a. — Decide las causas contencioso-administra-
tivas en única instancia y en juicio pleno, previa denegación o re-
tardación de la autoridad administrativa competente al reconoci-
miento de los derechos que se gestionan por parte interesada. La 
ley determinará el plazo dentro del cual podrá deducirse la acción 
ante la Suprema Corte de Justicia y los demás procedimientos de 
este juicio. 

4a. — Conoce y resuelve en grado de apelación: 
( a) De la aplicabilidad de la ley en que los 
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tribunales de justicia en última instancia, funden su sentencia so-
bre la cuestión que por ella deciden, con las restricciones que las 
leyes de procedimientos establezcan a esta clase de recursos: 

b) De la nulidad argüida contra las senten-
cias definitivas pronunciadas en última instancia por los tribuna-
les de justicia, cuando se alegue violación de las normas conteni-
das en los artículos 156 y 159 de esta Constitución. 

5a. — Nombra y remueve directamente los se-
cretarios y empleados del tribunal, y a propuesta de los jueces de 
primera instancia, funcionarios del ministerio público y jueces de 
paz, el personal de sus respectivas dependencias. 

Art. 150— La presidencia de la Suprema Corte de Justicia, 
se turnará anualmente entre sus miembros, principiando por el de 
mayor edad. 

Art. 151 — En las causas contencioso-administrativas, la Su-
prema Corte de Justicia tendrá facultad de mandar cumplir direc-
tamente sus sentencias por las oficinas o empleados respectivos si 
la autoridad administrativa no lo hiciere dentro de los sesenta días 
de notificada la sentencia. 

Los empleados a que alude este artículo serán 
responsables por la falta de cumplimiento de las disposiciones de 
la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 152— La Suprema Corte de Justicia hará su reglamen-
to y podrá establecer las medidas disciplinarias que considere con-
veniente a la mejor administración de justicia. 

Art. 153 — Debe pasar anualmente a la Legislatura una me-
moria o informe sobre el estado en que se halla dicha administra-
ción, a cuyo efecto puede pedir a los demás tribunales de la Pro-
vinciá los datos que crea convenientes y proponer en forma de pro-
yecto las reformas de procedimiento y organización que sean com-
patibles con lo estatuido en esta Constitución y tiendan a mejorar-
la. 

CAPITULO III 
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Administración de justicia 
en materia civil, comercial y penal 

Art. 154— La Legislatura establecerá Cámaras de Apelación 
y tribunales o jueces de primera instancia en lo civil, comercial y 
penal, permanentes en la ciudad de La Plata, determinando los lí-
mites de su jurisdicción territorial y las materias de su competen-
cia en su fuero respectivo. En el resto de la Provincia los establece-
rá permanentes o viajeros, organizando los distritos judiciales que 
considere convenientes. 

Art. 155 — Corresponde a las Cámaras de Apelación, el 
nombramiento y remoción de los secretarios y empleados de su de-
pendencia. 

Art. 156— Los tribunales de justicia deberán resolver todas 
las cuestiones que le fueren sometidas por las partes, en la forma y 
plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. 

Los jueces que integran los tribunales colegia-
dos, deberán dar su voto en todas las cuestiones esenciales a deci-
dir. Para que exista sentencia debe concurrir mayoría de opinio-
nes acerca de cada una de ellas. 

Art. 157— Los procedimientos ante los tribunales son pú-
blicos; sus acuerdos y sentencias se redactarán en los libros que de-
ben llevar y custodiar; y en los autos de las causas en que conocen, 
y publicarse en sus salas respectivas de audiencia, a menos que a 
juicio del tribunal ante quien penden, la publicidad sea peligrosa 
para las buenas costumbres, en cuyo caso debe declararlo así por 
medio de un auto. 

Art. 158— Queda establecida ante todos los tribunales de 
la Provincia la libre defensa en causa civil propia y la libre repre-
sentación con las restricciones que establezca la ley de la materia. 

Art. 159— Las sentencias que pronuncien los jueces y tribu-
nales letrados en lo civil, comercial, criminal y correccional, serán 
fundadas en el texto expreso de la ley, y a falta de éste, en los 
principios jurídicos de la legislación vigente en la materia respec-
tiva, y en defecto de éstos, en los generales del derecho, teniendo 
en consideración las circunstancias del caso. 
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CAPITULO IV 

Justicia de Paz 

Art. 160— La Legislatura establecerá juzgados de paz en 
toda la Provincia y otros de menor cuantía, teniendo en considera-
ción la extensión territorial de cada distrito y su población. 

Art. 161 — La elección de jueces de paz recaerá en ciudada-
nos mayores de veinticinco años, con residencia de dos años, por 
lo menos, en el distrito en que deben desempeñar sus funciones y 
que reúnan las demás condiciones que la ley determine. 

Art. 162— Serán nombrados por el Poder Ejecutivo a pro-
puesta en terna por las municipalidades. 

Art. 163 — La ley determinará la forma y tiempo en que de-
be hacerse el nombramiento de jueces de paz y suplentes y la dura-
ción de sus funciones. 

Art. 164— Los jueces de paz son funcionarios exclusiva-
mente judiciales y agentes de los tribunales de justicia, y su compe-
tencia general y especial será determinada por la ley. 

CAPITULO V 

Elección, duración y responsabilidad de los miembros 
del Poder Judicial 

Art. 165 — Los jueces letrados y el Procurador de la Supre-
ma Corté de Justicia serán nombrados por el Poder Ejecutivo con 
acuerdo del Senado. 

Art. 166— Los jueces letrados y el Procurador de la Supre-
ma Corte de Justicia conservarán sus empleos mientras dure su 
buena conducta. 

Art. 167— Para ser juez de la Suprema Corte de Justicia y 
Procurador de ella, se requiere: 

Haber nacido en territorio argentino o ser hijo 
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de ciudadano nativo si hubiese nacido en país extranjero; título o 
diploma que acredite suficiencia en la ciencia del derecho recono-
cido, por autoridad competente en la forma que determine la ley ; 
treinta años de edad y menos de setenta, y diez a lo menos de ejer-
cicio en la profesión de abogado o en el desempeño de alguna ma-
gistratura. Para serlo de las Cámaras de Apelación, bastarán seis 
años. 

Art. 168— Para ser juez de primera instancia se requiere: 
tres años de práctica en la profesión de abogado, seis años de ciu-
dadanía en ejercicio y veinticinco años de edad. 

Art. 169 - Los jueces de la Suprema Corte de Justicia pres-
tarán juramento ante su presidente de desempeñar fielmente el car-
go. El presidente lo prestará ante la Suprema Corte de Justicia, y 
los demás jueces ante quien determine el mismo tribunal. 

Art. 170— Los jueces de la Suprema Corte de Justicia, Cá-
maras de Apelación y de Primera Instancia, no pueden ser suspen-
didos en el ejercicio de sus cargos, sino en el caso de acusación y 
con sujeción a lo que se dispone en esta Constitución. 

Art. 171 — Para ingresar al Poder Judicial deben justificarse 
dos años de residencia inmediata en la Provincia. 

Art. 172 — Los jueces de las Cámaras de Apelación y de Pri-
mera Instancia y los miembros del Ministerio Público pueden ser 
denunciados o acusados por cualquiera del pueblo, por delitos o 
faltas cometidos en el desempeño de sus funciones, ante un jurado 
de once miembros que podrá funcionar con número no inferiora 
seis, integrado por el presidente de la Suprema Corte de Justicia 
que lo presidirá, cinco abogados inscriptos en la matrícula que reú-
nan las condiciones para ser miembro de dicho tribunal, y hasta 
cinco legisladores abogados. 

Los legisladores y abogados que deban integrar 
el jurado se designarán por sorteo, en acto público, en cada caso; 
los legisladores por el presidente del Senado y los abogados por l;i 
Suprema Corte de Justicia, a cuyo cargo estará la confección de la 
lista de todos los abogados que reúnan las condiciones para ser 
conjueces. 
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La ley determinará la forma de reemplazar a los 
abogados no legisladores en caso de vacante. 

Art. 173 — El Juez acusado quedará suspendido en el ejerci-
cio de su cargo desde el día en que el jurado admita la acusación. 

Art. 174 — El Jurado dará su veredicto con arreglo a dere-
cho, declarando al juez acusado culpable o no culpable del hecho 
o hechos que se le imputen. 

Art. 175 — Pronunciado el veredicto de culpabilidad, la cau-
sa se remitirá al juez competente para que aplique la ley penal 
cuando corresponda. 

Art. 176 — La ley determinará los delitos y faltas de los jue-
ces acusables ante el jurado y reglamentará el procedimiento que 
ante él debe observarse. 

Art. 177 — Los jueces de paz no letrados pueden ser acusa-
dos ante la Suprema Corte de Justicia, por delitos o faltas cometi-
dos en el ejercicio de sus funciones. Dicho tribunal podrá suspen-
derlos y removerlos según el procedimiento que determine la ley. 

Art. 178— Los jueces acusados de delitos ajenos a sus fun-
ciones serán juzgados en la misma forma que los demás habitan-
tes de la Provincia, quedando suspendidos desde el día en que se 
haga lugar a la acusación. 

Art. 179 — La ley determinará el modo y forma como de-
ben ser nombrados y removidos y la duración del período de los 
demás funcionarios que intervengan en los juicios. 

Art. 180 — El Ministerio Público será desempeñado por el 
Procurador General de la Suprema Corte de Justicia; por los Fisca-
les de Cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas 
para ser jueces de las Cámaras de Apelación; por agentes fiscales, 
asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes de-
berán reunir las condiciones requeridas para ser jueces de primera 
instancia. El Procurador General ejercerá superintendencia sobre 
los demás miembros del Ministerio Público. 

SECCION SEXTA 
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Del régimen municipal 

CAPITULO UNICO 

Art. 181 — La administración de los intereses y servicios lo-
cales en la Capital y cada uno de los partidos que formen la Provin-
cia, estará a cargo de una municipalidad, compuesta de un departa-
mento ejecutivo unipersonal y un departamento deliberativo, cu-
yos miembros, que no podrán ser menos de seis ni más de veinti-
cuatro, durarán cuatro años en sus funciones, renovándose cada 
dos años por mitad y serán elegidos en el mismo acto en que se 
elijan los senadores y diputados, en la forma que determine la ley. 

Art. 182— La Legislatura deslindará las atribuciones y res-
ponsabilidades de cada departamento, confiriéndoles las faculta-
des necesarias para que ellos puedan atender eficazmente a todos 
los intereses y servicios locales, con sujeción a las siguientes bases: 

la. — El número de miembros del departamen-
to deliberativo se fijará con relación a la población de cada distri-
to. 

2a. — Serán electores los ciudadanos inscriptos 
en el registro electoral del distrito y además los extranjeros mayo-
res de edad que sepan leer y escribir en idioma nacional, con dos 
años de residencia inmediata en el municipio, que estén inscriptos 
en un registro especial y paguen anualmente impuestos fiscales o 
municipales que en conjunto no bajen de doscientos pesos. 

3a. — Serán elegibles todos los ciudadanos ma-
yores de veinticinco años, que sepan leer y escribir, vecinos del 
distrito, con un año de domicilio anterior a la elección y si son ex-
tranjeros, tengan además cinco años de residencia y estén inscrip-
tos en el registro especial. 

4a. — Las funciones municipales serán carga pú-
blica, de la que nadie podrá excusarse sino por excepción fundada 
en la ley de la materia. 

5a. — El ciudadano a cargo del departamento 
ejecutivo durará cuatro años en sus funciones. Para desempeñar 
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este cargo se requiere ciudadanía en ejercicio y las condiciones ne-
cesarias para ser concejal . 

6a. — Los concejales extranjeros no podrán ex-
ceder de la tercera parte del número total de los miembros del con-
cejo deliberante. 

Art. 183 — Son atribuciones inherentes al régimen munici-
pal, las siguientes: 

la. — Convocar a los electores del distrito para 
elegir municipales y consejeros escolares, con quince días de antici-
pación por lo menos, cuando el Poder Ejecutivo dejare transcurrir 
los términos legales sin hacerlo. 

2a. — Proponer al Poder Ejecutivo, en la época 
que corresponda, las ternas para nombramientos de jueces de paz 
y suplentes. 

3a. — Nombrar los funcionarios municipales. 
4a. — Tener a su cargo el ornato y salubridad, 

los establecimientos de beneficiencia que no estén a cargo de so-
ciedades particulares, asilos de inmigrantes que sostenga la Provin-
cia, las cárceles locales de detenidos y la viabilidad pública. 

5a. — Votar anualmente su presupuesto y los re-
cursos para costearlo; administrar los bienes raíces municipales, 
con facultad de enajenar tanto éstos como los diversos ramos de 
las rentas del año corriente; examinar y resolver sobre las cuentas 
del año vencido, remitiéndolas en seguida al Tribunal de Cuentas. 

Vencido el ejercicio administrativo sin 
que el Concejo Deliberante sancione el presupuesto de gastos, el 
intendente deberá regirse por el sancionado para el año anterior. 
Las ordenanzas impositivas mantendrán su vigencia hasta que sean 
modificadas o derogadas por otras. El presupuesto será proyecta-
do. por el departamento ejecutivo y el deliberativo no está faculta-
do para aumentar su monto total. Si aquél no lo remitiera antes 
del 31 de octubre, el Concejo Deliberante podrá proyectarlo y 
sancionarlo, pero su monto no podrá exceder del total de la 
recaudación habida en el año inmediato anterior. En caso de veto 
total o parcial, si el Concejo Deliberante insitiera por dos tercios 
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de votos, el intendente estará obligado a promulgarlo. 
Toda ordenanza especial que autorice gas-

tos no previstos en el presupuesto, deberá establecer los recursos 
con que han de ser cubiertos. 

6a. — Dictar ordenanzas y reglamentos dentro 
de estas atribuciones. 

7a. — Recaudar, distribuir y oblar en la tesorería 
del Estado las contribuciones que la Legislatura imponga al distrito 
para las necesidades generales, sin perjuicio de que el Poder Ejecu-
tivo nombre funcionarios especiales para este objeto, si lo cree más 
conveniente. 

8a. — Constituir consorcios de municipalidades 
y cooperativas de vecinos a los fines de la creación de superusinas 
generadoras de energía eléctrica. 

Art. 184— Las atribuciones expresadas tienen las siguientes 
limitaciones: 

la. — Dar publicidad por la prensa a todos sus 
actos, reseñándolos en una memoria anual, en la que se hará cons-
tar detalladamente la percepción e inversión de sus rentas. 

2a. — Todo aumento o creación de impuestos o 
contribuciones de mejoras, necesita ser sancionado por mayoría 
absoluta de votos de una asamblea compuesta por los miembros 
del Consejo Deliberante y un número igual de mayores contribu-
yentes de impuestos municipales. 

3a. — No podrá autorizarse empréstito alguno 
sobre el crédito general de la municipalidad, sino por ordenanza 
sancionada en la forma que determina el inciso anterior; pero en 
ningún caso podrá sancionarse ordenanza de esta clase cuando el 
total de los servicios de amortización e intereses, afecte en más del 
25 por ciento los recursos ordinarios de la Municipalidad. Cuando 
se trate de contratar empréstitos en el extranjero o enajenar o gra-
var los edificios municipales, se requerirá, además, autorización le-
gislativa. 

4a. — Siempre que se haga uso del crédito será 
para obras señaladas de mejoramiento o para casos eventuales, y 
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se votará una suma anual para el servicio de la deuda, no pudiendo 
aplicarse los fondos a otro objeto que el indicado. 

5a. — Las enajenaciones sólo podrán hacerse en 
remate público. 

6a. — Siempre que hubiere de construirse una o-
bra municipal, de cualquier género que fuere, en la que hubieren 
de invertirse fondos del común, la municipalidad nombrará una co-
misión de propietarios electorales del distrito, para que las fiscali-
ce. 

7a. — Las obras públicas cuyo importe exceda 
de mil pesos nacionales, deberán sacarse siempre a licitación. 

Art. 185— Los municipales, funcionarios y empleados, son 
personalmente responsables, no sólo de cualquier acto definido y 
penado por la ley, sino también por los daños y peijuicios prove-
nientes de la falta de cumplimiento a sus deberes. 

La ley determinará las causas, forma y oportuni-
dad de destitución de los municipales, funcionarios y empleados 
que, por deficiencias de conducta o incapacidad, sean inconve-
nientes o perjudiciales en el desempeño de sus cargos. 

Art. 186 — Todos los actos y contratos emanados de autori-
dades municipales que no estén constituidas en la forma que pres-
cribe esta Constitución, serán de ningún valor. 

Art. 187— Los conflictos internos de las municipalidades, 
sea que se produzcan entre los departamentos ejecutivo y delibe-
rativo, sea que ocurran en el seno de este último, los de las distin-
tas municipalidades entre sí o con otras autoridades de la Provin-
cia, serán dirimidos por la Suprema Corte de Justicia. 

Art. 188 — En caso de acefalía de una municipalidad, el Po-
der Ejecutivo convocará inmediatamente a elecciones para consti-
tuirla. 

SECCION SEPTIMA 

Educación e Instrucción Pública 
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CAPITULO I 

Art. 189— La Legislatura dictará las leyes necesarias para 
es-
tablecer y organizar un sistema de educación común, y organizará 
asimismo la instrucción secundaria y superior, y sostendrá las uni-
versidades, colegios e institutos destinados a dispensarlas. 

CAPITULO II 

Educación común 

Art. 190— Las leyes que organicen y reglamenten la educa-
ción, deberán sujetarse a las reglas siguientes: 

la. — La educación común es gratuita y obliga-
toria en las condiciones y bajo las penas que la ley establezca. 

2a. — La educación común tendrá entre sus fi-
nes principales el de formar el carácter de los niños en él culto de 
las instituciones patrias y en los principios de la moral cristiana, 
respetando la libertad de conciencia. 

3a. - La dirección facultativa y la administra-
ción general de las escuelas comunes serán confiadas a un Consejo 
General de Educación y a un Director General de Escuelas, cuyas 
respectivas atribuciones serán determinadas por la ley. 

4a. — El Director General de Escuelas será nom-
brado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado y durará en 
sus funciones cuatro años, pudiendo ser reelecto. 

Corresponde al Director General de Escue-
las el nombramiento y remoción de todo el personal técnico, admi-
nistrativo y docente. 

5a. — El Consejo General de Educación se com-
pondrá por lo menos de ocho personas más, nombradas por el Po-
der Ejecutivo con acuerdo de la Cámara de Diputados. Se renovará 
anualmente por partes, y los miembros cesantes podrán ser reelec-
tos. 
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6a. — La administración local y el gobierno in-
mediato de las escuelas en cuanto no afecte la parte técnica, esta-
rán a cargo de consejos electivos de seis vecinos argentinos de cada 
partido de la Provincia. 

Las condiciones que deben reunir los elec-
tores serán las mismas que para elegir municipales y las condicio-
nes de elegibilidad y formación de los consejos, serán las mismas 
de las municipalidades. 

7a. - Se establecerán contribuciones y rentas 
propias de la educación común, que le aseguren en todo tiempo re-
cursos suficientes para su sostén, difusión y mejoramiento, que re-
girán mientras la Legislatura no las modifique. La contribución es-
colar de cada destrito será destinada a sufragar los gastos de la edu-
cación común en el mismo, preferentemente, y su inversión corres-
ponderá a los consejos escolares. 

8a. — Habrá, además, un fondo permanente de 
escuelas, depositado a premio en el Banco de la Provincia o en fon-
dos públicos de la misma, el cual será inviolable, sin que pueda dis-
ponerse más que de su renta para subvenir equitativa y concurren-
temente con los vecindarios a la adquisición de terrenos y cons-
trucción de edificios de escuelas. La administración del fondo per-
mante corresponderá al Consejo General de Educación, debiendo 
proceder en su aplicación con arreglo a la ley. 

9a. — Cuando la contribución escolar de un dis-
trito no sea bastante para sufragar los gastos de educación del 
mismo, el tesoro público llenará el déficit que resulte. 

CAPITULO III 

Instrucción secundaria y superior 

Art. 191 — Las leyes orgánicas y reglamentarias de la ins-
trucción secundaria y superior se ajustarán a las reglas siguientes: 

1 a. - La instrucción secundaria y superior esta-
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rán a cargo de las universidades que se fundaren en adelante. 
2a. — La enseñanza será accesible para todos los 

habitantes de la Provincia, y gratuita, con las limitaciones que la 
ley establezca. 

3a. — Las universidades se compondrán de un 
consejo superior, presidido por el rector y de las diversas faculta-
des establecidas en aquéllas por las leyes de su creación. 

4a. — El consejo universitario será formado por 
los decanos y delegados de las diversas facultades y éstas serán in-
tegradas por miembros "ad honorem", cuyas condiciones y nom-
bramiento determinará la ley. 

5a. — Corresponderá al consejo universitario: 
dictar los reglamentos que exijan el orden y disciplina de los esta-
blecimientos de su dependencia; la aprobación de los presupues-
tos anuales que deben ser sometidos a la sanción legislativa; la ju-
risdicción superior policial y disciplinaria que las leyes y reglamen-
tos le acuerden, y la decisión en última instancia de todas las cues-
tiones contenciosas decididas en primera instancia por una de las 
facultades; promover el perfeccionamiento de la enseñanza; propo-
ner la creación de nuevas facultades y cátedras; reglamentar la ex-
pedición de matrículas y diplomas y fijar los derechos que puedan 
cobrarse por ellos. 

6a. — Corresponderá a las facultades: la elección 
de su decano y secretario; el nombramiento de profesores titulares 
o interinos; la dirección de la enseñanza, formación de los progra-
mas y la recepción de exámenes y pruebas en sus respectivos ramos 
científicos; fijar las condiciones de admisibilidad de los alumnos; 
administrar los fondos que les corresponden, rindiendo cuenta al 
consejo; proponer a éste los presupuestos anuales, y toda medida 
conducente a la mejora de los estudios o régimen interno de las 
facultades. 

SECCION OCTAVA 
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De la reforma de la Constitución 

CAPITULO UNICO 

Art. 192— Esta Constitución sólo podrá ser reformada por 
el siguiente procedimiento: 

a) El proyecto de reforma será tramitado en la 
forma establecida para la sanción de las leyes, debiendo contar con 
el voto afirmativo de dos tercios del total de los miembros de am-
bas cámaras para ser aprobado. La ley inidicará si la reforma será 
total o parcial y, en este último caso, las partes o los artículos que 
serán reformados; 

b) La misma ley establecerá si ha de convocarse 
o no, a una convención reformadora. En este último caso la ley 
contendrá la enmienda proyectada y ésta será sometida a plebisci-
to en la primera elección que se realice. El voto será expresado en 
pro o en contra de la enmienda y su resultado será comunicado 
por la Junta Electoral al Poder Ejecutivo y a la Legislatura, para 
su cumplimiento. 

Art. 193 — En caso de convocarse a una convención refor-
madora, la ley expresará la forma de su funcionamiento y el plazo 
dentro del cual deberá dar término a su cometido. 

Art. 194— La convención será formada por ciudadanos que 
reúnan las condiciones necesarias para ser diputados y se compon-
drá del mismo número de miembros que la Asamblea Legislativa. 
La elección se llevará a cabo en la misma forma y por los mismos 
medios que la de diputados y senadores. La ley determinará las in-
compatibilidades para ser diputado convencional. 

Art. 195. Las enmiendas aprobadas en plebiscito y las san-
ciones de la convención reformadora, serán promulgadas y publica-
das como parte integrante de la Constitución. 

SECCION NOVENA 
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Disposiciones transitorias 

CAPITULO UNICO 

Art. 196 — Hasta 1937, la renovación de la Cámara de Dipu-
tados se efectuará en la forma siguiente: 

I o — El último domingo de diciembre de 1934, 
se elegirán catorce diputados por la Tercera Sección Electoral, cu-
yo mandato durará hasta el 30 de abril de 1940; tres diputados 
por la Séptima Sección Electoral, cuyo mandato durará hasta el 
30 de abril de 1936, y catorce diputados por la Cuarta Sección E-
lectoral, cuyo mandato durará hasta el 30 de abril de 1938. 

2 o — En el mes de noviembre de 1935, se elegi-
rán once diputados por la Quinta Sección Electoral, por cuatro 
años, desde el I o de mayo de 1936 hasta el 30 de abril de 1940. 
El mismo día se elegirán, además, once diputados por la Sexta Sec-
ción Electoral, y seis diputados por la Séptima Sección Electoral, 
todos por dos años, desde el I o de mayo de 1936 hasta el 30 de 
abril de 1938. 

3 o — En el mes de marzo de 1937 se elegirán 
seis diputados por la Capital y once por la Primera Sección Electo-
ral, todos por tres años, desde el I o de mayo de 1937 hasta el 30 
de abril de 1940. El mismo día se elegirán, además once diputados 
por la Segunda Sección Electoral, por un año, desde el I o de ma-
yo de 1937 hasta el 30 de abril de 1938. 

Art. 197 — Hasta 1938, la renovación de la Cámara de Sena-
dores se efectuará en la forma siguiente: 

I o — El último domingo de diciembre de 1934 
se elegirán tres senadores por la Séptima Sección Electoral, cuyo 
mandato durará hasta el 30 de abril de 1936. 

2 o — En el mes de noviembre de 1935 se elegi-
rán cinco senadores por la Segunda Sección Electoral, siete por la 
Cuarta Sección Electoral, , seis por la Sexta Sección Electoral y tres 
por la Séptima Sección Electoral, cuyo mandato durará hasta el 
30 de abril de 1940. 
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3 o - En el mes de marzo de 1938 se elegirán 
tres senadores por la Capital, seis por la Primera Sección Electoral, 
siete por la Tercera Sección Electoral y cinco por la Quinta Sec-
ción Electoral, cuyo mandato durará hasta el 30 de abril de 1942. 

Art. 198 - El último domingo de diciembre de 1934 se ele-
girán los municipales y consejeros escolares que corresponda, en 
reemplazo de aquéllos cuyo mandato termina el 31 de diciembre 
de 1934; los que resulten elegidos, durarán en el cargo hasta el 30 
de abril de 1938. 

En el mes de noviembre de 1935 se elegirán los 
municipales y consejeros escolares que corresponda, en reemplazo 
de aquellos cuyo mandato termina el 31 de diciembre de 1935; 
los que resulten elegidos, durarán en el cargo hasta el 30 de abril 
de 1940. 

Art. 199— La comisión municipal de General Conesa se 
convertirá en municipalidad, eligiendo tres municipales y tres con-
sejeros escolares por un período comprendido entre el I o de ene-
ro de 1935 y el 30 de abril de 1936, y tres municipales y tres con-
sejeros escolares por un período comprendido entre el I o de ene-
ro de 1935 y el 30 de abril de 1938. 

Art. 200 - No habrá elecciones de renovación de las munici-
palidades el último domingo de noviembre de 1934. 

Art. 201 — Para la elección de legisladores y municipales 
que se celebrará el último domingo de diciembre de 1934, se apli-
carán las disposiciones legales en vigor y se utilizará el registro de 
extranjeros formado en el corriente año. Actuará la Junta Electo-
ral creada por esta Constitución. 

Art. 202 — La elección de Gobernador y Vicegobernador 
para el período 1936-1940, tendrá lugar en el mes de noviembre 
de 1935. Los ciudadanos que resulten elegidos ejercerán su 'manda-
to desde el 18 de febrero de 1936 hasta el primer día hábil del 
mes de mayo de 1940. 

Art. 203 - Los actuales magistrados judiciales y los miem-
bros de ambas cámaras legislativas conservarán sus cargos en las 
condiciones establecidas por la Constitución vigente al tiempo de 

227 



su n o m b r a m i e n t o o e lección. 
Ar t . 2 0 4 — A par t i r de 1940 , c u a n d o se re impr ima esta Cons-

t i tuc ión se supr imi rán las disposic iones t rans i tor ias (Sección Nove-
na) . 

Ar t . 205 — Esta Cons t i t uc ión será j u r a d a s o l e m n e m e n t e en 
toda la Provincia , a c u y o e f e c t o el P o d e r E jecu t ivo adop ta rá , las 
disposic iones q u e sean necesarias. 

Ar t . 206— Promúlgase , c o m u n i q ú e s e , p u b l í q u e s e y cúmpla -
se en t o d o el t e r r i to r io de la Provincia de Buenos Aires. 

Dada en la sala de sesiones de la Convenc ión C o n s t i t u y e n t e 
de la Provincia de Buenos Aires, en la c iudad de La Plata , a los 
veint i t rés d ías del mes de nov iembre del año mil novec ien tos t rein-
ta y c u a t r o . 

J U A N V I L G R E LA M A D R I D 
Pres idente 

Francisco N. de Achával, José Arce, Daniel Amadeo y 
Videla (h), Rodolfo Moreno, Aurelio F. Amoedo, 
Eduardo Arana, Alberto P. Arroartena, José P. Baliñot 

Juan M. Beltrami, José María Bustillo, Juan E. Almirón, 
Juan D. Buzón, Marcos Cachau, Juan Carlos Chaumeil, 
Martín Carrit Agustín J. Carú, Juan Carlos Curiel, Alfre-
do del Gaje, Esteban Cernuda, Hilario A. Ducat Miguel 
A. Dávila, Emilio Díaz Aranot Luis Duhau, Alfredo E-
chagüe, Agustín / . de Elíat Manuel M. Elicabe, Ismael 
E. Adrián C. Escobar, Alberto Espil, Angel F ene-
ro Regis, Julio A. Fon rouge, Carlos Indalecio Gómez, 
Gustavo Frederking, Carlos Saavedra Lamas, Manuel 
González Guerrico, Rodolfo Fernández Guerricot Ro-
dolfo Espil, /osé María Goñi, Amadeo Grimaldi, Petfra 
Groppot Pedro R. Quiroga, Carlos Güiraldes (h)t Oscar 
Ivanissevich, Gregorio Juárez, Manuel Huisi, Juan G. 
Kaiser, Miguel Lastra, Anastasio V. Lurof Eugenio Leal 
de Ibarrat Jorge Leiro Díazt Roberto N. Lobos, Perfro 

Pumará, Valentín López Cavo, Benito de Miguel, 
Juan A. Madero, Benito E. Martínez, Manuel N. Marti-

llé 



nez, Ramón E. Molina, Samuel Moreno Ortiz, José R. 
Naveira, i4. O bregón, Rafael Alberto Palomeque, 
Saturnino Salcedo, /w//o O. Ojea, Pedro F. Pelento, Car-
los Alberto Pueyrredón, Lw/s Grisolia, Delfor C. J. Re-
gó t, Luis Rey na Almandos, í4íi7io Roncoroni, Matías G. 
Sánchez Sorondo, Angel Sánchez Elía, Nicanor Salas 
Chaves, Antonio Santamarina, Santiago Saldungaray, 
Enrique Santamarina (h), Tomás B. Sarracino, Honorio 
/ . Senet, Juan E. Solá, Aristegui, Francisco Utibu-
ru, Roberto Uzal, Mariano de Vedia, Enrique C. Urien, 
Atilio Viale, /osé Ferzwrúf, Daniel Videla Dorna, 
lejandro Villa A brille y Alfredo Zemborain. 

JOSE VILLA ABRILLE, FRANCISCO RAMOS, 
Secretarios. 
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En nombre de Dios e invocando su protección y auxilio, 
Nos, los representantes del pueblo de Buenos Aires, reunidos en A-
samblea Constituyente, con el objeto de organizar más convenien-
temente las instituciones públicas de la Provincia, de asegurar el 
bien común con un espíritu de justicia, de garantizar la dignidad 
humana y la libertad de sus habitantes, haciendo efectivos los de-
rechos y declaraciones de la Constitución Nacional para realizar 
un verdadero orden social, y de cooperar a la formación de la cul-
tura nacional y al afianzamiento de una Nación socialmente jus-
ta, económicamente libre y políticamente soberana, sancionamos 
la presente Constitución. 

PARTE I 

Principios Generales 

CAPITULO I 

Forma de gobierno y declaraciones políticas 

Art. I o - La provincia de Buenos Aires, como parte inte-
grante de la República Argentina, constituida bajo la forma repre-
sentativa republicana federal, tiene el libre ejercicio de todos los 
poderes y derechos que por la Constitución Nacional no hayan si-
do delegados en el Gobierno de la Nación. 

Art. 2 o — Todo poder público emana del pueblo, y así és-
te puede alterar o reformar la presente Constitución, siempre que 
el bien común lo exija y en la forma que por ella se establece. 

Art. 3 o — Los límites territoriales de la Provincia son los 
que por derecho le corresponden con arreglo a lo que la Constitu-
ción Nacional establece, y sin perjuicio de las cesiones o tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autorizados por la Legislatu-
ra, mediante ley sancionada por dos tercios de votos del número 
total de los miembros de cada Cámara. 
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Art. 4 o — El Gobierno de la Provincia coopera al sosteni-
miento del culto católico apostólico romano, de conformidad con 
las prescripciones de la Constitución Nacional. 

Art. 5 o — La capital de la provincia de Buenos Aires es la 
ciudad de La Plata. Las Cámaras Legislativas, el Poder Ejecutivo y 
la Suprema Corte de Justicia, funcionarán permanentemente en es-
ta ciudad, salvo los casos en que, por causas extraordinarias, la ley 
dispusiese con carácter transitorio otra cosa. 

Art. 6 o - Los poderes públicos no podrán delegar las fa-
cultades que les han sido conferidas por esta Constitución, ni atri-
buir al Poder Ejecutivo otras que las que expresamente le están a-
cordadas por ella. 

Art. 7 o — No podrá acordarse una remuneración extraordi-
naria a ninguno de los miembros de los poderes públicos y minis-
tros secretarios por servicios prestados o que se les encargaren en 
el ejercicio de sus funciones, o por comisiones extras o especiales. 

Art. 8 o — No podrán acumularse dos o más empleos a suel-
do en una misma persona, aunque sea el uno provincial y el otro 
nacional, con excepción de los del magisterio en ejercicio. En 
cuanto a los empleos de los profesionales universitarios o con títu-
lo superior y a las comisiones eventuales, la ley determinará su 
compatibilidad. 

Art. 9 o — Todos los funcionarios sujetos a juicio político 
gozan de las inmunidades de los senadores y diputados. 

Cuando se deduzca una acusación por delitos co-
munes contra los funcionarios acusables por la Cámara de Diputa-
dos, no podrá procederse contra sus personas sin que previamen-
te el tribunal competente solicite el juicio político y la Legislatura 
haga lugar a la causa y al allanamiento de la inmunidad del acusa-
do. 

Art. 10 — Ningún magistrado ni funcionario, electivo o no 
perteneciente a cualquiera de los poderes públicos podrá abusar 
de su posición oficial para realizar especulaciones de comercio. En 
los casos en que esta Constitución no establezca sanciones especia-
les, la violación de este precepto será causa de destitución, sin per-
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juicio de la acción judicial a que hubiere lugar. 
Art. 11 — Todo funcionario o empleado de la Provincia 

cuya residencia no esté regida por esta Constitución, deberá tener 
su domicilio real en el lugar donde ejerza sus funciones. La ley de-
terminará los casos de fuerza mayor y las penas que deban aplicar-
se a los infractores, así como las circunstancias en que pueden a-
cordarse licencias temporales. 

Art. 12 — La Provincia no reconoce libertad para atentar 
contra la libertad. Esta norma se entiende sin perjuicio del dere-
cho individual de emisión del pensamiento dentro del terrero doc-
trinal, sometido únicamente a las prescripciones de la ley. 

La Provincia no reconoce organizaciones nacio-
nales o internacionales cualesquiera que sean sus fines, que susten-
ten principios opuestos a las libertades individuales reconocidas en 
esta Constitución, o atentatorias al sistema democrático en que és-
ta se inspira. Quienes pertenezcan a cualquiera de las organizacio-
nes aludidas no podrán desempeñar funciones públicas en niguno 
de los poderes de la Provincia. 

Quedan prohibidos la organización y el funcio-
namiento de milicias o agrupaciones similares que no sean las ofi-
ciales, así como el uso público de uniformes, símbolos o distinti-
vos de organizaciones cuyos fines prohibe esta Constitución o las 
leyes de la Nación y de la Provincia. 

CAPITULO II 

Derechos, deberes y garantías 

Art. 13 — Todos los habitantes de la Provincia son,, por su 
naturaleza, libres e independientes» y tienen derecho a defenderse 
y ser protegidos en su vida, libertad, reputación, seguridad y pro-
piedad. Nadie puede ser privado del goce de estos derechos, sino 
por vía de penalidad, con arreglo a una ley anterior al hecho del 
proceso y previa sentencia del juez competente. 
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Art. 14 — Los habitantes de la Provincia son iguales ante 
la ley, y ésta debe ser una misma para todos y tener una acción y 
fuerza uniformes. 

Las acciones privadas de los hombres, que de 
ningún modo ofendan al orden público ni perjudiquen a un terce-
ro, están reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magis-
trados. 

Ningún habitante de la Provincia estará obligado 
a hacer lo que la ley no manda, ni privado de hacer lo que ella no 
prohibe. 

Art. 15 — Es inviolable en el territorio de la Provincia el 
derecho que todo hombre tiene para rendir culto a Dios todopode-
roso, libre y públicamente, según los dictados de su conciencia. 

El uso de la libertad religiosa, así reconocido, 
queda sujeto a lo que prescriben la moral y el orden público. 

Art. 16 — La libertad de expresar pensamientos y opinio-
nes por cualquier medio, es un derecho asegurado a los habitantes 
de la Provincia. 

La Legislatura no dictará medidas preventivas, 
ni leyes o reglamentos que coarten, restrinjan o limiten el uso de 
la libertad de prensa. 

Solamente podrán calificarse de abusos de la li-
bertad de prensa los hechos constitutivos de delitos comunes. La 
determinación de sus penas incumbirá a la Legislatura y su juzga-
miento a los jueces y tribunales ordinarios. Mientras no se dicte la 
ley correspondiente, se aplicarán las sanciones determinadas por el 
Código Penal de la Nación. 

Los delitos cometidos por medio de la prensa 
nunca se reputarán flagrantes. No se podrán secuestrar las impren-
tas y sus accesorios como instrumentos del delito durante los pro-
cesos. Se admitirá siempre la prueba como descargo, cuando se tra-
te de la conducta oficial de los funcionarios o empleados públicos. 

Art. 17 — Quedan, asegurados a los habitantes de la Provin-
cia los derechos de reunirse pacíficamente y de peticionar a las au-
toridades. En ningún caso una reunión de personas podrá atribuir-
se la representación ni los derechos del pueblo, y quienes lo hicie-
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ren cometen delito de sedición. 
Art. 18 — Nadie podrá ser detenido sin que preceda indaga-

ción sumaria que produzca semiplena prueba o indicio vehemente 
de un hecho que merezca pena corporal, salvo en caso flagrante, 
en que todo delincuente puede ser detenido por cualquier persona 
y conducido inmediatamente a presencia de su juez; ni podrá ser 
constituido en presión sin orden escrita de juez competente. 

Art. 19 - No podrá juzgarse por comisiones ni tribunales 
especiales, cualquiera que sea la denominación que se les dé. 

Art. 20 — A ningún acusado se le obligará a prestar jura-
mento, ni a declarar contra sí mismo en materia criminal, ni será 
encausado dos veces por el mismo delito. 

Art. 21 — Todo aprehendido será notificado de la causa de 
su detención dentro de las veinticuatro horas. 

Todo habitante de la Provincia podrá interponer 
por sí o por medio de otra persona recurso de hábeas corpus ante 
la autoridad judicial competente, para que se investigue la causa y 
el procedimiento de cualquiera restricción o amenaza a la libertad 
de su persona. El tribunal hará comparecer al recurrente y, com-
probada en forma sumaria la violación, hará cesar inmediatamente 
la restricción o la amenaza. 

Art. 22 — Toda orden de pesquisa, detención de una o 
más personas o embargo de propiedades, deberá especificar las per-
sonas u objetos de pesquisa o embargo, y describir particularmen-
te el lugar que deba ser registrado. No se expedirá mandato de es-
ta clase, sino por hecho punible apoyado en juramento, sin el cual 
la orden o mandato no será cumplido. 

Art. 23 — Podrá ser excarcelada o exenta de prisión la per-
sona que diera caución o fianza suficiente. 

La ley determinará las condiciones y efectos de 
la fianza, atendiendo a la naturaleza del delito, a su gravedad, a la 
peligrosidad del agente y demás circunstancias, y a la forma y o-
portunidad de acordar la libertad provisional. 

Art. 24 — El domicilio es inviolable. Nadie puede introdu-
cirse en él, salvo el caso de flagrante delito, sino por orden de juez 
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o de las autoridades provinciales o municipales encargadas de vigi-
lar el cumplimiento de las disposiciones sobre sanidad pública y a 
este solo objeto. 

En los casos de requisas e inspecciones de verifi-
cación económica y fiscal, o para comprobar el cumplimiento de 
leyes de protección al trabajador, la ley podrá facultar a las autori-
dades administrativas para ordenar el allanamiento de estableci-
mientos comerciales o industriales. 

La correspondencia epistolar es inviolable. 
Art. 25 — Las prisiones son para seguridad y no para morti-

ficación de los detenidos. Las cárceles serán reglamentadas de mo-
do que constituyan centros de trabajo y de reeducación. Todo ri-
gor innecesario hará responsables a las autoridades que lo impon-
gan. 

Art. 26 — Todos los habitantes de la Provincia gozan del 
derecho de trabajar y ejercer toda profesión, industria y comercio 
conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio. 

Art. 27 — Los individuos que sufran los efectos de toda or-
den que viole o menoscabe los derechos, libertades y garantías 
consagrados por esta Constitución, tienen acción civil para pedir 
las indemnizaciones por los perjuicios que tal violación o menos-
cabo les cause, contra el empleado o funcionario que la haya auto-
rizado. 

Art. 28 — Las declaraciones, derechos y garantías enumera-
dos en esta Constitución, no serán interpretados como negación o 
mengua de otros derechos y garantías no enumerados o virtual-
mente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la sobe-
ranía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal. 

CAPITULO III 

Derechos del trabajador, de la familia, de la ancianidad 
y de la educación y la cultura 
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Art. 29 — Esta Constitución adopta e incorpora en su to-
talidad los enunciados y fundamentos de los derechos del trabaja-
dor, de la familia, de la ancianidad y de la educación y la cultura, 
declarados en el artículo 37 de la Constitución Nacional. 

Los poderes públicos de la Provincia ajustarán 
su acción gubernativa, legislativa y jurisdiccional a los principios 
informadores de esos derechos. 

CAPITULO III DE LA CONSTITUCION NACIONAL 

Derechos del trabajador, de la familia, de la ancianidad y 
de la educación y la cultura 

Art. 37 — Decláranse los siguientes derechos especiales: 

I — Del trabajador 

1 -Derecho de trabajar — El trabajo es el medio indispensa-
ble para satisfacer las necesidades espirituales y materiales del indi-
viduo y de la comunidad, la causa de todas las conquistas de la ci-
vilización y el fundamento de la prosperidad general; de ahí que el 
derecho de trabajar debe ser protegido por la sociedad, considerán-
dolo con la dignidad que merece y proveyendo ocupación a quien 
la necesite. 

2 —Derecho a una retribución justa — S iendo la riqueza, la 
renta y el interés del capital frutos exclusivos del trabajo humano, 
la comunidad debe organizar y reactivar las fuentes de producción 
en forma de posibilitar y garantizar al trabajador una retribución 
moral y material que satisfaga sus necesidades vitales y sea com-
pensatoria del rendimiento obtenido y del esfuerzo realizado. 

3 —Derecho a la capacitación — El m e j o r a m i e n t o de la con-
dición humana y la preeminencia de los valores del espíritu impo-
nen la necesidad de propiciar la elevación de la cultura y de la ap-
titud profesional, procurando que todas las inteligencias puedan o-
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dentarse hacia todas las direcciones del conocimiento, e incumbe 
a la sociedad estimular el esfuerzo individual proporcionando los 
medios para que, en igualdad de oportunidades, todo individuo 
pueda ejercitar el derecho a aprender y perfeccionarse. 

4 —Derecho a condiciones dignas de trabajo — La considera-
ción debida al ser humano, la importancia que ei trabajo reviste co-
mro función social y el respeto recíproco entre los factores concu-
rrentes de la producción, consagran el derecho de los individuos a 
exigir condiciones dignas y justas para el desarrollo de su actividad 
y la obligación de la sociedad de velar por la estricta observancia 
de los preceptos que las instituyen y reglamentan. 

5 —Derecho a la preservación de la salud — El cu idado de la 
salud física y moral de los individuos debe ser una preocupación 
primordial y constante de la sociedad, a la que corresponde velar 
para que el régimen de trabajo reúna los requisitos adecuados de 
higiene y seguridad, no exceda las posibilidades normales del es-
fuerzo y posibilite la debida oportunidad de recuperación por el 
reposo. 

6 —Derecho al bienestar — El derecho de los trabajadores al 
bienestar, cuya expresión mínima se concreta en la posibilidad de 
disponer de vivienda, indumentaria y alimentación adecuadas, de 
satisfacer sin angustias sus necesidades y las de su familia en forma 
que les permita trabajar con satisfacción, descansar libres de preo-
cupaciones y gozar mesuradamente de expansiones espirituales y 
materiales, impone la necesidad social de elevar el nivel de vida y 
de trabajo con los recursos directos e indirectos que permita el de-
senvolvimiento económico. 

7 —Derecho a la seguridad social — El d e r e c h o de los indivi-
duos a ser amparados en los casos de disminución, suspensión o 
pérdida de su capacidad para el trabajo, promueve la obligación de 
la sociedad de tomar unilateralmente a su cargo las prestaciones 
correspondientes o de promover regímenes de ayuda mutua obliga-
toria destinados, unos y otros, a cubrir o complementar las insufi-
ciencias o inaptitudes propias de ciertos períodos de la vida o las 
que resulten de infortunios provenientes de riesgos eventuales. 
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8 —Derecho a la protección de su familia — La p ro t ecc ión 
de la familia responde a un natural designio del individuo, desdé 
que en ella generan sus más elevados sentimientos afectivos y todo 
empeño tendiente a su bienestar debe ser estimulado y favorecido 
por la comunidad, como el medio más indicado de propender al 
mejoramiento del género humano y a la consolidación de princi-
pios espirituales y morales que constituyen la esencia de la convi-
vencia social. 

9 —Derecho al mejoramiento económico — La capacidad 
productora y el empeño de superación hallan un natural incentivó 
en las posibilidades de mejoramiento económico, por lo que la so-
ciedad debe apoyar y favorecer las iniciativas de los individuos ten-
dientes a ese fin, y estimular la formación y utilización de capita-
les, en cuanto constituyen elementos activos de la producción y 
contribuyan a la prosperidad general. 

10 — Derecho a la defensa de los intereses profesionales — 
El derecho de agremiarse libremente y de participar en otras acti-
vidades lícitas tendientes a la defensa de los intereses profesiona-
les, constituyen atribuciones esenciales de los trabajadores, que la 
sociedad debe respetar y proteger, asegurando su libre ejercicio y 
reprimiendo todo acto que pueda dificultarlo o impedirlo. 

II — De la familia 

La familia, como núcleo primario y fundamental de la so-
ciedad, será objeto de preferente protección por parte del Estado, 
el que reconoce sus derechos en lo que respecta a su constitución, 
defensa y cumplimiento de sus fines. 

1 —El Estado protege el matrimonio, garantiza la igualdad 
jurídica de los cónyuges y la patria potestad; 

2 — El Estado formará la unidad económica familiar, de con-
formidad con lo que una ley especial establezea; 

3 — El Estado garantiza el bien de familia conforme a lo que 
una ley especial determine; 

4 —La atención y asistencia de 1° madre y del niño gozarán 
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de la especial y privilegiada consideración del Estado. 

III — De la ancianidad 

1 —Derecho a la asistencia — Todo anciano tiene derecho a 
su protección integral, por cuenta y cargo de su familia. En caso 
de desamparo, corresponde al Estado proveer a dicha protección, 
ya sea en forma directa o por intermedio de los institutos y funda-
ciones creadas, o que se crearen con ese fin, sin perjuicio de la sub-
rogación del Estado o de dichos institutos, para demandar a los fa-
miliares remisos y solventes los aportes correspondientes. 

2 —Derecho a la vivienda — El derecho a un albergue higié-
nico, con un mínimo de comodidades hogareñas es inherente a la 
condición humana. 

3 —Derecho a la alimentación — La alimentación sana y ade-
cuada a la edad y estado físico de cada uno, debe ser contemplada 
en forma particular. 

A1—Derecho al vestido — El vestido decoroso y apropiado al 
ciima complementa el derecho anterior. 

5 —Derecho al cuidado de la salud física — El c u i d a d o de la 
salud física de los ancianos ha de ser preocupación especialísima y 
permanente. 

6 —Derecho al cuidado de la salud moral — D e b e asegurar-
se el libre ejercicio de las expansiones espirituales, concordes con 
la moral y el culto. 

7 —Derecho al esparcimiento — Ha de r econocer se a la an-
cianidad el derecho de gozar mesuradamente de un mínimo de en-
tretenimientos para que pueda sobrellevar con satisfacción sus ho-
ras de espera. 

8 —Derecho al trabajo — Cuando el estado y condiciones lo 
permitan, la ocupación por medio de la laborterapia productiva, 
h¡a de ser facilitada. Se evitará así la disminución de la personali-
dad. 

9 -Derecho alia tranquilidad - Gozar de tranquilidad, libre 
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de angustias y preocupaciones, en los años últimos de existencia, 
es patrimonio del anciano. 

10 — Derecho al respeto — La ancianidad tiene derecho al 
respeto y consideración de sus semejantes. 

IV — De la educación y la cultura 

La educación y la instrucción corresponden a la familia y a 
los establecimientos particulares y oficiales que colaboren con 
ella, conforme a lo que establezcan las leyes. Para ese fin, el Esta-
do creará escuelas de primera enseñanza, secundarias, técnicopro-
fesionales, universidades y academias. 

1 —La enseñanza tenderá al desarrollo del vigor físico de 
los jóvenes, al perfeccionamiento de sus facultades intelectuales y 
de sus potencias sociales, a su capacitación profesional, así como a 
la formación del carácter y el cultivo integral de todas las virtudes 
personales, familiares y cívicas. 

2 — La enseñanza primaria elemental es obligatoria y será 
gratuita en las escuelas del Estado. La enseñanza primaria en las es-
cuelas rurales tenderá a inculcar en el niño el amor a la vida del 
campo, a orientarlo hacia la capacitación profesional en las faenas 
rurales y a formar la mujer para las tareas domésticas campesinas. 

El Estado creará, con ese fin, los institutos necesarios 
para preparar un magisterio especializado. 

3 — La orientación profesional de los jóvenes, concebida 
como un complemento de la acción de instruir y educar, es una 
función social que el Estado ampara y fomenta mediante institu-
ciones que guíen ^ los jóvenes hacia las actividades para las que po-
sean naturales aptitudes y capacidad, con el fin de que la adecua-
da elección profesional redunde en beneficio suyo y de la socie-
dad. 

4—El Estado encomienda a las universidades la enseñanza 
en el grado superior, que prepare a la juventud para el cultivo de 
las ciencias al servicio de los fines espirituales y del engrandeci-
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miento de la Nación y para el ejercicio de las profesiones y de las 
artes técnicas en función del bien de la colectividad. Las universi-
dades tienen el derecho de gobernarse con autonomía, dentro de 
los límites establecidos por una ley especial que reglamentará su 
organización y funcionamiento. 

Una ley dividirá el territorio nacional en regiones univer-
sitarias, dentro de cada una de las cuales ejercerá sus funciones la 
respectiva universidad. Cada una de las universidades, además de 
organizar los conocimientos universales cuya enseñanza le incum-
be, tenderá a profundizar el estudio de la literatura, historia y fol-
klore de su zona de influencia cultural, así como a promover las ar-
tes técnicas y las ciencias aplicadas, con vistas a la explotación de 
las riquezas y al incremento de las actividades económicas regiona-
les. 

Las universidades establecerán cursos obligatorios y co-
munes destinados a los estudiantes de todas las facultades para su 
formación política, con el propósito de que cada alumno conozca 
la esencia de lo argentino, la realidad espiritual, económica, social 
y política de su país, la evolución y la misión histórica de la Repú-
blica Argentina, y para que adquiera conciencia de la responsabili-
dad que debe asumir en la empresa de lograr y afianzar los fines 
reconocidos y fijados en esta Constitución. 

5 —El Estado protege y fomenta el desarrollo de las cien-
cias y de las bellas artes, cuyo ejercicio es libre; aunque ello no ex-
cluye los deberes sociales de los artistas y hombres de ciencia. Co-
rresponde a las academias la decencia de la cultura y de las inves-
tigaciones científicas postuniversitarias, para cuya función tienen 
el derecho de darse un ordenamiento autónomo dentro de los lí-
mites establecidos por una ley especial que las reglamente. 

6 — Los alumnos capaces y meritorios tienen el derecho de 
alcanzar los más altos grados de instrucción. El Estado asegura el 
ejercicio de este derecho mediante becas, asignaciones a las fami-
lias y otras providencias que se conferirán por concurso entre los 
alumnos de todas las escuelas. 

7 — Las riquezas artísticas e históricas, así como el paisaje 
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natural cualquiera que sea su propietario, forman parte del patri-
monio cultural de la Nación y estarán bajo la tutela del Estado, 
que puede decretar las expropiaciones necesarias para su defensa y 
prohibir la exportación o enajenación de los tesoros artísticos. El 
Estado organizará un registro de la riqueza artística e histórica que 
asegure su custodia y atienda a su conservación. 

CAPITULO IV 

Régimen económico y de los servicios públicos 

Art. 30 — La propiedad privada tiene una función social, y 
en consecuencia, estará sometida a las obligaciones que la ley esta-
blezca con fines de bien común. Incumbe al Estado fiscalizar la 
distribución y la utilización del campo, e intervenir con el objeto 
de desarrollar e incrementar su rendimiento en interés de la comu-
nidad, y procurar a cada labriego o familia labriega la posibilidad 
de adquirir en propiedad las tierras que cultiva. 

La expropiación por causa de utilidad pública o 
interés general debe ser calificada por ley y previamente indemni-
zada. 

Sólo en vitud de una sentencia fundada en ley 
pueden los habitantes de la Provincia ser privados de su propiedad. 

Art. 31 — Toda ley que sancione empréstitos deberá espe-
cificar los recursos especiales con que se harán el servicio de la deu-
da y su amortización. 

Los recursos que se obtengan por empréstito no 
podrán aplicarse sino a los objetos determinados, que debe especi-
ficar la ley que lo autorice, bajo responsabilidad de la autoridad 
que los invierta o destine a otros objetos. 

Art. 32 — Ningún impuesto establecido o aumentado para 
sufragar la construcción de obras especiales podrá aplicarse transi-
toria o definitivamente a objetos distintos de los determinados en 
la ley de su creación, ni durará por más tiempo que el que se em-
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plee en redimir la deuda que se contraiga. 
Art. 33 — El Banco de la Provincia no podrá constituirse, 

en ningún caso, como entidad mixta con capitales privados. La Le 
gislatura no podrá disponer de suma alguna del capital de aquél. 

Art. 34 — Los servicios públicos pertenecen originariamen-
te, según su naturaleza y características, a la Provincia o a las mu-
nicipalidades, y bajo ningún concepto podrán ser enajenados o 
concedidos para su explotación. Los que se hallaren en poder"de 
particulares serán transferidos a la Provincia o a las municipalida-
des, mediante compra o expropiación con indemnización previa, 
cuando una ley lo determine. 

El precio por la expropiación de empresas conce-
sionarias de servicios públicos será el del costo de origen de los bie-
nes afectados a la explotación, menos las sumas que se hubieren a-
mortizado durante el lapso cumplido desde el otorgamiento de la 
concesión y los excedentes sobre una ganancia razonable, que se-
rán considerados también como reintegración de capital invertido. 

CAPITULO V 

Instrucción pública 

Art. 35 — La libertad de enseñar y aprender no podrá ser 
coartada por medidas preventivas. 

La Legislatura dictará las leyes necesarias para 
establecer y reorganizar la educación común oficial, así como la 
instrucción media, especial y superior, y sostener las universidades, 
colegios e institutos destinados a dispensarlas. 

Art. 36 — La educación común es obligatoria en las condi-
ciones y bajo las sanciones que la ley establezca; es gratuita en las 
escuelas oficiales, y tiene entre sus fines principales el de formar 
la personalidad de los niños en el amor de las instituciones patrias 
y en los principios de la religión católica apostólica romana, respe-
tando la libertad de conciencia. 
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Art. 37 — Las universidades que la ley instituya expedirán 
los títulos y grados de su competencia, de acuerdo con los regla-
mentos de las facultades respectivas, quedando a la Legislatura la 
atribución de determinar su funcionamiento y lo concerniente al 
ejercicio de las profesiones liberales. 

PARTE II 

Régimen Electoral 

CAPITULO UNICO 

Art. 38 — La representación política tiene por base la po-
blación, y con arreglo a ella se ejercerá el derecho electoral. 

La Provincia se dividirá en partidos, y cada uno 
de éstos constituirá un distrito electoral. 

Art. 39 — La atribución del sufragio popular es un dere-
cho inherente a la calidad de ciudadano argentino y su ejercicio 
es un deber cívico que desempeñará con arreglo a las prescripcio-
nes de esta Constitución y de la ley. 

El sufragio será secreto y se votará personalmen-
te. 

Los ciudadanos votarán en el distrito electoral 
de su domicilio. 

Art. 40 — Los electores no podrán ser arrestados ni res-
tringidos en su derecho o amenazados en su libertad durante las 
horas del comicio, excepto en el caso de ser sorprendidos en fla-
grante delito. 

Art. 41 — Habrá un tribunal electoral compuesto por ma-
gistrados inamovibles, quienes ejercerán las funciones que les con-
fiera la ley. 

Art. 42 — La Legislatura dictará una ley electoral unifor-
me para toda la Provincia. 
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PARTE III 

Organización de los Poderes Públicos 

TITULO PRIMERO 

Poder Legislativo 

CAPITULO I 

De la Legislatura 

Art. 43 — El Poder Legislativo de la Provincia será ejercido 
por dos Cámaras, una de diputados y otra de senadores, elegidos 
directamente por ciudadanos argentinos con arreglo a las prescrip-
ciones de esta Constitución y a la ley. 

CAPITULO II 

De la Cámara de Diputados 

Art. 44 — Esta Cámara se compondrá de ochenta y cuatro 
diputados. Una ley dictada por dos tercios de votos del total de 
los miembros de cada Cámara, podrá elevar esta cantidad hasta 
cien. 

Art. 45 — Para ser diputado se requiere haber cumplido 
veintidós años de edad, tener cuatro años de ciudadanía en ejer-
cicio los argentinos nativos y diez los naturalizados. Además, re-
sidencia inmediata de un año en la Provincia los que no sean o-
riundos de ella. 

Art. 46 — Es competencia exclusiva de esta Cámara acu-
sar ante el Senado al gobernador de la Provincia y sus ministros, 
al vicegobernador, a los miembros de la Suprema Corte de Jus-
ticia, al procurador general de ésta y al fiscal de estado, por de-
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litos en el desempeño de sus funciones o falta de cumplimiento a 
los deberes de su cargo, previa sanción de aquélla por dos tercios 
de votos de la totalidad de sus miembros que declare que hay lu-
gar a formación de causa. 

Cualquier habitante de la Provincia, de acuerdo 
con la ley que regle el procedimiento de estos juicios, podrá de-
nunciar ante la Cámara de Diputados el delito o falta, a efecto de 
que se promueva la acusación. 

CAPITULO III 

Del Senado 

Art. 47 — Esta Cámara se compondrá de cuarenta y dos se-
nadores. Una ley dictada por dos tercios de votos del total de los 
miembros de cada Cámara, podrá elevar esta cantidad hasta 
cincuen-
ta. 

Art. 48 — Para ser senador se requiere haber cumplido 
treinta años de edad, tener cuatro años de ciudadanía en ejercicio 
los argentinos nativos y diez los naturalizados. Además, residencia 
inmediata de un año en la Provincia los que no sean oriundos de 
ella. 

*Art. 49 — Es atribución exclusiva del Senado juzgar en jui-
cio público a los acusados por la Cámara de Diputados, constitu-
yéndose al efecto en tribunal y prestando sus miembros juramento 
para estos casos. 

Cuando el acusado fuere el gobernador o el vice-
gobernador de la Provincia, deberá presidir el Senado el presidente 
de la Suprema Corte de Justicia, quien no tendrá voto. 

Art. 50 - Ningún acusado podrá ser declarado culpable, 
sino por dos tercios de votos de la totalidad de sus miembros, de-
biendo en estos casos votarse nominalmente y registrarse en el Dia-
rio de Sesiones el voto de cada senador. 

Art. 51 - El fallo del Senado no tendrá más efecto que 
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destituir al acusado y aun inhabilitarlo para ocupar puestos de ho-
nor o a sueldo de la Provincia. El que fuere condenado en esta for-
ma queda, sin embargo, sujeto a acusación y juicio ante los tribu-
nales ordinarios. 

Art. 52 — Presenta al Poder Ejecutivo, una terna alterna-
tiva para el nombramiento de contador, subcontador, tesorero y 
subtesorero de la Provincia. 

CAPITULO IV 

De los legisladores 

Art. 53 — Al aceptar el cargo, los diputados y senadores ju-
rarán por Dios y por la Patria, o por la Patria, desempeñarlo fiel-
mente. 

Art. 54 — Los diputados y senadores residirán en la Pro-
vincia mientras dure el ejercicio de sus funciones. 

Art. 55 — Ningún legislador puede ser acusado, interroga-
do judicialmente ni molestado por las opiniones o discursos que e-
mita en el desempeño de su mandato. No hay autoridad alguna 
que pueda procesarlos ni reconvenirlos en ningún tiempo por tales 
causas. 

Art. 56 — Los senadores y diputados gozarán de la comple-
ta inmunidad de su persona desde el día de su elección hasta el 
día en que cese su mandato. No podrán ser detenidos por ninguna 
autoridad, sino en caso de ser sorprendidos en la ejecución flagran-
te de algún crimen, dándose inmediatamente cuenta a la Cámara 
respectiva, con la información sumaria del hecho, para que resuel-
va lo que corresponda, según el caso, sobre la inmunidad personal. 

Art. 57 — Cuando se deduzca acusación ante la justicia 
contra cualquier senador o diputado, examinado el mérito del su-
mario, de la acusación o información traída, podrá la Cámara res-
pectiva, con dos tercios de votos de los miembros presentes, sus-
pender en sus funciones al acusado, dejándolo a disposición del 
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juez competente para su juzgamiento. 
Art. 58 — Ningún miembro del Poder Legislativo durante 

su mandato, ni aun renunciando a su cargo, podrá ser nombrado 
para desempeñar empleo alguno rentado que haya sido creado o 
cuyos emolumentos fueren aumentados durante el período legal 
de la Legislatura en que haya actuado, ni ser parte en contrato al-
guno que resulte de una ley sancionada durante el mismo. 

Es incompatible el cargo de legislador con el de 
empleado a sueldo de la Nación, de la Provincia o de las municipa-
lidades y de miembro de directorios de los establecimientos públi-
cos de la Provincia. Exceptúanse los del magisterio en ejercicio y 
las comisiones eventuales. Asimismo no podrán celebrar contratos 
con la administración federal, provincial o municipal, ni intervenir 
en causas contra la Nación, la Provincia o un municipio, ni defen-
der intereses privados ante la administración pública, ni participar 
en empresa beneficiada con concesión o privilegio por el Estado. 

Todo legislador que viole lo dispuesto en este ar-
tículo, cesará por ese hecho de ser miembro de la respectiva Cáma-
ra. 

Art. 59 — Los senadores y diputados gozarán de una re-
muneración determinada por la Legislatura. 

CAPITULO V 

Disposiciones comunes a ambas Cámaras 

Art. 60 - Los diputados y senadores duran seis años en 
sus cargos y son reelegibles, pero las Cámaras se renovarán por mi-
tad cada tres años. 

Art. 61 — Las Cámaras abrirán automáticamente sus sesio-
nes ordinarias el primer día hábil del mes de mayo de cada año y 
las cerrarán el 31 de agosto. Funcionarán en la Capital de la Pro-
vincia, pero podrán hacerlo por causas graves en otro lugar, previa 
una disposición de ambas Cámaras que lo acuerde. 
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Podrán prorrogar sus sesiones hasta sesenta días, 
cuando una sanción de ambas Cámaras así lo disponga previamen-
te. 

Art. 62 — Para funcionar necesitan mayoría absoluta del 
total de sus miembros, pero en número menor podrán reunirse al 
solo efecto de acordar las medidas que estimen oportunas para 
compeler a los inasistentes. 

Art. 63 — Las Cámaras podrán ser convocadas por el Poder 
Ejecutivo a sesiones extraordinarias siempre que un interés público 
y urgente lo requiera. En estos casos, sólo se ocuparán en el asunto 
o asuntos de la convocatoria. 

Art. 64 — Las sesiones de ambas Cámaras serán públicas y 
sólo podrán ser secretas por acuerdo de la mayoría. 

Art. 65 — Ninguna de las Cámaras podrá suspender sus se-
siones más de tres días sin acuerdo de la otra. 

Art. 66 — Cada Cámara dictará su reglamento y nombrará 
de su seno un presidente y vicepresidentes, a excepción del presi-
dente del Senado, que lo será el vicegobernador, quien no tendrá 
voto sino en caso de empate. 

Art. 67 — La Legislatura sancionará el presupuesto de die-
tas, sueldos y gastos para cada Cámara, y establecerá el número 
de empleados y funcionarios que necesite. Esta ley no podrá ser 
vetada por el Poder Ejecutivo. 

La designación de los funcionarios y emplea-
dos de cada Cámara será hecha según lo determinen sus respecti-
vos reglamentos. 

Art. 68 — Cada Cámara podrá nombrar comisiones de su 
seno para examinar el estado del tesoro y para el mejor desempeño 
de las atribuciones que le conciernan, y podrá pedir a los jefes de 
departamentos de la Administración, y por su conducto a sus su-
balternos, los informes que crea convenientes. 

Art. 69 — Podrán también expresar la opinión de su mayo-
ría por medio de resoluciones o declaraciones sin fuerza de ley so-
bre cualquier asunto político o administrativo que afecte los inte-
reses generales de la Provincia o de la Nación. 
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Art. 70 — Cada Cámara podrá solicitar al Poder Ejecutivo 
los informes que estime convenientes respecto a las cuestiones de 
su competencia. El Poder Ejecutivo podrá optar entre contestar el 
informe por escrito o enviar a uno de sus ministros para que in-
forme verbalmente. 

Art. 71 — Cada Cámara presta su acuerdo, según le corres-
ponda, a los nombramientos que debe hacer el Poder Ejecutivo 
con este requisito. 

Art. 72 — Cada Cámara podrá corregir o excluir de su se-
no a cualquiera de sus miembros por desorden de conducta en el e-
jercicio de sus funciones, por dos tercios de votos de los presentes. 

Por inasistencia notable podrá también declarar-
lo cesante en la misma forma. 

Por simple mayoría de los miembros presentes 
decidirá en las renuncias que voluntariamente hicieren de sus car-
gos. 

Art. 73 — Cada Cámara tendrá jurisdicción para corregir 
los actos que atenten contra su autoridad, dignidad e independen-
cia y contra las inmunidades de sus miembros. La ley definirá los 
casos y las penas para la aplicación de este artículo. 

CAPITULO VI 

Atribuciones del Poder Legislativo 

Art. 74 - Corresponde al Poder Legislativo: 
1 — Establecer los impuestos y contribuciones 

necesarios para los gastos de servicio público, debiendo es-
tas cargas ser uniformes en toda la Provincia. 

2 — Fijar por un año o por períodos superiores 
hasta un máximo de tres, a propuesta del Poder Ejecutivo, el 
cálculo de recursos y el presupuesto de gastos. Con relación 
a nuevos gastos, dentro de la ley de presupuesto, la iniciati-
va corresponderá exclusivamente al Poder Ejecutivo; pero 
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la Legislatura podrá disminuir o suprimir los que fueren 
propuestos. 

La ley de presupuesto será la base a que debe 
sujetarse todo gasto de la administración general de la 
Provincia. 

Si el Poder Ejecutivo no remitiera los proyectos 
de presupuesto y leyes de recursos para el ejercicio siguiente 
antes del 31 de agosto, la Legislatura podrá iniciar su estu-
dio y sancionarlos tomando por base las leyes vigentes. 

Vencido el ejercicio administrativo sin que la Le-
gislatura hubiese sancionado una nueva ley de gastos y re-
cursos, se tendrán por prorrogadas las que hasta ese momen-
to se hallaban en vigor. 

3 — Crear y. suprimir empleos para la mejor ad-
ministración de la Provincia, determinando sus atribuciones, 
responsabilidades y dotación, con la limitación a que se re-
fiere el primer párrafo del inciso anterior. 

4 — Crear, a propuesta del Poder Ejecutivo, re-
particiones autárquicas, las que podrán ser facultadas para 
designar y remover sus empleados y administrar los fondos 
que se les asigne, dentro de las prescripciones de la ley. 

5 — Fijar las divisiones territoriales para la me-
jor administración. 

6 — Conceder indultos y acordar amnistías por 
delitos de sedición en la Provincia. 

7 - Proveer lo conducente a la prosperidad y al 
bienestar general de la Provincia; a la higiene, moralidad y 
salud pública; a la asistencia, acción y previsión social; al 
progreso de las ciencias y de las artes; a la instrucción, edu-
cación y cultura generales; al desarrollo de la pequeña pro-
piedad agrícola en explotación; a la creación de nuevos 
centros urbanos; a la ampliación de ejidos y a asegurar la 
prestación de servicios públicos; promover la industria y la 
colonización de las tierras fiscales y de las provenientes de 
extinción de latifundios. 
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8 — Establecer el régimen de jubilaciones, pen-
siones y seguros para los empleados y obreros de la Provin-
cia, municipalidades y entidades autárquicas dependientes 
de ellas, sobre la base del sistema de reciprocidad con la Na-
ción y demás provincias. 

9 — Ejercer una legislación exclusiva sobre los 
servicios públicos de propiedad de la Provincia o explotados 
por sus organismos administrativos, o que liguen dos o más 
partidos entre sí. 

10 — Dictar leyes que establezcan los medios 
de hacer efectivas las responsabilidades de todos los recauda-
dores de rentas y tesoreros de la Provincia y sus municipios. 

11 — Dictar leyes que establezcan los medios 
de hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcio-
narios públicos. 

12 — Aprobar o desechar los tratados que el Po-
der Ejecutivo celebre con la Nación u otras provincias. 

13 — Conceder recompensas pecuniarias y, con 
dos tercios de votos del total de los miembros de cada Cá-
mara, discernir honores por servicios distinguidos prestados 
a la Provincia. 

14 — Sancionar, a propuesta del gobernador de 
la< Provincia, el régimen impositivo del distrito de la Capital 
y anualmente su presupuesto de gastos y cálculo de recur-
sos. 

15 — Organizar la carrera administrativa con las 
siguientes bases: acceso por idoneidad; escalafón; estabili-
dad; uniformidad de sueldos en cada categoría e incompati-
bilidades. 

16 — Dictar todas aquellas leyes necesarias para 
el mejor desempeño de las anteriores atribuciones y para to-
do asunto de interés público y general de la Provincia, cuya 
naturaleza y objeto no correspondan privativamente a los 
poderes nacionales. 
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CAPITULO VII 

Procedimiento para la formación de las leyes 

Art. 75 — Toda ley puede tener principio en cualquiera de 
las Cámaras y se propondrá en forma de proyecto por cualquiera 
de sus miembros y también por el Poder Ejecutivo. Toda ley espe-
cial que autorice gastos, empréstitos sobre el crédito general de la 
Provincia o emisión de fondos públicos, necesitará para su aproba-
ción el voto de la mayoría absoluta de la totalidad de los miem-
bros de cada Cámara. 

Art. 76 — Aprobado un proyecto por la Cámara de su ori-
gen, pasará para su revisión a la otra y si ésta también lo aprobase 
se comunicará al Poder Ejecutivo. 

Art. 77 - Si la Cámara revisora modifica el proyecto que 
se le haya remitido, volverá a la iniciadora. Si ésta insiste en su pro-
yecto por dos tercios de sus miembros presentes, su sanción se co-
municará al Poder Ejecutivo. Si las modificaciones fueran acepta-
das se comunicará al Poder Ejecutivo la sanción de la Cámara revi-
sora. 

Si no ocurriese alguna de las circunstancias del 
párrafo anterior, las modificaciones se considerarán rechazadas y 
el proyecto volverá por segunda vez a la Cámara revisora, la que 
necesitará el voto de las dos terceras partes de sus miembros pre-
sentes para hacer prevalecer su sanción. En caso contrario, se 
comunicará al Poder Ejecutivo el proyecto sancionado por la 
Cámara de origen. 

Todas las modificaciones que se introduzcan en 
un proyecto se consideraran y se votarán en forma integral. Sólo 
podrá insistirse, aceptarse o rechazarse en forma parcial toda modi-
ficación que se introdujere en los proyectos de ley General de Pre-
supuesto, de Código Fiscal e Impositiva. 

Art. 78 — Ningún proyecto de ley rechazado totalmente 
por una de las Cámaras, podrá repetirse en las sesiones de aquel pe-
ríodo. 

Un proyecto sancionado por una de las Cámaras 
y no votado por la otra en ese período o en el siguiente, se consi-
derará rechazado. 

Art. 79 — Todo proyecto de ley sancionado deberá ser pro-
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mulgado u observado total o parcialmente por el Poder Ejecutivo 
dentro de los veinte días hábiles de haberle sido remitido por la 
Legislatura. Transcurrido dicho plazo sin hacerse su promulgación 
ni efectuado su devolución con las objeciones a la Cámara que hu-
biese prestado la sanción definitiva, será ley de la Provincia y debe-
rá registrarse y publicarse en el día inmediato por el Poder Ejecuti-
vo o, en su defecto, se publicará por el presidente de dicha Cáma-
ra. 

Art. 80 — Si antes del vencimiento de los veinte días hu-
biere tenido lugar la clausura de las Cámaras, el Poder Ejecutivo 
deberá dentro de dicho término, remitir el proyecto vetado a la 
Cámara que hubiese prestado la sanción definitiva, para que ten-
gan efecto las observaciones. 

Art. 81 — Observado totalmente un proyecto por el Poder 
Ejecutivo, será reconsiderado primero por la Cámara de su origen; 
si ésta insiste en su sanción por el voto de los dos tercios de sus 
miembros presentes, pasará a la revisora y si en ésta concurren i-
gualmente los dos tercios de sus miembros presentes el proyecto 
será ley y el Poder Ejecutivo estará obligado a promulgarlo. En ca-
so contrario no podrá repetirse en las sesiones de aquel período le-
gislativo. 

Si el proyecto es obseryado parcialmente por el 
Poder Ejecutivo éste lo devolverá a la Legislatura con las modifi-
caciones que proponga, las que serán consideradas en forma inte-
gral, primero en la Cámara donde tuvo origen el proyecto y luego 
en la revisora. Si en cada Cámara concurren los dos tercios de vo-
tos de los miembros presentes para insistir en su sanción, ésta será 
ley, y el proyecto pasará nuevamente al Poder Ejecutivo, el que 
estará obligado a promulgarlo. Si ambas Cámaras, por la mayoría 
requerida para la sanción originaria, aceptan íntegramente las mo-
dificaciones propuestas por el Poder Ejecutivo, será ley el texto 
modificado. No existiendo en ambas Cámaras los dos tercios para 
la insistencia, ni la mayoría requerida en la sanción originaria para 
aceptar las modificaciones, éstas y la sanción legislativa de las par-
tes observadas quedarán rechazadas, pero no invalidado el resto de 
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la ley, que podrá ser puesta en vigor en las partes no afectadas por 
el veto parcial. 

Art. 82 — En la sanción de las leyes se usará la siguiente 
fórmula: "El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de 
Buenos Aires sancionan con fuerza de ley". 

CAPITULO VIII 

De la Asamblea Legislativa 

Art. 83 — Ambas Cámaras sólo se reunirán en Asamblea 
Legislativa para el desempeño de las funciones siguientes: 

1 — Apertura y clausura de sesiones. 
2 — Para tomar conocimiento del resultado de 

la elección de gobernador y vicegobernador, proclamar a los elec-
tos y otorgarles diploma. 

3 — Para recibir el juramento de ley al goberna-
dor y vicegobernador de la Provincia. 

4 — Para tomar en consideración y admitir o re-
chazar las renuncias que hicieren de sus cargos los mismos funcio-
narios, electos o en ejercicio. 

5 — Para designar gobernador interino. 
Art. 84 — Todos los nombramientos que se defieran a la 

Asamblea deberán hacerse a mayoría absoluta de los miembros 
presentes. 

Art. 85 — Si practicada la votación no resultare candidato 
con mayoría absoluta, deberá repetirse, contrayéndose a los dos 
candidatos que hubiesen obtenido más votos en la anterior vota-
ción, y, en caso de empate, decidirá el presidente. 

Art. 86 — En las excusaciones que se presenten de nombra-
mientos hechos por la Asamblea, conocerá ella misma, procedien-
do según su resultado. 

Art. 87 — Las reuniones de la Asamblea serán presididas 
por el vicegobernador; en su defecto, por el vicepresidente I o del 
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Senado y, a falta de éste, por el presidente de la Cámara de Diputa-
dos. 

Art. 88 — No podrá funcionar la Asamblea sin la mayoría 
absoluta de los miembros de cada Cámara. 

TITULO SEGUNDO 

Poder Ejecutivo 

CAPITULO I 

De su naturaleza y duración 

Art. 89 — El Poder Ejecutivo será desempeñado por un ciu-
dadano, con el título de "Gobernador de la Provincia de Buenos 
Aires". 

Art. 90 — A un tiempo y por el mismo período que se eli-
ja gobernador, será elegido un vicegobernador. 

Art. 91 — Para ser elegido gobernador o vicegobernador se 
requiere: 

1 — Haber nacido en territorio argentino. 
2 — Haber cumplido treinta años de edad. 
3 — Tener cuatro años de domicilio inmediato 

en la Provincia, con ejercicio de ciudadanía no interrumpida si no 
hubiese nacido en ella. 

Art. 92 — El gobernador y el vicegobernador durarán seis 
años en el ejercicio de sus funciones y cesarán en ellas el mismo 
día en que expire el período legal, sin que evento alguno pueda 
motivar su prorrogación por un día más ni tampoco que se le com-
plete más tarde. 

Art. 93 — El gobernador y el vicegobernador no podrán ser 
reelegidos en el período siguiente a su elección. 

Tampoco podrá el gobernador ser elegido vicego-
bernador, ni el vicegobernador podrá ser elegido gobernador. 
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Art. 94 — En caso de muerte, destitución, renuncia, en-
fermedad, suspensión o ausencia del gobernador, las funciones del 
Poder Ejecutivo serán desempeñadas por el vicegobernador, por to-
do el resto del período legal, en los tres primeros casos, o hasta 
que haya cesado la inhabilidad temporaria, en los tres últimos. 

Art. 95 — La ley determinará qué ministro secretario de-
sempeñará el Poder Ejecutivo, con el título de gobernador interi-
no, en caso de muerte, destitución, renuncia, enfermedad, suspen-
sión o ausencia del gobernador y del vicegobernador. 

El gobernador interino deberá reunir las condi-
ciones establecidas en el artículo 91 y durará en sus funciones has-
ta que haya cesado la causa de inhabilidad del gobernador o del go-
bernador o del vicegobernador o un nuevo gobernador sea elegido. 

En la primera elección de renovación de la Legis-
latura que se realice posteriormente, se procederá a elegir goberna-
dor y vicegobernador, quienes completarán el período constitu-
cional correspondiente a los mandatarios reemplazados, cuando su 
elección tuviera lugar en la primera mitad de aquél. 

El gobernador y el vicegobernador electos toma-
rán posesión de sus cargos el día 4 de junio del año de su elección. 

El gobernador interino no podrá ser elegido go-
bernador ni vicegobernador. 

Art. 96 — El gobernador y el vicegobernador, en ejercicio 
de sus funciones, residirán en la Capital de la Provincia y no po-
drán ausentarse de ella por más de treinta días, ni del territorio 
provincial por más de diez días sin permiso de la Legislatura. 

En el receso de las Cámaras sólo podrán ausen-
tarse por un término mayor al establecido en el párrafo anterior 
por un motivo de interés público y darán cuenta a aquéllas oportu-
namente. 

Art. 97 — Al tomar posesión del cargo, el gobernador y el 
vicegobernador prestarán juramento ante el presidente de la Asam-
blea Legislativa en los términos siguientes: 

"Juro por Dios y por la Patria, sobre estos Santos Evange-
lios, obervar y hacer observar fielmente la Constitución de la Pro-
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vincia, desempeñando con lealtad y patriotismo el cargo de gober-
nador (o vicegobernador). Si así no lo hiciere, Dios y la Patria me 
lo demanden 

Art. 98 — El gobernador y el vicegobernador gozan del 
sueldo que la ley determine. Durante el período de su mandato no 
podrán ejercer otro empleo ni recibir otro emolumento de la Na-
ción o de la Provincia. 

CAPITULO II 

Elección de gobernador y vicegobernador 

Art. 99 — La elección de gobernador y vicegobernador se-
rá hecha directamente por el pueblo a simple mayoría de votos. 
Cada elector votará el nombre de un ciudadano para gobernador y 
el de otro ciudadano para vicegobernador. 

Art. 100 — La elección tendrá lugar juntamente con la de se-
nadores y diputados del año que corresponda. 

Art. 101 — El Tribunal Electoral practicará el escrutinio y 
remitirá constancia de éste al gobernador de la Provincia y al presi-
dente de la Asamblea Legislativa. 

* Art. 102— Una vez que el presidente de la Asamblea Legis-
lativa haya recibido comunicación del escrutinio, convocará a la A-
samblea, con tres días de anticipación, a fin de que este cuerpo 
tome conocimiento del resultado y proclame y expida el diploma 
correspondiente a los ciudadanos electos gobernador y vicegober-
nador. 

En caso de empate, la Asamblea resolverá por 
mayoría absoluta de los miembros presentes cuál de los ciudada-
nos que hayan empatado debe desempeñar el cargo. Esta sesión de 
Asamblea no podrá levantarse hasta haber terminado su cometido. 

Art. 103 - El presidente de la Asamblea Legislativa comuni-
cará el resultado de la sesión a que se refiere el artículo anterior a 
los ciudadanos electos y al gobernador de la Provincia. 
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Art. 104— Los ciudadanos proclamados electos gobernador 
y vicegobernador deberán comunicar al presidente de la Asamblea 
Legislativa y al gobernador de la Provincia, la aceptación del cargo 
dentro de los cinco días siguientes a aquel en que les fué comuni-
cada su elección. 

Art 105 — Aceptado que sea el cargo de gobernador y el de 
vicegobernador por los ciudadanos electos, el presidente de la A-
samblea Legislativa fijará y les comunicará la hora en que habrán 
de presentarse a prestar juramento el día 4 de junio del año de su 
elección. Igual comunicación se hará al gobernador de la Provincia. 

Art. 106 — En caso de muerte o renuncia del gobernador y 
del vicegobernador electos, la Asamblea Legislativa, en fecha pos-
terior al I o de mayo, designará de su seno gobernador interino 
que reúna los requisitos establecidos en el artículo 91, el cual du-
rará en sus funciones hasta el día 4 de junio del año en que corres-
ponda la próxima renovación de la Legislatura. 

Art. 107 — El gobernador y el vicegobernador electos gozan 
de las mismas inmunidades de los senadores y diputados. 

CAPITULO III 

Atribuciones del Poder Ejecutivo 

Art. 108 — El gobernador es el jefe de la Administración de 
la Provincia y tiene las siguientes atribuciones. 

1 — Nombrar y remover los ministros secreta-
rios del despacho. 

2 — Promulgar y hacer ejecutar las leyes de la 
Provincia, facilitando su cumplimiento por reglamentos y disposi-
ciones especiales que no alteren su espíritu. 

3 — Concurrir a la formación de las leyes, con 
arreglo a esta Constitución. Tiene el derecho de iniciarlas por pro-
yectos presentados a las Cámaras y de tomar parte en su discusión 
por medio de los ministros. 
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4 — Indultar o conmutar las penas impuestas 
por delitos sujetos a la jurisdicción provincial, previo informe mo-
tivado de la Suprema Corte de Justicia, excepto los casos de deli-
tos en que el Senado haya intervenido como juez. 

5 — Disponer de las fuerzas policiales de la Pro-
vincia; designar y remover el jefe de policía; dictar el reglamento 
orgánico y los edictos policiales y determinar las atribuciones del 
jefe como juez de las faltas que aquéllos establezcan para todo el 
territorio de la Provincia. 

6 — Es el jefe inmediato y local del partido de 
la Capital de la Provincia, y puede delegar estas funciones en la 
forma que determinen los reglamentos administrativos. Someterá 
a la aprobación de la Legislatura su régimen impositivo y anual-
mente su presupuesto de gastos y cálculo de recursos. 

7 — Informar a la Legislatura del estado general 
de la administración, al iniciarse cada período de sesiones ordina-
rias. 

8 - Convocar al pueblo de la Provincia a todas 
las elecciones en la oportunidad debida, sin que por ningún moti-
vo pueda diferirlas. 

9 — Convocar a sesiones extraordinarias a la Le-
gislatura o a cualquiera de las Cámaras, cuando lo exija un interés 
público urgente. 

10 — Hacer recaudar las rentas de la Provincia y t 
decretar su inversión con arreglo a las leyes y hacer publicar inen-
sualmente el estado de la Tesorería. 

11 —Celebrar y firmar tratados parciales con o-
tras provincias para fines de la administración de justicia, de inte-
reses económicos y trabajos de utilidad común con aprobación de 
la Legislatura, de lo que dará conocimiento al Congreso Nacional. 

12—Celebrar y firmar tratados con la Nación, 
con aprobación de la Legislatura. 

13 —Nombrar y remover los empleados públi-
cos a cuya elección o nombramiento no provea esta Constitución. 

14 — Dar cuenta a las Cámaras Legislativas del es-
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tado de la hacienda y de la inversión de los fondos votados para el 
ejercicio precedente y remitir antes del 31 de agosto los proyectos 
de presupuesto de la Administración y de las leyes de recursos. 

15 — Nombrar con Acuerdo del Senado: 
a) Los jueces letrados y los miembros del 

ministerio público; 
b) El fiscal de estado; 
c) El presidente y los vocales del Tribunal 

de Cuentas. 
Art. 109 — El gobernador es agente inmediato y directo del 

Gobierno nacional para hacer cumplir en la Provincia la Constitu-
ción y las leyes de la Nación. 

Art. 110 - El gobernador no puede expedir resoluciones ni 
decretos sin la firma del ministro respectivo. 

Podrá, no obstante, en caso de impedimento, au-
torizar a tal fin al funcionario que deba refrendarlo, quedando és-
te sujeto a las responsabilidades de los ministros. 

Art. 111 — Estando las Cámaras reunidas, la propuesta de 
funcionarios que requieran para su nombramiento acuerdo legisla-
tivo se hará dentro de los treinta días de ocurrida la vacante; no 
pudiendo el Poder Ejecutivo insistir sobre un candidato rechazado 
durante ese año. En el receso, la propuesta se hará dentro del mis-
mo término, convocándose al efecto a la Cámara respectiva. 

Ninguno de los funcionarios para cuyo nombra-
miento se requiere el acuerdo o propuesta por terna de alguna de 
las Cámaras, podrá ser removido sin el mismo requisito. Excep-
túanse los funcionarios para cuya remoción esta Constitución esta-
blece un procedimiento especial. 

CAPITULO IV 

De los ministros secretarios del despacho general 

Art. 112 - El despacho de los negocios administrativos de 
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la Provincia estará a cargo de dos o más ministros secretarios, y li-
na ley especial deslindará los ramos y las funciones de cada uno 
de los ministerios. 

Art. 113 — Para ser nombrado ministro se requiere haber na-
cido en territorio argentino y reunir las mismas condiciones que 
esta Constitución determina para ser elegido diputado. 

Art. 114— Los ministros secretarios despacharán de acuer-
do con el gobernador y refrendarán con su firma los decretos y re-
soluciones de éste, requisito sin el cual no tendrán efecto ni se les 
dará cumplimiento. 

Podrán, no obstante, expedirese por sí solos en 
todo lo atinente al régimen económico y administrativo de sus res-
pectivos departamentos y dictar resoluciones de trámite. 

Art. 115 — Serán responsables de todos los actos que autori-
cen, sin que puedan pretender eximirse de responsabilidad por ha-
ber procedido en virtud de orden del gobernador. 

Art. 116 — En los sesenta días posteriores a la apertura del 
período legislativo, los ministros presentarán a cada Cámara la 
memoria detallada del estado de la administración correspondien-
te a cada uno de los ministerios. 

Art. 117 — Los ministros pueden concurrir a las sesiones de 
las Cámaras y tomar parte en las discusiones, pero no tendrán vo-
to. 

Art. 118 — Gozarán por sus servicios de un sueldo estableci-
do por la ley. 

CAPITULO V 

Responsabilidad del gobernador y de los ministros. 

Art. 119— El gobernador y los ministros son responsables 
y pueden ser acusados ante el Senado, en la forma establecida en 
el título "Poder Legislativo", por las causas que determina el ar-
tículo 46 de esta Constitución y por abuso de su posición oficial 
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para realizar especulaciones de comercio. 

CAPITULO VI 

Del fiscal de estado, contador y tesorero de la Provincia 

Art. 120 — Habrá un fiscal de estado inamovible, encargado 
de defender el patrimonio del fisco, que será parte legítima en los 
juicios contencioso-administrativos y en todos aquellos en que se 
controviertan intereses del Estado. 

La ley determinará la forma en q\ie ha de ejer-
cer su función. 

Para desempeñar este puesto se requieren las 
mismas condiciones exigidas para los miembros de la Suprema Cor-
te de Justicia. 

Art. 121 — El contador, subcontador, tesorero y subtesore-
ro serán nombrados en la forma prescripta en el artículo 52 y du-
rarán seis años en sus puestos, y pueden ser designados por nuevos 
períodos. El período legal comienza el I o de julio del año corres-
pondiente a la renovación gubernativa. 

Art. 1 2 2 - El contador y subcontador no podrán autorizar 
pago alguno que no esté arreglado a la ley general de presupuesto 
o a leyes especialales, o en los casos del artículo 126. 

Art. 123 — El tesorero no podrá ejecutar pagos que no ha-
yan sido previamente autorizados por el contador. 

CAPITULO VII 

Del Tribunal de Cuentas 

Art. 1 2 4 - El Tribunal de Cuentas estará compuesto de un 
presidente abogado y cuatro vocales contadores públicos, todos 
inamovibles, nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del 
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Senado. Podrán ser enjuiciados y removidos en la misma forma y 
en los mismos casos que los jueces de las Cámaras de Apelación. 

La Legislatura dictará la ley orgánica del Tribu-
nal de Cuentas, el que tendrá las siguientes atribuciones: 

1 —Examinar las cuentas de percepción e inver-
sión de las rentas públicas, tanto provinciales como municipales; a -
probarlas o desaprobarlas y, en este último caso, indicar el funcio-
nario o funcionarios responsables, como también el monto y la 
causa de los alcances respectivos. 

2 — Inspeccionar las oficinas provinciales o mu-
nicipales que administren fondos públicos y tomar las medidas ne-
cesarias para prevenir cualquier irregularidad en la forma y con a-
rreglo al procedimiento que determine la ley. 

Las acciones para la ejecución de las resolucio-
nes del Tribunal corresponderán al fiscal de estado. 

TITULO TERCERO 

Poder Judicial 

CAPITULO I 

De su composición 

Art. 125 — El Poder Judicial estará constituido por una Su-
prema Corte de Justicia, cámaras de apelación, jueces y demás tri-
bunales que la ley establezca. 

CAPITULO II 

Atribuciones de la Suprema Corte de Justicia 

Art. 126— Son atribuciones de la Suprema Corte de Justi-
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cia: 
1 — Conocer y decidir originariamente y por a-

pelación, la constitucionalidad o inconstitucionalidad de las leyes, 
decretos, ordenanzas o reglamentos que estatuyen sobre materia 
regida por esta Constitución y sean controvertidos por parte inte-
resada; y originaria y exclusivamente en las causas de competencia 
entre los poderes públicos de la Provincia o que se susciten entre 
los tribunales de justicia con motivo de su jurisdicción respectiva. 

2 — Dirimir los conflictos internos de las muni-
cipalidades producidos entre los departamentos ejecutivo y delibe-
rativo o en el seno de este último, como asimismo los que ocurran 
entre distintas municipalidades o entre éstas y otras autoridades 
de la Provincia. 

3 — Resolver las causas contencioso-administra-
tivas en única instancia y en juicio pleno, cuando previamente las 
autoridades administrativas competentes denieguen o retarden el 
reconocimiento de los derechos gestionados por parte interesada. 
La ley determinará el plazo dentro del cual podrán deducirse las 
demandas ante la Suprema Corte de Justicia y establecerá el proce-
dimiento para tramitarlas. 

En estas causas tiene la facultad de mandar 
cumplir directamente sus sentencias por las oficinas o empleados 
respectivos, si la autoridad administrativa no lo hiciere dentro del 
plazo de sesenta días contados desde la fecha en que se le notifi-
que la sentencia. 

Los empleados a quienes alude este inciso son 
responsables por la falta de cumplimiento de las disposiciones de 
la Suprema Corte. 

4 — Resolver en grado de apelación: 
a) De la aplicabilidad de la ley de la Provin-

cia en que los tribunales de justicia en última o única instancia, 
sustenten su sentencia sobre la cuestión que por ella deciden, sin 
peijuicio de las facultades de apreciación del hecho que a éstos in-
cumben y con las restricciones que las leyes de procedimientos es-
tablezcan; 
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b)De la nulidad argüida contra las senten-
cias definitivas pronunciadas en última o única instancia por los 
tribunales de justicia, cuando se alegue violación de las normas 
contenidas en los artículos 129 y 130 de esta Constitución. 

5 - Nombrar directamente sus secretarios y em-
pleados y, a propuesta de los jueces de primera instancia, tribuna-
les del trabajo, funcionarios del ministerio público y jueces de paz, 
los de sus respectivas dependencias; y remover, previo sumario y 
con justa causa, estos secretarios y empleados. 

Art. 127— La Suprema Corte de Justicia dicta su reglamen-
to interno y económico y pasa anualmente a la Legislatura una me-
moria o informe sobre el estado en que se halla la administración 
de justicia, pudiendo, para tal fin, pedir a los demás tribunales de 
la Provincia los datos que crea conveniente: y proponer al Poder E-
jecutivo, las reformas de procedimiento y organización compati-
bles con lo establecido en esta Constitución y que tiendan a mejo-
rar la justicia. 

Ejerce superintendencia sobre la administración 
de justicia. 

Sus miembros desempeñarán anualmente y por 
turno, comenzando por el de mayor edad, la presidencia de la Cor-
te. 

CAPITULO 111 

Administración de justicia en materia civil, comercial, 
del trabajo y penal 

Art. 1 2 8 - La Legislatura establecerá Cámaras de Apela-
ción, Tribunales del Trabajo y demás jueces en lo civil, comercial 
y penal; determinará los límites de su jurisdicción territorial y las 
materias de su competencia en su fuero respectivo y organizará los 
distritos judiciales que considere convenientes. 

Art. 1 2 9 - Los tribunales de justicia deberán resolver todas 

269 



las cuestiones que les fueren sometidas por las partes, en la forma 
y plazos establecidos al efecto por las leyes procesales. 

Los jueces que integran los tribunales colegiados, 
deberán dar su voto en todas las cuestiones esenciales por decidir. 
Para que exista sentencia debe concurrir mayoría de opiniones a-
cerca de cada una de ellas. 

Art. 130— Las sentencias que pronuncien los jueces y tribu-
nales letrados estarán fundadas en el texto expreso de la ley. A fal-
ta de éste, en materia civil, comercial y del trabajo, en los princi-
pios jurídicos de la legislación vigente que exista al respecto y, en 
defecto de éstos, en los principios generales del derecho, teniendo 
en consideración las circunstancias del caso. 

Art. 131 — La interpretación que la Suprema Corte de Jus-
ticia haga de los textos de la presente Constitución y de las leyes 
de la Provincia, será obligatoria para todos los tribunales locales. 
La ley establecerá el procedimiento para obtener la revisión de la 
jurisprudencia. 

Art. 1 3 2 - Los procedimientos judiciales son públicos, sal-
vo que a juicio del tribunal, la publicidad sea inconveniente para 
las buenas costumbres, debiendo, en este caso, declararlo así por 
medio de un auto. 

La defensa y la representación en juicio es libre 
ante todos los tribunales, con las restricciones que imponga la ley 
de la materia. 

Art. 133 — Corresponde a las cámaras de apelación, el nom-
bramiento y remoción, previo sumario y con justa causa, de los se-
cretarios y empleados de su dependencia. 

CAPITULO IV 

Justicia de paz 

Art. 134 - La Legislatura creará juzgados de paz en toda la 
Provincia, y otros de menor cuantía atendiendo a la extensión te-
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rritorial de cada distrito y a su población. Establecerá los requisi-
tos que deben reunir los jueces de paz y sus suplentes, la forma de 
su designación y el tiempo que durarán en sus funciones. 

Art. 135— Los jueces de paz son funcionarios exclusiva-
mente judiciales y agentes de los tribunales de justicia y su compe-
tencia general y especial será determinada por la ley. 

CAPITULO V 

Elección, duración y responsabilidad de los jueces letrados 
y miembros del ministerio público 

Art. 136 — Los jueces letrados, el procurador de la Suprema 
Corte de Justicia y demás miembros del ministerio público, serán 
nombrados por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado. 

Art. 137 — Los jueces letrados, el procurador de la Suprema 
Corte de Justicia y demás miembros del ministerio público, son 
inamovibles y conservarán sus empleos mientras dure su buena 
conducta. Gozarán por sus servicios de un sueldo establecido por 
la ley, el que no podrá ser disminuido salvo el caso en que la ley 
lo dispusiera con carácter general para los demás magistrados, fun-
cionarios y empleados de la Administración. 

Art. 138 - Para ser juez de la Suprema Corte de Justicia y 
procurador general se requiere ser argentino nativo, con título de 
abogado reconocido por autoridad competente en la forma que de-
termine la ley, con diez años de ejercicio y treinta años de edad. 
Para serlo de las cámaras de apelación se requieren las mismas con-
diciones, pero bastarán seis años en el ejercicio de la profesión de 
abogado. 

Para ser juez letrado se necesitan seis años de 
ciudadanía en ejercicio, veinticinco años de edad y tres años en el 
ejercicio de la profesión de abogado. 

Art. 139— Los jueces de la Suprema Corte de Justicia y 
procurador general prestarán juramento ante su presidente, de de-
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sempeñar fielmente el cargo. El presidente jurará ante la Suprema 
Corte, y los demás jueces y miembros del ministerio público ante 
quien determine dicho tribunal. 

Art. 140— Los jueces de la Suprema Corte de Justicia y 
procurador general, así como los demás jueces letrados y miem-
bros del ministerio público, no pueden ser suspendidos en el ejer-
cicio de sus cargos, sino en el caso de acusación y con sujeción a 
lo que se dispone en esta Constitución. 

Art. 141 — Para ingresar en el Poder Judicial, el que no fue-
re oriundo de la Provincia, debe justificar un año de residencia in-
mediata en ella. 

Art. 142— Cualquier persona puede denunciar o acusar a 
los jueces de las cámaras de apelación y demás jueces letrados, y a 
los miembros del ministerio público, por delito o falta cometidos 
en el desempeño de sus funciones, ante un jurado de nueve miem-
bros formado por el ministro del Poder Ejecutivo por cuyo depar-
tamento se designan los jueces, el cual lo presidirá; por tres miem-
bros del Poder Judicial sorteados en acto público de una lista 
formada por los vocales de la Suprema Corte; por un senador y dos 
diputados, sorteados del mismo modo entre los componentes de 
listas integradas respectivamente por cinco senadores y diez dipu-
tados elegidos por cada Cámara; y por dos abogados inscriptos en 
la matrícula, que reúnan las condiciones para ser jueces de la Su-
prema Corte y que sean sorteados, también públicamente, entre 
los diez de una lista propuesta por la corporación de abogados de 
la Provincia, reconocida por ley. 

El jurado podrá funcionar con la presencia de 
cinco de sus miembros, y las decisiones derán tomadas por mayo-
ría de sufragios. El presidente no tiene voto, salvo el caso de un 
empate. 

Art. 143 — El juez o funcionario acusado quedará suspendi-
do en el ejercicio de su cargo desde el día en que el jurado admita 
la acusación. 

Art. 144— El jurado pronunciará su veredicto con arreglo a 
derecho, declarando al acusado culpable o no del hecho o hechos 
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que se le imputen. 
Pronunciado el veredicto de culpabilidad, se re-

mitirá la causa al juez competente para que aplique, si correspon-
de, la ley penal. 

La ley determinará los delitos y faltas de los jue-
ces y funcionarios acusables ante el jurado y el procedimiento que 
ante él debe observarse. 

Art. 145 — Los jueces de paz no letrados pueden ser acusa-
dos ante la Suprema Corte de Justicia por delitos o faltas cometi-
dos en el ejercicio de sus funciones. Dicho tribunal podrá suspen-
derlos y removerlos, según el procedimiento que determine la ley. 

Art. 146— Los jueces y miembros del ministerio público 
acusados de delitos comunes fuera de sus funciones, serán juzga-
dos en la misma forma que los demás habitantes de la Provincia, 
quedando suspendidos en el ejercicio del cargo el día en que se 
haga lugar a la acusación. 

Art. 1 4 7 - El ministerio público será desempeñado por el 
procurador general de la Suprema Corte de Justicia; por los fis-
cales de cámaras, quienes deberán reunir las condiciones requeridas 
para ser juez de Cámara de Apelación; por los agentes fiscales, ase-
sores de menores y defensores de pobres y ausentes, quienes debe-
rán reunir las condiciones requeridas para ser juez letrado. El pro-
curador general ejercerá superintendencia sobre los demás miem-
bros del ministerio público. 

PARTE IV 

Del Régimen Municipal 

CAPITULO UNICO 

Art. 148— La administración local de los partidos que for-
men la Provincia, con excepción del partido de la Capital, estará a 
cargo de una Municipalidad, compuesta de un departamento ejecu-
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tivo desempeñado por un ciudadano con el título de intendente 
y un departamento deliberativo desempeñado por ciudadanos 
con el título de concejal, los que no podrán ser menos de seis ni 
más de doce. 

Art. 149— La elección de intendente y concejales se reali-
zará en el mismo acto en que se elijan los senadores y diputados. 

Art. 150— Cada municipalidad deberá prestar la coopera-
ción requerida por el Gobierno de la Provincia a fin de hacer cum-
plir la Constitución de la Nación y la presente, así como las leyes 
que, en consecuencia de ambas, se dicten en las respectivas juris-
dicciones. 

Art. 151 — La ley determinará las atribuciones y responsa-
bilidades de cada departamento, confiriéndoles las facultades pa-
ra que puedan atender eficazmente los intereses y servicios loca-
les, con sujección a las siguientes bases: 

1 — El número de concejales se fijará con arre-
glo a la población de cada partido. 

2 — Serán electores los ciudadanos inscriptos 
en el registro electoral del partido. 

3 — Serán elegibles todos los ciudadanos ar-
gentinos que hayan cumplido veintidós años de edad, vecinos del 
partido, con un año de domicilio anterior a la elección. 

4 — El presidente del concejo deliberante y los 
concejales no gozarán de sueldo u otra remuneración, pudiendo re-
cibir, exclusivamente, en concepto de compensación de gastos y a 
cargo del tesoro municipal, una suma mensual cuyo importe no 
excederá al equivalente de una vez y media el sueldo mínimo que 
fije el presupuesto de la comuna a que pertenezcan. 

5 — Los conséjales durarán tres años en sus fun-
ciones, y pueden ser reelectos. El concejo se renovará totalmente 
cada tres años. 

6 — El intendente será elegido directamente por 
el pueblo; durará tres años en sus funciones, las que serán rentadas 
y podrá ser reelecto. Para desempeñar este cargo se requieren las 
mismas condiciones que para ser concejal. En caso de muerte, des-
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titución, renuncia, enfermedad, suspensión o ausencia del inten-
dente, lo reemplazará el concejal que corresponda según el orden 
de prelación establecido en la lista de su partido o agrupación. 

Art. 152— El departamento deliberativo, por propia deter-
minación, abrirá sus sesiones ordinarias el primer día hábil del mes 
de mayo de cada año y las cerrará el 31 de agosto, pudiendo pro-
rrogarlas hasta sesenta días. Asimismo, en el mes de marzo, reali-
zará sesiones especiales paia examinar las cuentas del ejercicio ven-
cido y aprobarlas o desaprobarlas, remitiéndolas al Tribunal de 
Cuentas. 

El intendente podrá convocar a sesiones extraor-
dinarias al concejo deliberante, cuando lo exija un interés público, 
para tratar exclusivamente el asunto o asuntos que fije la convoca-
toria. 

Art. 153 — Son facultades del régimen municipal: 
1 — Convocar a elecciones municipales, con 

quince días de anticipación por lo menos, cuando el Poder Ejecuti-
vo dejare transcurrir los términos legales sin hacerlo. 

2 - Nombrar y remover los funcionarios muni-
cipales. 

3 — Tener a su cargo el ornato, la sanidad, la a -
sistencia social y la vialidad, como así los servicios públicos de 
competencia municipal. 

4 — Dictar ordenanzas y reglamentos. 
5 — Darse su presupuesto y administrar los bie-

nes municipales. El presupuesto será proyectado anualmente por el 
departamento ejecutivo, y el deliberativo no podrá aumentar su 
monto. Si aquél no lo remitiera por lo menos un mes antes del re-
ceso, el concejo deliberante podrá proyectarlo y sancionarlo, pero 
su monto no excederá del total de la recaudación calculada en el 
año inmediato anterior. En caso de veto total o parcial, si el conce-
jo deliberante insistiera por dos tercios de votos de los miembros 
que lo componen, el intendente deberá promulgarlo. Vencido el e-
jercicio administrativo sin que el concejo deliberante sancione el 
presupuesto, la municipalidad deberá regirse por el sancionado pa-
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ra el año anterior. 
Toda ordenanza especial que autorice gastos no 

previstos en el presupuesto, deberá establecer los recursos con que 
han de ser cubiertos. 

6 — Realizar convenios de mutuo interés econó-
mico-financiero con otra municipalidades o con la Provincia. 

7 — Formar consorcios y cooperativas con fines 
de interés público. 

8 — Constituir sus fondos con el producido de 
los impuestos, contribuciones de mejoras y tasas que establezca so-
bre materia imponible de su competencia; con la participación que 
le corresponda en impuestos de recaudación provincial o nacional; 
con el producido de la explotación de sus propios bienes; con los 
empréstitos o uso del crédito en otra forma; y con las donaciones, 
legados, subsidios y subvenciones. 

Art. 1 5 4 - Todo aumento o creación de impuesto, contri-
buciones de mejoras y tasas será sancionado por la mayoría abso-
luta del total de los miembros del concejo deliberante. 

Art. 155— La enajenación de bienes municipales requerirá 
la autorización previa del concejo deliberante por mayoría absolu-
ta del total de sus miembros. La ley determinará la forma y condi-
ciones para la enajenación de dichos bienes. 

Art. 156— Las obras públicas que hayan de ejecutarse por 
terceros serán adjudicadas por licitación pública o privada, de a-
cuerdo con lo que determine la ley. 

Art. 157— Las compras se harán por licitación pública o 
privada o directamente, según los montos que fije la ley. 

Art. 158— Las municipalidades no podrán contraer emprés-
titos fuera de la Provincia sin autorización de la Legislatura. Tam-
poco se autorizarán sobre el crédito general de la municipalidad 
cuando el total de los servicios de amortización e intereses com-
prometa en más del 25 por ciento los recursos ordinarios afecta-
bles. Los empréstitos se votarán por mayoría absoluta del total de 
los miembros del concejo deliberante. 

Art. 159— El crédito público se usará con destino a obras 
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señaladas de mejoramiento o para la atención de gastos originados 
por casos fortuitos o de fuerza mayor. Las autorizaciones para la 
consolidación de deudas sólo podrán comprender las de ejercicios 
vencidos en las condiciones que fije la ley. 

Art. 160— Es obligación del gobierno municipal dar publi-
cidad a todos sus actos, reseñándolos en una memoria anual en la 
que hará constar detalladamente la percepción e inversión de sus 
rentas. 

Art. 161 — El intendente, los concejales, los funcionarios y 
empleados, son responsables por los daños y perjuicios provenien-
tes de la falta de cumplimiento a sus deberes. La ley determinará 
las causas, formas y oportunidad de su destitución. 

Art. 162— Todos los actos y contratos emanados de auto-
ridades municipales que no estén constituidas en la forma que 
prescribe esta Constitución, serán de ningún valor. 

Art. 163 — En caso de acefalía de una municipalidad el Po-
der Ejecutivo asumirá el gobierno municipal y en oportunidad de 
la primera renovación legislativa convocará a elecciones para cons-
tituirlo. 

PARTE V 

De la Reforma de la Constitución 

CAPITULO UNICO 

Art. 164— Esta Constitución sólo podrá ser reformada por 
el siguiente procedimiento: 

a) El proyecto de reforma será tramitado en la 
forma establecida para la sanción de las leyes, debiendo contar con 
el voto afirmativo de dos tercios de los miembros presentes de ca-
da Cámara para ser aprobado. La ley indicará si la reforma será to-
tal o parcial y, en este último caso, las partes o los artículos que 
serán reformados. 
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b) La misma ley establecerá si ha de convocarse 
o no, a una convención reformadora. En este último caso la ley 
contendrá la enmienda proyectada y ésta será sometida a plebisci-
to en la primera elección que se realice. El voto será expresado en 
pro o en contra de la enmienda y su resultado será comunicado 
por el Tribunal Electoral al Poder Ejecutivo y a la Legislatura, para 
su cumplimiento. 

Art. 165— En caso de convocarse a una convención refor-
madora la ley expresará la forma de su funcionamiento y el plazo 
dentro del cual deberá dar término a su cometido. 

Art. 166— La convención estará formada por ciudadanos 
que reúnan las condiciones necesarias para ser diputado y se com-
pondrá de un número de miembros igual al total de los legisladores 
de ambas Cámaras. La elección se llevará a cabo al mismo tiempo, 
en igual forma y por los mismos medios que la de diputados y se-
nadores. La ley determinará las incompatibilidades para ser diputa-
do convencional. 

Art. 167 — Las enmiendas aprobadas en plebiscito y las san-
ciones de la convención reformadora serán promulgadas y publi-
cadas como parte integrante de la Constitución. 

Art. 167 bis. (Disposiciones transitorias). Tendrán el carác-
ter de transitorias, y se suprimirán cuando se reimprima esta Cons-
titución, a partir de 1952, las disposiciones siguientes: 

la. — Esta Constitución entrará en vigencia a 
partir de la fecha de su publicación en el Diario de Sesiones de la 
Asamblea Constituyente. 

2a. - En las elecciones de gobernador, vicego-
bernador, legisladores y conséjales que se realicen en el año 1950 
se aplicarán las mismas disposiciones constitucionales y legales que 
rigieron para los comicios del 14 de marzo de 1948. 

Declárase subsistente la Junta Electoral de la 
Provincia con las atribuciones que le confieren los artículos 49, 50 
y 51 de la Constitución que se modifica por la presente, hasta tan-
to se dicte la nueva Ley Electoral. 

3a. — El mandato del gobernador y vicegoberna-
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dor que sean elegidos en 1950, durará desde el día 16 de mayo de 
ese año hasta el 4 de junio de 1952. 

4a. — El gobernador y vicegobernador, que ce-
san el 16 de mayo de 1950, podrán ser elegidos para completar el 
período legal de seis años, artículo 92 de esta Constitución, y has-
ta el 4 de junio de 1952. 

5a. — La duración de los mandatos del goberna-
dor, vicegobernador, senadores, diputados, intendentes municipa-
les y concejales en ejercicio no queda modificada por las disposi-
ciones pertinentes de la presente Constitución, salvo lo que dispon-
gan al respecto estas disposiciones transitorias. 

6a. — Los senadores, diputados y concejales que 
resulten electos en la renovación correspondiente al año 1950, ce-
san en sus mandatos el 30 de abril de 1952. 

7a. — El Intendente y los concejales de La Plata 
cesan en sus cargos el 31 de mayo de 1950, y en esta fecha entrará 
en vigor el artículo 108, inciso 6 o de esta Constitución. 

8a. - Hasta tanto la Legislatura sancione la ley 
orgánica de los ministerios, el despacho de los negocios de la Pro-
vincia estará a cargo de los siguientes departamentos: Gobierno; 
Hacienda, Economía y Previsión; Obras Públicas; Salud Pública 
y Asistencia Social; Educación; Asuntos Agrarios; Secretaría Ge-
neral de la Gobernación. 

El orden precedente regirá a los efectos del ar-
tículo 95 de esta Constitución y hasta que sea dictada la ley de 
acefalía. 

9a. - El Ministerio de la Secretaría General de 
la Gobernación substituirá al Ministerio de la Gobernación, y a 
su dependencia pasarán las reparticiones que integran este último. 

10a. — Los bienes de la Dirección General de Es-
cuelas, del Consejo General de Educación, de los Consejos Escola-
res y del Instituto Autárquico de Colonización quedan transferi-
dos al fisco de la Provincia. 

El director General de Escuelas, los vocales del 
Consejo General de Educación, los consejeros escolares y el pre-
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sidente, vicepresidente y los vocales del directorio del Instituto 
Autárquico de Colonización, cesarán en sus cargos al entrar en vi-
gencia la presente Constitución. 

l i a . — Hasta tanto sea dictada la ley orgánica de 
los ministerios, facúltase al Poder Ejecutivo para determinar los ra-
mos y funciones de cada uno de los departamentos y para transfe-
rir de un ministerio a otro las reparticiones que considere conve-
niente para el mejor desenvolvimiento de la administración pú-
blica. 

Asimismo hasta tanto sean incluidos en la ley ge-
neral de presupuesto de la administración los ministerios de Educa-
ción y de Asuntos Agrarios, facúltase al Poder Ejecutivo para dis-
poner refuerzos y transferencias de partidas de sueldos y gastos y 
para tomar de "Rentas Generales" los fondos necesarios para el in-
mediato y normal funcionamiento de aquéllos. Los Decretos res-
pectivos se enviarán para su conocimiento a la Legislatura. 

12a. — El contador, subcontador, tesorero y subte-
sorero de la Provincia actualmente en funciones, cesarán en sus 
cargos el 31 de mayo de 1950. Para el período comprendido entre 
el I o de junio de 1950 y el 30 de junio de 1952, el Senado presen-
tará las ternas que prescribe el artículo 52 de esta Constitución. 

13a. — Hasta el momento en que comience a regir 
el recurso de casación nacional podrá interponerse ante la Suprema 
Corte de Justicia el recurso de inaplicabilidad de ley o doctrina le-
gal, conforme a lo que establecía el artículo 149, inciso 4 o letra a) 
de la Constitución anterior. 

14a. — Jurarán cumplir y hacer cumplir esta Cons-
titución: el Gobernador de la Provincia, ante la Asamblea Consti-
tuyente; el Vicegobernador, ante el Senado, en la primera sesión 
que celebre el Cuerpo; los senadores y diputados, con excepción 
de aquellos que ya la hubiesen jurado como constituyentes, ante el 
presidente de los respectivos cuerpos, en la primera sesión ordina-
ria que celebren después de la sanción de la presente; los ministros 
del Poder Ejecutivo y el Fiscal de Estado, ante el Gobernador de la 
Provincia; el Presidente de la Suprema Corte, ante la misma y los 
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jueces y el Procurador General antfe el Presidente; los intendentes y 
presidentes de los Concejos Deliberantes ante este último Cuer-
po y los concejales ante el Presidente del Concejo, en la primera 
sesión ordinaria que se celebre después de la sanción de la presen-
te. 

La falta de cumplimiento del juramento a que se 
refiere el presente artículo, hará cesar inmediatamente a aquel que 
se negare a hacerlo en el desempeño de su mandato, función o em-
pleo. 

Art. 168 — Promúlgase; comuniqúese, publíquese y cúmpla-
se en todo el territorio de la provincia de Buenos Aires. 

Dada en la Sala de Sesiones de la Honorable Asamblea Cons-
tituyente de Buenos Aires, en la ciudad de La Plata, a los veinte 
días del mes de mayo de mil novecientos cuarenta y nueve. 

MARIO M. GOIZUETA 
Presidente 

JULIO C. LESCANO GORORDO RENE SAUL ORSI 
Secretario Secretario 

Pedro Agotegaray, Juan Samuel Altube, César Enrique 
Aranguren, Jorge Mario Arbucó, Rodolfo J. Arce, Ma-
riano A. Arrieta, Julio César Avanza, Mateo Balo, Fran-
cisco L. Beltrán, Héctor Pablo Bosco, Luis Narciso Cam-
po, Eduardo / . Carvajal, Andrés Casanova, Orlando Cas-
tro, Federico G. Cepparro, Leandro José Cerizola, Gui-
llermo E. Coolen, Juan Manuel Delgado, Juan Fernán-
dez, Pablo Ferrari, Daniel Ferrer Burgueño, Benito 
Ferro, Miguel Eduardo Firpo, Francisco Fraccia, Fran-
cisco Galizia, Cándido García, Gilberto Enrique García, 
Américo Nicolás Giordano, Mario M. Goizueta, Francis-
co González Rodríguez, Govetto, Pa¿>/o Ramón 
Guerrero, Rufino Antonio Herce, Carlos A. Hernández, 
Miguel Hoffmann, /ose Ladaga Rosito, Oscar Zara, i4/-
/recfo Larrondo, Julio C. Lescaño Gorordo, Alberto R. 
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López Claro, Luis López, Cayetano Marón, Afano Her-
nán Martínez, Alejandro O. Mercante, /wúw Angel Mer-
lo, /asío i?. Mouzo, Manuel Benito Mura, Cayetano Nas-
tasiaf Miguel K. Natiello, Virgilio Nelbone, Eduardo 
Héctor Olmos, .Rercé Stfíí/ Ors/, Manuel Otero, José M. 
Palmeiro, Sflú/ 5. Pardo, Francisco Parera, Rafael Pas-
cual Robles, / o s é Z,w/s Passerini, Manuel Raúl Pedrera, 
.Rflií/i?. Peláez, Alberto Proia, Hipólito Pugliese, Vicente 
Rapóla, Sfltí/ Oscút* .Rflttz, Vicente J. .Rey, Aurelio D. 

Pedro Pablo Rivas, /múw Carlos Salaverry, Jorge 
Alberto Simini, Angel Siri, Domingo Eusebio Soria, 2j-
duardo Bartolomé Sturla, Rodolfo Marcos Tosar, Ed-
mundo Vampa, Gustavo Villaverde, José F. We/Tzer, ,Ro-
dolfo Yezid Yanzón. 
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A P E N D I C E 





Primer Reglamento Constitucional de la Provincia de 
Buenos Aires ( 1 8 2 0 ) * 

Don ILDEFONSO RAMOS MEXIA, Gobernador y Capitán Gene-
ral de esta Provincia, et.t etc. 

Por cuanto la Honorable Junta de Representantes de la pro-
vincia se ha servido con fecha de ayer dirigirme la comunicación 
del tenor siguiente: 

En circunstancias de considerar en riesgo el orden y tranqui-
lidad de la Provincia y de precaver males de mayor bulto y trascen-
dencia, ha juzgado de su deber y lo ha resuelto esta Honorable 
Junta, en ejercicio de la vigilancia que debe distinguir sus empeños, 
poner el Gobierno en disposición de expedirse con libertad, pron-
titud y franqueza, de modo que por defecto de arbitrios o faculta-
des no peligre el país amenazado de nuevas, y acaso más duras hos-
tilidades; y tiene acordado en sus resultas nombrar, como de-facto 
nombra a V.E. en clase de Gobernador en propiedad por el t iempo 
que le señale el reglamento Provincial, obra que ocupa ya sus des-
velos y cuidados, siendo una de sus principales intenciones que es-
te nombramiento comprenda todo el lleno de facultades en lo po-
l ít ico, económico , y militar por el espacio de ocho meses, para 
cuantas ocurrencias puedan presentarse consiguientes a los anun-
cios y tumores que por momentos se derraman o introducen por 
la campaña y esta ciudad; y así mismo tiene resuelto para obviar 

* Provincia de Buenos Aires. Asamblea Constituyente. Año 1949. 
Debates de la Asamblea Constituyente. Actas y Despachos de la 
Comisión revisora y de las Subcomisiones. La Plata. Dirección 
de Impresiones Oficiales. Año del Libertador General San 
Martin. 1950: Tomado del texto facsimilar insertQ en la "Histo-
ria de la Provincia de Buenos Aires y Formación de sus Pueblos 
(Publicación del Archivo Histórico de la Provincia de Buenos Ai-
res dirigida por don Ricardo Levene. Año 1949). 
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embarazos a la penosa administración de V.E. elegir, como lo ha 
hecho, un consejo cerca de su persona con voto consultivo en los 
casos que V.E. desee oír su dictamen, quedando expedito para re-
solver lo que crea conveniente; y resolutivo en los que abajo se ex-
presan, compuesto de los señores doctores D. Juan José Paso, D. 
Tomás Manuel Anchorena y D. Mariano Andrade, con dos suplen-
tes para los casos de enfermedad, ausencia, u otro impedimento le-
gal, que son el Sr. Brigadier D . Miguel Azcuénaga, y D. Manuel 
Hermenegildo Aguirre Lajarrota, con especial obligación de infor-
mar V.E. sus altas funciones con el tenor de los siguientes artícu-
los. 

I o Que en razón de la facultad económica no se entromete-
rá V.E. en ejercer jurisdicción alguna civil, o criminal de oficio, ni 
a petición de parte, ni alterará el sistema de administración de jus-
ticia según las leyes, guardando el Art. 5 o Cap. 2 o Sec. 3a del Re-
glamento Provisional del Congreso; sin que por esto se entienda 
impedido para capturar o mantener detenida con la seguridad com-
petente en cualquier punto de la Provincia a toda persona que de 
otro modo la considere sospechosa al orden y tranquilidad del 
País. 

2 o Que no pueda imponer pechos, ni contribuciones, ni au-
mentos de derechos de ninguna clase directa ni indirectamente, pe-
ro sí empréstitos que en todo el t iempo de la facultad no pasen de 
doscientos mil pesos; determinándose a esta medida con acuerdo 
del Consejo, y llegado el caso, proporcionando a los prestamistas 
competente seguridad por sus capitales y premios. 

3 o Que no pueda crear más papel que el que se le ha desig-
nado, pero podrá destinar con acuerdo del Consejo para gastos eje-
cutivos de la defensa de la Provincia los sesenta mil pesos que en 
dicho papel están aplicados al pago de créditos pendientes. 

4 o Que no podrá variar radicalmente el destino de los fon-
dos pertenecientes a diferentes ramos de hacienda particulares de 
la Provincia, y que cuando haga uso de ellos para las urgentes aten-
ciones de defensa y seguridad del país, sea en calidad de préstamo 
y con cargo de reintegro por el fondo público de la Provincia. 
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5 o Que no pueda crear nuevos empleos ni proveer grados de 
Coronel Mayor, Brigadier, ni menos prebendas eclesiásticas, ni au-
mentar sueldos; pero sí podrá reformar los empleos si fuese necesa-
rio, en obsequio al servicio y conveniencia pública. 

6 o Que no podrá celebrar tratados de paz, ni alianza, ni en-
tablar negociaciones al intento con ningún Gobierno de esta Hono-
rable Junta, y sólo en el caso de una invasión o amago imprevisto 
o repentino contra esta Provincia podrá adoptar todas las medidas 
para su seguridad y defensa, obrando hostilmente contra los inva-
sores, y dando inmediatamente cuenta a esta Corporación. 

7 o En el caso que el Gobernador propietario de la Provincia 
no pudiese continuar en el mando por enfermedad u otro impedi-
mento legít imo, que no dé lugar a previa reunión de la Honorable 
Junta para deliberar sobre el nombramiento de sucesor, entrará 
a ejercer las funciones del Gobierno el Presidente del Consejo, de-
biendo dar cuenta inmediatamente al que lo sea de la Honorable 
Junta, para que reunidos sus miembros resuelvan lo conveniente. 
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Proyecto de constitución para la provincia de Buenos Aires 
de diciembie 1833 * 

SECCION PRIMERA 

de la provincia de Buenos Aires y su culto 

Art. I o - La provincia de Buenos Aires tiene el exclusivo 
derecho de gobernarse a sí misma en lo perteneciente a su régimen 
interior, como un estado libre e independiente, y ejercitará por sí 
todo poder, jurisdicción y derecho que no sea delegado expresa-
mente por ella al congreso nacional. 

Art. 2 o - No será jamás el patrimonio de una persona o 
de una familia. El que intentare sojuzgarla será reputado como a-
atentador contra la soberanía del pueblo. 

Art. 3 o — Su religión es la católica, apostólica, romana , a 
la que prestará siempre la más eficaz y decidida protección y sus 
habitantes el mayor respeto, sean cuales fueren sus opiniones reli-
giosas. 

Art. 4 o - Es sin embargo (conforme a la ley de 12 de octu-
bre de 1825) inviolable en el territorio de la provincia el derecho 
que todo hombre tiene para dar culto a Dios Todopoderoso según 
su conciencia. 

Art. 5 o — El uso de la libertad religiosa, que se declara en 
el artículo anterior, queda sujeto a lo que prescriben la moral, el 
orden público y las leyes existentes del país. 

SECCION SEGUNDA 

de la ciudadanía 

Art. 6 o - Los ciudadanos de la provincia de Buenos Aires 
son naturales o legales. Son naturales los hombres libres nacidos 

* Florencio Varela, Tratados de los Estados del R io de la Plata etc. 
Montevideo, 1847, 48, página 468. 
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en su territorio. Son legales: I o los hijos de estos donde quiera 
que nazcan, los que entrarán en el ejercicio de la ciudadanía desde 
el acto de pisar la provincia con ánimo de permanecer en ella; 2 o 

los hijos de las demás provincias que componen el territorio de la 
república, del mismo modo y forma que se expresa en el miembro 
anterior; 3 o los extranjeros que han combatido y combatieren en 
los ejércitos de mar y tierra de la república; 4 o los extranjeros casa-
dos con hijas del país, que profesen alguna ciencia, arte o indus-
tria, o posean algún capital en giro o propiedad raíz, y se hallen re-
sidiendo en el país, al tiempo de jurarse esta constitución, y se ins-
criban en el registro cívico; 5 o los demás extranjeros que posean 
alguna de las calidades que se acaban de mencionar, y teniendo 
cuatro años de residencia en la provincia, obtengan carta de ciuda-
danía; 6 o los que, por servicios notables y méritos relevantes, la 
consiguieren. 

Art. 7 o - Los derechos de ciudadanía se suspenden: I o 

por no haber cumplido veinte años de edad, no siendo casado; y, 
siéndolo, hasta los diez y ocho; 2 o por no saber leer ni escribir (es-
ta condición no tendrá efectos hasta ocho años de la fecha de la a-
ceptación de esta constitución); 3 o por la naturalización en otro 
país; 4 o por el estado de deudor fallido, declarado tal por juez 
competente; 5 o por el de deudor al tesoro público, que, legalmen-
te ejecutado al pago, no cubra la deuda; 6 o por el de demencia; 
7 o por el de criado a sueldo, peón jornalero, simple soldado de lí-
nea, notoriamente vago, y legalmente procesado en causa crimi-
nal en que pueda resultar pena corporal o infamante; 8 o por la 
compra o venta de sufragios en las elecciones, o perturbación del 
orden en ellas. 

Art. 8 o - Se pierden: I o por la aceptación de empleos, 
distinciones o t í tulos de otro gobierno, sin especial permiso de la 
asamblea; 2 o por quiebra fraudulenta, declarada tal; 3 o por sen-
tencia que imponga pena infamante; pudiendo en cualquiera de 
estos casos solicitarse y obtenerse rehabilitación. 
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SECCION TERCERA 

de la forma de gobierno 

Art. 9 ° - El gobierno de la provincia de Buenos Aires es 
popular representativo. 

Art. 10 - La soberanía reside originariamente en el pue-
blo, y su ejercicio se delega en los tres poderes: legislativo, ejecuti-
vo y judicial. 

Art. 11 - Cada poder ejercerá las atribuciones que le seña-
la esta constitución, sin excederse en sus límites respectivos. El 
menor exceso le sujeta a grave responsabilidad. 

SECCION CUARTA 

del Poder Legislativo 

Art. 12 - El poder legislativo de esta provincia residirá en 
una asamblea general, que se compondrá de una cámara de repre-
sentantes y otra de senadores. 

CAPITULO I 

de la Cámara de Representantes 

Art. 13 - La cámara de representantes se compondrá de 
diputados elegidos directamente por los pueblos, con arreglo a la 
ley de elecciones que hay existente o que se sancionare oportuna-
mente. 

Art. 14 - Se elegirá un representante por cada seis mil al-
mas o por una fracción que no baje de tres mil. 

Art. 15 - Los diputados para la primera legislatura serán 
nombrados en la proporción siguiente: por la capital, doce; uno 
por cada departamento o sección de las electorales de la campaña 
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y uno por Patagones. 
Art. 16 — Para la segunda legislatura, deberá realizarse el 

censo general de la provincia, y arreglarse a él el número de repre-
sentantes; dicho censo sólo podrá renovarse cada ocho años. 

Art. 17 - Tendrá voz activa en las elecciones de represen-
tantes todo ciudadano expedito en el ejercicio de sus derechos, 
con arreglo a los artículos 6 o , 7 o y 8 o . 

Art. 18 — Las funciones de representantes durarán por dos 
años; pero la cámara se renovará por mitad cada año. La suerte de-
cidirá los que deben salir el primer año luego que se reúna la pri-
mera legislatura constitucional. 

Art. 19 — Ninguno podrá,ser representante sin que tenga 
las calidades siguientes: ciudadanía natural en ejercicio, o legal ad-
quirida siete años antes de su nombramiento; veinte y dos años 
cumplidos; un capital de cuatro mil pesos, o en su defecto profe-
sión, arte u oficio civil útil, que le produzca una renta equivalen-
te, y que no esté dependiente del Poder ejecutivo por servicio a 
sueldo. 

Art. 20 - No podrán ser reelectos en el cargo de represen-
tantes (lo mismo se dirá respecto de los senadores) sino'después de 
transcursado un bienio desde su cese. 

Art. 21 - Es de la competencia de la cámara de represen-
tantes: I o tener exclusivamente la iniciativa en la imposición de 
contribuciones y derechos indispensables para ocurrir a los gas-
tos de la provincia, y tomar en consideración las modificaciones 
con que el senado, a quien deben pasarse, las devuelva; 2 o el de-
recho exclusivo de acusar ante el senado al gobernador de la pro-
vincia y sus ministros, a los miembros de ambas cámaras y a los 
del superior tribunal de justicia, por delitos de traición, concu-
sión, malversación de fondos públicos, violación de la constitu-
ción, principalmente con respecto a los derechos primarios de 
los ciudadanos, u otros crímenes que merezcan pena infamante o 
de muerte, habiendo primero tomado conocimiento de ellos a 
petición de parte que los denuncie, o de alguno de sus miembros, 
y declarado haber lugar a la formación de causa. 
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Art. 22 - En el acto de incorporarse los representantes, 
prestarán juramento de desempeñar debidamente el cargo, y obrar 
en todo de conformidad a lo que previene esta constitución. 

Art. 23 — Ningún representante, después de incorporado, 
podrá recibir empleo del Poder Ejecutivo, sin consentimiento de la 
cámara a que pertenece, y sin que quede vacante su representación 
en el acto de admitirlo. Ni podrá obtenerlo después de seis meses 
de cesar en sus funciones. 

CAPITULO II 

del Senado 

Art. 24 — La cámara de senadores se compondrá de doce 
miembros; seis por la ciudad y uno por cada dos secciones de las 
electorales de la campaña. 

Art. 25 — La elección de los senadores será directa y en la 
misma manera que la de representantes. 

Art. 26 — Para ser nombrado senador, se necesita ciudada-
nía natural en ejercicio, o legal adquirida diez años antes de su 
nombramiento, treinta y dos años de edad, y un capital de seis 
mil pesos, o una renta equivalente, o profesión científica capaz de 
producirla; no ser dependiente del poder ejecutivo por servicio a 
sueldb, y no haber sido jamás condenado en causa criminal. 

Art. 27 — Los senadores en el acto de su incorporación 
prestarán el juramento prescrito en el artículo 22 . 

Art. 28 — Su permanencia en el cargo será por tres años, 
renovándose por tercias partes cada año; y se decidirá por la suer-
te, luego que se reúnan, quiénes deben salir en el primero y segun-
do año. 

Art. 29 — El que obtuviese una elección doble de senador 
y representante, escogerá la que más le convenga. 

Art. 30 - Lo dispuesto en el artículo 23 respecto de los 
representantes tendrá lugar en los senadoresi 
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Art. 31 — Las vacantes de senadores que por cualquier mo-
tivo resulten (lo mismo se dirá respecto de los representantes) du-
rante las sesiones, se llenarán con suplentes que con este objeto se 
elegirán al mismo t iempo que aquellos en igualdad de número. 

Art. 32 - Es atribución del senado juzgar enjuic io público 
a los acusados por la cámara de representantes, y la concurrencia 
de dos terceras partes de sufragios hará sentencia contra el acusa-
do, al solo efecto de separarlo del empleo. 

Art. 33 - La parte convencida y juzgada quedará, no obs-
tante, sujeta a acusación, juicio o castigo, conforme a la ley. 

CAPITULO III 

atribuciones comunes a ambas Cámaras 

Art. 34 - La asamblea general se reunirá en la capital y 
empezará sus sesiones ordinarias el I o de mayo, que durarán por 
cinco meses, hasta último de septiembre. Estas, interviniendo mo-
tivo grave, podrán prorrogarse por un mes con consentimiento de 
las dos terceras partes de los miembros. 

Art. 35 - Cada cámara calificará privativamente la elección 
de sus miembros. 

Art. 36 - Las cámaras se regirán por el reglamento que ca-
da una acuerde. 

Art. 37 — Cada una nombrará su presidente, vicepresidente 
y secretarios. 

Art. 38 - Fijará sus gastos respectivos, poniéndolo en noti-
cia del gobierno, para que se incluyan en el presupuesto general de 
gastos de la provincia. 

Art. 39 - Ninguna cámara abrirá sus sesiones sin que haya 
reunido más de la mitad del número total de sus miembros; mas 
si no se llenare éste el día señalado por la constitución, deberán 
reunirse los presentes, aunque en número menor, para compeler a 
los no concurrentes, en los términos y bajo los apremios que acor-
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daren. 

Art. 40 - Las sesiones serán públicas; y solamente los ne-
gocios de estado que exigan reserva se tratarán en secreto. 

Art. 41 — Las cámaras se comunicarán por escrito entre sí 
y con el gobierno, por medio de sus respectivos presidentes, con 
autorización de un secretario. 

Art. 42 - Los senadores y representantes son inviolables 
por las opiniones que manifiesten y votos que emitan en desempe-
ño de sus cargos. No hay autoridad que pueda procesarlos ni aun 
reconvenirlos en ningún tiempo por ellos. 

Art. 43 - No podrán ser arrestados durante su asistencia a 
la legislatura, excepto en el caso de ser sorprendidos in fraganti 
en la ejecución de algún crimen que merezca pena de muerte, infa-
mia u otra aflictiva; y entonces se dará cuenta inmediatamente a la 
cámara respectiva con la información sumaria del hecho. 

Art. 44 — Ningún senador o representante, mientras que 
invista el carácter de tal, podrá ser acusado criminalmente, ni aun 
por otros delitos que no sean los detallados en el artículo 21 , sino 
ante su respectiva cámara. Si el voto de las dos terceras partes de 
ella declara haber lugar a la formación de causa, quedará el acusa-
do suspenso en sus funciones y sujeto a la disposición del tribunal 
competente para su juzgamiento. 

Art. f45 - Puede asimismo cada cámara corregir a cualquie-
ra de sus miembros con igual número de votos, por desorden de 
conducta en el ejercicio de sus funciones, o removerlos por inhabi-
lidad física o moral sobreviniente a su incorporación, pero basta-
rá la mayoría de uno sobre la mitad de los presentes para decidir 
en las renuncias voluntarias. 

Art. 46 - Cada una de las cámaras puede hacer venir a su 
sala a los ministros del gobierno, para recibir los informes que es-
time convenientes. 

Art. 47 - Cuando fueren convocadas extraordinariamente, 
sólo se ocuparán del asunto que hubiere motivado la convocatoria. 

295 



CAPITULO IV 

atribuciones de la Asamblea General 

Art. 48 - Nombrar el gobernador de la provincia en las é-
pocas que corresponda. 

Art. 49 — Fijar cada año los gastos generales de la provin-
cia, con presencia de los presupuestos presentados por el gobierno. 

Art. 50 — Establecer los impuestos y contribuciones nece-
sarios para cubrirlos, suprimir, modificar y aumentar los existen-
tes. 

Art. 51 — Examinar, aprobar o adicionar anualmente las 
cuentas de inversión de caudales públicos, presentados por el go-
bierno. 

Art. 52 - Crear y suprimir empleos públicos en la provin-
cia; determinar sus atribuciones; designar, aumentar o disminuir 
sus donaciones o retiros; acordar pensiones, o recompensar y de-
cretar honores públicos a los grandes servicios prestados a la pro-
vincia. 

Art. 5 3 - Establecer los tribunales de justicia de ella y re-
glar la forma de juicios. 

Art. 54 - Conceder indultos y acordar amnistías por de-
litos cometidos en la provincia, y con tendencia a ella cuando gran-
des motivos de interés público lo reclamen. 

Art. 55 — Aprobar o reprobar la erección y reglamentos de 
los Bancos de descuentos hipotecarios o de cualquiera otra clase 
que se pretendiese establecer en la provincia. 

Art. 56 — Reglar en ella la educación pública. 
Art. 57 — Acordar a los autores o inventores de estableci-

mientos útiles privilegios exclusivos por tiempo determinado. 
Art. 58 — Hacer todas las demás leyes u ordenanzas que re-

clame el bien de la provincia y que digan relación a sólo ella; modi-
ficar, interpretar y abrogar las existentes. 

Art. 59 — Interin se reúne el congreso general y se da la 
constitución del Estado, en la que se deslinden las atribuciones del 
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ejecutivo que debe presidirlo, la asamblea general de la provincia 
conocerá en todas aquellas cosas en que debería intervenir el con-
greso y sin cuya autorización no podría expedirse el ejecutivo ge-
neral, toda vez que el gobierno de la provincia sea necesitado a in-
tervenir en ellas. 

CAPITULO V 

de la comisión permante 

Art. 60 - Antes de ponerse en receso la asamblea general, 
se nombrará por las respectivas cámaras, a pluralidad de sufragios, 
una comisión permanente, compuesta de dos senadores y tres re-
presentantes. Reunidos los nombrados, elegirán su presidente y vi-
cepresidente. 

Art. 61 - Se nombrará al mismo tiempo, en la misma for-
ma, otro número igual de suplentes, para llenar los vacíos que de-
jen los propietarios en los casos de enfermedad, muerte u otros 
que imposibiliten su asistencia. 

Art. 62 - La comisión permanente durará hasta que se 
vuelva a reunir la asamblea general. 

Art. 63 - Sus atribuciones serán: velar sobre la observan-
cia de la constitución y de las leyes; hacer con energía al gobierno 
las advertencias y reclamos convenientes al efecto , bajo responsa-
bilidad para ante la asamblea general; y en caso que éstas, repeti-
das por segunda vez, sean infructuosas, según la importancia y gra-
vedad del asunto, convocar la asamblea general, ordinaria o extra-
ordinariamente e instruir a ésta de todas las infracciones que hu-
biere notado en el período de receso. 

Art. 64 - Lo dispuesto en el artículo anterior tendrá espe-
cialmente lugar cuando el gobierno se manifestase moroso en la 
convocatoria para las reuniones ordinarias de la asamblea general o 
para las elecciones. 

Art. 65 - Recibir las actas de elecciones que le remitiese 
el Poder ejecutivo, y pasarlas a la respectiva comisión. 
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Art. 66 - Pasar aviso a los diputados suplentes para que 
concurran en lugar de los propietarios; y si ocurriese el fallecimien-
to o imposibilidad absoluta de propietarios y suplentes de un de-
partamento o sección, comunicarlo al gobierno para que expida 
las órdenes a la misma, a fin de que se proceda a nueva elección. 

Art. 67 - Usar de las facultades concedidas a las cámaras 
en el artículo 46. 

Art. 68 - Le corresponde últimamente prestar o rehusar 
su consentimiento en todos los actos en que el gobierno lo necesi-
te, con arreglo a esta constitución. 

CAPITULO VI 

de la formación y sanción de las leyes 

Art. 69 - Todo proyecto de ley, excepto los contenidos 
en el artículo 21 , pueden tener principio en cualquiera de las dos 
cámaras que componen el cuerpo legislativo, por moción hecha 
por algunos de sus miembros, o por proposición del Poder ejecuti-
vo por medio de sus ministros. 

Art. 70 - Aprobado un proyecto de ley en la cámara de 
su origen, se pasará inmediatamente a la otra, para que, discutido 
en ella, lo apruebe, adicione o deseche. 

Art. 71 - El proyecto de ley desechado por una de las cá-
maras no podrá ser presentado de nuevo hasta la siguiente legisla-
tura. 

Art. 72 - Si la cámara a quien ha sido remitido el proyec-
to de ley lo devolviese adicionado o con observaciones, y la remi-
tente se conformase con ellas, se lo avisará en contestación y lo pa-
sará al Poder Ejecutivo; lo mismo sucederá si la cámara a quien se 
remitiese no le pusiese reparo; mas entonces la remisión al Poder 
ejecutivo se hará por ésta; pero si, no conformándose, insistiere en 
sostener su proyecto, tal c o m o lo había remitido al principio, po-
drá por medio de previo aviso a la remitente, solicitar la reunión 
de ambas cámaras, que se verificará en la del senado, y , después de 
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discutido, se adoptará el voto de las dos terceras partes. 
Art. 73 - Si el Poder ejecutivo, recibidos los proyectos, 

los subscribe, o en el término de diez días no los devuelve objecio-
nados, tendrán fuerza de ley. 

Art. 74 - Si encuentra reparos que oponerles u observa-
ciones que hacer, los devolverá con ellos a la cámara que se los re-
mitió, o a la comisión permanente, estando la asamblea en receso, 
dentro del preciso y perentorio término de diez días, contados des-
de que los recibió. 

Art. 75 - En este caso, reunidas ambas cámaras, se reconsi-
derará el proyecto con presencia de dichos reparos u observacio-
nes, y se tendrá por última sanción el voto de las dos terceras par-
tes de sus miembros; la que, comunicada al Poder ejecutivo, se ha-
rá promulgar sin más reparo. 

Art. 76 - No obteniendo el proyecto esta sanción, queda-
rá suprimido por entbnces y no podrá ser presentado de nuevo 
hasta el siguiente período de la legislatura. 

Art. 77 - En caso de reconsideración de un proyecto de-
vuelto por el ejecutivo, las votaciones serán nominales por si o no, 
y tanto los nombres y fundamentos de los sufragantes como las 
objeciones del Poder ejecutivo se publicarán inmediatamente por 
la prensa. 

Art. 78 - En la sanción de las leyes se usará de esta fór-
mula. El senado y cámara de representantes de la provincia de Bue-
nos «Aires, reunidos en asamblea general, etc., decreta. 

SECCION QUINTA 

del Poder ejecutivo 

Art. 79 - El poder ejecutivo de la provincia se desempeña-
rá por una sola persona, bajo la denominación de gobémador de la 
provincia de Buenos Aires. 

Art. 80 - El gobernador será elegido por la asamblea gene-
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ral en la segunda reunión, después de abiertas sus sesiones, por vo-
tación nominal de viva voz a pluralidad absoluta de sufragios. El 
que ejerciere este cargo, al t iempo de publicarse esta constitución, 
continuará en él hasta que reunidas las cámaras en su mayoría, 
pueda procederse al nombramiento del gobernador constitucional. 

Art. 81 - Para ser nombrado gobernador se requiere haber 
nacido en la provincia, residido en ella por tres años inmediata-
mente antes de su nombramiento, a no ser que haya estado ausen-
te en negocios públicos de la república o de la provincia, y tener 
las demás calidades exigidas por esta constitución para senador. 

Art. 82 — El gobernador durará en el cargo por el término 
de tres años y no podrá ser reelecto sino después de seis de haber 
cesado. Esta disposición se entiende respecto de los nombrados 
con arreglo a esta constitución. 

Art. 83 — Antes de entrar al ejercicio del cargo el gober-
nador electo, prestará en manos del presidente del senado y a 
presencia de las cámaras reunidas el juramento siguiente: "Yo N. 
juro a Dios nuestro Señor y estos santos evangelios que desempe-
ñaré debidamente el cargo de gobernador de la provincia que se 
me confía; sostendré su independencia y libertad, y la del Estado; 
protegeré la religión católica; daré ejemplo de obediencia a las le-
yes; ejecutaré y haré ejecutar las que ha sancionado y en adelante 
sancicnare la legislatura de la provincia; observaré y haré observar 
fielmente la constitución; y llenaré los demás encargos que en mí 
fueren depositados por la nación." El presidente del senado le di-
rá: "Si así lo hiciereis, Dios y la Patria os ayuden, y si no, os lo de-
manden/ ' 

Art. 84 — En caso de enfermedad o ausencia del goberna-
dor, o mientras se proceda a nueva elección, por su muerte, renun-
cia, o destitución, el presidente del senado le suplirá o ejercerá las 
funciones anexas al Poder Ejecutivo, quedando entretanto suspen-
so de las de senador. 

Art. 85 — El gobernador es el jefe de la administración 
general de la provincia; provee a la seguridad interior y exterior 
de ella. 
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Art. 86 - Publica y hace publicar las leyes y decretos de la 
legislatura, facilitando su ejercicio por reglamentos especiales. 

Art. 87 - Convoca a la asamblea general a la época prefija-
da por la constitución, sin que por título alguno pueda embarazar-
lo. Y cuando graves circunstancias lo demanden la convocará ex-
traordinariamente. 

Art. 88 - Hace anualmente en persona la apertura de sus 
sesiones, reunidas ambas cámaras al efecto en la sala del senado, in-
formándoles entonces del estado polít ico de la provincia y de las 
mejoras y reformas que considere dignas de su atención. 

Art. 89 - Expide las órdenes convenientes para las eleccio-
nes que correspondan de senadores y diputados en la oportunidad 
debida, y con arreglo a la ley electoral, que cuidará se observe, 
dando cuenta a la asamblea de los abusos que advirtiere. Nc/ podrá 
por motivo alguno diferirlas, sin acuerdo de la asamblea general o 
de la comisión permanente que quedare en su receso. 

Art. 90 — Al gobernador de la provincia corresponde po-
ner objeciones, hacer observaciones sobre los proyectos de leyes 
remitidos por las cámaras en el t iempo prevenido en la sección 
precedente y suspender su promulgación hasta que las cámaras re-
suelvan. 

Art. 91 - Le corresponde igualmente proponer a las cáma-
ras proyectos de ley o modif icaciones a las anteriores dictadas. 

Art. 92 - Es atribución del gobernador de la provincia, 
nombrar y destituir al ministro o ministros de su despacho gene-
ral y oficiales de las secretarías. 

Art. 93 - Proveer los empleos civiles y militares, confor-
me a la constitución y a las leyes. Para el de coroneles necesita el 
acuerdo del senado. 

Art. 94 - Le compete destituir a los empleados, por inepti-
tud, omisión o delito: en los dos primeros casos con solo acuerdo 
de sus ministros o ministro; y en el último, pasando el expediente 
a los tribunales de justicia, para que se les juzgue con arreglo a las 
leyes. 

Art. 95 - Es el jefe superior de la fuerza militar que corres-
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ponde tener a la provincia, según sus instituciones; de él solamen-
te depende su dirección, pero no podrá mandarla en persona, sin 
previo permiso de la asamblea general con el sufragio de dos terce-
ras partes de votos. 

Art. 96 - Ejerce el patronato respecto de las iglesias, bene-
ficios y personas eclesiásticas de su dependencia con arreglo a las 
leyes; nombra el obispo a propuesta en terna del senado. 

Art. 97 — Despacha las cartas de ciudadano de la provincia, 
con arreglo a las formas y calidades que exige la ley. 

Art. 98 — Cuida de la recaudación de las rentas y contribu-
ciones generales y de su inversión conforme a las leyes. 

Art. 99 — Es de su deber presentar anualmente a la asam-
blea general el presupuesto de gastos del afío entrante y dar cuen-
ta de la inversión hecha en el anterior. 

Art .100 — No puede expedir orden sin la firma de su minis-
tro respectivo, y sin este requisito nadie será obligado a obedecer. 

Art.101 — No puede permitir a persona alguna goce de suel-
do o pensión, sino por alguno de los t í tulos que las leyes expresa-
mente designan. 

Art.102 — No saldrá del territorio de la provincia, durante 
el t iempo de su mandato y un afío después, sino cuando fuere ab-
solutamente preciso y con previo consentimiento de la asamblea 
general por las dos terceras partes de sus votos. 

Art.103 — Podrá indultar de la pena capital a un criminal, 
previo informe del tribunal o juez de la causa, mediando graves y 
poderosos motivos, salvo los delitos exceptuados por las leyes. 

Art .104 — Recibirá por sus servicios la dotación estableci-
da por la ley, que ni se aumentará ni se disminuirá durante el tiem-
po de su mando. 

Art.105 — Las atribuciones 95 y 96 estarán sujetas a las de-
claraciones o limitaciones que puedan hacérseles por la constitu-
ción general del Estado. 

Art.106 — El Poder ejecutivo de la provincia, ínterin no se 
reúne la nación en congreso, y cuando, en razón de las circunstan-
cias que ocurran, se vea precisado a usar de las atribuciones gene-
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raímente propias del Ejecutivo nacional, no podrá hacerlo sin in-
tervención y conocimiento de la asamblea general de la provincia, 
en los casos en que aquél precise de la del congreso. 

SECCION SEXTA 

de los ministros o secretarios del despacho general 

Art. 1 0 7 - El despacho de los negocios de la provincia se 
desempeñará por ministros o secretarios, que no pasarán de tres, 
con sus respectivas oficinas. 

Art. 1 0 8 - Los ministros o secretarios despacharán bajo las 
inmediatas órdenes del gobierno, autorizarán las resoluciones de 
éste, sin cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará cumpli-
miento por ningún tribunal ni persona pública. 

Art. 1 0 9 - Los ministros o secretarios del despacho serán 
responsables, con el gobernador, de todas las órdenes que autori-
cen contra la constitución y leyes vigentes, sin que puedan quedar 
exentos de responsabilidad por haber recibido mandato de aquél 
para autorizarlas. 

Art. 110— No podrán por sí solos, en ningún caso, tomar 
deliberaciones sin previo mandato o consentimiento del goberna-
dor, a excepción de lo concerniente al régimen especial de susres-
pectivós departamentos. 

Art. 111 - Concluido su ministerio, quedarán sujetos a resi-
dencia por seis meses, y no podrán por pretexto alguno salir fuera 
del territorio de la provincia durante este término. 

Art. 112 - Para ser ministro se requiere: Io ser ciudadano en 
ejercicio; 2 o tener treinta años de edad cumplidos; 3 o no haber si-
do jamás condenado en causa criminal. 

SECCION SEPTIMA 

del Poder Judicial 
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Art. 113 - El Poder judicial será ejercido en la provincia de 
Buenos Aires por el superior tribunal de justicia, bajo la forma y 
con el número de jueces que la ley designe, y demás juzgados es-
tablecidos por ella. 

Art. 1 1 4 - Este poder es independiente de todo otro en el 
ejercicio de sus funciones. 

Art. 115 - Para ser nombrado miembro del tribunal de jus-
ticia, se requiere ciudadanía natural o legal, ser mayor de treinta 
años, con seis al menos de ejercicio en la facultad, y tener aptitud 
y juiciosidad notorias. 

Art. 116 - Los miembros del tribunal de justicia serán nom-
brados por el gobernador de la provincia a propuesta en terna del 
senado. 

Art. 1 1 7 - En la primera instalación que se hiciese, con a-
rreglo a esta constitución del superior tribunal de justicia, los pro-
vistos prestarán juramento, en manos del gobernador de la provin-
cia, de desempeñar sus obligaciones, administrando justicia bien y 
legalmente; en lo sucesivo lo prestarán ante el mismo tribunal. 

Art. 1 1 8 - Los miembros del tribunal de justicia permane-
cerán en sus respectivos cargos, mientras dure su buena comporta-
ción, debiendo preceder, para ser destituido, juicio y sentencia le-
gal. 

Art. 1 1 9 - Ellos gozarán la compensación que les designe la 
ley, la que no podrá ser disminuida mientras duren en sus puestos. 

Art. 1 2 0 - No pueden ser senadores ni representantes, sin 
hacer dimisión de sus empleos, ni pueden ser empleados en otros 
destinos por el gobernador de la provincia, sin el consentimiento 
y aprobación del tribunal; y en ninguna manera obtener comisión 
alguna administrativa. 

Art. 121 - El tribunal de justicia nombrará sus oficiales en 
el número y forma que prevenga la ley. 

Art. 1 2 2 - Sus atribuciones serán las que designen las leyes 
vigentes, o por reglamentos especiales que se le señalaren. 

Art. 123 - En los juicios que se sigan ante el tribunal de jus-
ticiadla votación definitiva será pública. 
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Art. 1 2 4 - Tendrá la superintendencia sobre toda la admi-
nistración de justicia. 

Art. 125 - Informará de tiempo en tiempo al cuerpo legisla-
tivo de todo lo conveniente para la mejora de la administración de 
justicia. 

Art. 1 2 6 - Quedan abolidos los juicios por comisiones espe-
ciales, salvo en caso extraordinario, ajuicio de la legislatura. 

Art. 127 - Toda sentencia será pronunciada por el texto ex-
preso de la ley o con manifestación de los principios legales a que 
se ajusta. 

Art. 128— La legislatura establecerá en oportunidad el jui-
cio por jurados. 

Art. 129 - Ninguna causa, cualquiera que sea su naturaleza, 
se juzgará fuera de la provincia. Exceptúanse las que versen sobre 
crímenes polít icos, y estarán sujetas a lo que sobre ellas determine 
el congreso nacional. 

Art. 130— Cualquiera del pueblo tiene derecho para acusar 
a los depositarios del Poder judicial, por los delitos de cohecho, 
prevaricato, procedimiento contra la libertad de las personas, segu-
ridad de domicilio y contra la propiedad. 

SECCION OCTAVA 

de la observancia de las leyes, reforma de la constitución 
v su juramento 

Art. 131 - Continuarán observándose las leyes, estatutos y 
reglamentos que hasta ahora rigen, en lo que no hayan sido altera-
dos por leyes o disposiciones patrias, ni digan contradicción con 
la presente constitución, hasta que reciban de la legislatura las va-
riaciones o reformas que estime convenientes. 

Art. 1 3 2 - Cuando se hiciese alguna moción en alguna de 
las cámaras del Poder legislativo para la reforma de uno o más ar-
t ículos de la presente constitución, no será ella admitida sin que 
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sea apoyada por la tercera parte de los miembros concurrentes en 
ambas cámaras. 

Art. 1 3 3 - No siendo apoyada suficientemente, queda dese-
chada y no podrá renovarse hasta el siguiente período de la legis-
latura, observándose entonces las mismas formalidades. 

Art. 134— Si la moción fuere apoyada en la forma dicha, 
se reunirán ambas cámaras para tratar y discutir el asunto, y serán 
necesarias las dos terceras partes de votos para sancionarse que el 
artículo o artículos en cuestión exigen reforma. Si no se obtuvie-
se esta sanción, no se podrá volver a tratar el asunto hasta la si-
guiente legislatura. 

Art. 135 — En caso de haberse sancionado la exigencia de la 
reforma, la resolución se comunicará al Poder ejecutivo para que 
exponga su opinión fundada y con ella le devuelva a la legislatura. 

Art. 136— Si él disiente, reconsiderada la materia por am-
bas cámaras reunidas, será necesaria la concurrencia de tres cuar-
tas partes al menos de votos para sancionar la necesidad de la re-
forma. Así en este caso como en el de consentir el Poder Ejecuti-
vo, se procederá inmediatamente a verificarla con el número de su-
fragios prescritos en el artículo anterior 134. 

Art. 137— Verificada la reforma, pasará al Poder ejecutivo 
para su publicación. En caso de devolverla aún con reparos, tres 
cuartas partes de sufragios harán su última sanción. 

Art. 138— Sancionada la constitución, será solemnemente 
jurada en todo el territorio de la provincia. 

Art. 139 - Ninguno podrá ejercer empleo público, civil, mi-
litar o eclesiástico, sin prestar juramento de observar la constitu-
ción de la provincia y sostenerla. 

Art. 140 — Todo el que atentare o prestare medios para aten-
tar contra la presente constitución después de publicada, será repu-
tado enemigo de la provincia y será juzgado y castigado como reo 
de lesa nación. 

SECCION NONA 
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disposiciones generales 

Art. 141 - Todos los habitantes de la provincia tienen un 
derecho a ser protegidos en el goce de su vida, reputación, libertad, 
seguridad y propiedad. Nadie puede ser privado de ellas sino con-
forme a las leyes. 

Art. 142 - Todos los hombres son de tal manera iguales an-
te la ley, que ésta, bien sea penal, preceptiva o tuitiva, debe ser u-
na misma para todos y favorecer igualmente al poderoso que al mi-
serable para la conservación de sus derechos. 

Art. 143— Todo hombre puede publicar por la prensa sus 
pensamientos y opiniones. Los abusos cometidos por est3 medio 
serán juzgados en virtud de una ley particular y calificados por un 
tribunal de jurados. 

Art. 1 4 4 - Ninguna orden para hacer pesquisa en algún lu-
gar sospechoso, arrestar una o más personas sospechosas, o embar-
gar sus propiedades, será exequible, si no está acompañada por 
una especial designación de las personas u objetos de pesquisa, 
arresto o captura. 

Art. 145 - El derecho de petición al cuerpo legislativo, ejer-
cido de una manera ordenada y pacífica, es reservado al pueblo. 
Pero el que, a pretexto de usar de él, tratase de anarquizar al país, 
será castigado como perturbador del orden público. 

Art. 146 - El derecho de imponer penas y multas se reserva 
al cuerpo legislativo. Exceptúanse algunas moderadas que se dejan 
al pudente arbitrio de los magistrados para castigar delitos leves, 
hasta que se dé el código penal, en que se arreglará con la mayor 
posible exactitud. 

Art. 1 4 7 - Queda abolida toda confiscación de bienes y to-
da pena cruel y de infamia transcendental. El código criminal limi-
tará, en cuanto sea posible, la aplicación de la pena capital. Interin 
esto llega, los tribunales de justicia procurarán economizarla, con-
mutándola con destierros y trabajos públicos. 

Art. 1 4 8 - Ningún habitante de la provincia puede ser pre-
so sin precedente información bastante, que produzca semiplena 
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Art. 169 - No se exigirá a los reos juramento en las confe-
siones judiciales. 

Art. 1 7 0 - Jamás podrá en la provincia el Poder ejecutivo 
ser investido con facultades extraordinarias, para disponer de las 
vidas ni fortunas de los particulares, ni transtornar el orden y for-
ma de la administración establecidos por las leyes. Ni la asamblea 
general, o la comisión permanente en caso urgente de no poder 
convocar aquélla, podrá suspender el beneficio de la seguridad in-
dividual conocido en las otras partes por el de habeas corpus, ex-
cepto en ocasiones las más extrechas y urgentes de rebelión e in-
vasión, y por un tiempo limitado que no pase de tres meses. Fe-
necido este término, sin necesidad de declaratoria alguna, se entra 
en el régimen legal. 

Art. 171 - Todo rigor que no sea necesario para asegurar la 
persona de un individuo, será severamente reprimido por la ley. 

Art. 1 7 2 - Ninguna sentencia infamante será trascendental 
a los hijos y descendientes del'culpado. 

Art. 173 - Jamás se usará del tormento en la provincia. 
Art. 1 7 4 - Toda propiedad, de cualquiera especie que sea, 

es inviolable, y ninguna autoridad podrá ocuparla ni turbar al pro-
pietario en su posesión, uso y aprovechamiento. Y si en algún caso 
fuese necesario por algún objeto de utilidad común echar mano de 
ella, sin poder devolvérsela, después de concluido el uso o servicio 
a que hubiere sido destinada, y cuya elección siempre estará al ar* 
bitrio del propietario, deberá éste ser indemnizado en su justo va-
lor, que se fijará por el juicio de peritos, en cuyo nombramiento 
tendrá parte el interesado. 

Art. 175 - Siendo obligado todo ciudadano y habitante de 
la provincia a obedecer a las leyes y autoridades establecidas en 
conformidad a ellas, se declara reo de alta traición a todo el que 
promoviese a la rebelión o desobedecimiento de aquéllas, sea por 
medio de mandato, persuasiones o de cualquiera otro modo . En 
tal caso, los subditos y dependientes tan lejos de obedecerles están 
en el estrecho deber de delatar a la autoridad los cómplices y auto-
res de tales seducciones y manejos, los que serán privados de sus 
destinos y castigados con arreglo a las leyes. 
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prueba legal del hecho, que merezca pena corporal, o sin vehemen-
tes indicios, y sin un mandato escrito del juez ante quien ha de ser 
presentado. Exceptúase el caso en que la seguridad de la república 
exija el arresto de uno o más ciudadanos sin poderse observar las 
predichas fórmulas, el que no podrá pasar de cuarenta y ocho ho-
ras, sin ponerse al acusado a disposición del tribunal o juez compe-
tente. 

Art. 1 4 9 - Acto continuo, si fuere posible, deberá dar el 
preso su declaración sin juramento, no difiriéndose ésta en ningún 
caso por más. t iempo que el de cuarenta y ocho horas. 

Art. 1 5 0 - Dentro de tercero día, a más tardar, se hará sa-
ber al reo la causa de su prisión y los nombres de sus acusadores. 

Art. 151 — Cuando la prisión fuese a petición de parte, sien-
do ésta pudiente, debe, antes de verificarse, prestar fianza bastan-
te de responder por todos los daños y perjuicios que se originasen 
al acusado, resultando inocente; y, si no lo fuere, prestará caución 
juratoria de igual resarcimiento, llegando a mejor fortuna. 

Art. 1 5 2 - Se exceptuará de prisión, fuera del caso en que 
por el delito merezca pena capital, al que diere fianza bastante de 
responder por los daños y perjuicios que contra él se reclaman. 

Art. 153 - In fraganti todo delincuente puede ser arrestado 
por cualquiera persona y conducido a presencia del juez. 

Art. 1 5 4 - Ninguna ley tendrá fuerza retroactiva. % 

Art. 155 - Todo ciudadano está sujeto aju ic io de residen-
cia. Una ley especial reglará el modo de proceder en él. 

Art. 156— No le servirá de excusas en las infracciones de 
ley el haber recibido orden ni mandatos del Poder ejecutivo. 

Art. 157— Todo ciudadano o habitante de la provincia po-
drá conservarse o salir de ella, como le convenga, llevando consigo 
sus bienes, sin que nadie se lo embarace, con tal que guarde los re-
glamentos de policía y salvo el derecho de tercero. 

Art. 1 5 8 - La ley declara inviolable toda correspondencia 
epistolar; nadie podrá interceptarla ni abrirla, sin hacerse reo de la 
seguridad pesonal. La ley determinará en qué casos y con qué jus-
tificación puede procederse a ocuparla. 
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Art. 1 5 9 - La casa de un ciudadano es un asilo inviolable. 
De noche no se podrá entrar en ella sino con su consentimiento; y 
de día sólo se franqueará su entrada en los casos, objetos, y de la 
manera que prevenga la orden escrita del juez o autoridad compe-
tente. 

Art. 160 - Ningún habitante de la provincia puede ser pena-
do y confinado sin que preceda juicio y sentencia legal. 

Art. 161 - Tampoco podrá ser obligado a hacer lo que no 
manda la ley, ni privado de lo que ella no prohibe. 

Art. 1 6 2 - Las acciones privadas de los hombres, qüe de 
ningún modo ofenden al orden público ni perjudican a un tercero, 
están sólo reservadas a Dios y exentas de la autoridad de los magis-
trados. 

Art. 1 6 3 - Las anteriores disposiciones relativas a la seguri-
dad individual no podrán suspenderse sino en el caso de inminente 
peligro de que se comprometa la tranquilidad pública o la seguri-
dad de la provincia, a juicio y por disposición especial de la asam-
blea general o de la comisión permanente de ésta, cuando esté en 
receso; pero esto sólo tendrá lugar para la aprehensión del delin-
cuente, sin proceder a más. 

Art. 1 6 4 - Ningún género de trabajo, industria o comercio 
puede ser prohibido, a no ser que se oponga al bien público o al 
de los ciudadanos. 

Art. 165— Todo inventor tendrá la propiedad de sus descu-
brimientos y producciones. La ley le asignará un privilegio exclusi-
vo temporal o resarcimiento de la pérdida que tenga en caso de pu-
blicarlo. 

Art. 166— Las contribuciones se repartirán proporcional-
mente sin ninguna excepción ni privilegio. 

Art. 167 — Se ratifica la ley de libertad de vientres y las que 
prohiben el tráfico de esclavos. 

Art. 168— Se prohibe la fundación de mayorazgos y toda 
clase de vinculaciones; y ninguna autoridad de la provincia podrá 
conceder título alguno de nobleza, honores y distinciones heredi-
tarias. 
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Artículo adicional sancionado por la legislatura ae ia provincia, 
en sesión de 8 de julio de 1833 * 

La provincia de Buenos Aires no se reunirá en congreso, con 
las demás provincias que componen la República Argentina, sino 
bajo la forma federal. 

Recopilación de Leyes hechas por el Senado de la Provincia de 
Buenos Aires - Oficina de Publicaciones - T o m o Año 1945 

DECRETO Nro. 16.098 
D e p a r t a m e n t o d e G o b i e r n o 

La P l a t a , 2 d e o c t u b r e de 1 9 4 2 . 

Considerando: 
Que es propósito del Gobierno publicar la Historia de la 

Constitución de la provincia de Buenos Aires y editar sus diversos 
textos y los debates de las Convenciones Constituyentes y Refor-
madoras, para lo cual oportunamente solicitó al Archivo Histórico 
de la Provincia la iniciación de los trabajos para reunir con carácter 
urgente los antecedentes y la documentación necesaria; 

Que la dependencia aludida ha organizado el plan de la obra, 
cuya aprobación es previa a fin de solicitar de la H. Legislatura la 
autorización pertinente; por ello el Poder Ejecutivo-

DECRETA: 
Art. I o Aprobar el plan de la obra "Historia Constitucio-

nal de la provincia de Buenos Aires" y edición de los textos y de-
bates de las Convenciones Constituyentes y Reformadoras, organi-
zado por el Archivo Histórico de la Provincia. 

Art. 2 o Diríjase mensaje y proyecto de Ley a la Honorable 
Legislatura, acompañándose copia del presente decreto y demás 
antecedentes. 

Art. 3 o Comuniqúese , publíquese, dése al Registro y "Bo-

* Florencio Varela, Tratados de los Estados del Rio de La Platafetc. 
Montevideo, 184 7, página 468. 
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letín Oficial y archívese. 
MORENO 

VICENTE SOLANO LIMA 

Ley Provincial 5 0 1 3 

Registro Oficial Provincial de 1942 - tomo IV - Pág. 939 

"Historia Constitucional de la provincia de Buenos Aires" 

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires, 
sancionan con fuerza de -

LEY: 

Art. I o Encomiéndase al doctor Ricardo Levene el estudio 
y redacción de la Historia Constitucional de la provincia de Bue-
nos Aires y edición de los textos y debates de las convenciones 
constituyentes y reformadoras que se publicarán de acuerdo con 
las bases enunciadas en el plan aprobado por el Decreto del Poder 
Ejecutivo número 16 .098 . 

Art. 2 o El Poder Ejecutivo encargará al Archivo Histórico, 
la compilación y coordinación de los textos, documentos y deba-
tes a que se refiere el artículo anterior, que serán impresos en edi-
ción económica. 

Art. 3 o De la publicación ordenada por esta ley se harán 
dos mil ejemplares, de los cuales se tomará el número necesario pa-
ra ser distribuidos gratuitamente entre los miembros del Poder E-
jecutivo, legisladores y bibliotecas públicas reconocidas por la Di-
rección General de Bibliotecas Populares. Los ejemplares restan-
tes se ofrecerán en venta al precio de costo que resulte, debiendo 
su producido ingresar al fondo destinado para costear esta edi-
ción. 

Art. 4 o Los gastos que demande el cumplimiento de la pre-
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sente ley, que se declara de urgencia, hasta la suma de diez mil pe-
sos monoda nacional ($ 10 .000 m/n.) , se tomarán de Rentas Gene-
rales con imputación a la misma en la proporción que correspon-
da. 

Art. 5 o Comuniqúese al Poder Ejecutivo. 

D a d a en la Sala de S e s i o n e s de la H o n o r a b l e L e g i s l a t u r a d e 

la p r o v i n c i a d e B u e n o s A i r e s , e n la c i u d a d d e La P l a t a , a l o s t r e i n -

ta y un d í a s d e l m e s de m a r z o de m i l n o v e c i e n t o s c u a r e n t a y tres . 

F . R A M O S , E D G A R D O J . M I G U E Z , i 
F e l i p e A . C i a l é , Lu i s M a r í a F r e s c o , 

S e c r e t a r i o d e la C. de D . D . S e c r e t a r i o d e l S e n a d o . 

La P la ta , 6 de abr i l d e 1 9 4 3 . 

Cúmplase, comuniqúese , publíquese y dése al Registro y 
"Bolet ín Oficiar*. 

MORENO 
VICENTE SOLANO LIMA 
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